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Introducción 
 
 
Se me ha pedido, desde diversas instancias, una opinión sobre la recientemente aprobada Ley de 
Extranjería o Ley de la Vergüenza y estas son algunas reflexiones sobre temas que bordean a la 
citada Ley. En tal sentido, lo que me parece pertinente es contextualizar dicha Ley en función de 
algo más global como es la xenofobia institucional como política de Estado. La Ley de Extranjería  
viene marcada por lo que podríamos llamar un pecado original, un error de base: la Directiva 
Europea de la Vergüenza que traspone en su texto.  
 
Dicha Directiva “afecta enormemente el derecho a la libertad personal, defendido en el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades fundamentales”,  
tales son los argumentos que dieron los mismos europarlamentarios que estuvieron presentes en la 
votación y aprobación de dicha norma (véase la declaración de la Opinión Minoritaria de la sesión 
correspondiente). 
 
La Ley de Extranjería o Ley de la Vergüenza, no sólo traspone dicha Directiva, sino que, además, 
entra en colisión directa con otra norma de alcance universal: la Convención Internacional sobre 
la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, aprobada por las 
Naciones Unidas en 1990 y en vigor desde 2003, y no firmada por ningún Estado Parte de la Unión 
Europea.   
 
Para ser claro con pocas palabras: Hacer todo lo contrario de lo que dicha Convención 
Internacional establece es lo que llamamos xenofobia institucional como política de Estado. De lo 
que estamos hablando es de opciones: ¿Integrar a inmigrantes a partir de Directivas europeas 
neonazis o integrar a Europa –y a sus inmigrantes- a partir de los Convenios Internacionales que 
rigen para todos los países? 
 
La firma de la Convención Internacional sobre la Protección de todos los Trabajadores Migratorios 
y de sus Familiares, el cierre inmediato de los campos de concentración llamados CIE’s, y la 
depuración de responsabilidades judiciales, políticas y administrativas de lo sucedido en dichos 
campos de concentración durante estos años, es el piso, es lo mínimo que, desde una concepción 
democrática y plural, se puede y debe exigir. Todo lo demás es como hablar con Estados 
nacionales que, en este tema, se comportan como pandilleros de barrio, siendo el barrio nuestro 
planeta.     
 
El presente trabajo contiene algunos artículos en torno a la xenofobia institucional desarrollada en 
los últimos tiempos por parte del poder político en el Estado Español. No son artículos académicos 
ni pretenden serlo, son simples ensayos en relación a una realidad agobiante para muchos 
inmigrantes en suelo europeo. 
 
El primer artículo “Redadas y Hoya Fría”, se refiere a la particular situación de Tenerife en relación 
a dos temas muy vinculados entre sí: las feroces redadas producidas durante toda la primera mitad 
del 2009 y el campo de concentración de Hoya Fría, un antro propio de Freddy Kruger, cuyo interés 
en mantenerlo abierto reposa en lo de siempre: jugosas contratas y oscuras transacciones 
inmobiliarias, todo ello bajo el paraguas institucional del Ministerio de Defensa. Las redadas 
causaron estupor, sobre todo las que se realizaron en el comedor social de las Hermanas de la 
Caridad, cuya sede está a unos pasos de la Iglesia de la Concepción en Santa Cruz de Tenerife. 
Esas monjas, que serían capaces de ayunar dos meses seguidos por el pecado de matar una 
mosca, siguen con su labor: no te preguntan si estás o no regularizado para darte un plato de sopa. 
Tanto sentido común, como sabemos, suele alterar los nervios de los gendarmes.  
 
“De los Ghettos a los CIE’s”, intenta trabajar en una hipótesis: la relación del segregacionismo nazi 
con el actual sistema europeo de segregación de ciudadanos extracomunitarios. Pensarlo en 
función de estructuras históricas de larga duración a lo Braudel quizás sería muy operativo a nivel 
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académico, pero este escrito es menos pretencioso: simplemente tratamos de manifestar nuestro 
enfado ante unas gestapos que, por vestirse con armani y perfumarse de multiculturalismo, se 
piensan a sí mismas como más amables aunque mantengan los mismos tics que sus abuelitos. 
Fue realizado casi de un tirón un poco antes de Rosh Hashanah de 5.770 (septiembre de 2009 en 
el calendario gregoriano). La referencia a Luigi Nono fue debido a que, coincidentemente, estaba 
escuchando y disfrutando “Il canto sospeso” y estaba muy emocionado con las cartas de los presos 
que rescató Nono para su obra. La introducción al programa de mano que hizo la Orquesta 
Sinfónica de Berlín me pareció un verdadero hallazgo para ilustrar lo que decíamos de la larga 
duración. 
 
Con “Los baños más caros de Tenerife”, intentamos mostrar la primera capa del palimpsesto de 
ignominia que suponen los campos de concentración que la Administración llama CIE’s. Nace de 
una petición de informes al Subdelegado de Gobierno de Canarias en septiembre de 2009, en el 
que se le piden esas cosillas que uno no suele pedir a los Reyes Magos.   
 
“La policía adexterada”, es una reflexión a partir de mezclar en la coctelera los ficheros policiales 
Adexttra y la novela de Jeff Lindsay “Darkly Dreaming Dexter”. Intenté sacar provecho de la 
paronimia lexical  Dexter / Adexttra, para adentrarme en las turbulentas aguas del Estigia de las 
bases de datos que manejan las stasi locales. Por si fuera poco, en uno de los canales del patético 
Nodo de los tiempos actuales (el canal Cuatro del grupo Prisa) estaban dando una versión 
televisiva de nuestro psicópata Dexter. Aunque la pasaban muy tarde y me quedaba dormido, he 
de reconocer que fue un estímulo para escribir el artículo. 
 
“Habla el Ministro de Desempleo y Xenofobia” es una reflexión sobre el discurso perpetrado en uno 
de esos lugares a los que, si nos invitaran, estaríamos deseando que llegara el break para comer 
deliciosos canapés, y luego volver a enfrascarnos en nuestro mp3 escuchando algo de Rage 
Against  the Machine, mientras el ponente repite como sonsonete lo que ya repitió una y mil veces 
antes. El ministro es ese de los cuatro millones de parados en España, el de la Directiva y Ley de la 
Vergüenza. Todo una joyita.   
 
En “De Laclos a Howard” reflexiono sobre el email supuestamente atribuido a John Howard, el ex 
primer ministro australiano. Habíamos dicho que el email de Howard era un exabrupto propio de 
uno de esos jóvenes ultraderechistas que huelen a hormonas mal encarrilladas o identidades 
sexuales no muy bien asumidas. Asegurábamos también que, en todo caso, Howard no es joven.  
El problema de estos Bush de barrio, como Howard, es que nunca están conformes con sus 
musculitos tatuados y necesitan también navajas para luego necesitar revólveres para luego 
necesitar metralletas para luego…La deriva del anciano Howard hacia la ultraderecha para ganarse 
los votos del Le Pen local (el xenófobo y racista partido One Nation) terminó asustando a las 
señoras que no quieren que se les robe el bolso en la calle pero tampoco quieren tanques en la 
calles que encañonen a cada cara sospechosa. Lo de Laclos se refiere al autor de “Relaciones 
peligrosas”, ya que me parecía pertinente relacionar la literatura epistolar del siglo XVIII y sus 
efectos de verdad con los actuales emails, sobre todo cuando vienen en cadena y provienen 
supuestamente de esferas de poder con fuerte carga xenófoba y/o racista, como el del ex primer 
ministro. 
 
“La dirección política de los inmigrantes” es un artículo propositivo referido a cómo pienso que se 
deberían conducir políticamente las asociaciones de inmigrantes en un contexto poco favorable a 
los mismos: Alianzas, posicionamientos y demás cuestiones de política menuda. Es una reflexión 
en voz alta de mis ideas al respecto en un contexto sociohistórico muy determinado. El tono de 
arenga de mitin me desconcierta un poco ya que no es muy de mi estilo, pero tengo que reconocer 
que es una restricción del género: imagínense un western en el que el cowboy entre al saloon y no 
se beba un whisky y participe en alguna pelea, sería una ruptura del género que nos 
desconcertaría bastante. Que el rudo cowboy se tome una chocolatada y baile algo de Marius 
Petipa no nos resultaría muy agradable. Por ello, aunque no sea “muy de mi estilo” me rindo al 
género de panfleto de tribuna. 
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Vayamos al Anexo. 
 
El Anexo tiene varios apartados:  
 
“El engendro”, se refiere a la Ley de la Vergüenza, Ley de Extranjería o Ley Orgánica 2/2009, de 
11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 
libertades de los extranjeros en España y su integración social aprobada por las Cortes el jueves 
26 de noviembre de 2009 y en vigor desde -¡Oh ironía!- horas después del Día Universal de los 
Derechos Humanos y como regalito de fin de año 2009.  
 
Este engendro jurídico, recién nacido, no puede dejar de estar acompañado por su madre, la 
Directiva de la Vergüenza, la 2008/115/CE o “Directiva relativa a normas y procedimientos 
comunes en los Estados miembros para el retorno de los nacionales de terceros países en 
situación irregular”. Es el apartado que llamamos “La Madre del engendro”. 
 
“Pestañeos” incluye los documentos policiales en que se da cuenta de las redadas realizadas por 
la Policía Nacional ordenadas desde el Ministerio del Interior. El Ministro Rubalcaba hace las 
delicias de los discípulos y émulos del psicólogo Paul Ekman, el que estudia la relación de las 
emociones y la expresión facial, y sobre todo analizan esas “microexpresiones” que pueden 
utilizarse para detectar mentiras evidentes pero muchas veces indetectables.  
 
Los pestañeos del Ministro cuando comparece ante la prensa son un festín para los ekmanianos 
que, por la cantidad y variedad de ese tipo de microexpresiones delatoras, deben disfrutar como 
disfrutaría un melómano ante la octava sinfonía de Mahler dirigida por Stokowski. 
 
También anexamos la Declaración de Casa Argentina en Tenerife en diciembre de 2008, en 
relación a la reforma de la Ley de la Vergüenza o Ley de Extranjería. 
 
“Los Fernando Escandón en el Senado” es la transcripción de la defensa que hizo Matilde 
Fernández, portavoz del PSOE en el Senado, en la Comisión de Trabajo e Inmigración de dicha 
Cámara, defendiendo la ampliación en un 50% del tiempo de internamiento de ciudadanos 
extracomunitarios en los campos de concentración llamados CIE’s por la Administración. Los 
argumentos de la senadora podrían competir con los de Fernando Escandón, el malo de “Pasión 
de Gavilanes”, en hipocresía y desvergüenza por defender lo indefendible. 
 
También se anexa dos Leyes argentinas, la Nº 25.871, Ley Nacional de Migraciones y la Ley Nº 
26.202, por la que se aprueba la Convención Internacional sobre la Protección de todos los 
Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, adoptada por las Naciones Unidas, el 18 de 
diciembre de 1990, y que entró en vigor en el 2003. 
 
El introducir estas dos leyes tiene un afán comparativo muy simple. En El engendro habíamos 
presentado una ley que, siguiendo la muy típica tradición neonazi europea,  traspone una Directiva 
que habilita encarcelar durante un año y medio a un trabajador migrante por no estar regularizado; 
con la Ley Nº 25.871, Ley Nacional de Migraciones de la República Argentina, tenemos el caso 
opuesto: permitir que cualquier migrante que pise el suelo argentino, pueda obtener un certificado 
de residencia “precaria” por 180 días (renovable) mientras tramita una residencia temporaria o 
permanente. Trámite gratuito que requiere solamente tres elementos: Documento de Identidad del 
país del que provenga, un certificado de Interpol en el que conste que no tiene causas penales y, 
por último, un Certificado de Vida y Residencia (empadronamiento); todo ello fotocopiado y 
compulsado por un escribano (notario). Con ese certificado de residencia precaria ya se puede 
trabajar y estudiar, inclusive en la Universidad, que es gratuita (la pública, claro).  
 
La otra Ley (la Nº 26.202) de dos artículos, simplemente aprueba la Convención Internacional 
sobre la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. La Convención, 
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anexada a la Ley, es muy sencilla: dice algo así como que los trabajadores migratorios y sus 
familiares son seres humanos y deben ser tratados como tales. Así de simple. Lógicamente los 
Estados Partes firmantes del Convenio deben comportarse en consecuencia; lógicamente, ningún 
Estado miembro de la Unión Europea firmó dicho Convenio. Y ni piensan hacerlo, a tenor de la 
respuesta que le dio el Comisario de Justicia, Libertad y Seguridad, Jacques Barrot, hace apenas 
unos días, el 16 de diciembre de 2009 a la pregunta que le hizo el europarlamentario Proinsias De 
Rossa el 28 de octubre de ese mismo año, y que también anexamos. La respuesta de este 
personaje, el Sr. Barrot, es también digna de ganar el Fernando Escandón Award compitiendo con 
la argumentación de Matilde Fernández en el Senado español. En definitiva, argumentó que 
Europa no necesita aprobar Convenios Internaciones ya que las actuales Directivas neonazis son 
muy aptas para los trabajadores migrantes. 
 
Tres aclaraciones. 
 
Una. El eje que vertebra todos estos escritos es la xenofobia institucional como política de Estado, 
esa xenofobia que, saliendo de los pasillos del poder, se apodera de las calles de las ciudades 
europeas como esa niebla y esa llovizna que Julio Cortázar describía en “El examen”. La xenofobia 
institucional da mucha tela para cortar, desde el ámbito académico hasta el ensayístico. 
Escudriñarla desde la economía política es un reto que no nos podemos dar el lujo de evitar. 
Empezar a hacerlo desde el simple y puro ensayo es una veleidad que me permito acometer como 
mera introducción. 
 
Dos. La Ley de Extranjería o Ley de la Vergüenza, amerita una reflexión particular en tres niveles: 
1) la política, referida a la obvia condena política a semejante engendro neonazi y que es lo que 
estamos haciendo aquí, 2) la pragmática, en relación a la forma en que afectan tales o cuales 
artículos a la vida de nuestros conciudadanos extracomunitarios; cuestión que deberá acometerse 
con urgencia con abogados especializados, y 3) la ética o deontológica sociopolítica, en la medida 
en que estas leyes y directivas nos interpelan sobre nuestro devenir como sujetos políticos: ¿A 
dónde vamos con semejantes mamotretos jurídicos? ¿Qué categorías existenciales o vitales nos 
damos a nosotros mismos a partir de tamaños retrocesos históricos? No se trata de hacer filosofías 
de domingo a la tarde, sino de la asunción de que constatar la implosión ética de una sociedad no 
es algo baladí que sucede allí fuera, más allá de mi jardín, sino que es lo que me hago a mí mismo 
en relación a los Otros inmigrantes.  
 
Y es que el Otro, como diría Levinas, ese rostro que me interpela, no es del orden de la 
representación: hay en él, la presencia de la idea de infinito, que me ordena y que lo hace incapaz 
de ser dominado. Por ello, estos escritos algo sombríos, algo rabiosos, implican su envés 
levinasiano (permítanme el neologismo), su radical optimismo, aún en las circunstancias tan 
fangosas para los derechos humanos como la actual situación europea.  
 
Tres. La presente andanada de normas absolutamente regresivas en términos sociohistóricos 
(Directiva Bolkestein para trabajadores, de la Vergüenza para inmigrantes, Plan Bolonia para 
estudiantes, o leyes de economía sostenible para internautas, entre otras) no son normas que 
recortan derechos como muchas organizaciones de derechos humanos ingenuamente denuncian, 
sino que son, fundamentalmente, políticas públicas racional y objetivamente planificadas: son la 
condición de posibilidad para que el sistema funcione. Para poner un ejemplo con respecto a la 
relación África-Europa: Caído el muro de Berlín hace veinte años, muchos pensaban que existiría 
una fuerte liberación de fondos dedicados a la guerra fría que, a partir de entonces, serían 
destinados ahora a promover la paz y el desarrollo, especialmente entre las áreas más 
necesitadas, fundamentalmente África. Veinte años después, la devastación neocolonial de África 
se hizo más aguda, más intensa y alcanza niveles no imaginables décadas atrás. “De Guatemala a 
Guatepeor”, como dice el dicho. No hay un “recorte” en las políticas de cooperación internacional, 
el “recorte” es la política. 
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Las actuales normas regresivas, no recortan derechos, son el nuevo derecho. No hay que 
engañarse: el momento histórico que estamos viviendo es de “autocolonización”. Como dice Žižek, 
con el funcionamiento multinacional directo del capital, la oposición entre la metrópoli y los países 
colonizados se desdibuja. La empresa global corta su cordón umbilical con la nación madre, y trata 
a su país de origen como un territorio más que debe colonizar. Que la xenofobia institucional más 
radicalizada se dé en un país gobernado por un empresario dueño de una potente multinacional de 
medios, no es casual; y ello no es una mancha en el mantel de la democracia europea, es, más 
bien, el mismo mantel que nos sirve de cartel indicador para señalarnos hacia dónde va la Europa 
actual. La desgracia de las masas europeas es que las leyes de extranjería se van haciendo 
autorreferenciales. Por este nuevo derecho neofascista, los propios europeos son más 
extranjeros en su propia tierra que los mismos extranjeros: Bolonia para los estudiantes, Bolkestein 
para los trabajadores, etc. Forcluido el iluminismo, lacanianamente hablando, ya  no se necesita lo 
ominoso de un Hitler o un Milosevic de entrecasa para desolar un continente. El proceso de 
implosión ética y social ya se basta a sí mismo. Y las bestias pueden retozar a sus anchas. 
 
 
 
 

 
 

Santa Cruz de Tenerife, vísperas de Navidad de 2009
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El retozo de las bestias o la xenofobia institucional como política de Estado 

 

 

 

 

Redadas y Hoya Fría 

Dos hechos acaecidos en Tenerife durante el pasado mes de junio de 2009 provocaron una amplia 
conmoción y desasosiego en la comunidad argentina e inmigrante en general.  

I. 

El primero se refiere a la redada policial realizada en el comedor social de "La Milagrosa" de las 
Hermanas de la Caridad en la calle La Noria de Santa Cruz de Tenerife. Testigos presenciales 
relataron que los policías, al mejor estilo de la Gestapo nazi, bloquearon la entrada y salida del 
comedor, entraron al lugar y se llevaron en los furgones policiales a 17 inmigrantes, "entre ellos, un 
africano que lleva por lo menos 20 años en Tenerife", tal y como manifestó un testigo que conoce 
bien a las personas que van a comer allí a la periodista Dory Merino, de un medio local. 

Un familiar de los detenidos ("retenidos" es el eufemismo empleado por la Administración en estos 
casos) solicitó cita telefónica para entrevistarse con éste y la primera hora disponible que le 
ofrecían era para 10 días después de la alevosa detención. 

Algunos de los detenidos viven en Tenerife desde hace más de tres años y no podrían ser 
expulsados al poder acreditar la circunstancia de arraigo. Sin embargo todos ellos fueron 
trasladados al campo de concentración de Hoya Fría, cuyo nombre para la Administración (otro 
eufemismo) es "Centro de Internamiento de Extranjeros de Hoya Fría", distante a cinco minutos del 
centro de la ciudad de Santa Cruz de Tenerife. 

La negación de que se produzcan redadas es la contestación habitual por parte del Ministro del 
Interior, Alfredo Pérez Rubalcaba, a pesar de las evidencias documentales en contra que se 
constataron en las comisarías de Madrid. El Ministro del Interior, ante semejante conculcación de 
derechos humanos y el ocultamiento y negación de las evidencias, lógicamente, aún sigue en su 
cargo al igual que las autoridades policiales encargadas de ejecutar normas a todas vistas ilegales. 

II. 

El otro hecho importante, relacionado de manera directa con el primero, se refiere a la negativa, por 
parte del Ministerio de Defensa, de cerrar el Campo de Concentración de Hoya Fría (CIE de Hoya 
Fría en la jerga de la Administración). El mantenimiento de dicho campo de concentración no sólo 
supone una ignominia moral y un atentado a los derechos humanos más elementales en una 
sociedad democrática y plural sino un claro desconocimiento y enfrentamiento a la sentencia del 
Tribunal Supremo de España que es la máxima autoridad judicial del país, y que dictaminó su 
cierre y la devolución de los terrenos a sus legítimos propietarios. 

El fallo del Supremo se basa en que el Ministerio incumplió la condición de que la finca se donaba 
para su exclusivo uso militar. Lejos de respetar esa cláusula, Defensa vendió en 1997 una parte de 
los terrenos por subasta a una cooperativa de viviendas -a la que pertenecían también militares-, 
que construyó más de cien adosados junto a la autopista del Sur. La sentencia del Tribunal 
Supremo fue dictada por la Sala de Lo Civil del TS en 2000 y el pasado 6 de abril de 2009 se daba 
a conocer un auto dictado por el Juzgado de Primera Instancia de Santa Cruz de Tenerife, 
mediante el cual se insta mediante notificación del 14 de abril al Ministerio de Defensa a ejecutar el 
fallo, es decir, que haga entrega del bien inmueble. 

Resulta grotesco que el Ejército se plantee ahora la declaración de estos terrenos como de interés 
público cuando no ha puesto objeciones a que en el Plan General de Ordenación (PGOU), 
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pendiente de aprobarse de forma definitiva dentro de unos meses, esté prevista la recalificación de 
Hoya Fría de rústico a urbanizable. Además, más llamativo aún es que Defensa expropie los 
terrenos al mismo tiempo que se niega a reconocer a la familia Rodríguez López como su legítima 
propietaria de los terrenos, cuando sí lo hace el máximo Tribunal. 

A la ignominia moral a los derechos humanos que significa Hoya Fría, se sumaría la trama 
urbanística militar, que sería promovida ilegalmente desde el Ministerio de Defensa. Las redadas 
policiales al mejor estilo de la Gestapo no sólo intentan amedrentar a la población inmigrante sino 
que se constituyen en la manera más fácil y económica para poder justificar de manera aviesa que 
todavía habría inmigrantes en el Campo de Concentración. Pero aún con las últimas redadas dicho 
Campo tiene tan sólo 87 ciudadanos extracomunitarios encerrados Y todo ello con el fin de 
continuar con el festín que supondría seguir con las contratas con los proveedores de un Campo de 
Concentración semivacío y la (todavía no investigada) construcción de adosados por parte de una 
cooperativa de viviendas que, oh casualidad!, está constituida en buena parte por militares que 
apreciarían tener las casas frente al mar en terrenos cuyos legítimos propietarios serían otros. 

III. 

Las redadas policiales, el incumplimiento de sentencias de la máxima instancia judicial del país (el 
Tribunal Supremo) para ejecutar el cierre del Campo de Concentración de Hoya Fría, la puesta en 
marcha de la nueva Ley de Asilo (rechazada por "retrógrada" por todas las instituciones vinculadas 
a los derechos humanos, ONG's de desarrollo y organismos internacionales que se ocupan del 
tema), el envío de un proyecto de Ley de Extranjería que supone el incremento -si aún cabe- de la 
xenofobia institucional, la votación a favor de la Directiva Europea de la Vergüenza en junio del año 
pasado por parte del 95% de los eurodiputados del partido del Gobierno, que habilita a encarcelar 
("retener" es el eufemismo) hasta por un año y medio a ciudadanos extracomunitarios por simples 
faltas administrativas, constituye un panorama desolador, un Chernóbil ético en relación a una 
política de derechos humanos que habrá que reconstruir a partir de los escombros que queden de 
unos gobiernos que ha hecho de la xenofobia una política de Estado. 
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De los Ghettos a los CIE’s 
 
 
Muchas veces nos preguntan cómo es que denominamos Campos de Concentración a los CIE’s 
(Centro de Internamiento de Extranjeros) ¿Es que acaso estamos homologando los Campos de 
Concentración nazis del pasado con los CIE’s del presente? 
 
Evidentemente hay una distancia sideral entre la experiencia de la Shoah y la actual situación 
europea de persecución y criminalización de los extranjeros bajo el amparo de la llamada Directiva 
de la Vergüenza. La xenofobia institucional presente no es en absoluto equiparable en sus efectos 
de la persecución antisemita del nazismo. Sin embargo, es preciso analizar y aclarar los puntos, 
inquietantemente comunes, entre los discursos institucionales de los gobiernos europeos del 
presente y los de la jerarquía nazi del pasado. 
 
I. 
 
En primer lugar, la posibilidad fáctica, por parte de los poderes políticos, de encerrar hasta 18 
meses a ciertos ciudadanos que no han cometido delito alguno, en un espacio público acotado, sin 
posibilidad de entrar o salir y sin posibilidad de comunicarse libremente con el exterior. Dichos 
ciudadanos cumplen dos condiciones: son extracomunitarios y han cometido alguna falta 
administrativa (generalmente son portadores de una documentación incompleta). 
 
Los movimientos de derechos humanos, las asociaciones de inmigrantes y hasta la opinión 
minoritaria del parlamento europeo se escandalizaron con el recorte de derechos fundamentales 
que comportaba la Directiva de la Vergüenza. Sin embargo, creemos que no es tan grave el recorte 
de derechos como el discurso en que se inserta y que se homologa, grave e inquietantemente, a la 
filosofía segregacionista del nazismo. 
 
Entre las políticas de los CIE’s y las políticas de los ghettos del nazismo, no hay diferencias de 
naturaleza, sino de grado. Aunque la diferencia de grado sea muy amplia, eso no debe hacernos 
perder de vista que ambas políticas públicas anclan en la radicalidad de lo inicuo que supone 
la segregación de ciudadanos que no han cometido ningún delito.  
 
II. 
 
En segundo lugar, se suele argumentar que la infraestructura y la gestión de los CIE’s suele ser 
correcta aunque mejorable. Se dice que (más allá de situaciones puntuales y algunos déficit de 
gestión en algunos centros) desde una perspectiva global y genérica, la situación en los CIE’s no 
es mala y que los “retenidos” no la pasan tan mal. La versión más cínica de este enfoque es la que 
dice que los ciudadanos encerrados en los CIE’s “están mejor allí que en sus propios países”. 
 
En tal sentido, y como la historia es pertinaz, es inevitable comparar las similitudes narrativas de los 
actuales informes LIBE de aquellos que elaboraban los delegados de países europeos que 
visitaban a los ghettos nazis para comprobar el “estado de situación” de los mismos.  
 
En 1943, a raíz de una visita de una delegación de la Cruz Roja Internacional al ghetto de 
Theresienstadt (Terezín), los nazis se dedicaron a “reconstruir” durante siete meses, las fachadas 
de los edificios y poner flores en sus plazas. Eso no fue todo, también habían preparado el film 
propagandístico “El Fürher regala a los judíos una ciudad”. La estética narrativa de entonces se 
emparenta de tal manera con los contenidos que podemos ver en cualquier página web de 
instituciones oficiales actuales que nos hacen pensar que las corrientes subterráneas del binomio  
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xenofilia paternalista / xenofobia de los europeos tiene raíces más profundas de lo que los mismos 
europeos estarían dispuestos a asumir.  
 
Lo que da escalofríos no es tanto el mayor o menor bienestar o malestar de los segregados (de 
antes o de ahora) sino la naturalización de los espacios de segregación que dichos informes 
incorporan en su discurso.  
 
Si a ello se le suma el carácter pluripartidario de la comisión LIBE (representantes desde la 
izquierda hasta la derecha) que supervisaría la situación de los segregados, obtenemos un 
panorama éticamente desolador al comprobar que los mismos representantes políticos europeos 
son incapaces de desmarcarse del paradigma de la segregación. Como si abogar por el bienestar 
de los esclavos negros en Alabama fuera loable, como si supervisar la situación de los habitantes 
del ghetto fuese lo correcto, como si fiscalizar el funcionamiento de los CIE’s fuese meritorio, los 
representantes políticos europeos de la Comisión LIBE incoan en sus informes la idea de la 
inevitabilidad de una segregación ignominiosa. 
 
 
III. 
 
En tercer lugar, se argumenta de la provisionalidad de los CIE’s: algo así como un “no-lugar”, tal 
como lo definiera el antropólogo Marc Augé. Emparentado con una autopista, con una habitación 
de hotel, con un supermercado, con esos lugares de la no identidad, los CIE’s no representarían 
más que un lapsus incómodo en el recorrido vital de un ciudadano extracomunitario. Incomodidad 
resultado de la impericia, desidia o algún otro factor que le sobreviene a dicho ciudadano al no 
contar con la documentación adecuada. No debería estar aquí, debería estar allí, conclusión: el 
lugar de tránsito es éste CIE. Hacer un drama político de una simple estancia temporal sería 
ridículo e infantil. 
 
¿Es verdad que los CIE’s no tienen status identitarios? ¿Su transitoriedad obligada es sinónimo de 
que no se persigue a todos los ciudadanos extracomunitarios sino a aquellos que se encuentran 
indocumentados o mal documentados? 
 
El que en 175 lugares públicos europeos se gestione la segregación de ciertos ciudadanos y que 
en ellos sean susceptibles de encierro hasta dieciocho meses, no habla de provisionalidad 
precisamente, sino más bien, todo lo contrario. Si a eso se le agrega la letra pequeña de los 
reglamentos del encierro, especialmente el referido a la imposibilidad de comunicación externa y de 
impenetrabilidad de medios de comunicación o de prensa en dichos ámbitos, ello habla a las claras 
de la sistematicidad del asedio a la dignidad que dichos centros acometen. 
 
Lo provisorio no sólo no exonera del cumplimiento de los derechos fundamentales sino que, 
además, muchas veces opera como el catalizador de los lapsus sociales con los que una sociedad 
intenta recubrir sus falencias.  El historiador Marc Ferro, avanzó en el análisis de los mecanismos 
sociales a través del estudio de films de una época determinada en función no de la historia que 
desarrollaban sino de lo que estos no contaban, de sus lapsus. Quizás nos falta aplicar su 
metodología a los actuales campos de concentración europeos.  
 
Quizás la condición de posibilidad de funcionamiento de buena parte de la actual narrativa 
audiovisual europea y que pivotea sobre “los mundos lejanos”, los “paraísos exóticos”, los 
inframundos de la calle de “aquí a la vuelta pero que está tan lejos…”, las narrativas de viajeros, 
etc. no es más que la otra cara del impertérrito silencio que impera en los ciento setenta y cinco 
campos de concentración donde miles de ciudadanos no pueden expresarse, ni obtener voces que 
los mediaticen. 
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Más que un no-lugar europeo, los llamados CIE’s no son más que el lugar o el punto ciego del 
entramado de una justicia que se demora de la peor forma posible: es el lapsus societario que nos 
habla de lo ominoso que sobreviene. Si queríamos una distopía en la que un empresario de una 
multinacional de la comunicación se hiciera con el poder político y, desde allí y con apoyo popular, 
criminalizara y persiguiera extranjeros, ese futuro ya está aquí. El terrorismo xenófobo de estado 
ejercido en Italia en los actuales momentos no podría venir de cualquiera sino de alguien que, con 
la máxima voz (mediática) criminalizara a quien carece de ella.     
 
La transitoriedad temporal es la máscara normativa de la permanencia ontológica de un desatino 
que no sólo continúa la herencia hitleriana, sino que la constata. De las Nürnberger Gesetze (Leyes 
de Núremberg) a la Directiva de la Vergüenza (y sus previas y posteriores Leyes de Extranjería) no 
hay sino - desde una perspectiva ética- una continuidad manifiesta, quizás solo interrumpida por el 
período de reconstrucción europea. 
 
La Directiva de la Vergüenza y sus Leyes de Extranjería no son más que una rediviva de un 
constante aflorar de aquel “Huevo de la serpiente” que poetizaba Bergman. El descalabro ético que 
suponen los campos de concentración llamados CIE’s, interpela de una manera directa a nuestro 
común entendimiento de lo que debe ser una sociedad democrática, plural y libre.  
 
IV. 
 
Ya lo sabemos: ni los ensayistas ni los políticos son tan certeros como los artistas a la hora de 
vislumbrar horizontes lejanos. En un programa de mano de una presentación que la Orquesta 
Filarmónica de Berlín realizó el 9 y 10 de diciembre de 1992, para presentar una obra cumbre de 
Luigi Nono (Il Canto Sospeso) la clarividencia es indudable: 
 
 

Con “Il canto Sospeso”, Luigi Nono evoca los eventos de un pasado terrible que, comenzando en 
Alemania se expandió en toda Europa. Él evoca a la gente que se opuso a la violencia del nacional-
socialismo, pero que finalmente fueron torturados y asesinados por tan inhumano régimen. Nono hizo 
un epitafio a esa gente: víctimas solitarias o anónimas. 
 
Alemania, en el invierno de 1992/93, tres años después de la caída del Muro, una vez más ve 
recrudecer el odio violento e implacable contra todo lo que es “extranjero”: ciudadanos de otros 
países, representantes de otras culturas, de otras religiones o de otras formas de vivir. El 
nacionalismo, la xenofobia, el racismo y el antisemitismo están nuevamente en auge, mientras los 
países europeos se unen para abolir lo que los separa.   
 
Cuanto es absurdo dividir a los hombres según su lugar de procedencia geográfica, étnica o cultural 
lo demuestra la composición interna de la Orquesta Filarmónica de Berlín. Nuestra orquesta –Director 
artístico e intendente incluidos- son miembros de diversas nacionalidades y de orígenes muy 
diversos. Todas esas personas han marcado y siguen marcando la imagen artística de la Orquesta 
Filarmónica de Berlín. La diversidad de la música y de las personas es la condición misma de nuestro 
trabajo. Nuestras giras de conciertos son realizadas sobre el signo de la comprensión entre los 
pueblos. En consecuencia, apelamos a la vigilancia crítica de todos, para impedir el renacimiento de 
una ideología maléfica y funesta. 
 
Orquesta Filarmónica de Berlín 
 

  
El escrito no es un tratado sociopolítico ni una arenga parlamentaria, es el resultado de haber 
vivido la Shoah in situ y saber ver los vasos comunicantes entre unas y otras situaciones 
homólogas, las de ayer y las de hoy. 
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De ghetto a ghetto, de CIE a CIE, si afinamos el oído seguramente escucharíamos un rumor, un 
susurro que siendo de Thoreau (teórico de la desobediencia civil, encarcelado por negarse a pagar 
los impuestos para financiar la guerra de Estados Unidos contra México) reverbera en el negativo 
fotográfico de la Directiva de la Vergüenza y sus leyes hijas: “Bajo un gobierno que encarcele a 
alguien injustamente, el sitio adecuado para una persona justa es también la cárcel”.   
 
 
 

En vísperas de Rosh Hashaná 
 Septiembre 2009 
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Los baños más caros de Tenerife 
 
 
I. 
 
El miércoles 23 de septiembre de 2009, participé en nombre de Casa Argentina en Tenerife en la 
reunión con el Subdelegado de Gobierno en Tenerife, José Antonio Batista y el Jefe de Extranjería, 
Agustín Herrera, conjuntamente con representantes de Senegal y Casa Uruguay Tenerife. La 
reunión fue acordada por FAMEX (Federación de Asociaciones de Migrantes y Extranjeros 
Extracomunitarios) y realizada en la sede de la Subdelegación de Gobierno de Santa Cruz de 
Tenerife. 
 
II. 
 
En dicho marco se realizó una petición al Subdelegado de Gobierno en Tenerife, José Antonio 
Batista, en los siguientes términos: 
 

Santa Cruz de Tenerife, 23 de septiembre de 2009 
 
Sr. Subdelegado del Gobierno  
en Santa Cruz de Tenerife,  
Dn. José Antonio Batista. 
 
Por la presente se solicita a esa Subdelegación la remisión de los siguientes documentos: 
 
Relación sobre los responsables políticos y administrativos desde el 17 de abril de 2004 a la 
fecha actual, de los campos de concentración de Hoya Fría (Tenerife), Barranco Seco (Las 
Palmas), El Matorral (Fuerteventura), La Piñera (Algeciras), Capuchinos (Málaga), Sangonera La 
Verde (Murcia), Zapadores (Valencia), Zona Franca (Barcelona), Carabanchel y Aluche (Madrid); 
así también como la Memoria de Actuación en dichos campos de concentración -denominados 
CIE’s por esa Administración- durante esos años.  
 
Relación de ingresos y deportaciones de ciudadanos extracomunitarios del Campo de 
Concentración de Hoya Fría -por nacionalidad, género y destino de la deportación- detallada mes a 
mes desde el 17 de abril de 2004 a la fecha actual. 
 
Detalle del presupuesto de construcción y contratista de los dos baños de planta baja del Campo 
de Concentración de Hoya Fría, conocidos como los “baños más caros de Tenerife” (100.000€). 
Se solicita el mismo detalle con respecto a los baños en construcción de la segunda planta.  
 
Memoria de Actuación del Centro Nacional de Policía sito en Adeje, en relación al tratamiento 
de los inmigrantes detenidos en los años 2006, 2007, 2008 y 2009, a fin de cotejar y contrastar 
información con respecto a los mismos. 
 
Comunicación de las fuentes primarias y exactas de los supuestos antecedentes penales de 
Osamuyia Aikpitanyi en Nigeria, presentados a todos los medios de comunicación por el Cuerpo 
Nacional de Policía, luego de su muerte el 9 junio de 2007, en vuelo de repatriación, donde fue 
golpeado y amordazado. Al día de la fecha (23 de septiembre de 2009) las supuestas fuentes no 
fueron presentadas ni por El Cuerpo Nacional de Policía ni por el Ministerio del Interior español. 
Asimismo se solicita un informe sobre la actual situación de revista de los policías responsables de 
dicha muerte. 
 
Informe en relación al incumplimiento por parte del Ministerio de Defensa de la Sentencia del 
Tribunal Supremo referida a la inmediata devolución de los terrenos sobre los que se asienta el 
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Campo de Concentración de Hoya Fría a sus legítimos propietarios; asimismo, se solicita un 
informe sobre la participación del personal del Ministerio de Defensa en la promotora 
inmobiliaria que hubo de construir una urbanización –con vista al mar- en dichos terrenos.  
 
Patricio Reyes Caldarone 
Presidente a/c Casa Argentina en Tenerife 
 
 
III. 
 
La reflexión sociopolítica -de la que damos cuenta en los sucesivos capítulos- amerita siempre la 
acción cotidiana a través de los cauces que brindan las instituciones democráticas. 
 
La actual situación de los Derechos Humanos en Europa y España en relación con los ciudadanos 
extracomunitarios es de extrema gravedad habida cuenta de la habilitación a la xenofobia 
institucional que ha permitido la Directiva de la Vergüenza aprobada en junio de 2008 y que está 
siendo replicada en sus variantes nacionales por las respectivas Leyes de la Vergüenza, antes 
denominadas de Leyes de Extranjería.  
 
En ese sentido, la defensa irrestricta de los Derechos Humanos cobra particular importancia, 
máxime teniendo en cuenta que la Directiva de la Vergüenza se complementa con una serie de 
acciones institucionales, discursos políticos y hechos sociales que conforman un coctel explosivo 
para las libertades públicas y los Derechos Humanos, por ejemplo: 
 
El Programa de Estocolmo de la UE, mediante el cual las libertades públicas y la democracia 
comienzan a sufrir un ataque sin precedentes, ya ampliamente denunciado por la Red Europea de 
Derechos Civiles;  
 
Un aumento sin precedentes del desempleo en el marco de discursos sociales e institucionales 
claramente xenófobos al respecto;  
 
Informes sobre juventud que detallan altísimos niveles de discriminación y xenofobia en los 
institutos de enseñanza secundaria; etc. 
 
Un modelo berlusconiano, de un claro terrorismo xenófobo de Estado (por ahora implantado sólo 
en Italia) que siendo cobijado y amparado en la Directiva de la Vergüenza no ha sido recusado en 
la práctica (aunque sí a veces, en declaraciones políticas puramente mediáticas) por ninguna 
instancia comunitaria europea.   
 
Todo ello -y otros elementos que no detallamos aquí- conforma un conglomerado de hechos 
sociales y discursos políticos que no hacen más que institucionalizar un estado de cosas que 
resulta fatal para la convivencia democrática y plural de una sociedad que se precie de ella. 
 
Nuestra petición se inscribe en el marco de esa situación bajo los principios de la necesidad 
imperiosa de tan solo resguardar –no digamos acrecentar- los espacios de libertad y convivencia, 
espacios que Europa va perdiendo día a día para continuar en la senda de una mentalidad 
hitleriana (y que es transversal a los partidos políticos sean de derecha, izquierda o de centro) 
cuyos derroteros son por todos conocidos.  
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IV. 
 
La petición en relación a “los baños más caros de Tenerife” realizada a la Subdelegación de 
Gobierno pareciera, en una primera instancia,  baladí en el contexto de las restantes peticiones. 
¿Acaso una posible corruptela de refacción de obra debiera colarse en medio de semejantes 
cuestiones? En mi opinión, creo que esta pequeña cuestión es el núcleo a partir del cual pivotean 
las demás peticiones. 
 
Si tomáramos el campo de concentración de Hoya Fría como un texto de encierro (Cfr. Sade-
Loyola Fourier, de Barthes), los inodoros de Hoya Fría no son más que los lugares simbólicos que 
se rasgan para dar paso a lo Real lacaniano. Ya no se trata de dar cuenta de la degradación de ser 
encerrado sin haber cometido delito alguno (ya no importa si por dos o dieciocho meses) sino que 
sea precisamente el lugar de lo excrementicio el que señale la economía prebendaria y gansteril 
que suponen estos CIE’s. El poder de los baños más caros de Tenerife deviene de su poder 
metafórico. La industria del encierro y sus contratas no pudo elegir mejor opción para revelarse –en 
su indiscreción- con toda su plenitud: en sus inodoros. Si el inconsciente se estructura como 
lenguaje, los baños más caros de Tenerife son el síntoma que, en su envés, señalan el lugar de los 
Derechos Humanos en la economía ignominiosa de estos campos de concentración. 
 
-Algo está podrido en el Estado de Dinamarca, dice Marcelo;  
-Que el Cielo lo enderece, replica Horacio;  
-¡No, sigámosle! Diremos juntamente con Marcelo (Hamlet, Esc. IV, Acto Iº) 
 
Puede verse la copia de la petición presentada en el siguiente enlace: 
 
http://docs.google.com/Doc?docid=0ARFK6SEMKyEBZGd3M3MzamtfMWN3NnB4Z2Z6&hl=es 
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La policía adexterada 
 
 
I. 
 
Dexter Morgan es el protagonista de la novela “Darkly Dreaming Dexter” de Jeff Lindsay, traducida 
al castellano como “Dexter. El Oscuro Pasajero”.  
  
Dexter es un forense que trabaja en el Departamento de Policía de Miami, en el área de análisis de 
sangre. Sin embargo, en sus ratos libres, Dexter es un asesino en serie, dedicado a matar 
supuestos criminales por su cuenta y riesgo. Para su mejor desenvolvimiento usa el “Código Harry”. 
Harry era su padre (policía), quien le enseñó todo lo que sabe para que su hijo pueda canalizar sus 
ansias de justiciero de la manera más eficaz posible y sin dejar rastros. 
 
Adexttra, es un fichero para la gestión de trámites, informes y resoluciones con la función de 
control administrativo e investigación policial sobre extranjeros. 
 
Uno es un personaje de ficción, el otro es un fichero informático, uno es un psicópata, el otro es la 
paranoia plasmada en bytes. Ambos trabajan para la policía. Ambos tienen una doble vida.  
 
Cada tanto nos enteramos que la vida imita al arte y Adexttra no podía ser menos imitando a 
Dexter Morgan.  
 
Si nos dedicáramos a juegos de palabras diríamos que, con Adexttra-Dexter,  la paronimia lexical 
deviene en paranoia xenofóbica. Ya estamos aquí: Bienvenidos a la policía adexterada. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
II. 
 
Está instalada la idea que la xenofobia institucional se refiere a leyes que, como la ley de 
Extranjería, la Directiva de la Vergüenza o la Ley de Asilo, son la prima donnas de la xenofobia. 
Para ellas van los alegatos más feroces y las invectivas más sesudas por parte de intelectuales y 
activistas europeos. Acostumbrados a lidiar con otras realidades y desde otras perspectivas, el 
latinoamericano sabrá que la xenofobia institucional se constituye no sólo por el marco del telar (la 
Ley de Extranjería) sino por la trama y la urdimbre de la cotidianeidad administrativa realizada por 
eficientes artesanos.  
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Y uno de los hilos de la urdimbre del telar se refiere a la “carta de invitación”. Esta carta es una 
invitación que formula un particular a favor de un ciudadano o ciudadana extracomunitaria que 
realiza un viaje de carácter turístico o privado. En ningún caso serviría para alargar la estancia 
como turista en España, ni sirve de ayuda para obtener un permiso de residencia o laboral. Si 
durante el viaje la persona invitada recibe una oferta de empleo, debería regresar a su país y 
tramitar allí un visado especial de residencia. 

Este documento sirve para apoyar la solicitud del visado (en el caso que éste sea necesario) y para 
certificar que el invitante dispone de alojamiento durante la estancia. Su presentación se puede 
solicitar en los controles o puestos fronterizos de entrada al país.  

Es importante saber que el solicitante de la Carta de Invitación (el que invita), al dar su 
consentimiento para que otra persona entre en el país, se compromete a pagar todos los gastos de 
alojamiento y, por lo tanto, debe acreditar su solvencia económica.  

El 10 de mayo de 2007, se aprobó la Orden Presidencial 1283, en la que se establecen los 
términos y requisitos para la expedición de la carta de invitación de particulares a favor de 
extranjeros que pretendan acceder al territorio nacional por motivos de carácter turístico o privado.  
 
Hasta ese entonces la Carta de Invitación era redactada por un Notario. Claro, eso era demasiado 
“privado” para una administración que comenzaba a hacer sus pinitos en el armazón jurídico de la 
xenofobia institucional y que continuaría, con ardoroso empeño, con la orden a los eurodiputados 
del partido del gobierno de votar en la Eurocámara a favor de encarcelar hasta un año y medio a 
aquellos inmigrantes que tuvieran faltas administrativas (Directiva de la Vergüenza, 18 de febrero 
de 2008) y que culminaría con la Ley de Asilo y la Ley de Extranjería (previsiblemente aprobada 
para noviembre de 2009). 
 
En términos de Harry, el padrastro de Dexter Morgan, la Orden Presidencial 1283/07 fue un trabajo 
bien hecho: pulcro, eficiente, ordenado, limpio. 
 
Los requisitos de la llamada Carta de Invitación, que desde ahora debe rellenarse según un modelo 
oficial, acumula una serie de sinrazones sólo comprensibles a partir de entender que su redacción 
debió de haber partido de altos cargos de la Administración con importantes trastornos paranoides 
de la personalidad, si hemos de seguir el Manual Diagnóstico DSM-IV. 
 
A partir de ese momento los policías nacionales, en vez de dedicar su tiempo a la seguridad 
ciudadana, entrarán en un enorme Lan Party paranoico de ficheros, soportando bufidos de sus 
superiores para rellenar formularios de cumplimientos de metas –“rellenar estadísticas”, en el slang 
policial- y donde los inmigrantes serán unas de las materias primas importantes –aunque no la 
única- de semejantes desatinos. 
 
La documentación y trámites necesarios del invitante y del invitado para la solicitud de la Carta de 
Invitación –y que asustaría al más pintado de los burócratas- es la siguiente: 
 
1. Pasaporte y tarjeta de residencia o bien DNI en vigor en caso de ser español. 
2. Escritura de la propiedad o contrato de alquiler de la vivienda 
3. Certificado de empadronamiento en el municipio en el caso de que la vivienda sea de alquiler. 
4. Certificado de convivencia en el que consten las personas que residen en el domicilio del 
solicitante o informe sobre la disponibilidad de la vivienda (expedido por el Ayuntamiento). 
5. Certificado o justificante del Presidente de la Comunidad de Propietarios o del arrendador a la 
que pertenece la vivienda destinada a alojamiento, especificando el número de personas que 
conviven en la misma.  
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6. En caso de familia, documentación que acredite el parentesco o vinculo en el supuesto de ser 
familiares. 
7. En caso de amistad: 
7.1. Correspondencia, 
7.2. fotografías 
7.3. o cualquier otro soporte audiovisual que demuestre una relación entre invitador e invitado. 
8. Fotocopia completa (incluidas las hojas en blanco) de la persona que se quiere invitar y la página 
biográfica (de este pasaporte) perfectamente legible y visible. 
9. Documento que indique el domicilio del invitado en su país de origen. 
10. Fotocopia del billete de avión o de su reserva, especificando 
10.1. Trayecto, 
10.2. día de llegada y salida de España. 
11. Abonar una Tasa, en Impreso Oficial, de 96,90 € por autorización de expedición de la Carta de 
Invitación. 
12. Abonar una Tasa de 6,12 € por la impresión de la Carta de Invitación por invitado. 
13. Abonar 1,02 € por compulsa y desglose de cada documento cuando proceda. 
14. Excepcionalmente, la Policía Nacional podrá solicitar explicaciones al invitante sobre su 
situación económico-laboral. 
15. El invitado deberá tener, al cruzar la frontera, 561,06 € en mano, además de 62,04 por día de 
estancia.  
 
III. 
 
Como en los peores momentos del franquismo o del fascismo italiano, habilitar al presidente de la 
comunidad de vecinos al control, supervisión y expedición de certificados de aquellos ciudadanos 
que alojen a otros ciudadanos extracomunitarios para su entrega al poder político, roza lo 
tragicómico, no sólo por pretender dar competencias no establecidas en las leyes pertinentes (Ley 
8/1999, de 6 de abril, de Reforma de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal) 
sino por pretender que estas nuevas Stasis europeas se dediquen a hacer de los vecinos perritos 
falderos y chivatos con rango normativo.  
 
Lo más interesante es la vía regia que el fichero ADEXTTRA construye para que tus inquietudes 
personales estén en manos de paranoicos voyeuristas con patente de corso. 
 
Hace algún tiempo cierto ciudadano pidió conocer los datos que figuraban en dicho fichero; 
lógicamente la Stasi local, le daba largas y el ciudadano acudió a la Agencia de Protección de 
Datos (T.D.Nº TD/00295/2004).  
 
El dictamen de dicho organismo (Resolución Nº.: R/00733/2004) reveló datos muy interesantes, el 
principal es que, sin habérselo solicitado, el organismo policial afirma haber consultado “también” el 
fichero PERPOL, donde el ciudadano no tenía “antecedentes” aunque sí los tenía en ADEXTTRA. 
Dos conclusiones: 1) Hacer una Carta de Invitación supone tener “antecedentes policiales”, con 
todo lo que connotan esas palabras; y 2) pedir consulta por un fichero amerita al paranoico voyeur 
de turno escudriñarnos en otros ficheros. 
 
Ficheros que no son pocos y que registran vida y obra de cualquier mortal que habite en el Reino 
de España. En ese sentido, todos estamos en algunos de estos: 
 
ACCESOS EDIFICIOS POLICIALES. 
ADDNIFIL. 
ADEXTTRA. 
ADN-HUMANITAS. 
ADN-VERITAS. 

24



El retozo de las bestias o la xenofobia institucional como política de Estado 

 

 

 

ADPASFIL. 
ALUMNOS DEL CENTRO FORMACIÓN. 
ARCHIVO SISS. 
ARCHIVO. 
CADAPIP (CARPETA DOSSIER). 
ATRABAN. 
COMIROGA-IP. 
COMUNICACIONES DE VACACIONES. 
CONTROL. 
DIETAS.  
DULCINEA. 
EXPEDIENTES DEPORTIVOS. 
EXTRADICIONES-IP. 
GATI. 
GESACCES. 
GESTIÓN CENTRO PROMOCIÓN.  
GESTIÓN LIBROS, LECTORES, PRÉSTAMOS. 
GRUME. 
GESTIÓN DE OPOSIONES Y ACREDITACIONES. 
INSPECCIONES Y CONTROL DEL JUEGO. 
LOCUPOL. 
OBJETOS. 
PERPOL. 
RECLAMACIÓN. 
REGISTRO. 
REVISPOL.  
S.A.I.D. 
SEGURPRI. 
SIDENPOL. 
SIGESDOC-PC. 
SIGESDOC-PJ. 
SIGESPOL.  
TRASLADO DE CONDENADOS-IP. 
VESTUARIO.  
VISITAS. 
 
¿Pero qué tienen los ficheros ADEXTTRA y PERPOL? ¿Cuál es su estructura? 
 
IV. 

El fichero ADEXTTRA tiene la siguiente estructura: 

Finalidad del fichero: Gestión de trámites, informes y resoluciones seguidos en procedimientos de 
aplicación de la legislación de extranjería, (visados en frontera, denegaciones de entrada y retorno, 
estancias y sus prórrogas, permisos de residencias y trabajo, renovaciones de permisos, 
devoluciones, expulsiones, sanciones, prohibiciones de entrada y cuantos otros se tramiten en 
aplicación de dicha Ley), de la normativa de comunitarios, de la legislación de apátrida, de la de 
asilo y refugio, de trámites e informes de nacionalidad, y de menores extranjeros indocumentados o 
en situación legal de desamparo. 

Usos previstos: Control administrativo e investigación policial. 
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Personas o colectivos sobre los que se pretenden obtener datos de carácter personal o que 
resulten obligados a suministrarlos: Ciudadanos extranjeros, comunitarios o extracomunitarios que 
accedan o se hallen regular, irregular o ilegalmente en España. 

Procedimiento de recogida de datos de carácter personal: Grabación de datos a través de terminal 
a partir de formularios diversos cumplimentados por el ciudadano comunitario o extranjero o su 
representante; diligencias, trámites o actuaciones policiales o resoluciones de las Autoridades 
gubernativas o judiciales. 

Estructura básica del fichero y la descripción de los tipos de datos de carácter personal incluidos en 
el mismo: 

A. De mayores de edad: Filiación: Nombre, apellidos, fecha y lugar de nacimiento, nombre de 
los padres, sexo. 

Personales: Nacionalidad, domicilio, teléfono, estado civil, profesión, fotografía, pasaporte, 
documento de identidad, impresiones dactilares, imágenes, voz, firma, número de 
identificación de extranjero, datos de familiares a cargo o de los que dependa, empresa y 
actividad laboral, número de seguridad social, representante legal, propiedades y 
posesiones, alojamiento y vivienda, ingresos y rentas, convivencia y arraigo, conducta, 
antecedentes, y cualquier otro que pudiera ser identificativo de la persona. 

B. De menores indocumentados o en situación legal de desamparo: Nombre y apellidos, fecha 
y lugar de nacimiento, sexo, nacionalidad, domicilio, centro de acogida o lugar de 
residencia, teléfono, última residencia en el país de procedencia, impresiones dactilares, 
fotografía, Organismo Público bajo cuya protección se halle, informe médico forense de 
resultado de la prueba ósea de determinación de la edad, marcas y deficiencias físicas y 
psíquicas, tatuajes, características físicas o antropométricas, situación de indocumentado o 
de situación legal de desamparo; nombre, apellidos y domicilio de los padres, tutores o 
guardadores y cualquier otro dato de relevancia a los citados efectos identificadores. 

Cesiones de datos que se prevean y transferencias a países terceros, en su caso: 

A. De mayores de edad: A otras fuerzas y cuerpos de seguridad, a los órganos jurisdiccionales 
y al Ministerio Fiscal, en virtud de lo establecido en los artículos 3 y 45 de la Ley Orgánica 
2/1986, y artículos 11.2.a, d y e y 21.1 de la Ley Orgánica 15/1999, y a organismos 
internacionales y países extranjeros en los términos establecidos en los acuerdos y tratados 
suscritos por España (Interpol, Europol, Sistema Información Schengen, Unión Europea y 
convenios bilaterales); a los órganos de la Administración del Estado con competencia en 
materia de extranjería e inmigración (Ministerios de Administraciones Públicas, Trabajo, 
Exteriores, Justicia) y cuantos otros se contemplan en la Ley Orgánica 4/2000, reformada 
por Ley Orgánica 8/2000 y normas de desarrollo). 

B. De menores: Exclusivamente a instituciones públicas nacionales o extranjeras encargadas 
de la protección de menores y aquellos que prevé la Ley Orgánica de Protección de Datos 
de Carácter Personal. 

Órgano responsable del fichero: Comisaría General de Extranjería y Documentación, calle 
General Pardiñas, 90, 28071 Madrid. 

Órgano ante el que pueden ejercitarse los derechos de acceso, rectificación o cancelación, 
cuando proceda: Unidad de Coordinación y Apoyo Técnico de la Comisaría General de 
Extranjería y Documentación, calle General Pardiñas, 90, 28071 Madrid. 
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Medidas de seguridad, con indicación del nivel básico, medio o alto exigible: Alto. 

 El fichero PERPOL, a su vez, tiene esta otra: 

Finalidad del fichero: Gestión de antecedentes de las personas de interés policial, con sujeción a lo 
establecido en el artículo 22.4 de la Ley Orgánica de Protección de Datos de Carácter Personal: 
órdenes de búsqueda, reseñas, hechos que se les imputan y resoluciones judiciales. 

Usos previstos: Investigación policial y comprobación administrativa de la existencia de requisitorias 
judiciales o policiales. 

Personas o colectivos sobre los que se pretenden obtener datos de carácter personal o que 
resulten obligados a suministrarlos: Personas físicas nacionales y extranjeras que tengan órdenes 
de búsqueda vigentes o cesadas, que hayan sido detenidas o se haya demostrado su implicación 
en hechos delictivos o sobre o sobre las que haya recaído alguna resolución judicial; también los 
conceptuados policialmente como delincuentes activos y cadáveres sin identificar. 

Procedimiento de recogida de datos de carácter personal: Los datos se graban, vía teleproceso, 
por los gestores de la información, a partir de las requisitorias cursadas por las autoridades 
judiciales, policiales o administrativas, de las reseñas llevadas a cabo por los gabinetes de Policía 
Científica, de los atestados policiales instruidos por la Brigadas y Grupos Operativos, y de las 
resoluciones dictadas por las autoridades judiciales o administrativas. 

Estructura básica del fichero y la descripción de los tipos de datos de carácter personal incluidos en 
el mismo: Documento de identidad, nombre y apellidos, domicilios, fórmulas e imágenes 
lofoscópicas, estado civil, nombre de los padres, fecha y lugar de nacimiento, nacionalidad, 
descripción y marcas físicas, sexo, imagen, voz, fotografía y cualquier otro dato que pudiera ser 
identificativo de la persona. Conceptuación policial, peligrosidad, trabajo, órdenes de búsqueda, 
reseñas, hechos imputados y resoluciones judiciales y administrativas. El descriptor ADN, para los 
cadáveres sin identificar y grupo de riesgo de personas desaparecidas. 

Cesiones de datos que se prevean y transferencias a países terceros, en su caso: A otras fuerzas y 
cuerpos de seguridad, a los órganos jurisdiccionales y al Ministerio Fiscal, en virtud de lo 
establecido en los artículos 3 y 45 de la Ley Orgánica 2/1986, y artículos 11.2.a y d y 21.1 de la Ley 
Orgánica 15/1999, y a organismos internacionales y países extranjeros en los términos 
establecidos en los acuerdos y tratados suscritos por España (Interpol, Europol, Sistema 
Información Schengen, Unión Europea y convenios bilaterales). Los datos relativos a menores, al 
National Center for Missing eExploited Children de Estados Unidos (Centro Nacional para Menores 
Desaparecidos y Explotados) con el consentimiento expreso de sus representantes legales. 

Órgano responsable del fichero: Comisaría General de Extranjería y Documentación, calle General 
Pardiñas, 90, 28071 Madrid. 

Órgano ante el que pueden ejercitarse los derechos de acceso rectificación o cancelación, cuando 
proceda: Unidad de Coordinación y Apoyo Técnico de la Comisaría General de Extranjería y 
Documentación, calle General Pardiñas, 90, 28071 Madrid. 

Medidas de seguridad, con indicación del nivel básico, medio o alto exigible: Alto. 
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V. 
 
Cabría preguntarse en qué medida ese enorme Lan Party con el que las Stasi de hoy juegan con 
nuestros datos no favorecen a los Dexter Morgan de mañana. Los recientes acontecimientos de 
pinchazos telefónicos y su uso para linchamientos mediáticos por parte del partido de turno en el 
poder suponen no sólo una avanzadilla en los territorios de la decencia cívica, sino una verdadera 
autopista para aquellos que quieren una policía mercenarizada con el poder de turno. 
 
Lo que tenemos en ciernes es una nueva santísima trinidad constituida por un gansterismo 
mediático padre, un partido político hijo con poder y sin escrúpulos y un policía dexterizada que, 
cual espíritu, penetra en nuestras vidas aunque nosotros no lo sepamos.  
 
-Es como si todo tuviera dos partes: la parte que todos creemos que es y la que de verdad es. Y tú 
ya lo sabes, y todo esto parece sólo un juego para ti, le dice Rita a Dexter Morgan. 1 
 
Mientras Rita (la novia de Dexter) se queda anclada en la sospecha, Dexter leva anclas para 
acometer una nueva “limpieza”. Sobre el libro de Jeff Lindsan se hizo una serie televisiva emitida 
en España por uno de los NO-DO de estos tiempos (claro está, el Grupo Prisa). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

                                                           
1
 Pag. 72, Rita a Dexter en “Dexter. El oscuro pasajero”, de Jeff Lindsan. Edit. Urano / 

Books4pocket, Barcelona, 2005.  
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Habla el Ministro de Desempleo y Xenofobia 

 
I. 
 

El ministro de Trabajo e Inmigración Corbacho, el pasado 24 de septiembre de 2009, perpetró un 
discurso en el Foro de la Nueva Sociedad que quedará en los anales de la vergüenza ajena. 
 
Como sabemos este Foro es un capítulo organizado por Nueva Economía Fórum, Organización 
Independiente de Debate. Lo de “independiente” suponemos que es por los patrocinadores 
(empresas multinacionales destacadas) cuyos intereses son, como todos también sabemos, el 
progreso de la sociedad, el bienestar de los ciudadanos, el fortalecimiento de la democracia y, 
fundamentalmente, el altruismo sin reservas. 
 
II. 
 
En ese marco, el ministro se despachó con unas reflexiones sobre su área de competencia de las 
que, por razones higiénicas, sólo comentaremos las que corresponden al tema de la inmigración. 
 
Comenzó haciendo referencias al Programa de retorno voluntario para trabajadores 
desempleados extracomunitarios, aludiendo tan sólo a que “está cumpliendo los objetivos 
propuestos”. Lo cual es una falacia teniendo en cuenta que, en el inicio, se esperaba 100.000 
inmigrantes se acogieran al Programa, siendo que hasta marzo de 2009 sólo 4.000 se habían 
apuntado al mismo. 
 
Los personajes que se apoltronan en los sillones oficiales y que terminan (queriéndolo o no) dando 
rienda suelta a la xenofobia institucional son muy claros, los retornos voluntarios son más baratos 
para echar inmigrantes: “Se busca que la mitad de los retornos financiados por la UE sean retornos 
voluntarios. Es más económico un retorno voluntario que un retorno forzado a través de una 
expulsión”, aseguraba, sin cortarse un pelo, Miguel Ángel Aznar, Subdelegado General de 
Intervención social del Ministerio de Trabajo e Inmigración, durante una reunión de especialistas en 
el tema en la sede de AESCO (América España – Solidaridad y Cooperación) a principios de 
diciembre de 2008.      
 
La idea de que los ciudadanos extracomunitarios puedan ser usados como valor de cambio, 
vinculados al llamado mercado de trabajo (y no como sujetos de derechos y obligaciones) implica 
una concepción funesta: se trata de soltar “lastre”, de la manera más económica posible.     
 
Por lo que podemos ver, la inoperancia en la gestión del trabajo, de la seguridad social y del 
diálogo social se hace extensiva a la gestión xenofóbica de la inmigración.  
 
III. 
 
Pero lo más relevante de su intervención se refirió, lógicamente, a la futura Ley de la Vergüenza 
(llamada así por su adscripción a los objetivos de la Directiva de la Vergüenza Europea). Es la que 
antes se llamaba Ley de Extranjería o Ley sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social. 
 
Para el ministro, la inmigración ha de ser legal, ordenada, regular y vinculada a las necesidades 
del mercado de trabajo, y en coordinación con las políticas europeas sobre la materia.  
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Si a alguien no le quedaba claro el enfoque economicista (necesidades del mercado de trabajo) y 
represivo (coordinación con las políticas europeas, léase Directiva del Vergüenza y sus 175 
Campos de Concentración para encerrar hasta año y medio a ciudadanos extracomunitarios por la 
falta administrativa de no tener documentación en regla), el ministro no pudo ser más transparente. 
 
En función de la ideología de estos xenófobos de pacotilla habría que revisitar la conceptualización 
de lo que Paul Samuelson llamaba “fascismo de mercado” para poder ver su aplicación en estos 
contextos. 
 
Para el Ministro de Trabajo e inmigración la reforma de la Ley pretende dar respuesta a tres 
aspectos concretos:  

 Adaptar la Ley vigente a las sentencias del constitucional en materia de derechos 
fundamentales.  

 Transponer diversas Directivas europeas sobre inmigración pendientes.  

 Y adaptar el marco normativo a la nueva realidad migratoria en España, pasando de una 
“Ley de extranjería” a una “Ley de inmigración”.  

La evidente inconstitucionalidad de la Ley vigente2, hace que el poder ejecutivo tenga que 
presentar la reforma (y con dos años de atraso) debido al vacío jurídico creado por la legislación 
vigente y adecuarse a las sentencias del Constitucional. Lo curioso es que los recursos 
presentados en su momento por el Parlamento de Navarra y por el mismo PSOE, no se tuvieran en 
cuenta una vez asumido el gobierno en abril de 2004. Tuvo que sobrevenir la sentencia del 
Constitucional en el 2007 y para colmo esperar dos años más para perpetrar el nuevo engendro 
normativo, todavía en trámite parlamentario. 

Con respecto a la Directiva Europea de la Vergüenza y otras anexas, es más que evidente la 
obligada trasposición de ese mamotreto fascista a la normativa nacional, ya que las Directivas son 
de cumplimiento obligatorio para los países miembros. 
 
La alusión de que la nueva Ley de la Vergüenza se pase a llamar Ley de Inmigración en vez de Ley 
de Extranjería supone que la xenofobia institucional debe encargarse no sólo de los extranjeros (los 
extracomunitarios, se entiende) sino de los flujos migratorios concomitantes. Todo un desafío para 
quienes gestionan la idea de que los padres y las madres de los ciudadanos extracomunitarios sólo 
lo son si tienen 60 o 65 años, toda una nueva versión de la antropología familiar que seguramente 
competirá con “Estructuras elementales del parentesco” de Levi-Strauss.    
 
El debate parlamentario al respecto puede llegar a ser de una candidez encantadora cuando se 
toque el tema de las edades de los progenitores en los artículos correspondientes a la 
reagrupación familiar. A los latinoamericanos nos rememora a los debates religioso-políticos de la 
época de la conquista sobre si, siendo indígenas, teníamos o no teníamos alma.  Por votación se 
decidió que sí. Ya en ese entonces, mientras se debatía, millones de indígenas habían caído 
extenuados de la explotación y las nuevas enfermedades y por ello se hacía necesaria la inyección 
de nuevas fuerzas laborales: millones de negros africanos (sin alma, claro) harían el relevo en el 
mercado de trabajo americano.  

                                                           
2
 El Tribunal Constitucional, en Sentencia de 7 de noviembre de 2007, resolvió el recurso de 

inconstitucionalidad interpuesto por el Parlamento de Navarra contra diversos preceptos de la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero, en la redacción dada por la Ley Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre. Así, el 
Constitucional estima parcialmente el recurso de inconstitucionalidad y, en consecuencia: 1.º Declara la 
inconstitucionalidad, con los efectos que se indican en el fundamento jurídico 17, de los arts. 7.1 (derecho de 
reunión), 8 (libertad de asociación) y 11.1 (exclusivamente respecto al derecho a sindicarse libremente). 2.º 
Declarar inconstitucional y nula la inclusión del término "residentes” en los arts. 9.3 (educación de naturaleza 
no obligatoria) y 22.2 (asistencia jurídica gratuita). 
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De la misma manera, habremos de saborear las reflexiones sobre a qué edad se es padre/madre, 
independientemente de haber tenido hijos. Radcliffe-Brown, Evans-Pritchard, Meyer Fortes, Levi-
Strauss, Edmund Leach o Rodney Needham tendrán que dar lugar a los nuevos popes de la 
antropología familiar conducidos por el actual ministro Corbacho y su buque insignia de la 
reagrupación familiar que aparecerá en el articulado de Ley de la Vergüenza.  
 
IV. 
 
Muy ufano, el ministro nos recuerda que el proyecto de ley está en plena consonancia con el Pacto 
Europeo para la Inmigración y el Asilo, que ha sido impulsado por Francia, Alemania y España. 
Pacto, cuyo contenido fue pergeñado por personajes de la calaña del actual ministro del Interior 
Brice Hortefeux (antes ministro de inmigración desde enero de 2007 a enero de 2009), conocido 
por sus desplantes racistas y xenófobos y la elaboración de un proyecto de Ley de inmigración (Loi 
du 20 novembre 2007 relative à la maîtrise de l'immigration, à l'intégration et à l'asile) que, con su 
autorización a tests genéticos, estadísticas étnicas y otras lindezas propias del Dr. Mengele, causó 
tal escándalo que tuvo que ser rechazado por el Consejo Constitucional francés. Aún así, logró 
colar varios artículos que Le Pen compartiría con gusto3. 
 
Con el Pacto, la horda racista y xenófoba volvió al ataque para saciar su sed de pureza, orden, 
legalidad y sobre todo, para realizar una verdadera cruzada contra las “mafias que trafican con 
seres humanos”, una forma mediáticamente vendible de decir que las casas de los ciudadanos 
extracomunitarios están protegidas por bomberos pirómanos y, si hiciera falta, resguardada por 
policías clonados de las SS. El Pacto fue firmado en octubre de 2008, habiéndose puesto algunas 
tiritas en los cuernos de los soliviantados toros Miura de la xenofobia4. Como se sabe, las tiritas 
tienen apósitos de algodón que podrían minimizar el impacto de dichos toros. Los partidos 
“progresistas” son maestros en el alarde de los resguardos hidrófilos que logran imponer a los 
animales. 
   
V. 
 
Si ya teníamos un sucesor de Levi-Strauss con la idea de que las familias de ciertos ciudadanos 
(los extracomunitarios) sólo tienen padres y madres cuando estos son mayores de 65 años, la 
teoría política se conmueve en sus cimientos con las opiniones del ministro sobre las ideologías 
políticas.  
 
Existiría una posición que se llamaría “buenistas” (sic) que preconiza “papeles para todos”5. 
Seguramente, los teóricos de las ciencias políticas, la AECPA (Asociación Española de Ciencia 

                                                           
3
 Fragmentos de un video, realizado con un móvil, subido a internet y difundidos en septiembre de 2009 por 

las emisoras televisivas francesas (se pueden ver en Youtube y otros portales) muestran al ministro 
Hortefeux durante una reunión de su partido posando la mano en el hombro de un joven de origen árabe. El 
ministro comenta: "este es nuestro pequeño árabe. Siempre necesitamos a uno. Está bien cuando haya 
uno. Sólo hay problemas cuando hay muchos de ellos". Lo más tragicómico del caso se refiere a las razones 
que la familia del joven militante da para considerar que su hijo está integrado: “come cerdo y bebe alcohol”. 

El revuelo de las declaraciones fue mayúsculo, sobre todo por la descarnada mentalidad xenófoba y utilitaria 
de este “xenófobo de honor” de la UE, artífice del Pacto tan ponderado por Corbacho. 
 
4
 Por ejemplo las referidas al contrato de integración, regularizaciones masivas (prohibidas o permitidas para 

casos excepcionales).  
  
5 “Esta es una materia de estado que requiere de acuerdos de largo alcance desde la centralidad y la 

responsabilidad. Algo que no es posible con posiciones “buenistas”(sic) de «papeles para todos». 
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Política y Administración) o la IPSA (International Political Science Association) deben estar 
profundamente impactados por el descubrimiento de nuevas matrices ideológicas. Sólo faltaría 
desarrollar la ideología “malista” para completar el panorama de las ideas en el capitalismo tardío 
del Siglo XXI. 
 
VI. 
 
Pero si algo se lleva las palmas de la ignominia y el desatino es la referencia final a los menores no 
acompañados. Sin sonrojarse, las palabras del ministro fueron:  
     

Un elemento también de la política sobre inmigración que el gobierno quiere impulsar es la situación de 
los Menores no acompañados. Una problemática cuyo debate hay que situar en clave europea y que 
durante la Presidencia europea, el Gobierno de España quiere situar en el Programa de Estocolmo. 

 
Lo terrible del proyecto ya no es el hecho que los menores pasen de ser menores a ser extranjeros 
menores, sino que dicha problemática se quiera insertar en el marco de uno los marcos 
programáticos más fascista que se haya dado Europa en sus últimos años (El Programa de 
Estocolmo6), pasando por encima la casi totalidad de los Estatutos de Autonomía (cuyas 
competencias en la materia son bastante claras) y la vigente Ley del Menor, y todo ello por una 
sola razón: los costes económicos de mantener a unos pocos menores no acompañados. 
 
El articulado “familiar” de este proyecto de Ley de la Vergüenza (reagrupamiento, menores no 
acompañados) amerita una reflexión en profundidad, porque el calado ideológico que comporta es 
de unas dimensiones pocas veces vista.  Desde una perspectiva latinoamericana, donde la familia 
supone un elemento crucial en la vida social y política, la barbarie de la presente andanada de 
xenofobia institucional europea resultaría inconcebible7.  
 
No parecería casual que el ministro haya terminado sus reflexiones machacando al grupo más 
vulnerable de uno de los colectivos más vulnerables: mientras el ministro hablaba, a unos pocos 
kilómetros de allí y pocas horas antes, sucedía algo digno de estos tiempos de jaurías de gestapo:  
 
Juan Carlos Céspedes, venía desde su país (Bolivia) con su hijo de siete años, Acababa de morir 
el  abuelo  del niño y sus padres decidieron que estuviera una temporada con ellos. Sin embargo el 
pequeño estuvo retenido durante dos días seguidos (el martes 22 y el miércoles 23) en la sala de 
tránsito del aeropuerto de Barajas. La Gestapo de turno (la Sección de Rechazos de la Policía 
Nacional) le denegaba la entrada a España por carecer de “Carta de Invitación” e iniciaba el trámite 
de deportación, pese a que sus progenitores disponen de permiso de residencia; además, el niño 
tenía vuelo de regreso a su país en 60 días.  

                                                           
6
 El Programa de Estocolmo, que fija la agenda de Justicia, Asuntos Interiores y Seguridad Interior, de 2010 a 

2014, ha recibido la condena unánime de un amplio espectro de organizaciones nucleadas en la Red 
Europea de Derechos Civiles, coalición europea de defensa de las libertades públicas y derechos humanos. 
 
7
 Es imposible pensar la lucha por la democracia contra sanguinarias dictaduras en toda Latinoamérica sin 

contar, por ejemplo, con las Madres de Plaza de Mayo, Abuelas de Plaza de Mayo, HIJOS de desaparecidos, 
Amigos y Familiares de Detenidos-Desaparecidos, etc. La matriz familiar se replica en casi todos los países 
latinoamericanos, donde la familia pasa a ser un puntal en la defensa personal, social y política de los 
Derechos Humanos en un sentido concreto de práctica social antes que en función de una abstracción 
normativa.   
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Ante la angustiosa situación y por pedido de los padres, intervino el Consulado Argentino, quien 
puso a disposición de la familia al abogado Marcelo Belgrano Ledesma, quien interpuso un recurso 
de alzada ante la comisaría de policía del aeropuerto; los padres también acudieron al Defensor del 
Pueblo para que impidiera su vuelta al país de origen. Recién entonces, los miembros de la jauría y 
debido a la inmediata repercusión mediática, permitieron la entrada del menor.  

Lo irónico del asunto no termina ahí. En esos mismos días, varios aeropuertos de Bolivia, de donde 
provenía el menor, estaban en huelga de trabajadores. El sindicato de Servicios de Aeropuertos 
Bolivianos S.A. (SABSA) iniciaba ese martes 23 de septiembre medidas de protesta para exigir que 
la empresa cumpla con las normas laborales vigentes en el país. 

El secretario general del sindicato de SABSA, Alfredo Chávez, exigió en declaraciones al canal 
estatal que la compañía cumpla con la ley del trabajo vigente en Bolivia. La empresa ya estaba 
siendo investigada por el gobierno boliviano para verificar si ha cumplido con las inversiones 
comprometidas en el país. 

"SABSA, desde el contrato de concesión que le da el Estado, ha venido vulnerando los derechos 
de los trabajadores de todas las áreas y a nivel nacional. En estos momentos estamos tomando 
esta medida en repudio a esa actitud de SABSA que continúa con la explotación pese a que ya 
tenemos cambios (en el país)", dijo8. 

A su vez, el secretario de Relaciones Públicas del Sindicato de Servicios de Aeropuertos Bolivianos 
S.A. (SABSA) en La Paz, Néstor Yujra que ninguno de los empleados de la empresa es 
remunerado por la labor realizada en días festivos ni domingos. 

La empresa es participada al cien por cien por las españolas AENA y Abertis desde febrero de 
2005, cuando la compraron a la firma británica TBI. 

Mientras tanto, la empresa denunciada Abertis y su Fundación, muy lejos de esos avatares tan 
domésticos, se dedicaba a patrocinar (con logotipos y todo) en esas mismas horas, la noticia del 
informe del ministro. Parafraseando al psicoanálisis, la metonimia permanente de la xenofobia 
institucional no se detiene. La connivencia gansteril, tampoco. 

                                                           
8
 “Trabajadores de filial de AENA y Abertis en Bolivia inician protesta laboral”. La Verdad, 23/09/09. “Sindicato 

amenaza con paralizar aeropuerto de La Paz”, La Razón, 23/09/09. 
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De Laclos a John Howard 
 

 
I. 
 
Uno de los aspectos más interesantes de los correos electrónicos no es el hecho de que estemos 
ante un nuevo auge de la literatura epistolar, tal como sucedió en la Europa del S. XVIII (pensemos 
en Las relaciones peligrosas de Choderlos de Laclos, La nueva Heloísa de J-J Rousseau, La 
campesina pervertida de La Bretonne, en las Cartas de la marquesa de M. al conde de R. de 
Crébillon hijo, etc.) sino en las cadenas y los reenvíos que son una forma de tener un buen 
termómetro de ciertos aspectos de la vida societaria que los historiadores engloban 
metodológicamente como historia social, y fundamentalmente en los efectos de verdad que dichas 
narrativas suscitan.  
 
Los reenvíos de emails tocan variados temas que van desde vistosas presentaciones en power 
point hasta variados discursos new age del tipo “sonríe, el mundo te necesita!!”. Destacan también 
los de carácter político, en el que casi todos ellos tienen un discurso instruccional y performativo: 
¡Ve a la manifestación contra la guerra! o ¡Fíjate como nos roban!  Etc. 
 
Sin embargo, hay un tipo de email (o reenvío de) que se destaca: el que hace alusión a aquel 
personaje que, relacionado con los factores de poder, da una encendida arenga sobre algún 
conflicto o problemática social. La adjetivación de “valiente”, “dice lo que todos pensamos”, 
“necesitaríamos alguien así”, “por fin alguien habla claro”  son las coletillas de los valedores de ese 
discurso, los reenviadores.  
 
Es lo que sucede con el famoso email del Primer Ministro Howard. 
 
Si pensamos en términos de subjetividad política, siguiendo al Balibar de La Crainte des masses, 
sería el típico caso en que la ideología gobernante, para ser operativa, tiene que incorporar una 
serie de rasgos en los cuales la mayoría pueda reconocer sus anhelos auténticos. La articulación 
entre los textos del poder y su legitimación por parte de usuarios dedicados a encadenar emails (en 
concreto, el email de Howard) es tan transparente que podría tomarse como la ejemplificación 
perfecta de cómo opera la xenofobia institucional en términos de lucha por la hegemonía 
discursiva. 
 
Para desbrozar dicho discurso, deberíamos ver quién era Howard, recurrir al email y a su 
genealogía, observar su aplicación práctica y, sobre todo, dilucidar los mecanismos de su 
atribución legitimante.   
 
II. 
 
Howard fue el Primer Ministro de Australia de 1996 hasta 2007, año en el que también dejó de ser 
líder del Partido Liberal. Accedió al cargo de primer ministro mediante un pacto con el otro partido 
derechista, el ANP (de fuerte implantación rural). La Coalición logró  desbancar al Partido Laborista 
que había gobernado desde entonces. 
 
La política de Howard fue todo lo que cabe esperar de un gobierno derechista: privatizaciones, 
reducción arancelaria, desregulaciones en el sistema financiero y económico, recortes de gastos 
sociales, etc. En la estela de los Thatcher, Reagan, Menem o Bush, la ideología neoliberal tomó 
carta de ciudadanía en la Australia del fin de siglo.  
 
Como su colega G. Bush, fue un émulo estético de John Wayne: acometió diversas tropelías por el 
sudeste asiático (especialmente en Timor oriental). Ello no le impidió ser gran amigo de Suharto, el 
dictador indonesio, aupado por la CIA en su golpe de estado de mediados de los sesenta, y 
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conocido por haber provocado el genocidio de medio millón (o un millón, las cifras no coinciden) de 
simpatizantes izquierdistas o indonesios chinos, establecer la censura en la prensa, eliminar 
sindicatos independientes, etc.  
 
Como ya sospechábamos, las historias de amor no son patrimonio de Montescos y Capuletos, sino 
de los Howard con los Suharto, o los Pinochet con los Thatcher. 
 
Fuertemente probritánico, hizo campaña para que Australia se mantuviera como monarquía 
parlamentaria bajo el paraguas británico. Por ello, la Convención Constituyente de 1999 que 
rechazó la instauración de una república, siguió permitiendo que la jefa del Estado Australiano siga 
siendo la Reina Isabel II, con el título de Reina de Australia.  En síntesis, que las historias de amor, 
en los pasillos del poder y en el 95% de los mamíferos, no son monógamas. 
 
Luego de barrer derechos sociales básicos, hundir la economía en el fango de la privatización 
salvaje, ir de tiroteo por el barrio del sudeste asiático, tan sólo le quedaba apalear inmigrantes. Es 
lo que hizo: En agosto de 2001, la armada australiana interceptó cerca de las costas australianas y 
devolvió a alta mar un buque mercante noruego con más de 400 refugiados asiáticos, afganos e 
iraquíes en su mayoría, que habían sido rescatados de un ferry indonesio a punto de hundirse. El 
caso fue la punta del iceberg de una política antiinmigratoria feroz, que le terminó dando réditos 
electores en las siguientes elecciones al poder captar a los votantes del partido claramente racista 
y xenófobo One Nation, que en 1998 había hecho un debut espectacular y en las federales de ese 
mismo año fue el tercer partido más votado con 8,4% de los sufragios. De hecho le sacó la mitad 
de votantes. 
 
Ese fue Howard. 
 
III. 
 
El email de Howard es un exabrupto propio de uno de esos jóvenes ultraderechistas que huelen a 
hormonas mal encarrilladas o identidades sexuales no muy bien asumidas. Podemos asegurar que, 
en todo caso, Howard no es joven.  
 
Ahí va la arenga, reproducida por las cadenas de emails. 
 

SYDNEY, dic 28 (Sun Times) – 

El primer ministro australiano, John Howard, dijo el miércoles a los musulmanes que quieran 
vivir bajo la Sharia islámica que se marchen de Australia, en momentos en que el gobierno 
se encuentra aislando a posibles grupos radicales que podrían lanzar ataques terroristas 
contra el pueblo de esa isla-continente en un futuro. 

Asimismo, Howard despertó la furia de algunos musulmanes australianos cuando dijo que le 
ha dado todo su apoyo a las agencias de contrainteligencia australianas para espiar a las 
mezquitas que hay en la nación. 'Los que tienen que adaptarse al llegar a un nuevo país 
son los inmigrantes, no los australianos”, expresó con firmeza el mandatario. “Y si no les 
gusta, que se vayan. Estoy harto de que esta nación siempre se esté preocupando de no 
ofender a otras culturas o a otros individuos. Desde el ataque terrorista en Bali, hemos 
experimentado un incremento de patriotismo entre los australianos”.  'Nuestra cultura se ha 
desarrollado sobre siglos de luchas, pruebas y victorias de millones de hombres y mujeres 
que vinieron aquí en busca de libertad', agregó Howard. “Aquí hablamos inglés 
fundamentalmente”, dijo el primer ministro en un momento de su enérgico discurso. “No 
hablamos árabe, chino, español, ruso, japonés ni ninguna otra lengua. Por lo tanto, si los 
inmigrantes quieren convertirse en parte de esta sociedad, ¡que aprendan nuestro idioma!'  
El mandatario continuó diciendo que la mayoría de los australianos son cristianos. “Esto no 
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es un ala política ni un juego político. Se trata de una verdad, de hombres y mujeres 
cristianos que fundaron esta nación basados en principios cristianos, lo cual está bien 
documentado en todos nuestros libros.  Por lo tanto, es completamente adecuado 
demostrar nuestra fe cristiana en las paredes de las escuelas. Si Cristo les ofende, 
entonces les sugiero que busquen otra parte del mundo para vivir, porque Dios y Jesucristo 
son parte de nuestra cultura”. “Toleraremos vuestras creencias, pero tienen que aceptar las 
nuestras para poder vivir en armonía y paz junto a nosotros”, advirtió Howard.  “Este es 
nuestro país, nuestra patria, y estas son nuestras costumbres y estilo de vida. Permitiremos 
a todos que disfruten de lo nuestro, pero cuando dejen de quejarse, de lloriquear y de 
protestar contra nuestra bandera, nuestro compromiso nacionalista, nuestras creencias 
cristianas o nuestro modo de vida. Les recomiendo encarecidamente que aprovechen la 
gran oportunidad de libertad que tienen en Australia.  ¡Aquí tienen el derecho de irse a 
donde más les convenga!” “A quienes no les guste cómo vivimos los australianos”, prosiguió 
Howard. “Tienen la libertad de marcharse. Nosotros no los obligamos a venir. Ustedes 
pidieron emigrar aquí, así que ya es hora de que acepten al país que los aceptó”.   

 
IV. 
 
La genealogía del email fue rápidamente estudiada, se trataba de una mixtura de narraciones que, 
correcta e incorrectamente, se atribuían a un mismo personaje: el Primer Ministro Howard. Como si 
de estudiosos helenistas se tratara, intentando argumentar las inconsistencias históricas de los 
diferentes escudos que usaban los héroes relatados por Homero, para decir que hubo varios 
Homeros (aunque convencionalmente hagamos un pacto literario de silencio: existió sólo un 
Homero), los exégetas del email de Howard encontraron varias fuentes:  
 
1) un artículo (“This is America. Like it or Leave it”) escrito por un veterano de la Fuerza Aérea 
estadounidense (Barry Loudermilk) originalmente publicado en un periódico local de Georgia (el 
Bartow Trader) y reproducido luego en el VietNow National Magazine, portal donde los veteranos 
estadounidenses se siguen lamiendo las heridas de la victoria vietnamita;  
 
2) Un artículo de Janaki Kremmer, “Australia meets with Muslim Leaders to Root Out Extremism”, 
publicado en el The Christian Science Monitor, el 25 de agosto de 2005;  
 
3) una entrevista de Tony Jones a Peter Costello, Ministro del Tesoro de Australia, en el programa 
de noticias Lateline; y  
 
4) los dichos del Ministro de Educación de Australia, el Dr. Brendan Nelson, y reproducidas por 
ABC News Online, el 24 de agosto de 2005 (“Minister Tells Muslim: Accept Aussie Value or „Clear 
Off‟.”). 
 
El ejercicio de intertextualidad por parte de esas neuronas fascistoides derivó en el susodicho 
email, cuya atribución al Primer Ministro Howard es, lógicamente, vicaria: también se lo han 
endosado al siguiente Primer Ministro, el laborista Kevin Rudd. 
 
Más allá de patéticas inconsistencias formales como ser fechas que no coinciden con la época que 
en gobernaba Howard o periódicos que no existen en Australia (el Sun Times, por ejemplo), lo 
interesante es que su reproducción vírica en cadenas de emails no se detiene y, más aún, se 
reproduce tanto en el blog de un ex diputado español (Iñaki Anasagasti) como en el panfleto 
derechista de aquí a la vuelta. 
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V. 
 
El proceso genealógico del email de Howard se parece al trabajo del sueño freudiano. Freud 
distinguía entre el pensamiento latente del sueño y el deseo inconsciente  que ese sueño expresa: 
éste último se articula mediante la reelaboración en el texto explícito del sueño. Las fuentes del 
email de Howard operarían como los restos diurnos necesarios para la explicitación narrativa del 
email mismo.  
 
Esa intertextualidad fascista, fragmentada y dispersa, necesitaba toda la potencia que da una 
arenga para una plebe cuya única seguridad simbólica en el mundo es la que le ofrecen las tres 
pantallas, la santísima trinidad de la barbarie mediática: la del móvil, la del televisor, la del 
ordenador.    
 
La xenofobia institucional deviene en lucha por la hegemonía, en la medida en que siempre será 
una lucha por la apropiación de términos que deberán creerse o experimentarse como apolíticos, 
fuera de la competencia política, de allí esa afición, tan  fascistoide, del eufemismo. En el caso del 
email de Howard será un valor religioso el cuerpo extraño susceptible de emponzoñar las aguas 
puras de las albercas mi jardín.  
 
Por ejemplo, los ciento setenta y cinco campos de concentración que los europeos siembran y 
cosechan en su territorio para encerrar ciudadanos extracomunitarios, difícilmente serán llamados 
como tales por su obvia connotación, sino que se denominarán “Centros de internamiento”. 
Tampoco los ciudadanos recluidos allí por faltas de tipo administrativo (recluidos hasta 18 meses 
según la Directiva de la Vergüenza) serán presos, ni mucho menos “presos políticos” de una 
política xenofóbica (que es lo que son), sino que se les llamará “retenidos”. La escuela del 
eufemismo con el fin de despolitizar lo político por excelencia, fue un valor en alza en los noventa, 
donde las guerras para robar petróleo u otros recursos, se llaman “guerras humanitarias”, las 
bombas de precisión son “bombas inteligentes”, la masacre de civiles son “daños colaterales”, los 
estados nacionales a colonizar son “estados fallidos”, etc. Pero volvamos a Howard.    
 
El email de Howard es una pieza de la xenofobia institucional en tanto y en cuanto trabaja en la 
línea del experimento de Milgram, sabiendo de la pregnancia de los símbolos de autoridad en 
voluntades poco dadas a la reflexión crítica pero muy dadas a la reproducción de valores que 
suponen como propios, aunque sean, en su base y en su destino, ajenos.   
 
El experimento de Milgram fue una serie de experimentos de psicología social llevado a cabo por 
Stanley Milgram, psicólogo en la Universidad de Yale, y descrito en un artículo publicado en 1963 
en la revista Journal of Abnormal and Social Psychology bajo el título Behavioral Study of 
Obedience (Estudio del comportamiento de la obediencia) y resumido en 1974 en su libro 
“Obediencia a la autoridad. Un punto de vista experimental”. El fin de la prueba era medir la buena 
voluntad de un participante a obedecer las órdenes de una autoridad aun cuando éstas puedan 
entrar en conflicto con su conciencia personal. 
 
La conclusión de Milgram fue contundente:  
 

Los aspectos legales y filosóficos de la obediencia son de enorme importancia, pero dicen 
muy poco sobre cómo la mayoría de la gente se comporta en situaciones concretas. Monté 
un simple experimento en la Universidad de Yale para probar cuánto dolor infligiría un 
ciudadano corriente a otra persona simplemente porque se lo pedían para un experimento 
científico. La férrea autoridad se impuso a los fuertes imperativos morales de los sujetos 
(participantes) de lastimar a otros y, con los gritos de las víctimas sonando en los oídos de 
los sujetos (participantes), la autoridad subyugaba con mayor frecuencia. La extrema 
buena voluntad de los adultos de aceptar casi cualquier requerimiento ordenado por 
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la autoridad constituye el principal descubrimiento del estudio (“Obediencia a la 
autoridad. Un punto de vista experimental”). 

 
VI. 
 
El anclaje particular es fundamental en cualquier proyecto hegemónico, y la apropiación por parte 
de la fauna local del email de Howard está ínsita en la misma narración del email-base. Las 
adaptaciones o el sabor local oficia a manera de vicariato en una estructura que, muy gustosa del 
poder, va de arriba abajo: del Papa Howard al último feligrés. He aquí un email recibido por un 
inmigrante-sindicalista uruguayo, y enviado por un conmilitón del sindicato al que pertenecía:      
 

"SON LOS INMIGRANTES, NO LOS españoles, LOS QUE DEBEN ADAPTARSE. O lo 
toman o lo dejan. Estoy harto de que esta nación tenga que preocuparse si estamos 
ofendiendo a otras culturas o a otros individuos. Desde los ataques terroristas en Bali, 
estamos experimentando un incremento del patriotismo en la mayoría de los españoles". 
"Nuestra cultura se ha ido desarrollando durante dos siglos de luchas, tribulaciones y 
victorias por parte de millones de hombres y mujeres que buscaban libertad". "Hablamos 
principalmente español, no, Ingles, Libanés, Árabe, Chino,  Japonés, Ruso o cualquier otro 
idioma. De modo que si Usted quiere formar parte de nuestra sociedad, aprenda nuestro 
idioma y costumbres". "La mayoría de los españoles creen en Dios. Esto no es una posición 
Cristiana, política o de la extrema derecha, o izquierdas. Esto en un hecho, porque hombres 
y mujeres cristianos, de principios cristianos, fundaron esta nación. Esto es históricamente 
comprobable. Y es ciertamente apropiado que esto aparezca en las paredes de nuestras 
escuelas. Si Dios le ofende a Usted, sugiero que considere vivir en otra parte del mundo, 
porque Dios es parte de nuestra cultura". 
 
"Aceptamos sus creencias y sin preguntar por qué. Todo lo que pedimos es que Usted 
acepte las nuestras, y viva en armonía y disfrute en paz con nosotros". "Éste es NUESTRO 
PAÍS, NUESTRA PATRIA y  ESTAS SON NUESTRAS COSTUMBRES Y ESTILO DE VIDA 
y PERMITIREMOS QUE DISFRUTEN DE LO NUESTRO pero cuando dejen de quejarse, 
de lloriquear y de protestar contra nuestra Bandera, Nuestra lengua, nuestro compromiso 
nacionalista, Nuestras Creencias Cristianas o Nuestro modo de Vida, le animamos a que 
aproveche otra de nuestras grandes libertades españolas, "EL DERECHO DE IRSE". "Si 
Usted no está contento aquí, entonces VÁYASE. Nosotros no le obligamos a venir aquí. 
Usted pidió emigrar aquí. Así que ya es hora de que acepten el país que les acogió. Muerte 
a xxxxx. Muerte a la inmigración!!! VIVA ESPAÑA, COÑO!!!! 
 
Quizás si enviamos esto entre nosotros mismos, encontraremos la valentía para empezar a 
decir las mismas verdades. 
Si Usted está de acuerdo, re-envíe esto a tantas personas como le sea posible”.  

 
 
  VII. 
 
Sobrepuestos ya a la vergüenza ajena por la lectura de semejante escrito, deberíamos volver sobre 
los efectos de verdad que la narrativa del email Howard y sus reenvíos propone. 
 
Los autores de la literatura epistolar europea del S. XVIII a la que hacíamos mención al principio, 
intentan hacernos creer de la autenticidad de las cartas. Se presentan como si fueran los 
depositarios, los editores y no los redactores de las mismas. De allí deviene su efecto de verdad, al 
delegar en el lector la omnisciencia propia del novelista. Laclos es bastante claro al respecto, en el 
“Prefacio del redactor” dirá: “Esta obra, o, más bien, esta recopilación, que tal vez al público le 
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parezca demasiado voluminosa, no contiene, sin embargo, más que la mínima parte de las cartas 
que componen el total de la correspondencia  de la que se ha extraído”. 
 
El efecto de verdad deriva de esa posición de voyeur en la que esa literatura epistolar nos coloca. 
Somos mirones de unas cartas ajenas, de una correspondencia que si bien es íntima, se vuelve 
pública, al ser editada en formato de libro. Lógicamente las cartas pueden mentir al destinatario (de 
hecho, Valmont miente en su correspondencia) pero no al lector, que oficia de cómplice. Efecto de 
verdad muy similar también a las “cámaras ocultas” cuya narrativa audiovisual da verosimilitud a su 
contenido, aunque lo que nos cuente puede ser puramente ficcional. 
 
Los reenvíos del email de Howard operan de forma análoga. La reproducción ideológica y fáctica 
(los reenvíos) del email Howard da su efecto de verdad en la medida que nos ponen en la posición 
de “editores” (“reenviadores”) de cartas ajenas. Es cierto que las cartas del Vizconde Valmont o la 
Marquesa de Merteuil (para seguir con “Las relaciones peligrosas”) serían privadas o íntimas, y el 
discursillo de Howard sería público; pero en realidad ¿es tan público? ¿Conocíamos la narrativa 
Howard antes de habernos topado con el susodicho email? La verdad es que no. Todo quedaba en 
la “intimidad australiana”. Así como las cartas de Valmont/Merteuil sólo eran públicas en sus 
respectivas alcobas, la arenga de Howard sólo era pública en la “alcoba australiana”; a nosotros, 
como a Choderlos de Laclos, nos quedaría el papel de editores/reenviadores. “Ese email debe 
conocerse/reenviarse” , nos propondrá su encabezado. 
 
La xenofobia institucional en este caso deviene de la posición enunciativa en la que nos coloca. Así 
como sabemos que Choderlos de Laclos no es el simple editor de las cartas que nos propone, sino 
que es el autor de todas las cartas, nosotros no somos reenviadores del email de Howard sino sus 
hacedores en su misma reproducción y reenvío, algo así como el gabinete de prensa del fascista 
de turno, en el marco de unas relaciones peligrosas menos lúdicas y más siniestras. 
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La dirección política de los inmigrantes 
 
I. 
 
El pasado jueves 26 de noviembre de 2009 fue aprobado por el Parlamento, con 180 votos a favor 
y 163 en contra y tres abstenciones la nueva Ley de la Extranjería, conocida como la Ley de la 
Vergüenza por trasponer a nivel español la llamada Directiva Europea de la Vergüenza de 2008, 
por la que se autoriza a los Estados Europeos a encerrar hasta 18 meses a aquellos argentinos (y 
a otros ciudadanos extracomunitarios) que  tengan faltas administrativas en relación a temas de 
extranjería. 
  
La Unión Europea mantiene 175 campos de concentración donde encierran de 60 días hasta un 
año y medio, a aquellos ciudadanos extracomunitarios que cometan simples faltas administrativas 
de extranjería. Los ciudadanos extracomunitarios encarcelados en dichos campos de 
concentración no se denominan “presos políticos” (en virtud de su relación con la declarada política 
xenófoba aplicada por los países de la Unión Europea) sino que se los llama  con el eufemismo de 
“retenidos”.   
  
La barbarie de la Ley de la Vergüenza, supone la culminación de una serie de desatinos éticos y 
políticos, a todas luces injustificables. La gestión del Ministerio de Trabajo e Inmigración concluye 
el año con un desempleo record, una tesorería de la seguridad social en caída libre, y un historial 
en temas de inmigración que suponen un permanente insulto para la convivencia plural y 
democrática. 
  
La Ley de la Vergüenza supone el inicio de una etapa negra para la democracia española, dando 
vía libre al incremento de la xenofobia social e institucional y promocionando indirectamente a las 
hordas xenófobas que verán como el poder político se va haciendo eco de sus reivindicaciones. 
  
II. 
 
Las Asociaciones de Inmigrantes deberían dar debida cuenta de su posición al respecto de esta 
Ley y alentar una firme vocación de unión política y estratégica frente a la conculcación de 
derechos tan básicos y elementales. Y ello teniendo en cuenta varios elementos condicionantes del 
contexto y los factores de poder que pudieran resultar aliados en tales circunstancias. 
  
En primer lugar, las ONG’s que apoyan y alientan la causa de los inmigrantes tendrían que asumir 
su flagrante fracaso en la dirección y gestión de la defensa de los derechos de este colectivo y 
comprender que deberían dar un paso atrás permitiendo que sean las propias organizaciones de 
inmigrantes las que lleven la dirección política y estratégica  de estos asuntos. Quizás la gestión de 
subvenciones o la autopromoción laboral sean los caminos que muchas de estas ONG’s puedan 
seguir desarrollando con cierta competencia en el futuro, pero no mucho más; algunas otras, las 
menos, deberían pensar en continuar la defensa de los inmigrantes pero desde la retaguardia.  
  
En segundo lugar, las organizaciones de trabajadores deberían saber que la Directiva Europea 
de la Vergüenza aplicada a los trabajadores extracomunitarios tiene su correlato interno para ser 
aplicado a los trabajadores europeos. Es la Directiva de Servicios, más conocida como Directiva 
Bolkestein, que entró en vigor el 28 de diciembre de 2006 y que supuso la neoliberalización de las 
relaciones laborales en la Agenda de Lisboa. La implosión laboral que supone la crisis 2008-2009 
tiene que ver mucho con esta Directiva y el dumping social que esté creando. En estas 
circunstancias, la Directiva Bolkestein es el camión cisterna de los bomberos pirómanos: tiene 
gasolina en vez de agua.  
 
La directiva propone el “principio del país de origen”, según el cual el prestador de servicios que se 
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muda a otro país europeo debe atenerse a la legislación de su país de origen. El objetivo sería 
animar a las entidades prestatarias de servicios a mudarse sin tener que informarse sobre las 27 
legislaciones nacionales diferentes. A pesar de las advertencias, nadie pareció enterarse hasta el 
caso de Vaxholm (Suecia). En Suecia, no existe ley alguna sobre el salario mínimo, sino que este 
se acuerda por concertación entre los sindicatos y las asociaciones patronales. Una empresa 
letona, que había ganado un concurso de construcción en la ciudad de Vaxholm, a la luz de la 
directiva 96/71/CE (la Directiva sobre Derecho Laboral que recoge la Directiva Europea Bolkestein, 
la Directiva 123/2006/CE) se consideró libre de aplicar a sus trabajadores el salario letón. A partir 
de allí, el gallinero fue un territorio libre tanto para las gallinas libres como para el zorro libre. El 
llamado “contrato alemán” supone una nueva vuelta de tuerca donde la ciudadanía en su conjunto 
se hace cargo de los despidos encubiertos que el empresariado llama reducción de horario laboral. 
Todo ello,en la mejor tradición de Hood Robin: robar a los pobres para enriquecer a los ricos.  
 
En tercer lugar, los estudiantes. A estos no les va mejor que a los trabajadores. La Agenda de 
Lisboa o Estrategia de Lisboa de 2000, también se encargó de ellos con el Plan Bolonia, cuya 
Declaración la firmaron los ministros de educación de diversos países europeos en 1999, en base a 
un informe presentado en 1995 por la European Round Table of Industrialists (ERT) o Mesa 
Redonda de los Empresarios Europeos, lobby que agrupa a ejecutivos de multinacionales como 
Nestlé, British Telecom, Total, Renault o Siemens entre otras. La mercantilización de la Universidad 
para ponerla en función de las estrategias de las multinacionales fue el objetivo conseguido. 
 
El informe de la ERT presentado en 1995 tenía por objetivo "presentar la visión de los empresarios 
respecto a cómo ellos creen que los procesos de educación y aprendizaje en su conjunto pueden 
adaptarse para responder de una manera más efectiva a los retos económicos y sociales del 
momento" (sic). Así, la ERT declaraba unas aspiraciones muy similares a las que luego se 
recogieron en el proceso de Bolonia:  
 

La ERT espera que añadiendo la visión práctica de la empresa a las bien documentadas 
opiniones de los especialistas en este campo, se pueda ayudar a provocar los urgentes 
cambios que, a nuestro juicio, requieren en la actualidad los sistemas educativos europeos. 
“Educación para los europeos. Hacia la sociedad del aprendizaje”. 

  
Los estudiantes europeos también tienen su propia extranjería, expulsados de la ciudadanía del 
conocimiento, son devueltos a los sótanos de las empresas, donde hacen el necesario 
precalentamiento para que, alguna vez, alguno pueda subir a trabajar. La Universidad europea se 
ha convertido en algo así como el sótano de la “Metrópolis” de Fritz Lang. La “Metrópolis” de la 
“Metrópolis” para ser exactos. Eso es Bolonia.  
 
En cuarto lugar, los internautas. El sector social más creciente e innovador del presente siglo tiene 
que vérselas con el oscurantismo más acérrimo donde los haya. Ya no se trata de las “descargas 
ilegales” sino del sentido de disciplinamiento que pretende imponerse a la red.  
 
La presentación de la Ley de Economía Sostenible introdujo una ironía indigerible: la creación de la 
SS, en el ámbito del Ministerio de Cultura.  
 
Mediante este proyecto de Ley, se crea Sección Segunda (la SS) de la Comisión de Propiedad 
Intelectual del Ministerio de Cultura. La SS tendría la finalidad de actuar como órgano competente 
para "el ejercicio de las funciones previstas en los artículos 8, 11 y concordantes de la Ley 34/2002 
(LSSI - Ley de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico), para la 
salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su vulneración por los responsables 
de servicios de la sociedad de la información". 
 
La letra pequeña es que los artículos 8 y 11 de la LSSI son los que permiten la restricción o 
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interrupción de la prestación de servicios de Internet, como podrían ser el alojamiento de páginas 
web o el acceso a las mismas desde territorio español, en caso de que dichos servicios puedan 
atentar contra determinados valores. 
 
¿Qué valores? La salvaguarda del orden público, la investigación penal, la seguridad pública, la 
defensa nacional, la salud pública, la dignidad de la persona, el principio de no discriminación o la 
protección de la juventud y la infancia, a los que ahora se suma la propiedad intelectual. La cruzada 
estadounidense para imponer su industria audiovisual y de videojuegos tiene un nuevo cruzado en 
sus tropas: la SS.   
 
Párrafo aparte merecen los partidos políticos, cuyo sentido de la participación política se refiere, 
casi siempre, a la cooptación de los sectores sociales, incluidos los inmigrantes. Clientelismo 
prebendario de bajísimo nivel, cuya consecuencia es la extenuación de la dinamización social 
propia de la sociedad civil. Es un problema que, de Bram Stoker en adelante tiene difícil resolución: 
vampirizar a la sociedad para chupar su sangre (poner a aquel inquieto inmigrante como concejal, 
pongamos por caso) supone una dinámica depredadora a los fines de una sociedad fuerte y 
participativa. Ser vampirizados (cooptados) no es la opción válida para los inmigrantes, ni mucho 
menos.  La plena autonomía política, sería el camino más deseable en todos los casos. 
 
III. 
 
Expulsados de su propio devenir, el tercer sector (las ONG’s), trabajadores, estudiantes o 
internautas tienen su propias “Leyes de Extranjería”, y serán los sectores que las asociaciones de 
inmigrantes deberán tener en cuenta para cualquier estrategia de futuro en pos de una sociedad 
crecientemente democrática, plural y participativa. 
 
Al contrario, los inmigrantes deberían/deberíamos extender la propuesta de “inmigrar la sociedad”, 
es decir, hacer de la sociedad, de sus diferentes sectores sociales, inmigrantes de sí mismos. No 
se trata de hacer hincapié en la tolerancia a las cuestiones identitarias de los inmigrantes sino de 
aceptar la cultura de la inmigración como la nueva basa en la que construir las nuevas y 
cambiantes identidades sociales. Aceptar ser extranjeros de sí mismos, para retomar de manera 
cotidiana fluidas identidades siempre nuevas es un ejercicio que los europeos deberían empezar a 
ejercer para ir saliendo del fango de la xenofobia en que se encuentran. Camino difícil, pero menos 
empinado que el de tener que volver a reconstruir un continente por guerras mundiales o 
implosiones sociales como la presente crisis.   
 
La Ley de la vergüenza o de extranjería implica una apuesta de futuro para los inmigrantes y para 
los ejecutores de estas normas. Los responsables políticos de estos engendros neonazis deberán 
saber que la impunidad de la que hoy gozan por las circunstancias histórico-políticas de la Europa 
actual no estará garantizada en el futuro, y las previsibles acciones judiciales contra los 
responsables políticos y administrativos de lo que actualmente sucede en los ciento setenta y cinco 
campos de concentración es algo que deberán pensar seriamente.  
 
El desafío de la ciudadanía española es embarcarse conjuntamente con los inmigrantes para hacer 
realidad la España democrática y plural, la que Rafael Alberti, Miguel Hernández, Antonio Machado 
o Federico García Lorca proponían en sus versos. El desafío de construir juntos un sueño 
sugestivo de vida en común, como decía Ortega y Gasset. O bien, elegir la vía del oscurantismo 
xenófobo que la chuscada fascistoide de esta Ley propone, muy lejos de cualquier poeta pero muy 
que muy cerca de cualquier Directiva de Bruselas.  
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“El engendro” 
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I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
19949 Ley Orgánica 2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la Ley Orgánica 

4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en 
España y su integración social.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente 

ley orgánica.
PREÁMBULO

I

La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social ha sido reformada en tres ocasiones desde su aprobación; 
en concreto, ha sido reformada por las Leyes Orgánicas 8/2000, de 22 de diciembre, 
11/2003, de 29 de septiembre y 14/2003, de 20 de noviembre.

De todas las reformas que ha tenido la indicada Ley Orgánica cabe destacar, por su mayor 
calado, la que se llevó a cabo pocos meses después de su entrada en vigor a través de la Ley 
Orgánica 8/2000, de 22 de diciembre. Algunos de los cambios que introdujo esta última ley 
motivaron la presentación de varios recursos de inconstitucionalidad contra la misma.

El Tribunal Constitucional ha resuelto los indicados recursos de inconstitucionalidad, 
entre otras, en las sentencias 236/2007, de 7 de noviembre, y 259/2007, de 19 de diciembre, 
reconociendo que la exigencia que la indicada ley imponía a los extranjeros para el ejercicio 
de los derechos fundamentales de reunión, asociación, sindicación y huelga, de que 
tuvieran residencia legal en España, constituía una restricción injustificada y, por tanto, 
contraria a la Constitución, ya que según la misma los indicados derechos alcanzan a 
todas las personas por el hecho de serlo.

Consecuentemente con ello, el Tribunal Constitucional ha declarado la inconstitucionalidad 
de los artículos de la ley Orgánica 4/2000 que regulaban los indicados derechos 
fundamentales.

II

Por otro lado, ha ido creciendo el número de normas comunitarias que afectan al 
Derecho de Extranjería de los Estados europeos; así pues, cada vez son más las normas 
que se aprueban en la Unión Europea, en materia de inmigración, que deben ser 
incorporadas a nuestro ordenamiento jurídico. En este orden de cuestiones, cabe destacar 
la firma del Pacto Europeo sobre Inmigración y Asilo, refrendado en el Consejo Europeo 
de 16 de octubre de 2008 por los 27 países miembros de la Unión Europea, en el cual se 
establecen como principales objetivos conseguir una inmigración legal y ordenada, luchar 
contra la inmigración ilegal y favorecer la integración de los inmigrantes legales mediante 
un equilibrio de derechos y deberes.

La presente Ley asume esta realidad como algo positivo en el convencimiento de que 
es necesario contar con un marco normativo europeo común en materia de inmigración.

Hasta el momento presente estaban pendientes de incorporación a nuestro ordenamiento 
jurídico las Directivas que se han aprobado con posterioridad a la última reforma de la Ley 
4/2000, de 11 de enero, realizada en diciembre de 2003, siendo estas las siguientes:

a) Directiva 2003/110/CE, del Consejo, de 25 de noviembre de 2003, sobre la 
asistencia en casos de tránsito a efectos de repatriación o alejamiento por vía aérea. 
(DOUE de 6 de diciembre de 2003). cv
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b) Directiva 2003/109/CE, del Consejo, de 25 de noviembre, de 2003, relativa al 
Estatuto de los nacionales de terceros países residentes de larga duración (DOUE de 23 
de enero de 2004).

c) Directiva 2004/81/CE, del Consejo, de 29 de abril de 2004, relativa a la expedición 
de un permiso de residencia a nacionales de terceros países que sean víctimas de la trata 
de seres humanos o hayan sido objeto de una acción de ayuda a la inmigración ilegal que 
cooperen con las autoridades competentes (DOUE de 6 de agosto de 2004).

d) Directiva 2004/82/CE, del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la obligación de 
los transportistas de comunicar los datos de las personas transportadas (DOUE de 6 de 
agosto de 2004).

e) Directiva 2004/114/CE, de 13 de diciembre de 2004, del Consejo, relativa a los 
requisitos de admisión de los nacionales de terceros países a efectos de estudios, 
intercambio de alumnos, prácticas no remuneradas o servicios de voluntariado (DOUE de 
23 de diciembre de 2004).

f) Directiva 2005/71/CE, de 12 de octubre de 2005, del Consejo, relativa a un 
procedimiento específico de admisión de los nacionales de terceros países a efectos de 
investigación científica (DOUE de 3 de noviembre de 2005).

g) Directiva 2008/115/CEE, de 16 de diciembre de 2008, del Parlamento Europeo y 
el Consejo, relativa a las normas y procedimientos en los Estados miembros para el retorno 
de los nacionales de terceros países en situación de estancia ilegal (DOUE de 24 de 
diciembre de 2008).

h) Directiva 2009/50/CE, del Consejo, de 25 de mayo de 2009, relativa a las 
condiciones de entrada y residencia de nacionales de terceros países para fines de empleo 
altamente cualificado (DOUE de 18 de junio de 2009).

i) Directiva 2009/52/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 
2009, por la que se establecen normas mínimas sobre las sanciones y medidas aplicables 
a los empleadores de nacionales de terceros países en situación irregular (DOUE de 30 de 
junio de 2009).

En todo caso, conviene señalar que, aunque nuestra legislación es anterior a la 
aprobación de las indicadas directivas, muchos de los aspectos que se regulan en las 
mismas ya están recogidos en nuestro ordenamiento jurídico, bien en la Ley 4/2000, de 11 
de enero, en su redacción actual, o bien en el Reglamento de la misma que fue aprobado 
por Real Decreto 2393/2004, de 30 de diciembre.

Igualmente, resulta determinante a estos efectos la ratificación y entrada en vigor en 
nuestro país de las obligaciones dimanantes del Convenio del Consejo de Europa sobre la 
lucha contra la trata de seres humanos (Convenio n.º 197 del Consejo de Europa), hecho 
en Varsovia el 16 de mayo de 2005.

III

La inmigración es una realidad que está en constante cambio. Por ello, el legislador 
está obligado a adaptar su normativa reguladora, si quiere que la misma proporcione 
soluciones efectivas a los nuevos retos que se plantean.

Además, el fenómeno migratorio ha adquirido tal dimensión en España y tiene tales 
repercusiones en el orden económico, social y cultural que exige que por parte de los 
poderes públicos se desarrolle una actuación decidida en diversos frentes, incluido el 
normativo. Por lo tanto, los poderes públicos deben ordenar y canalizar legalmente los 
flujos migratorios de tal manera que los mismos se ajusten a nuestra capacidad de acogida 
y a las necesidades reales de nuestro mercado de trabajo.

Por otra parte, España está firmemente comprometida con la defensa de los derechos 
humanos, por lo que los poderes públicos deben favorecer la plena integración de los 
inmigrantes en nuestro país y garantizar la convivencia y la cohesión social entre los 
inmigrantes y la población autóctona.
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IV

Así pues, tres son las causas que justifican la reforma que se propone de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, en su redacción actual:

a) La necesidad de incorporar a dicha Ley Orgánica la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, dando para ello una nueva redacción acorde con la Constitución, a los 
artículos de la misma que se han declarado inconstitucionales.

b) La necesidad de incorporar a nuestro ordenamiento jurídico, a través de la indicada 
Ley Orgánica, las Directivas europeas sobre inmigración que están pendientes de 
transposición o que no se han transpuesto plenamente.

c) La necesidad de adaptar la referida Ley Orgánica a la nueva realidad migratoria en 
España, que presenta unas características y plantea unos retos diferentes de los que 
existían cuando se aprobó la última reforma de la ley.

V

Por otra parte, los objetivos que se persiguen con esta reforma son los siguientes:

1. Establecer un marco de derechos y libertades de los extranjeros que garantice a 
todos el ejercicio pleno de los derechos fundamentales.

2. Perfeccionar el sistema de canalización legal y ordenada de los flujos migratorios 
laborales, reforzando la vinculación de la capacidad de acogida de trabajadores inmigrantes 
a las necesidades del mercado de trabajo.

3. Aumentar la eficacia de la lucha contra la inmigración irregular, reforzando los 
medios e instrumentos de control y los sancionadores, especialmente por lo que se refiere 
a quienes faciliten el acceso o permanencia de la inmigración ilegal en España, agravando 
el régimen sancionador en este caso y, reforzando los procedimientos de devolución de los 
extranjeros que han accedido ilegalmente a nuestro país.

4. Reforzar la integración como uno de los ejes centrales de la política de inmigración 
que, teniendo en cuenta el acervo de la Unión Europea en materia de inmigración y protección 
internacional, apuesta por lograr un marco de convivencia de identidades y culturas.

5. Adaptar la normativa a las competencias de ejecución laboral previstas en los 
Estatutos de Autonomía que inciden en el régimen de autorización inicial de trabajo, y a las 
competencias estatutarias en materia de acogida e integración, así como potenciar la 
coordinación de las actuaciones de las Administraciones Públicas con competencias que, 
asimismo, inciden en materia de inmigración y reforzar la cooperación entre ellas con el fin 
de prestar un servicio más eficaz y de mejor calidad a los ciudadanos.

Dado que durante el último periodo legislativo se han aprobado diversas reformas en 
los Estatutos de Autonomía de las Comunidades Autónomas que, por primera vez, 
incorporan competencias vinculadas a la inmigración, es lógico que se adapte su marco 
regulador al nuevo reparto competencial. Asimismo, atendido dicho reparto competencial, 
parece imprescindible que en esta Ley se concreten los niveles competenciales en un 
artículo, como lo es el nuevo artículo 2 bis, que define genéricamente los principios 
ordenadores de las políticas de inmigración en España.

6. Reforzar e institucionalizar el diálogo con las organizaciones de inmigrantes y con 
otras organizaciones con interés e implantación en el ámbito migratorio, incluyendo entre 
ellas a las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, en la definición 
y desarrollo de la política migratoria.

VI

La presente Ley Orgánica tiene un único artículo, recogiéndose en el mismo todas las 
modificaciones que se introducen en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, tanto en el 
articulado como en sus disposiciones adicionales. Además, la Ley tiene varias disposiciones 
finales y una única disposición derogatoria.

La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, que se reforma, mantiene su estructura 
articulada que se integra en un Título Preliminar, artículos 1 al 2 ter, dedicado a las 
Disposiciones Generales, un Título I, artículos 3 al 24, dedicado a los derechos y libertades cv
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de los extranjeros, un Título II, artículos 25 al 49, dedicado al régimen jurídico de las 
situaciones de los extranjeros, un Título III, artículos 50 al 66, dedicado a las infracciones 
en materia de extranjería y su régimen sancionador y un Título IV, artículos 67 al 72, 
dedicado a la coordinación de los poderes públicos; además, tiene nueve disposiciones 
adicionales, tres transitorias, una derogatoria y diez finales.

VII

Las modificaciones que se introducen en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, 
mediante la presente Ley Orgánica afectan a todos los títulos de la misma.

Resulta conveniente hacer una precisión de carácter general que afecta a distintos 
artículos sobre los términos de residencia o residente, que en todo caso deben entenderse 
referidos a una situación de estancia o residencia legal, esto es, conforme a los requisitos 
que se establecen y que, por tanto, habilitan a la permanencia del extranjero en nuestro 
país en cualquiera de las situaciones reguladas. Cuando se omite la alusión a la situación 
de estancia o residencia, como sucede para el ejercicio de los derechos fundamentales, 
es precisamente porque dicha situación no debe exigirse.

En el Título Preliminar se introduce un nuevo artículo 2 bis en el que se define la 
política migratoria, se establecen los principios y ejes de actuación de la misma y se indica 
su marco competencial, y un nuevo artículo 2 ter que ordena los principios y actuaciones 
en materia de integración de los inmigrantes.

En el Título I se introducen importantes modificaciones con el fin de perfilar lo que debe 
ser el marco de derechos y libertades de los extranjeros, junto a las correspondientes 
obligaciones, que implique el reconocimiento de los derechos fundamentales a los 
extranjeros cualquiera que sea su situación en España, así como el establecimiento de un 
sistema progresivo de acceso a los otros derechos basado en el refuerzo del estatus 
jurídico a medida que aumenta el periodo de residencia legal.

Destaca en este Título la nueva regulación de los derechos de reunión y manifestación, 
asociación, sindicación y huelga que podrán ejercerse de acuerdo con la Constitución 
Española, en los términos señalados por el Tribunal Constitucional, así como la nueva 
regulación que se hace de los derechos de educación, que se reconoce plenamente hasta 
los dieciocho años, así como el de asistencia jurídica gratuita, en cuya regulación se ha 
tenido en cuenta, además de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, las 
recomendaciones del Defensor del Pueblo. No obstante, debe señalarse igualmente que, 
según la propia interpretación del Tribunal Constitucional, ningún derecho es absoluto, lo 
que significa que el Estado mantiene toda la capacidad para imponer límites a la 
permanencia de los extranjeros cuando ésta no se sustenta en una residencia legal.

También destaca en este Título la nueva regulación que se da al derecho de reagrupación 
familiar; el cambio fundamental que se introduce es que los beneficiarios de la reagrupación, 
en línea con lo que ocurre en la mayoría de los países de nuestro entorno, se acotan 
básicamente a los familiares que integran la familia nuclear; la novedad en este caso es que, 
dentro de esta categoría de familiares, se incluye a la pareja que tenga con el reagrupante 
una relación de afectividad análoga a la conyugal, y que a estos reagrupados se les facilita 
el acceso inmediato al mercado de trabajo. En cambio, esta reforma lleva a que la reagrupación 
de los ascendientes se limite, como norma general, a los mayores de sesenta y cinco años, 
previendo que puedan existir razones humanitarias que la permitan con una edad inferior.

En el Título II se introducen importantes modificaciones, la mayoría de ellas 
consecuencia de la transposición de las Directivas europeas, destacando sobre todo las 
que incorporan nuevas situaciones de los extranjeros, las que están orientadas a 
perfeccionar el estatuto de los residentes de larga duración, las que están dirigidas a 
aumentar la eficacia de lucha contra la inmigración irregular, destacando entre ellas la 
creación de un registro para controlar las entradas y salidas. Cabe destacar también el 
nuevo artículo referido a las mujeres extranjeras víctimas de violencia de género, que les 
ofrece la posibilidad de obtener una autorización por circunstancias excepcionales y que 
pretende facilitar la denuncia de estos hechos. La Ley introduce también modificaciones 
para perfeccionar el sistema de canalización legal y ordenada de los flujos migratorios, 
apostándose de nuevo por una inmigración ordenada en un marco de legalidad y 
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consolidándose la política de inmigración que vincula la llegada de nuevos inmigrantes a 
las necesidades del mercado de trabajo. En este sentido, entre otras medidas, se regula 
con mayor nivel de concreción la situación nacional de empleo en el catálogo de ocupaciones 
de difícil cobertura y se limitan las autorizaciones iniciales a una ocupación y ámbito 
territorial. Mención especial merecen las modificaciones que se realizan en relación a la 
integración de los menores extranjeros no acompañados, que propician un mejor 
tratamiento de la situación del menor, y que van, desde la posibilidad de su repatriación al 
país de origen, hasta garantizar, cuando ésta no resulte la respuesta idónea, las mejores 
condiciones para asegurar la plena integración de los mismos en la sociedad española, 
que debe ser un objetivo expreso del conjunto de las políticas llevadas a cabo por las 
distintas Administraciones públicas.

En el Título III, con el objetivo de reforzar la lucha contra la inmigración irregular se 
prevén nuevas infracciones para evitar actuaciones fraudulentas, tales como los 
matrimonios de conveniencia, la promoción de la inmigración irregular por medios indirectos 
o el falseamiento de los datos para el empadronamiento. Con la misma finalidad se propone 
el aumento de las sanciones económicas para todas las infracciones. Asimismo, se 
introducen determinadas modificaciones con el fin de dotar de mayor eficacia y más 
garantías, a las medidas de suspensión y devolución; también se contempla la ampliación 
del plazo de internamiento que pasaría a los 60 días desde los 40 que se aplican 
actualmente, así como se mejora la seguridad jurídica de los afectados, por estas medidas 
con la concesión de un plazo de cumplimiento voluntario de la orden de expulsión.

En el Título IV se introducen determinadas modificaciones con el fin de reforzar la 
coordinación y cooperación de las Administraciones Públicas en materia de inmigración y 
de institucionalizar en esta materia la participación de las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas.

Entre las modificaciones que se introducen destacan la incorporación a la Ley de la 
Conferencia Sectorial de Inmigración, como uno de los cauces más eficaces para canalizar 
la cooperación entre la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas, 
así como la exigencia de una actuación coordinada de ambas Administraciones Públicas, 
cuando la Comunidad Autónoma hubiera asumido competencias en materia de autorización 
inicial de trabajo.

Otra modificación importante es que la Ley reconoce e institucionaliza la Comisión 
Laboral Tripartita como cauce institucional para establecer el dialogo con las organizaciones 
sindicales y empresariales más representativas en materia de inmigración.

VIII

En coherencia con lo expuesto, se considera que esta reforma de la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero, permitirá que en España se desarrolle una política migratoria 
integral, integrada y sostenible que es la que se necesita para los próximos años.

Artículo único. Modificación de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos 
y libertades de los extranjeros en España y su integración social.

La Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros 
en España y su integración social, queda redactada como sigue:

Uno. El apartado 3 del artículo 1 queda redactado de la siguiente manera:

«3. Los nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea y aquellos 
a quienes sea de aplicación el régimen comunitario se regirán por las normas que lo 
regulan, siéndoles de aplicación la presente Ley en aquellos aspectos que pudieran 
ser más favorables.»

Dos. La letra b) del artículo 2 queda redactada de la siguiente manera:

«b) Los representantes, delegados y demás miembros de las Misiones 
permanentes o de las Delegaciones ante los Organismos intergubernamentales con 
sede en España o en Conferencias internacionales que se celebren en España, así 
como sus familiares.» cv
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Tres. Se introduce un nuevo artículo 2 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 2 bis. La política inmigratoria.

1. Corresponde al Gobierno, de conformidad con lo previsto en el artículo 
149.1.2.ª de la Constitución, la definición, planificación, regulación y desarrollo de la 
política de inmigración, sin perjuicio de las competencias que puedan ser asumidas 
por las Comunidades Autónomas y por las Entidades Locales.

2. Todas las Administraciones Públicas basarán el ejercicio de sus competencias 
vinculadas con la inmigración en el respeto a los siguientes principios:

a) la coordinación con las políticas definidas por la Unión Europea;
b) la ordenación de los flujos migratorios laborales, de acuerdo con las 

necesidades de la situación nacional del empleo;
c) la integración social de los inmigrantes mediante políticas transversales 

dirigidas a toda la ciudadanía;
d) la igualdad efectiva entre mujeres y hombres;
e) la efectividad del principio de no discriminación y, consecuentemente, el 

reconocimiento de iguales derechos y obligaciones para todos aquellos que vivan o 
trabajen legalmente en España, en los términos previstos en la Ley;

f) la garantía del ejercicio de los derechos que la Constitución, los tratados 
internacionales y las leyes reconocen a todas las personas;

g) la lucha contra la inmigración irregular y la persecución del tráfico ilícito de 
personas;

h) la persecución de la trata de seres humanos;
i) la igualdad de trato en las condiciones laborales y de Seguridad Social;
j) la promoción del diálogo y la colaboración con los países de origen y tránsito 

de inmigración, mediante acuerdos marco dirigidos a ordenar de manera efectiva 
los flujos migratorios, así como a fomentar y coordinar las iniciativas de cooperación 
al desarrollo y codesarrollo.

3. El Estado garantizará el principio de solidaridad, consagrado en la 
Constitución, atendiendo a las especiales circunstancias de aquellos territorios en 
los que los flujos migratorios tengan una especial incidencia.»

Cuatro. Se introduce un nuevo artículo 2 ter con la siguiente redacción:

«Artículo 2 ter. Integración de los inmigrantes.

1. Los poderes públicos promoverán la plena integración de los extranjeros en 
la sociedad española, en un marco de convivencia de identidades y culturas diversas 
sin más límite que el respeto a la Constitución y la ley.

2. Las Administraciones Públicas incorporarán el objetivo de la integración 
entre inmigrantes y sociedad receptora, con carácter transversal a todas las políticas 
y servicios públicos, promoviendo la participación económica, social, cultural y 
política de las personas inmigrantes, en los términos previstos en la Constitución, en 
los Estatutos de Autonomía y en las demás leyes, en condiciones de igualdad de 
trato.

Especialmente, procurarán, mediante acciones formativas, el conocimiento y 
respeto de los valores constitucionales y estatutarios de España, de los valores de 
la Unión Europea, así como de los derechos humanos, las libertades públicas, la 
democracia, la tolerancia y la igualdad entre mujeres y hombres, y desarrollarán 
medidas específicas para favorecer la incorporación al sistema educativo, 
garantizando en todo caso la escolarización en la edad obligatoria, el aprendizaje 
del conjunto de lenguas oficiales, y el acceso al empleo como factores esenciales 
de integración.
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3. La Administración General del Estado cooperará con las Comunidades 
Autónomas, las Ciudades de Ceuta y Melilla y los Ayuntamientos para la consecución 
de las finalidades descritas en el presente artículo, en el marco de un plan estratégico 
plurianual que incluirá entre sus objetivos atender a la integración de los menores 
extranjeros no acompañados. En todo caso, la Administración General del Estado, 
las Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos colaborarán y coordinarán sus 
acciones en este ámbito tomando como referencia sus respectivos planes de 
integración.

4. De conformidad con los criterios y prioridades del Plan Estratégico de 
Inmigración, el Gobierno y las Comunidades autónomas acordarán en la Conferencia 
Sectorial de Inmigración programas de acción bienales para reforzar la integración 
social de los inmigrantes. Tales programas serán financiados con cargo a un fondo 
estatal para la integración de los inmigrantes, que se dotará anualmente, y que 
podrá incluir fórmulas de cofinanciación por parte de las Administraciones receptoras 
de las partidas del fondo.»

Cinco. El apartado 2 del artículo 3 queda redactado de la siguiente manera:

«2. Las normas relativas a los derechos fundamentales de los extranjeros 
serán interpretadas de conformidad con la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
vigentes en España, sin que pueda alegarse la profesión de creencias religiosas o 
convicciones ideológicas o culturales de signo diverso para justificar la realización 
de actos o conductas contrarios a las mismas.»

Seis. El artículo 4 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 4. Derecho a la documentación.

1. Los extranjeros que se encuentren en territorio español tienen el derecho y 
el deber de conservar la documentación que acredite su identidad, expedida por las 
autoridades competentes del país de origen o de procedencia, así como la que 
acredite su situación en España.

2. Todos los extranjeros a los que se haya expedido un visado o una autorización 
para permanecer en España por un período superior a seis meses, obtendrán la 
tarjeta de identidad de extranjero, que deberán solicitar personalmente en el plazo 
de un mes desde su entrada en España o desde que se conceda la autorización, 
respectivamente. Estarán exceptuados de dicha obligación los titulares de un visado 
de residencia y trabajo de temporada.

Reglamentariamente se desarrollarán los supuestos en que se podrá obtener 
dicha tarjeta de identidad cuando se haya concedido una autorización para 
permanecer en España por un periodo no superior a seis meses.

3. Los extranjeros no podrán ser privados de su documentación, salvo en los 
supuestos y con los requisitos previstos en esta Ley Orgánica y en la Ley Orgánica 
1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.»

Siete. El artículo 5 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 5. Derecho a la libertad de circulación.

1. Los extranjeros que se hallen en España de acuerdo con lo establecido en el 
Título II de esta Ley, tendrán derecho a circular libremente por el territorio español y a 
elegir su residencia sin más limitaciones que las establecidas con carácter general por 
los tratados y las leyes, o las acordadas por la autoridad judicial, con carácter cautelar 
o en un proceso penal o de extradición en el que el extranjero tenga la condición de 
imputado, víctima o testigo, o como consecuencia de sentencia firme.

2. No obstante, podrán establecerse medidas limitativas específicas cuando 
se acuerden en la declaración de estado de excepción o de sitio, en los términos cv
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previstos en la Constitución, y, excepcionalmente por razones de seguridad pública, 
de forma individualizada, motivada y en proporción a las circunstancias que 
concurran en cada caso, por resolución del Ministro del Interior, adoptada de acuerdo 
con las garantías jurídicas del procedimiento sancionador previsto en la Ley. Las 
medidas limitativas, cuya duración no excederá del tiempo imprescindible y 
proporcional a la persistencia de las circunstancias que justificaron la adopción de 
las mismas, podrán consistir en la presentación periódica ante las autoridades 
competentes y en el alejamiento de fronteras o núcleos de población concretados 
singularmente.»

Ocho. El artículo 6 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 6. Participación pública.

1. Los extranjeros residentes en España podrán ser titulares del derecho de 
sufragio, en las elecciones municipales, en los términos establecidos en la 
Constitución, en los tratados internacionales, en su caso, y en la Ley.

2. Los extranjeros residentes, empadronados en un municipio, tienen todos los 
derechos establecidos por tal concepto en la legislación de bases de régimen local, 
pudiendo ser oídos en los asuntos que les afecten de acuerdo con lo que disponga 
la normativa de aplicación.

3. Los Ayuntamientos incorporarán al padrón a los extranjeros que tengan su 
domicilio habitual en el municipio y mantendrán actualizada la información relativa a 
los mismos.

4. Los poderes públicos facilitarán el ejercicio del derecho de sufragio de los 
extranjeros en los procesos electorales democráticos del país de origen.»

Nueve. El apartado 1 del artículo 7 queda redactado de la siguiente manera:

«1. Los extranjeros tienen el derecho de reunión en las mismas condiciones 
que los españoles.»

Diez. El artículo 8 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 8. Libertad de asociación.

Todos los extranjeros tienen el derecho de asociación en las mismas condiciones 
que los españoles.»

Once. El artículo 9 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 9. Derecho a la educación.

1. Los extranjeros menores de dieciséis años tienen el derecho y el deber a la 
educación, que incluye el acceso a una enseñanza básica, gratuita y obligatoria. 
Los extranjeros menores de dieciocho años también tienen derecho a la enseñanza 
posobligatoria.

Este derecho incluye la obtención de la titulación académica correspondiente y 
el acceso al sistema público de becas y ayudas en las mismas condiciones que los 
españoles.

En caso de alcanzar la edad de dieciocho años en el transcurso del curso 
escolar, conservarán ese derecho hasta su finalización.

2. Los extranjeros mayores de dieciocho años que se hallen en España tienen 
derecho a la educación de acuerdo con lo establecido en la legislación educativa. 
En todo caso, los extranjeros residentes mayores de dieciocho años tienen el 
derecho a acceder a las demás etapas educativas posobligatorias, a la obtención de 
las titulaciones correspondientes, y al sistema público de becas en las mismas 
condiciones que los españoles.
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3. Los poderes públicos promoverán que los extranjeros puedan recibir 
enseñanzas para su mejor integración social.

4. Los extranjeros residentes que tengan en España menores a su cargo en 
edad de escolarización obligatoria, deberán acreditar dicha escolarización, mediante 
informe emitido por las autoridades autonómicas competentes, en las solicitudes de 
renovación de su autorización o en su solicitud de residencia de larga duración.»

Doce. El artículo 10 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 10. Derecho al trabajo y a la Seguridad Social.

1. Los extranjeros residentes que reúnan los requisitos previstos en esta Ley 
Orgánica y en las disposiciones que la desarrollen tienen derecho a ejercer una 
actividad remunerada por cuenta propia o ajena, así como a acceder al sistema de 
la Seguridad Social, de conformidad con la legislación vigente.

2. Los extranjeros podrán acceder al empleo público en los términos previstos 
en la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.»

Trece. El artículo 11 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 11. Libertad de sindicación y huelga.

1. Los extranjeros tienen derecho a sindicarse libremente o a afiliarse a una 
organización profesional, en las mismas condiciones que los trabajadores españoles.

2. Los extranjeros podrán ejercer el derecho a la huelga en las mismas 
condiciones que los españoles.»

Catorce. El artículo 12 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 12. Derecho a la asistencia sanitaria.

1. Los extranjeros que se encuentren en España, inscritos en el padrón del 
municipio en el que tengan su domicilio habitual, tienen derecho a la asistencia 
sanitaria en las mismas condiciones que los españoles.

2. Los extranjeros que se encuentren en España tienen derecho a la asistencia 
sanitaria pública de urgencia por enfermedad grave o accidente, cualquiera que sea 
su causa, y a la continuidad de dicha atención hasta la situación de alta médica.

3. Los extranjeros menores de dieciocho años que se encuentren en España tienen 
derecho a la asistencia sanitaria en las mismas condiciones que los españoles.

4. Las extranjeras embarazadas que se encuentren en España tienen derecho 
a la asistencia sanitaria durante el embarazo, parto y postparto.»

Quince. El artículo 13 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 13. Derechos en materia de vivienda.

Los extranjeros residentes tienen derecho a acceder a los sistemas públicos de 
ayudas en materia de vivienda en los términos que establezcan las leyes y las 
Administraciones competentes. En todo caso, los extranjeros residentes de larga 
duración tienen derecho a dichas ayudas en las mismas condiciones que los 
españoles.»

Dieciséis. El artículo 14 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 14. Derecho a la Seguridad Social y a los servicios sociales.

1. Los extranjeros residentes tienen derecho a acceder a las prestaciones y 
servicios de la Seguridad Social en las mismas condiciones que los españoles.

2. Los extranjeros residentes tienen derecho a los servicios y a las prestaciones 
sociales, tanto a las generales y básicas como a las específicas, en las mismas cv
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condiciones que los españoles. En cualquier caso, los extranjeros con discapacidad, 
menores de dieciocho años, que tengan su domicilio habitual en España, tendrán 
derecho a recibir el tratamiento, servicios y cuidados especiales que exija su estado 
físico o psíquico.

3. Los extranjeros, cualquiera que sea su situación administrativa, tienen 
derecho a los servicios y prestaciones sociales básicas.»

Diecisiete. El apartado 2 del artículo 15 queda redactado de la siguiente manera:

«2. Los extranjeros tienen derecho a transferir sus ingresos y ahorros obtenidos 
en España a su país, o a cualquier otro, conforme a los procedimientos establecidos 
en la legislación española y de conformidad con los acuerdos internacionales 
aplicables. El Gobierno adoptará las medidas necesarias para facilitar dichas 
transferencias.»

Dieciocho. El artículo 17 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 17. Familiares reagrupables.

1. El extranjero residente tiene derecho a reagrupar con él en España a los 
siguientes familiares:

a) El cónyuge del residente, siempre que no se encuentre separado de hecho 
o de derecho, y que el matrimonio no se haya celebrado en fraude de ley. En ningún 
caso podrá reagruparse a más de un cónyuge aunque la ley personal del extranjero 
admita esta modalidad matrimonial. El extranjero residente que se encuentre casado 
en segundas o posteriores nupcias por la disolución de cada uno de sus anteriores 
matrimonios sólo podrá reagrupar con él al nuevo cónyuge si acredita que la 
disolución ha tenido lugar tras un procedimiento jurídico que fije la situación del 
cónyuge anterior y de sus hijos comunes en cuanto al uso de la vivienda común, a 
la pensión compensatoria a dicho cónyuge y a los alimentos que correspondan a los 
hijos menores, o mayores en situación de dependencia. En la disolución por nulidad, 
deberán haber quedado fijados los derechos económicos del cónyuge de buena fe 
y de los hijos comunes, así como la indemnización, en su caso.

b) Los hijos del residente y del cónyuge, incluidos los adoptados, siempre que 
sean menores de dieciocho años o personas con discapacidad que no sean 
objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades debido a su estado 
de salud. Cuando se trate de hijos de uno solo de los cónyuges se requerirá, además, 
que éste ejerza en solitario la patria potestad o que se le haya otorgado la custodia 
y estén efectivamente a su cargo. En el supuesto de hijos adoptivos deberá 
acreditarse que la resolución por la que se acordó la adopción reúne los elementos 
necesarios para producir efecto en España.

c) Los menores de dieciocho años y los mayores de esa edad que no sean 
objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades, debido a su estado 
de salud, cuando el residente extranjero sea su representante legal y el acto jurídico 
del que surgen las facultades representativas no sea contrario a los principios del 
ordenamiento español.

d) Los ascendientes en primer grado del reagrupante y de su cónyuge cuando 
estén a su cargo, sean mayores de sesenta y cinco años y existan razones que 
justifiquen la necesidad de autorizar su residencia en España. Reglamentariamente 
se determinarán las condiciones para la reagrupación de los ascendientes de los 
residentes de larga duración en otro Estado miembro de la Unión Europea, de los 
trabajadores titulares de la tarjeta azul de la U.E. y de los beneficiarios del régimen 
especial de investigadores. Excepcionalmente, cuando concurran razones de 
carácter humanitario, podrá reagruparse al ascendiente menor de sesenta y cinco 
años si se cumplen las demás condiciones previstas en esta Ley.
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2. Los extranjeros que hubieran adquirido la residencia en virtud de una previa 
reagrupación podrán, a su vez, ejercer el derecho de reagrupación de sus propios 
familiares, siempre que cuenten ya con una autorización de residencia y trabajo, 
obtenida independientemente de la autorización del reagrupante, y acrediten reunir 
los requisitos previstos en esta Ley Orgánica.

3. Cuando se trate de ascendientes reagrupados, éstos sólo podrán ejercer, a 
su vez, el derecho de reagrupación familiar tras haber obtenido la condición de 
residentes de larga duración y acreditado solvencia económica.

Excepcionalmente, el ascendiente reagrupado que tenga a su cargo un o más 
hijos menores de edad, o hijos con discapacidad que no sean objetivamente capaces 
de proveer a sus propias necesidades debido a su estado de salud, podrá ejercer el 
derecho de reagrupación en los términos dispuestos en el apartado segundo de 
este artículo, sin necesidad de haber adquirido la residencia de larga duración.

4. La persona que mantenga con el extranjero residente una relación de 
afectividad análoga a la conyugal se equiparará al cónyuge a todos los efectos 
previstos en este capítulo, siempre que dicha relación esté debidamente acreditada 
y reúna los requisitos necesarios para producir efectos en España.

En todo caso, las situaciones de matrimonio y de análoga relación de afectividad 
se considerarán incompatibles entre sí.

No podrá reagruparse a más de una persona con análoga relación de afectividad, 
aunque la ley personal del extranjero admita estos vínculos familiares.

5. Reglamentariamente, se desarrollarán las condiciones para el ejercicio del 
derecho de reagrupación así como para acreditar, a estos efectos, la relación de 
afectividad análoga a la conyugal.»

Diecinueve. El artículo 18 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 18. Requisitos para la reagrupación familiar.

1. Los extranjeros podrán ejercer el derecho a la reagrupación familiar cuando 
hayan obtenido la renovación de su autorización de residencia inicial, con excepción 
de la reagrupación de los familiares contemplados en el artículo 17.1 d) de esta Ley, 
que solamente podrán ser reagrupados a partir del momento en que el reagrupante 
adquiera la residencia de larga duración.

La reagrupación de los familiares de residentes de larga duración, de los 
trabajadores titulares de la tarjeta azul de la U.E. y de los beneficiarios del régimen 
especial de investigadores, podrá solicitarse y concederse, simultáneamente, con la 
solicitud de residencia del reagrupante. Cuando tengan reconocida esta condición 
en otro Estado miembro de la Unión Europea, la solicitud podrá presentarse en 
España o desde el Estado de la Unión Europea donde tuvieran su residencia, 
cuando la familia estuviera ya constituida en aquél.

2. El reagrupante deberá acreditar, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente, que dispone de vivienda adecuada y de medios económicos 
suficientes para cubrir sus necesidades y las de su familia, una vez reagrupada.

En la valoración de los ingresos a efectos de la reagrupación, no computarán 
aquellos provenientes del sistema de asistencia social, pero se tendrán en cuenta 
otros ingresos aportados por el cónyuge que resida en España y conviva con el 
reagrupante.

Las Comunidades Autónomas o, en su caso, los Ayuntamientos informarán 
sobre la adecuación de la vivienda a los efectos de reagrupación familiar.

Las Administraciones Públicas promoverán la participación de los reagrupados 
en programas de integración socio-cultural y de carácter lingüístico.

3. Cuando los familiares a reagrupar sean menores en edad de escolarización 
obligatoria, la Administración receptora de las solicitudes deberá comunicar a las 
autoridades educativas competentes una previsión sobre los procedimientos 
iniciados de reagrupación familiar, a los efectos de habilitar las plazas necesarias en 
los centros escolares correspondientes.» cv
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Veinte. Se introduce un nuevo artículo 18 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 18 bis. Procedimiento para la reagrupación familiar.

1. El extranjero que desee ejercer el derecho a la reagrupación familiar deberá 
solicitar una autorización de residencia por reagrupación familiar a favor de los 
miembros de su familia que desee reagrupar, pudiendo solicitarse de forma 
simultánea la renovación de la autorización de residencia y la solicitud de reagrupación 
familiar.

2. En caso de que el derecho a la reagrupación se ejerza por residentes de 
larga duración en otro Estado miembro de la Unión Europea que residan en España, 
la solicitud podrá presentarse por los familiares reagrupables, aportando prueba de 
residencia como miembro de la familia del residente de larga duración en el primer 
Estado miembro.»

Veintiuno. El artículo 19 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 19. Efectos de la reagrupación familiar en circunstancias especiales.

1. La autorización de residencia por reagrupación familiar de la que sean 
titulares el cónyuge e hijos reagrupados cuando alcancen la edad laboral, habilitará 
para trabajar sin necesidad de ningún otro trámite administrativo.

2. El cónyuge reagrupado podrá obtener una autorización de residencia 
independiente cuando disponga de medios económicos suficientes para cubrir sus 
propias necesidades.

En caso de que la cónyuge reagrupada fuera víctima de violencia de género, sin 
necesidad de que se haya cumplido el requisito anterior, podrá obtener la autorización 
de residencia y trabajo independiente, desde el momento en que se hubiera dictado 
a su favor una orden de protección o, en su defecto, informe del Ministerio Fiscal 
que indique la existencia de indicios de violencia de género.

3. Los hijos reagrupados podrán obtener una autorización de residencia 
independiente cuando alcancen la mayoría de edad y dispongan de medios 
económicos suficientes para cubrir sus propias necesidades.

4. Reglamentariamente se determinará la forma y la cuantía de los medios 
económicos considerados suficientes para que los familiares reagrupados puedan 
obtener una autorización independiente.

5. En caso de muerte del reagrupante, los familiares reagrupados podrán 
obtener una autorización de residencia independiente en las condiciones que se 
determinen.»

Veintidós. El artículo 22 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 22. Derecho a la asistencia jurídica gratuita.

1. Los extranjeros que se hallen en España tienen derecho a la asistencia 
jurídica gratuita en los procesos en los que sean parte, cualquiera que sea la 
jurisdicción en la que se sigan, en las mismas condiciones que los ciudadanos 
españoles.

2. Los extranjeros que se hallen en España tienen derecho a asistencia letrada 
en los procedimientos administrativos que puedan llevar a su denegación de entrada, 
devolución, o expulsión del territorio español y en todos los procedimientos en 
materia de protección internacional, así como a la asistencia de intérprete si no 
comprenden o hablan la lengua oficial que se utilice. Estas asistencias serán 
gratuitas cuando carezcan de recursos económicos suficientes según los criterios 
establecidos en la normativa reguladora del derecho de asistencia jurídica gratuita.

3. En los procesos contencioso-administrativos contra las resoluciones que 
pongan fin a la vía administrativa en materia de denegación de entrada, devolución 
o expulsión, el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita requerirá cv
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la oportuna solicitud realizada en los términos previstos en las normas que regulan 
la asistencia jurídica gratuita. La constancia expresa de la voluntad de interponer el 
recurso o ejercitar la acción correspondiente deberá realizarse de conformidad con 
lo previsto en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, o en caso de 
que el extranjero pudiera hallarse privado de libertad, en la forma y ante el funcionario 
público que reglamentariamente se determinen.

A los efectos previstos en este apartado, cuando el extranjero tuviera derecho a 
la asistencia jurídica gratuita y se encontrase fuera de España, la solicitud de la 
misma y, en su caso, la manifestación de la voluntad de recurrir, podrán realizarse 
ante la misión diplomática u oficina consular correspondiente.»

Veintitrés. La letra a) del apartado 2 del artículo 23 queda redactada de la siguiente 
manera:

«a) Los efectuados por la autoridad o funcionario público o personal encargado 
de un servicio público, que en el ejercicio de sus funciones, por acción u omisión, 
realice cualquier acto discriminatorio prohibido por la ley contra un extranjero sólo 
por su condición de tal o por pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o 
nacionalidad.»

Veinticuatro. Se introduce un nuevo apartado 5 en el artículo 25, que queda redactado 
de la siguiente manera:

«5. La entrada en territorio nacional de los extranjeros a los que no les sea de 
aplicación el régimen comunitario, podrá ser registrada por las autoridades españolas 
a los efectos de control de su período de permanencia legal en España, de 
conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de 
datos de carácter personal.»

Veinticinco. El artículo 25 bis queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 25 bis. Tipos de visado.

1. Los extranjeros que se propongan entrar en territorio español deberán estar 
provistos de visado, válidamente expedido y en vigor, extendido en su pasaporte o 
documento de viaje o, en su caso, en documento aparte, salvo lo dispuesto en el 
apartado 2 del artículo 25 de esta Ley.

2. Los visados a que se refiere el apartado anterior serán de una de las clases 
siguientes:

a) Visado de tránsito, que habilita a transitar por la zona de tránsito internacional 
de un aeropuerto español o a atravesar el territorio español. No será exigible la 
obtención de dicho visado en casos de tránsito de un extranjero a efectos de 
repatriación o alejamiento por vía aérea solicitado por un Estado miembro de la 
Unión Europea o por un tercer estado que tenga suscrito con España un acuerdo 
internacional sobre esta materia.

b) Visado de estancia, que habilita para una estancia ininterrumpida o estancias 
sucesivas por un período o suma de períodos cuya duración total no exceda de tres 
meses por semestre a partir de la fecha de la primera entrada.

c) Visado de residencia, que habilita para residir sin ejercer actividad laboral o 
profesional.

d) Visado de residencia y trabajo, que habilita para la entrada y estancia por un 
período máximo de tres meses y para el comienzo, en ese plazo, de la actividad 
laboral o profesional para la que hubiera sido previamente autorizado. En este 
tiempo deberá producirse el alta del trabajador en la Seguridad Social, que dotará 
de eficacia a la autorización de residencia y trabajo, por cuenta propia o ajena. Si 
transcurrido el plazo no se hubiera producido el alta, el extranjero quedará obligado 
a salir del territorio nacional, incurriendo, en caso contrario, en la infracción 
contemplada en el artículo 53.1.a) de esta Ley. cv
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e) Visado de residencia y trabajo de temporada, que habilita para trabajar por 
cuenta ajena hasta nueve meses en un período de doce meses consecutivos.

f) Visado de estudios, que habilita a permanecer en España para la realización 
de cursos, estudios, trabajos de investigación o formación, intercambio de alumnos, 
prácticas no laborales o servicios de voluntariado, no remunerados laboralmente.

g) Visado de investigación, que habilita al extranjero a permanecer en España 
para realizar proyectos de investigación en el marco de un convenio de acogida 
firmado con un organismo de investigación.

3. Reglamentariamente, se desarrollarán los diferentes tipos de visados.»

Veintiséis. El artículo 27, apartado 1, queda redactado de la siguiente manera:

«1. El visado se solicitará y expedirá en las Misiones Diplomáticas y Oficinas 
Consulares de España, salvo en los supuestos excepcionales que se contemplen 
reglamentariamente o en los supuestos en los que el Estado español, de acuerdo 
con la normativa comunitaria sobre la materia, haya acordado su representación 
con otro Estado miembro de la Unión Europea en materia de visados de tránsito o 
estancia.»

Veintisiete. El artículo 27, apartado 6, queda redactado de la siguiente manera:

«6. La denegación de visado deberá ser motivada cuando se trate de visados 
de residencia para reagrupación familiar o para el trabajo por cuenta ajena, así 
como en el caso de visados de estancia o de tránsito. Si la denegación se debe a 
que el solicitante del visado está incluido en la lista de personas no admisibles 
prevista en el Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen de 14 de junio de 
1990, se le comunicará así de conformidad con las normas establecidas por dicho 
Convenio. La resolución expresará los recursos que contra la misma procedan, 
órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos.»

Veintiocho. El artículo 28 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 28. De la salida de España.

1. Las salidas del territorio español podrán realizarse libremente, excepto en 
los casos previstos en el Código Penal y en la presente Ley. La salida de los 
extranjeros a los que no les sea de aplicación el régimen comunitario, podrá ser 
registrada por las autoridades españolas a los efectos de control de su período de 
permanencia legal en España de conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

2. Excepcionalmente, el Ministro del Interior podrá prohibir la salida del territorio 
español por razones de seguridad nacional o de salud pública. La instrucción y 
resolución de los expedientes de prohibición tendrá siempre carácter individual.

3. La salida será obligatoria en los siguientes supuestos:

a) Expulsión del territorio español por orden judicial, en los casos previstos en 
el Código Penal.

b) Expulsión o devolución acordadas por resolución administrativa en los 
casos previstos en la presente Ley.

c) Denegación administrativa de las solicitudes formuladas por el extranjero 
para continuar permaneciendo en territorio español, o falta de autorización para 
encontrarse en España.

d) Cumplimiento del plazo en el que un trabajador extranjero se hubiera 
comprometido a regresar a su país de origen en el marco de un programa de retorno 
voluntario.»
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Veintinueve. El título del Capítulo II queda redactado de la siguiente manera:

«CAPÍTULO II

De la Autorización de estancia y de residencia»

Treinta. El apartado 2 del artículo 29 queda redactado de la siguiente manera:

«2. Las diferentes situaciones de los extranjeros en España podrán acreditarse 
mediante pasaporte o documento de viaje que acredite su identidad, visado o tarjeta 
de identidad de extranjero, según corresponda.»

Treinta y uno. El apartado 1 del artículo 30 queda redactado de la siguiente manera:

«1. Estancia es la permanencia en territorio español por un período de tiempo 
no superior a 90 días, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 33 para la admisión 
a efectos de estudios, intercambio de alumnos, prácticas no laborales o servicios de 
voluntariado.»

Treinta y dos. El apartado 2 del artículo 30 bis queda redactado de la siguiente manera:

«2. Los residentes podrán encontrarse en la situación de residencia temporal 
o de residencia de larga duración.»

Treinta y tres. El artículo 31 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 31. Situación de residencia temporal.

1. La residencia temporal es la situación que autoriza a permanecer en España 
por un período superior a 90 días e inferior a cinco años. Las autorizaciones de duración 
inferior a cinco años podrán renovarse, a petición del interesado, atendiendo a las 
circunstancias que motivaron su concesión. La duración de las autorizaciones iniciales 
de residencia temporal y de las renovaciones se establecerá reglamentariamente.

2. La autorización inicial de residencia temporal que no comporte autorización 
de trabajo se concederá a los extranjeros que dispongan de medios suficientes para 
sí y, en su caso, para los de su familia. Reglamentariamente se establecerán los 
criterios para determinar la suficiencia de dichos medios.

3. La Administración podrá conceder una autorización de residencia temporal 
por situación de arraigo, así como por razones humanitarias, de colaboración con la 
Justicia u otras circunstancias excepcionales que se determinen reglamentariamente.

En estos supuestos no será exigible el visado.
4. La autorización inicial de residencia temporal y trabajo, que autorizará a 

realizar actividades lucrativas por cuenta propia y/o ajena, se concederá de acuerdo 
a lo dispuesto por los artículos 36 y siguientes de esta Ley.

5. Para autorizar la residencia temporal de un extranjero será preciso que 
carezca de antecedentes penales en España o en los países anteriores de residencia, 
por delitos existentes en el ordenamiento español, y no figurar como rechazable en 
el espacio territorial de países con los que España tenga firmado un convenio en tal 
sentido.

6. Los extranjeros con autorización de residencia temporal vendrán obligados 
a poner en conocimiento de las autoridades competentes los cambios de nacionalidad, 
estado civil y domicilio.

7. Para la renovación de las autorizaciones de residencia temporal, se valorará 
en su caso:

a) Los antecedentes penales, considerando la existencia de indultos o las 
situaciones de remisión condicional de la pena o la suspensión de la pena privativa 
de libertad.

b) El incumplimiento de las obligaciones del extranjero en materia tributaria y 
de seguridad social.
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A los efectos de dicha renovación, se valorará especialmente el esfuerzo de 
integración del extranjero que aconseje su renovación, acreditado mediante un 
informe positivo de la Comunidad Autónoma que certifique la asistencia a las 
acciones formativas contempladas en el artículo 2 ter de esta Ley.»

Treinta y cuatro. Se añade un nuevo artículo 31 bis con la siguiente redacción:

«Artículo 31 bis. Residencia temporal y trabajo de mujeres extranjeras víctimas de 
violencia de género.

1. Las mujeres extranjeras víctimas de violencia de género, cualquiera que 
sea su situación administrativa, tienen garantizados los derechos reconocidos en la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género, así como las medidas de protección y seguridad establecidas 
en la legislación vigente.

2. Si al denunciarse una situación de violencia de género contra una mujer 
extranjera se pusiera de manifiesto su situación irregular, el expediente administrativo 
sancionador incoado por infracción del artículo 53.1.a) de esta Ley será suspendido 
por el instructor hasta la resolución del procedimiento penal.

3. La mujer extranjera que se halle en la situación descrita en el apartado 
anterior, podrá solicitar una autorización de residencia y trabajo por circunstancias 
excepcionales a partir del momento en que se hubiera dictado una orden de 
protección a su favor o, en su defecto, Informe del Ministerio Fiscal que indique la 
existencia de indicios de violencia de género. Dicha autorización no se resolverá 
hasta que concluya el procedimiento penal.

Sin perjuicio de lo anterior, la autoridad competente para otorgar la autorización 
por circunstancias excepcionales podrá conceder una autorización provisional de 
residencia y trabajo a favor de la mujer extranjera. La autorización provisional 
eventualmente concedida concluirá en el momento en que se conceda o deniegue 
definitivamente la autorización por circunstancias excepcionales.

4. Cuando el procedimiento penal concluyera con una sentencia condenatoria, 
se notificará a la interesada la concesión de la residencia temporal y de trabajo 
solicitada. En el supuesto de que no se hubiera solicitado, se le informará de la 
posibilidad de conceder a su favor una autorización de residencia y trabajo por 
circunstancias excepcionales otorgándole un plazo para su solicitud.

Cuando del procedimiento penal concluido no pudiera deducirse la situación de 
violencia de género, continuará el expediente administrativo sancionador inicialmente 
suspendido.»

Treinta y cinco. El artículo 32 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 32. Residencia de larga duración.

1. La residencia de larga duración es la situación que autoriza a residir y 
trabajar en España indefinidamente, en las mismas condiciones que los españoles.

2. Tendrán derecho a residencia de larga duración los que hayan tenido 
residencia temporal en España durante cinco años de forma continuada, que reúnan 
las condiciones que se establezcan reglamentariamente. A los efectos de obtener la 
residencia de larga duración computarán los periodos de residencia previa y 
continuada en otros Estados miembros, como titular de la tarjeta azul de la UE. Se 
considerará que la residencia ha sido continuada aunque por períodos de vacaciones 
u otras razones que se establezcan reglamentariamente el extranjero haya 
abandonado el territorio nacional temporalmente.

3. Los extranjeros residentes de larga duración en otro Estado miembro de la 
Unión Europea podrán solicitar por sí mismos y obtener una autorización de 
residencia de larga duración en España cuando vayan a desarrollar una actividad 
por cuenta propia o ajena, o por otros fines, en las condiciones que se establezcan 
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reglamentariamente. No obstante, en el supuesto de que los extranjeros residentes 
de larga duración en otro estado miembro de la Unión Europea deseen conservar el 
estatuto de residente de larga duración adquirido en el primer estado miembro, 
podrán solicitar y obtener una autorización de residencia temporal en España.

4. Con carácter reglamentario se establecerán criterios para la concesión de 
otras autorizaciones de residencia de larga duración en supuestos individuales de 
especial vinculación con España.

5. La extinción de la residencia de larga duración se producirá en los casos 
siguientes:

a) Cuando la autorización se haya obtenido de manera fraudulenta.
b) Cuando se dicte una orden de expulsión en los casos previstos en la Ley.
c) Cuando se produzca la ausencia del territorio de la Unión Europea durante 

12 meses consecutivos. Reglamentariamente se establecerán las excepciones a la 
pérdida de la autorización por este motivo, así como el procedimiento y requisitos 
para recuperar la autorización de residencia de larga duración.

d) Cuando se adquiera la residencia de larga duración en otro Estado 
miembro.

6. Las personas extranjeras que hayan perdido la condición de residentes de 
larga duración podrán recuperar dicho estatuto mediante un procedimiento 
simplificado que se desarrollará reglamentariamente.

Dicho procedimiento se aplicará sobre todo en el caso de personas que hayan 
residido en otro Estado miembro para la realización de estudios.»

Treinta y seis. El artículo 33 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 33. Régimen de admisión a efectos de estudios, intercambio de alumnos, 
prácticas no laborales o servicios de voluntariado.

1. Podrá ser autorizado, en régimen de estancia, el extranjero que tenga como 
fin único o principal realizar una de las siguientes actividades de carácter no 
laboral:

a) Cursar o ampliar estudios.
b) Realizar actividades de investigación o formación, sin perjuicio del régimen 

especial de los investigadores regulado en el artículo 38 bis de esta Ley.
c) Participar en programas de intercambio de alumnos en cualesquiera centros 

docentes o científicos, públicos o privados, oficialmente reconocidos.
d) Realizar prácticas.
e) Realizar servicios de voluntariado.

2. La vigencia de la autorización coincidirá con la duración del curso para el 
que esté matriculado, de los trabajos de investigación, del intercambio de alumnos, 
de las prácticas o del servicio de voluntariado.

3. La autorización se prorrogará anualmente si el titular demuestra que sigue 
reuniendo las condiciones requeridas para la expedición de la autorización inicial y 
que cumple los requisitos exigidos, bien por el centro de enseñanza o científico al 
que asiste, habiéndose verificado la realización de los estudios o los trabajos de 
investigación, bien por el programa de intercambio o voluntariado, o centro donde 
realice las prácticas.

4. Los extranjeros admitidos con fines de estudio, prácticas no laborales o 
voluntariado podrán ser autorizados para ejercer una actividad retribuida por cuenta 
propia o ajena, en la medida en que ello no limite la prosecución de los estudios o 
actividad asimilada, en los términos que reglamentariamente se determinen.

5. La realización de trabajo en una familia para compensar la estancia y 
mantenimiento en la misma, mientras se mejoran los conocimientos lingüísticos o 
profesionales se regulará de acuerdo con lo dispuesto en los acuerdos internacionales 
sobre colocación «au pair». cv
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6. Se facilitará la entrada y permanencia en España, en los términos 
establecidos reglamentariamente, de los estudiantes extranjeros que participen en 
programas de la Unión Europea destinados a favorecer la movilidad con destino a 
la Unión o en la misma.

7. Todo extranjero, admitido en calidad de estudiante en otro Estado miembro 
de la Unión Europea, que solicite cursar parte de sus estudios ya iniciados o 
completar éstos en España podrá solicitar una autorización de estancia por estudios 
y obtenerla, si reúne los requisitos reglamentarios para ello, no siendo exigible el 
visado.

A fin de que todo extranjero admitido en calidad de estudiante en España pueda 
solicitar cursar parte de sus estudios ya iniciados o completar éstos en otro Estado 
miembro de la Unión Europea, las Autoridades españolas facilitarán la información 
oportuna sobre la permanencia de aquél en España, a instancia de las Autoridades 
competentes de dicho Estado miembro.

8. Se someten al régimen de estancia previsto en este artículo los extranjeros 
que cursen en España estudios de formación sanitaria especializada de acuerdo 
con la Ley 44/2003, de 11 de noviembre, de profesiones sanitarias, salvo que ya 
contaran con una autorización de residencia previamente al inicio de los mismos, en 
cuyo caso podrán continuar en dicha situación.»

Treinta y siete. El artículo 35 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 35. Menores no acompañados.

1. El Gobierno promoverá el establecimiento de Acuerdos de colaboración con 
los países de origen que contemplen, integradamente, la prevención de la inmigración 
irregular, la protección y el retorno de los menores no acompañados. Las 
Comunidades Autónomas serán informadas de tales Acuerdos.

2. Las Comunidades Autónomas podrán establecer acuerdos con los países 
de origen dirigidos a procurar que la atención e integración social de los menores se 
realice en su entorno de procedencia. Tales acuerdos deberán asegurar debidamente 
la protección del interés de los menores y contemplarán mecanismos para un 
adecuado seguimiento por las Comunidades Autónomas de la situación de los 
mismos.

3. En los supuestos en que los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado 
localicen a un extranjero indocumentado cuya minoría de edad no pueda ser 
establecida con seguridad, se le dará, por los servicios competentes de protección 
de menores, la atención inmediata que precise, de acuerdo con lo establecido en la 
legislación de protección jurídica del menor, poniéndose el hecho en conocimiento 
inmediato del Ministerio Fiscal, que dispondrá la determinación de su edad, para lo 
que colaborarán las instituciones sanitarias oportunas que, con carácter prioritario, 
realizarán las pruebas necesarias.

4. Determinada la edad, si se tratase de un menor, el Ministerio Fiscal lo pondrá 
a disposición de los servicios competentes de protección de menores de la 
Comunidad Autónoma en la que se halle.

5. La Administración del Estado solicitará informe sobre las circunstancias 
familiares del menor a la representación diplomática del país de origen con carácter 
previo a la decisión relativa a la iniciación de un procedimiento sobre su repatriación. 
Acordada la iniciación del procedimiento, tras haber oído al menor si tiene suficiente 
juicio, y previo informe de los servicios de protección de menores y del Ministerio 
Fiscal, la Administración del Estado resolverá lo que proceda sobre el retorno a su 
país de origen, a aquel donde se encontrasen sus familiares o, en su defecto, sobre 
su permanencia en España. De acuerdo con el principio de interés superior del 
menor, la repatriación al país de origen se efectuará bien mediante reagrupación 
familiar, bien mediante la puesta a disposición del menor ante los servicios de 
protección de menores, si se dieran las condiciones adecuadas para su tutela por 
parte de los mismos. cv
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6. A los mayores de dieciséis y menores de dieciocho años se les reconocerá 
capacidad para actuar en el procedimiento de repatriación previsto en este artículo, 
así como en el orden jurisdiccional contencioso administrativo por el mismo objeto, 
pudiendo intervenir personalmente o a través del representante que designen.

Cuando se trate de menores de dieciséis años, con juicio suficiente, que hubieran 
manifestado una voluntad contraria a la de quien ostenta su tutela o representación, 
se suspenderá el curso del procedimiento, hasta el nombramiento del defensor 
judicial que les represente.

7. Se considerará regular, a todos los efectos, la residencia de los menores 
que sean tutelados en España por una Administración Pública o en virtud de 
resolución judicial, por cualquier otra entidad. A instancia del organismo que ejerza 
la tutela y una vez que haya quedado acreditada la imposibilidad de retorno con su 
familia o al país de origen, se otorgará al menor una autorización de residencia, 
cuyos efectos se retrotraerán al momento en que el menor hubiere sido puesto a 
disposición de los servicios de protección de menores. La ausencia de autorización 
de residencia no impedirá el reconocimiento y disfrute de todos los derechos que le 
correspondan por su condición de menor.

8. La concesión de una autorización de residencia no será obstáculo para la 
ulterior repatriación cuando favorezca el interés superior del menor, en los términos 
establecidos en el apartado cuarto de este artículo.

9. Reglamentariamente se determinarán las condiciones que habrán de 
cumplir los menores tutelados que dispongan de autorización de residencia y 
alcancen la mayoría de edad para renovar su autorización o acceder a una 
autorización de residencia y trabajo teniendo en cuenta, en su caso, los informes 
positivos que, a estos efectos, puedan presentar las entidades públicas competentes 
referidos a su esfuerzo de integración, la continuidad de la formación o estudios que 
se estuvieran realizando, así como su incorporación, efectiva o potencial, al mercado 
de trabajo. Las Comunidades Autónomas desarrollarán las políticas necesarias para 
posibilitar la inserción de los menores en el mercado laboral cuando alcancen la 
mayoría de edad.

10. Los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado adoptarán las medidas 
técnicas necesarias para la identificación de los menores extranjeros indocumentados, 
con el fin de conocer las posibles referencias que sobre ellos pudieran existir en 
alguna institución pública nacional o extranjera encargada de su protección. Estos 
datos no podrán ser usados para una finalidad distinta a la prevista en este 
apartado.

11. La Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas 
podrán establecer convenios con organizaciones no gubernamentales, fundaciones 
y entidades dedicadas a la protección de menores, con el fin de atribuirles la tutela 
ordinaria de los menores extranjeros no acompañados.

Cada convenio especificará el número de menores cuya tutela se compromete 
a asumir la entidad correspondiente, el lugar de residencia y los medios materiales 
que se destinarán a la atención de los mismos.

Estará legitimada para promover la constitución de la tutela la Comunidad 
Autónoma bajo cuya custodia se encuentre el menor. A tales efectos, deberá dirigirse 
al juzgado competente que proceda en función del lugar en que vaya a residir el 
menor, adjuntando el convenio correspondiente y la conformidad de la entidad que 
vaya a asumir la tutela.

El régimen de la tutela será el previsto en el Código Civil y en la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Además, serán aplicables a los menores extranjeros no 
acompañados las restantes previsiones sobre protección de menores recogidas en 
el Código Civil y en la legislación vigente en la materia.

12. Las Comunidades Autónomas podrán llegar a acuerdos con las 
Comunidades Autónomas donde se encuentren los menores extranjeros no 
acompañados para asumir la tutela y custodia, con el fin de garantizar a los menores 
unas mejores condiciones de integración.» cv
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Treinta y ocho. El título del Capítulo III queda redactado de la siguiente manera:

«CAPÍTULO III

De las autorizaciones para la realización de actividades lucrativas»

Treinta y nueve. El artículo 36 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 36. Autorización de residencia y trabajo.

1. Los extranjeros mayores de dieciséis años precisarán, para ejercer cualquier 
actividad lucrativa, laboral o profesional, de la correspondiente autorización 
administrativa previa para residir y trabajar. La autorización de trabajo se concederá 
conjuntamente con la de residencia, salvo en los supuestos de penados extranjeros 
que se hallen cumpliendo condenas o en otros supuestos excepcionales que se 
determinen reglamentariamente.

2. La eficacia de la autorización de residencia y trabajo inicial se condicionará 
al alta del trabajador en la Seguridad Social. La Entidad Gestora comprobará en 
cada caso la previa habilitación de los extranjeros para residir y realizar la 
actividad.

3. Cuando el extranjero se propusiera trabajar por cuenta propia o ajena, 
ejerciendo una profesión para la que se exija una titulación especial, la concesión de 
la autorización se condicionará a la tenencia y, en su caso, homologación del título 
correspondiente y, si las leyes así lo exigiesen, a la colegiación.

4. Para la contratación de un extranjero, el empleador deberá solicitar la 
autorización a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, que en todo caso 
deberá acompañarse del contrato de trabajo que garantice una actividad continuada 
durante el periodo de vigencia de la autorización.

5. La carencia de la autorización de residencia y trabajo, sin perjuicio de las 
responsabilidades del empresario a que dé lugar, incluidas las de Seguridad Social, 
no invalidará el contrato de trabajo respecto a los derechos del trabajador extranjero, 
ni será obstáculo para la obtención de las prestaciones derivadas de supuestos 
contemplados por los convenios internacionales de protección a los trabajadores u 
otras que pudieran corresponderle, siempre que sean compatibles con su situación. 
En todo caso, el trabajador que carezca de autorización de residencia y trabajo no 
podrá obtener prestaciones por desempleo.

Salvo en los casos legalmente previstos, el reconocimiento de una prestación 
no modificará la situación administrativa del extranjero.

6. En la concesión inicial de la autorización administrativa para trabajar podrán 
aplicarse criterios especiales para determinadas nacionalidades en función del 
principio de reciprocidad.

7. No se concederá autorización para residir y realizar una actividad lucrativa, 
laboral o profesional, a los extranjeros que, en el marco de un programa de retorno 
voluntario a su país de origen, se hubieran comprometido a no retornar a España 
durante un plazo determinado en tanto no hubiera transcurrido dicho plazo.

8. Reglamentariamente se determinarán las condiciones y requisitos para 
hacer posible la participación de trabajadores extranjeros en sociedades anónimas 
laborales y sociedades cooperativas.»

Cuarenta. El artículo 37 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 37. Autorización de residencia y trabajo por cuenta propia.

1. Para la realización de actividades económicas por cuenta propia habrá de 
acreditarse el cumplimiento de todos los requisitos que la legislación vigente exige 
a los nacionales para la apertura y funcionamiento de la actividad proyectada, así 
como los relativos a la suficiencia de la inversión y la potencial creación de empleo, 
entre otros que reglamentariamente se establezcan. cv
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2. La autorización inicial de residencia y trabajo por cuenta propia se limitará a 
un ámbito geográfico no superior al de una Comunidad Autónoma, y a un sector de 
actividad. Su duración se determinará reglamentariamente.

3. La concesión de la autorización inicial de trabajo, en necesaria coordinación 
con la que corresponde al Estado en materia de residencia, corresponderá a las 
Comunidades Autónomas de acuerdo con las competencias asumidas en los 
correspondientes Estatutos.»

Cuarenta y uno. El artículo 38 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 38. Autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena.

1. Para la concesión inicial de la autorización de residencia y trabajo, en el 
caso de trabajadores por cuenta ajena, se tendrá en cuenta la situación nacional de 
empleo.

2. La situación nacional de empleo será determinada por el Servicio Público de 
Empleo Estatal con la información proporcionada por las Comunidades Autónomas 
y con aquella derivada de indicadores estadísticos oficiales y quedará plasmada en 
el Catálogo de Ocupaciones de Difícil Cobertura. Dicho catálogo contendrá una 
relación de empleos susceptibles de ser satisfechos a través de la contratación de 
trabajadores extranjeros y será aprobado previa consulta de la Comisión Laboral 
Tripartita de Inmigración.

Igualmente, se entenderá que la situación nacional de empleo permite la 
contratación en ocupaciones no catalogadas cuando de la gestión de la oferta se 
concluya la insuficiencia de demandantes de empleo adecuados y disponibles. 
Reglamentariamente se determinarán los requisitos mínimos para considerar que la 
gestión de la oferta de empleo es considerada suficiente a estos efectos.

3. El procedimiento de concesión de la autorización de residencia y trabajo 
inicial, sin perjuicio de los supuestos previstos cuando el extranjero que se halle en 
España se encuentre habilitado para solicitar u obtener una autorización de 
residencia y trabajo, se basará en la solicitud de cobertura de un puesto vacante, 
presentada por un empresario o empleador ante la autoridad competente, junto con 
el contrato de trabajo y el resto de documentación exigible, ofrecido al trabajador 
extranjero residente en un tercer país. Verificado el cumplimiento de los requisitos, 
la autoridad competente expedirá una autorización cuya eficacia estará condicionada 
a que el extranjero solicite el correspondiente visado y que, una vez en España, se 
produzca el alta del trabajador en la Seguridad Social.

4. El empresario o empleador estará obligado a comunicar el desistimiento de 
la solicitud de autorización si, mientras se resolviera la autorización o el visado, 
desapareciera la necesidad de contratación del extranjero o se modificasen las 
condiciones del contrato de trabajo que sirvió de base a la solicitud. Asimismo, 
cuando el extranjero habilitado se hallase en España deberá registrar en los Servicios 
Públicos de Empleo el contrato de trabajo que dio lugar a la solicitud y formalizar el 
alta del trabajador en la Seguridad Social, y si no pudiera iniciarse la relación laboral, 
el empresario o empleador estará obligado a comunicarlo a las autoridades 
competentes.

5. La autorización inicial de residencia y trabajo se limitará, salvo en los casos 
previstos por la Ley y los Convenios Internacionales firmados por España, a un 
determinado territorio y ocupación. Su duración se determinará reglamentariamente.

6. La autorización de residencia y trabajo se renovará a su expiración:

a) Cuando persista o se renueve el contrato de trabajo que motivó su concesión 
inicial, o cuando se cuente con un nuevo contrato.

b) Cuando por la autoridad competente, conforme a la normativa de la 
Seguridad Social, se hubiera otorgado una prestación contributiva por desempleo.

c) Cuando el extranjero sea beneficiario de una prestación económica 
asistencial de carácter público destinada a lograr su inserción social o laboral. cv
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d) Cuando concurran otras circunstancias previstas reglamentariamente, en 
particular, los supuestos de extinción del contrato de trabajo o suspensión de la 
relación laboral como consecuencia de ser víctima de violencia de género.

7. A partir de la primera concesión, las autorizaciones se concederán sin 
limitación alguna de ámbito geográfico u ocupación.

8. La concesión de la autorización inicial de trabajo, en necesaria coordinación 
con la que corresponde al Estado en materia de residencia, corresponderá a las 
Comunidades Autónomas de acuerdo con las competencias asumidas en los 
correspondientes Estatutos.»

Cuarenta y dos. Se introduce un artículo 38 bis en los siguientes términos:

«Artículo 38 bis. Régimen especial de los investigadores.

1. Tendrá la consideración de investigador el extranjero cuya permanencia en 
España tenga como fin único o principal realizar proyectos de investigación, en el 
marco de un convenio de acogida firmado con un organismo de investigación.

2. Las entidades dedicadas a la investigación, públicas o privadas, que 
cumplan las condiciones previstas reglamentariamente, podrán ser autorizadas por 
el Estado o por las Comunidades Autónomas, según corresponda, como organismos 
de investigación para acoger a investigadores extranjeros. Esta autorización tendrá 
una duración mínima de cinco años, salvo casos excepcionales en que se otorgará 
por un período más corto. Si transcurrido el plazo máximo no se hubiera notificado 
resolución expresa legítima al interesado, la solicitud deducida por éste se entenderá 
desestimada por silencio administrativo.

3. Reglamentariamente se determinarán los requisitos para la firma del 
convenio de acogida entre el investigador y el organismo de investigación y las 
condiciones del proyecto de investigación.

4. La situación del extranjero en régimen de investigador será la de autorización 
de residencia y trabajo, que se renovará anualmente si el titular sigue reuniendo las 
condiciones establecidas para la expedición de la autorización inicial.

5. Los extranjeros admitidos con estos fines podrán impartir clases o realizar 
otras actividades compatibles con su actividad principal de investigación, con arreglo 
a la normativa en vigor.

6. El organismo de investigación deberá informar cuanto antes, a la Autoridad 
que concedió la autorización de residencia y trabajo, de cualquier acontecimiento 
que impida la ejecución del convenio de acogida.

7. Todo extranjero admitido en calidad de investigador en otro Estado miembro 
de la Unión Europea que solicite realizar parte de su investigación en España 
durante un periodo superior a tres meses podrá solicitar una autorización de 
residencia y trabajo y obtenerla si reúne los requisitos reglamentarios para ello, no 
siendo exigible el visado, pero pudiendo exigirse un nuevo convenio de acogida.

8. Una vez finalizado el convenio de acogida, o resuelto por causas no 
imputables al investigador establecidas reglamentariamente, tanto el investigador 
como los familiares reagrupados podrán ser autorizados para residir y ejercer una 
actividad lucrativa sin necesidad de un nuevo visado.»

Cuarenta y tres. Se introduce un artículo 38 ter en los siguientes términos:

«Artículo 38 ter. Residencia y trabajo de profesionales altamente cualificados.

1. Se considerará profesional altamente cualificado a los efectos de este artículo 
a quienes acrediten cualificaciones de enseñanza superior o, excepcionalmente, 
tengan un mínimo de cinco años de experiencia profesional que pueda considerarse 
equiparable, en los términos que se determinen reglamentariamente.

2. Los profesionales altamente cualificados según este artículo obtendrán una 
autorización de residencia y trabajo documentada con una tarjeta azul de la UE.
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3. Para la concesión de las autorizaciones destinadas a profesionales altamente 
cualificados podrá tenerse en cuenta la situación nacional de empleo, así como la 
necesidad de proteger la suficiencia de recursos humanos en el país de origen del 
extranjero.

4. El extranjero titular de la tarjeta azul de la UE que haya residido al menos 
dieciocho meses en otro Estado miembro de la Unión Europea, podrá obtener una 
autorización en España como profesional altamente cualificado. La solicitud podrá 
presentarse en España, antes del transcurso de un mes desde su entrada, o en el 
Estado miembro donde se halle autorizado. En caso de que la autorización originaria 
se hubiera extinguido sin que se haya resuelto la solicitud de autorización en España, 
se podrá conceder una autorización de estancia temporal para el extranjero y los 
miembros de su familia.

Si se extinguiese la vigencia de la autorización originaria para permanecer en 
España o si se denegase la solicitud, las autoridades podrán aplicar las medidas 
legalmente previstas para tal situación. En caso de que procediese su expulsión 
ésta se podrá ejecutar conduciendo al extranjero al Estado miembro del que 
provenga.

5. Reglamentariamente se determinarán los requisitos para la concesión y 
renovación de la autorización de residencia y trabajo regulada en este artículo».

Cuarenta y cuatro. El artículo 39 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 39. Gestión colectiva de contrataciones en origen.

1. El Ministerio de Trabajo e Inmigración, teniendo en cuenta la situación 
nacional de empleo, podrá aprobar una previsión anual de las ocupaciones y, en su 
caso, de las cifras previstas de empleos que se puedan cubrir a través de la gestión 
colectiva de contrataciones en origen en un período determinado, a los que sólo 
tendrán acceso aquellos que no se hallen o residan en España. Asimismo, podrá 
establecer un número de visados para búsqueda de empleo en las condiciones que 
se determinen, dirigidos a hijos o nietos de español de origen o a determinadas 
ocupaciones. La mencionada previsión tendrá en cuenta las propuestas que, previa 
consulta de los agentes sociales en su ámbito correspondiente, sean realizadas por 
las Comunidades Autónomas, y será adoptada previa consulta de la Comisión 
Laboral Tripartita de Inmigración.

2. El procedimiento de concesión de la autorización inicial de residencia y 
trabajo mediante tramitación colectiva de los contratos en origen, estará basado en 
la gestión simultánea de una pluralidad de autorizaciones, presentadas por uno o 
varios empleadores, respecto de trabajadores seleccionados en sus países, con la 
participación, en su caso, de las autoridades competentes. En la gestión del mismo 
se actuará coordinadamente con las Comunidades Autónomas competentes para la 
concesión de la autorización de trabajo inicial.

3. Las ofertas de empleo realizadas a través de este procedimiento se 
orientarán preferentemente hacia los países con los que España haya firmado 
acuerdos sobre regulación de flujos migratorios.»

Cuarenta y cinco. El artículo 40 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 40. Supuestos específicos de exención de la situación nacional de 
empleo.

1. No se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo cuando el contrato 
de trabajo vaya dirigido a:

a) Los familiares reagrupados en edad laboral, o el cónyuge o hijo de extranjero 
residente en España con una autorización renovada, así como al hijo de español 
nacionalizado o de ciudadanos de otros Estados miembros de la Unión Europea y 
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de otros Estados parte en el Espacio Económico Europeo, siempre que estos últimos 
lleven, como mínimo, un año residiendo legalmente en España y al hijo no le sea de 
aplicación el régimen comunitario.

b) Los titulares de una autorización previa de trabajo que pretendan su 
renovación.

c) Los trabajadores necesarios para el montaje por renovación de una 
instalación o equipos productivos.

d) Los que hubieran gozado de la condición de refugiados, durante el año 
siguiente a la cesación de la aplicación de la Convención de Ginebra de 28 de julio 
de 1951, sobre el Estatuto de los Refugiados, por los motivos recogidos en el 
supuesto 5 de la sección C de su artículo 1.

e) Los que hubieran sido reconocidos como apátridas y los que hubieran 
perdido la condición de apátridas el año siguiente a la terminación de dicho 
estatuto.

f) Los extranjeros que tengan a su cargo ascendientes o descendientes de 
nacionalidad española.

g) Los extranjeros nacidos y residentes en España.
h) Los hijos o nietos de español de origen.
i) Los menores extranjeros en edad laboral con autorización de residencia que 

sean tutelados por la entidad de protección de menores competente, para aquellas 
actividades que, a criterio de la mencionada entidad, favorezcan su integración 
social, y una vez acreditada la imposibilidad de retorno con su familia o al país de 
origen.

j) Los extranjeros que obtengan la autorización de residencia por circunstancias 
excepcionales en los supuestos que se determinen reglamentariamente y, en todo 
caso, cuando se trate de víctimas de violencia de género o de trata de seres 
humanos.

k) Los extranjeros que hayan sido titulares de autorizaciones de trabajo para 
actividades de temporada, durante dos años naturales, y hayan retornado a su 
país.

l) Los extranjeros que hayan renunciado a su autorización de residencia y 
trabajo en virtud de un programa de retorno voluntario.

2. Tampoco se tendrá en cuenta la situación nacional de empleo, en las 
condiciones que se determinen reglamentariamente para:

a) La cobertura de puestos de confianza y directivos de empresas.
b) Los profesionales altamente cualificados, incluyendo técnicos y científicos 

contratados por entidades públicas, universidades o centros de investigación, 
desarrollo e innovación dependientes de empresas, sin perjuicio de la aplicación del 
régimen específico de autorización aplicable de conformidad con la presente Ley.

c) Los trabajadores en plantilla de una empresa o grupo de empresas en otro 
país que pretendan desarrollar su actividad laboral para la misma empresa o grupo 
en España.

d) Los artistas de reconocido prestigio.»

Cuarenta y seis. Se suprimen la letra j) del apartado 1 y el apartado 3 del artículo 41, 
pasando la letra k) del apartado 1 a ser letra j).

Cuarenta y siete. El artículo 42 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 42. Régimen especial de los trabajadores de temporada.

1. El Gobierno regulará reglamentariamente la autorización de residencia y 
trabajo para los trabajadores extranjeros en actividades de temporada o campaña 
que les permita la entrada y salida del territorio nacional, así como la documentación 
de su situación, de acuerdo con las características de las citadas campañas y la 
información que le suministren las Comunidades Autónomas donde se promuevan. cv
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2. Para conceder las autorizaciones de residencia y trabajo deberá garantizarse 
que los trabajadores temporeros serán alojados en condiciones de dignidad e 
higiene adecuadas.

3. Las Administraciones públicas promoverán la asistencia de los servicios 
sociales adecuados.

4. Las ofertas de empleo de temporada se orientarán preferentemente hacia 
los países con los que España haya firmado acuerdos sobre regulación de flujos 
migratorios.

5. Las Comunidades Autónomas, los Ayuntamientos y los agentes sociales 
promoverán los circuitos que permitan la concatenación de los trabajadores de 
temporada, en colaboración con la Administración General del Estado.

6. Reglamentariamente se determinarán las condiciones para que los 
trabajadores en plantilla de una empresa o grupo de empresas que desarrollen su 
actividad en otro país puedan ser autorizados a trabajar temporalmente en España 
para la misma empresa o grupo.»

Cuarenta y ocho. El artículo 43 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 43. Trabajadores transfronterizos y prestación transnacional de servicios.

1. Los trabajadores extranjeros que, residiendo en la zona limítrofe, desarrollen 
su actividad en España y regresen a su lugar de residencia diariamente deberán 
obtener la correspondiente autorización administrativa, con los requisitos y 
condiciones con que se conceden las autorizaciones de régimen general, siéndoles 
de aplicación en cuanto a los derechos de seguridad social lo establecido en el 
artículo 14.1 de esta Ley

2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones para la autorización 
de residencia y trabajo en el marco de prestaciones transnacionales de servicios, de 
acuerdo con la normativa vigente.»

Cuarenta y nueve. El artículo 44 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 44. Hecho imponible.

1. Las tasas se regirán por la presente Ley y por las demás fuentes normativas 
que para las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 
Tasas y Precios Públicos.

2. Constituye el hecho imponible de las tasas la tramitación de las autorizaciones 
administrativas y de los documentos de identidad previstos en esta Ley, así como de 
sus prórrogas, modificaciones y renovaciones; en particular:

a) La tramitación de autorizaciones para la prórroga de la estancia en 
España.

b) La tramitación de las autorizaciones para residir en España.
c) La tramitación de autorizaciones de trabajo, salvo que se trate de 

autorizaciones para un período inferior a seis meses.
d) La tramitación de tarjetas de identidad de extranjeros.
e) La tramitación de documentos de identidad a indocumentados.
f) La tramitación de visado.»

Cincuenta. El artículo 45 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 45. Devengo.

1. Las tasas se devengarán cuando se solicite la autorización, la prórroga, la 
modificación, la renovación, o el visado.
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En el caso de las Comunidades Autónomas que tengan traspasadas las 
competencias en materia de autorización de trabajo, les corresponderá el devengo 
del rendimiento de las tasas.

2. En los casos de autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena a 
favor de trabajadores de servicio doméstico de carácter parcial o discontinuo, el 
devengo de la tasa se producirá en el momento de afiliación y/o alta del trabajador 
en la Seguridad Social.

3. En los casos de renovación de la autorización de residencia y trabajo por 
cuenta ajena, en ausencia de empleador, y cuando se trate de trabajadores de 
servicio doméstico de carácter parcial o discontinuo, el devengo de la tasa se 
producirá en el momento de alta del trabajador en la Seguridad Social.

4. El importe de las tasas se establecerá por orden ministerial de los 
departamentos competentes. Cuando las Comunidades Autónomas tengan 
traspasadas las competencias en materia de autorización inicial de trabajo, éstas se 
regirán por la legislación correspondiente.»

Cincuenta y uno. El artículo 46 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 46. Sujetos pasivos.

1. Serán sujetos pasivos de las tasas los solicitantes de visado y las personas 
en cuyo favor se concedan las autorizaciones o se expidan los documentos previstos 
en el artículo 44, salvo en las autorizaciones de trabajo por cuenta ajena, en cuyo 
caso será sujeto pasivo el empleador o empresario, excepto en el supuesto de 
relaciones laborales en el sector del servicio doméstico de carácter parcial o 
discontinuo, en que lo será el propio trabajador.

2. Será nulo todo pacto por el que el trabajador por cuenta ajena asuma la 
obligación de pagar en todo o en parte el importe de las tasas establecidas.»

Cincuenta y dos. El artículo 47, queda redactado de la siguiente manera:

«No vendrán obligados al pago de las tasas por la concesión de las autorizaciones 
para trabajar los nacionales iberoamericanos, filipinos, andorranos, ecuatoguineanos, 
los sefardíes, los hijos y nietos de español o española de origen, y los extranjeros 
nacidos en España cuando pretendan realizar una actividad lucrativa, laboral o 
profesional, por cuenta propia.

Las solicitudes de visado presentadas por nacionales de terceros países 
beneficiarios de derecho comunitario en materia de libre circulación y residencia 
estarán exentas del pago de las tasas de tramitación.

Las entidades públicas de protección de menores estarán exentas del pago de 
las tasas derivadas de las autorizaciones que están obligadas a solicitar para éstos 
en ejercicio de la representación legal que de ellos ostentan.

En aplicación de la normativa comunitaria sobre la materia, quedarán exentos 
del pago de la tasa relativa a visados de tránsito o estancia, los niños menores de 
seis años; los investigadores nacionales de terceros países que se desplacen con 
fines de investigación científica en los términos establecidos por la Recomendación 
2005/761/CE, del Parlamento y del Consejo; y los representantes de organizaciones 
sin ánimo de lucro que no sean mayores de 25 años y vayan a participar en 
seminarios, conferencias o acontecimientos deportivos o educativos, organizados 
por organizaciones sin ánimo de lucro.»

Cincuenta y tres. El artículo 48, apartado 1 queda redactado de la siguiente manera:

1. El importe de las tasas se establecerá por Orden ministerial de los 
Departamentos competentes, sin perjuicio de lo dispuesto por la normativa 
comunitaria en relación con procedimientos de solicitud de visados de tránsito o 
estancia.
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Cincuenta y cuatro. El apartado 1 del artículo 49 queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. La gestión y recaudación de las tasas corresponderá a los órganos 
competentes para la concesión de las autorizaciones, modificaciones, renovaciones 
y prórrogas, la expedición de la documentación a que se refiere el artículo 44 y la 
tramitación de la solicitud de visado.»

Cincuenta y cinco. Se añaden dos nuevas letras d) y e), al artículo 52, que quedan 
redactadas de la siguiente manera:

«d) Encontrarse trabajando en una ocupación, sector de actividad, o ámbito 
geográfico no contemplado por la autorización de residencia y trabajo de la que se 
es titular.

e) La contratación de trabajadores cuya autorización no les habilita para 
trabajar en esa ocupación o ámbito geográfico, incurriéndose en una infracción por 
cada uno de los trabajadores extranjeros ocupados.»

Cincuenta y seis. El artículo 53 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 53. Infracciones graves.

1. Son infracciones graves:

a) Encontrarse irregularmente en territorio español, por no haber obtenido la 
prórroga de estancia, carecer de autorización de residencia o tener caducada más 
de tres meses la mencionada autorización, y siempre que el interesado no hubiere 
solicitado la renovación de la misma en el plazo previsto reglamentariamente.

b) Encontrarse trabajando en España sin haber obtenido autorización de 
trabajo o autorización administrativa previa para trabajar, cuando no cuente con 
autorización de residencia válida.

c) Incurrir en ocultación dolosa o falsedad grave en el cumplimiento de la 
obligación de poner en conocimiento de las autoridades competentes los cambios 
que afecten a nacionalidad, estado civil o domicilio, así como incurrir en falsedad en 
la declaración de los datos obligatorios para cumplimentar el alta en el padrón 
municipal a los efectos previstos en esta Ley, siempre que tales hechos no constituyan 
delito. Cuando cualquier autoridad tuviera conocimiento de una posible infracción 
por esta causa, lo pondrá en conocimiento de las autoridades competentes con el 
fin de que pueda instruirse el oportuno expediente sancionador.

d) El incumplimiento de las medidas impuestas por razón de seguridad pública, 
de presentación periódica o de alejamiento de fronteras o núcleos de población 
concretados singularmente, de acuerdo con lo dispuesto en la presente Ley.

e) La comisión de una tercera infracción leve, siempre que en un plazo de un 
año anterior hubiera sido sancionado por dos faltas leves de la misma naturaleza.

f) La participación por el extranjero en la realización de actividades contrarias 
al orden público previstas como graves en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, 
sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

g) Las salidas del territorio español por puestos no habilitados, sin exhibir la 
documentación prevista o contraviniendo las prohibiciones legalmente impuestas.

h) Incumplir la obligación del apartado 2 del artículo 4.

2. También son infracciones graves:

a) No dar de alta, en el Régimen de la Seguridad Social que corresponda, al 
trabajador extranjero cuya autorización de residencia y trabajo por cuenta ajena 
hubiera solicitado, o no registrar el contrato de trabajo en las condiciones que 
sirvieron de base a la solicitud, cuando el empresario tenga constancia de que el 
trabajador se halla legalmente en España habilitado para el comienzo de la relación 
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laboral. No obstante, estará exento de esta responsabilidad el empresario que 
comunique a las autoridades competentes la concurrencia de razones sobrevenidas 
que puedan poner en riesgo objetivo la viabilidad de la empresa o que, conforme a 
la legislación, impidan el inicio de dicha relación.

b) Contraer matrimonio, simular relación afectiva análoga o constituirse en 
representante legal de un menor, cuando dichas conductas se realicen con ánimo 
de lucro o con el propósito de obtener indebidamente un derecho de residencia, 
siempre que tales hechos no constituyan delito.

c) Promover la permanencia irregular en España de un extranjero, cuando su 
entrada legal haya contado con una invitación expresa del infractor y continúe a su 
cargo una vez transcurrido el período de tiempo permitido por su visado o autorización. 
Para graduar la sanción se tendrán en cuenta las circunstancias personales y 
familiares concurrentes.

d) Consentir la inscripción de un extranjero en el Padrón Municipal por parte 
del titular de una vivienda habilitado para tal fin, cuando dicha vivienda no constituya 
el domicilio real del extranjero. Se incurrirá en una infracción por cada persona 
indebidamente inscrita.»

Cincuenta y siete. El artículo 54 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 54. Infracciones muy graves.

1. Son infracciones muy graves:

a) Participar en actividades contrarias a la seguridad nacional o que pueden 
perjudicar las relaciones de España con otros países, o estar implicados en 
actividades contrarias al orden público previstas como muy graves en la Ley 
Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana.

b) Inducir, promover, favorecer o facilitar con ánimo de lucro, individualmente 
o formando parte de una organización, la inmigración clandestina de personas en 
tránsito o con destino al territorio español o su permanencia en el mismo, siempre 
que el hecho no constituya delito.

c) La realización de conductas de discriminación por motivos raciales, étnicos, 
nacionales o religiosos, en los términos previstos en el artículo 23 de la presente 
Ley, siempre que el hecho no constituya delito.

d) La contratación de trabajadores extranjeros sin haber obtenido con carácter 
previo la correspondiente autorización de residencia y trabajo, incurriéndose en una 
infracción por cada uno de los trabajadores extranjeros ocupados, siempre que el 
hecho no constituya delito.

e) Realizar, con ánimo de lucro, la infracción prevista en la letra d) del apartado 2 
del artículo anterior.

f) Simular la relación laboral con un extranjero, cuando dicha conducta se 
realice con ánimo de lucro o con el propósito de obtener indebidamente derechos 
reconocidos en esta Ley, siempre que tales hechos no constituyan delito.

g) La comisión de una tercera infracción grave siempre que en un plazo de un 
año anterior hubiera sido sancionado por dos faltas graves de la misma naturaleza.

2. También son infracciones muy graves:

a) El incumplimiento de las obligaciones previstas para los transportistas en el 
artículo 66, apartados 1 y 2.

b) El transporte de extranjeros por vía aérea, marítima o terrestre, hasta el 
territorio español, por los sujetos responsables del transporte, sin que hubieran 
comprobado la validez y vigencia, tanto de los pasaportes, títulos de viaje o 
documentos de identidad pertinentes, como, en su caso, del correspondiente visado, 
de los que habrán de ser titulares los citados extranjeros.
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c) El incumplimiento de la obligación que tienen los transportistas de hacerse 
cargo sin pérdida de tiempo del extranjero o transportado que, por deficiencias en la 
documentación antes citada, no haya sido autorizado a entrar en España, así como 
del extranjero transportado en tránsito que no haya sido trasladado a su país de 
destino o que hubiera sido devuelto por las autoridades de éste, al no autorizarle la 
entrada.

Esta obligación incluirá los gastos de mantenimiento del citado extranjero y, si 
así lo solicitan las autoridades encargadas del control de entrada, los derivados del 
transporte de dicho extranjero, que habrá de producirse de inmediato, bien por 
medio de la compañía objeto de sanción o, en su defecto, por medio de otra empresa 
de transporte, con dirección al Estado a partir del cual haya sido transportado, al 
Estado que haya expedido el documento de viaje con el que ha viajado o a cualquier 
otro Estado donde esté garantizada su admisión.

3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, no se considerará 
infracción a la presente Ley el hecho de transportar hasta la frontera española a un 
extranjero que, habiendo presentado sin demora su solicitud de protección 
internacional, ésta le sea admitida a trámite, de conformidad con lo establecido en 
la Ley 12/2009, de 30 de octubre reguladora del derecho de asilo y de la protección 
subsidiaria.»

Cincuenta y ocho. El artículo 55 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 55. Sanciones.

1. Las infracciones tipificadas en los artículos anteriores serán sancionadas en 
los términos siguientes:

a) Las infracciones leves con multa de hasta 500 euros.
b) Las infracciones graves con multa de 501 hasta 10.000 euros. En el supuesto 

contemplado en el artículo 53.2.a) de esta Ley, además de la sanción indicada, el 
empresario también estará obligado a sufragar los costes derivados del viaje.

c) Las infracciones muy graves con multa desde 10.001 hasta 100.000 euros, 
excepto la prevista en el artículo 54.2.b), que lo será con una multa de 5.000 a 
10.000 euros por cada viajero transportado o con un mínimo de 750.000 euros a 
tanto alzado, con independencia del número de viajeros transportados. La prevista 
en el artículo 54.2.a) en relación con el artículo 66.1 lo será con una multa de 10.001 
hasta 100.000 euros por cada viaje realizado sin haber comunicado los datos de las 
personas transportadas o habiéndolos comunicado incorrectamente, con 
independencia de que la Autoridad gubernativa pueda adoptar la inmovilización, 
incautación y decomiso del medio de transporte, o la suspensión provisional o 
retirada de la autorización de explotación.

2. La imposición de sanciones por las infracciones administrativas establecidas 
en la presente Ley Orgánica corresponderá al Subdelegado del Gobierno o al 
Delegado del Gobierno en las Comunidades Autónomas uniprovinciales. Cuando 
una Comunidad Autónoma tenga atribuidas competencias en materia de autorización 
inicial de trabajo de extranjeros la imposición de las sanciones establecidas en esta 
Ley en los supuestos de infracción a que se refiere el párrafo siguiente corresponderá 
a la Comunidad Autónoma y se ejercerá por la Autoridad que la misma determine, 
dentro del ámbito de sus competencias.

En los supuestos calificados como infracción leve del artículo 52.c), d) y e), 
graves del artículo 53.1.b), y 53.2.a), y muy grave del artículo 54.1.d) y f), el 
procedimiento sancionador se iniciará por acta de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, de acuerdo con lo establecido en el procedimiento sancionador 
por infracciones del orden social, correspondiendo la imposición de las sanciones a 
las autoridades referidas en el párrafo anterior.
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En los supuestos de participación en actividades contrarias a la seguridad 
nacional o que pueden perjudicar las relaciones de España con otros países, 
previstos en el artículo 54.1.a), de acuerdo con lo establecido en el procedimiento 
sancionador que se determine reglamentariamente, la competencia sancionadora 
corresponderá al Secretario de Estado de Seguridad.

3. Para la graduación de las sanciones, el órgano competente en imponerlas 
se ajustará a criterios de proporcionalidad, valorando el grado de culpabilidad y, en 
su caso, el daño producido o el riesgo derivado de la infracción y su trascendencia.

4. Para la determinación de la cuantía de la sanción se tendrá especialmente 
en cuenta la capacidad económica del infractor.

5. A no ser que pertenezcan a un tercero no responsable de la infracción, en el 
supuesto de la letra b) del apartado 1 del artículo 54, serán objeto de decomiso los 
vehículos, embarcaciones, aeronaves, y cuantos bienes muebles o inmuebles, de 
cualquier naturaleza que sean, hayan servido de instrumento para la comisión de la 
citada infracción.

A fin de garantizar la efectividad del comiso, los bienes, efectos e instrumentos 
a que se refiere el apartado anterior podrán ser aprehendidos y puestos a disposición 
de la autoridad gubernativa, desde las primeras intervenciones, a resultas del 
expediente sancionador que resolverá lo pertinente en relación con los bienes 
decomisados.

6. En el supuesto de la infracción prevista en la letra d) del apartado 1 del 
artículo 54 de la presente Ley, la autoridad gubernativa podrá adoptar, sin perjuicio 
de la sanción que corresponda, la clausura del establecimiento o local desde seis 
meses a cinco años.

7. Si el sancionado por una infracción prevista en los artículos 52.e) o 54.1.d) 
de esta Ley fuera subcontratista de otra empresa, el contratista principal y todos los 
subcontratistas intermedios que conocieran que la empresa sancionada empleaba 
a extranjeros sin contar con la correspondiente autorización, responderán, 
solidariamente, tanto de las sanciones económicas derivadas de las sanciones, 
como de las demás responsabilidades derivadas de tales hechos que correspondan 
al empresario con las Administraciones públicas o con el trabajador. El contratista o 
subcontratista intermedios no podrán ser considerados responsables si hubieran 
respetado la diligencia debida definida en el cumplimiento de sus obligaciones 
contractuales.»

Cincuenta y nueve. El artículo 57 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 57. Expulsión del territorio.

1. Cuando los infractores sean extranjeros y realicen conductas de las 
tipificadas como muy graves, o conductas graves de las previstas en los apartados 
a), b), c), d) y f) del artículo 53.1 de esta Ley Orgánica, podrá aplicarse, en atención 
al principio de proporcionalidad, en lugar de la sanción de multa, la expulsión del 
territorio español, previa la tramitación del correspondiente expediente administrativo y 
mediante la resolución motivada que valore los hechos que configuran la infracción.

2. Asimismo, constituirá causa de expulsión, previa tramitación del 
correspondiente expediente, que el extranjero haya sido condenado, dentro o fuera 
de España, por una conducta dolosa que constituya en nuestro país delito sancionado 
con pena privativa de libertad superior a un año, salvo que los antecedentes penales 
hubieran sido cancelados.

3. En ningún caso podrán imponerse conjuntamente las sanciones de expulsión 
y multa.

4. La expulsión conllevará, en todo caso, la extinción de cualquier autorización 
para permanecer legalmente en España, así como el archivo de cualquier 
procedimiento que tuviera por objeto la autorización para residir o trabajar en España 
del extranjero expulsado. No obstante, la expulsión podrá revocarse en los supuestos 
que se determinen reglamentariamente. cv
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En el caso de las infracciones previstas en las letras a) y b) del artículo 53.1 de 
esta Ley, salvo que concurran razones de orden público o de seguridad nacional, si 
el extranjero fuese titular de una autorización de residencia válida expedida por otro 
Estado miembro, se le advertirá, mediante diligencia en el pasaporte, de la obligación 
de dirigirse de inmediato al territorio de dicho Estado. Si no cumpliese esa advertencia 
se tramitará el expediente de expulsión.

5. La sanción de expulsión no podrá ser impuesta, salvo que la infracción 
cometida sea la prevista en el artículo 54, letra a) del apartado 1, o suponga una 
reincidencia en la comisión, en el término de un año, de una infracción de la misma 
naturaleza sancionable con la expulsión, a los extranjeros que se encuentren en los 
siguientes supuestos:

a) Los nacidos en España que hayan residido legalmente en los últimos cinco 
años.

b) Los residentes de larga duración. Antes de adoptar la decisión de la expulsión 
de un residente de larga duración, deberá tomarse en consideración el tiempo de su 
residencia en España y los vínculos creados, su edad, las consecuencias para el 
interesado y para los miembros de su familia, y los vínculos con el país al que va a 
ser expulsado.

c) Los que hayan sido españoles de origen y hubieran perdido la nacionalidad 
española.

d) Los que sean beneficiarios de una prestación por incapacidad permanente 
para el trabajo como consecuencia de un accidente de trabajo o enfermedad 
profesional ocurridos en España, así como los que perciban una prestación 
contributiva por desempleo o sean beneficiarios de una prestación económica 
asistencial de carácter público destinada a lograr su inserción o reinserción social o 
laboral.

Tampoco se podrá imponer o, en su caso, ejecutar la sanción de expulsión al 
cónyuge del extranjero que se encuentre en alguna de las situaciones señaladas 
anteriormente y que haya residido legalmente en España durante más de dos años, 
ni a sus ascendientes e hijos menores, o mayores con discapacidad que no sean 
objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades debido a su estado 
de salud, que estén a su cargo.

6. La expulsión no podrá ser ejecutada cuando ésta conculcase el principio de 
no devolución, o afecte a las mujeres embarazadas, cuando la medida pueda 
suponer un riesgo para la gestación o la salud de la madre.

7. a) Cuando el extranjero se encuentre procesado o imputado en un 
procedimiento judicial por delito o falta para el que la Ley prevea una pena privativa 
de libertad inferior a seis años o una pena de distinta naturaleza, y conste este 
hecho acreditado en el expediente administrativo de expulsión, en el plazo más 
breve posible y en todo caso no superior a tres días, el Juez, previa audiencia del 
Ministerio Fiscal, la autorizará salvo que, de forma motivada, aprecie la existencia 
de circunstancias que justifiquen su denegación.

En el caso de que el extranjero se encuentre sujeto a varios procesos penales 
tramitados en diversos juzgados, y consten estos hechos acreditados en el 
expediente administrativo de expulsión, la autoridad gubernativa instará de todos 
ellos la autorización a que se refiere el párrafo anterior.

b) No obstante lo señalado en el párrafo a) anterior, el juez podrá autorizar, a 
instancias del interesado y previa audiencia del Ministerio Fiscal, la salida del 
extranjero del territorio español en la forma que determina la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal.

c) No serán de aplicación las previsiones contenidas en los párrafos anteriores 
cuando se trate de delitos tipificados en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del 
Código Penal.
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8. Cuando los extranjeros, residentes o no, hayan sido condenados por 
conductas tipificadas como delitos en los artículos 312.1, 313.1 y 318 bis del Código 
Penal, la expulsión se llevará a efecto una vez cumplida la pena privativa de 
libertad.

9. La resolución de expulsión deberá ser notificada al interesado, con indicación 
de los recursos que contra la misma se puedan interponer, órgano ante el que 
hubieran de presentarse y plazo para presentarlos.

10. En el supuesto de expulsión de un residente de larga duración de otro 
Estado miembro de la Unión Europea que se encuentre en España, dicha expulsión 
sólo podrá efectuarse fuera del territorio de la Unión cuando la infracción cometida 
sea una de las previstas en los artículos 53.1.d) y f) y 54.1.a) y b) de esta Ley 
Orgánica, y deberá consultarse al respecto a las Autoridades competentes de dicho 
Estado miembro de forma previa a la adopción de esa decisión de expulsión. En 
caso de no reunirse estos requisitos para que la expulsión se realice fuera del 
territorio de la Unión, la misma se efectuará al Estado miembro en el que se reconoció 
la residencia de larga duración.»

Sesenta. El artículo 58 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 58. Efectos de la expulsión y devolución.

1. La expulsión llevará consigo la prohibición de entrada en territorio español. 
La duración de la prohibición se determinará en consideración a las circunstancias 
que concurran en cada caso y su vigencia no excederá de cinco años.

2. Excepcionalmente, cuando el extranjero suponga una amenaza grave para 
el orden público, la seguridad pública, la seguridad nacional o para la salud pública, 
podrá imponerse un período de prohibición de entrada de hasta diez años.

En las circunstancias que se determinen reglamentariamente, la autoridad 
competente no impondrá la prohibición de entrada cuando el extranjero hubiera 
abandonado el territorio nacional durante la tramitación de un expediente 
administrativo sancionador por alguno de los supuestos contemplados en las letras a) 
y b) del artículo 53.1 de esta Ley Orgánica, o revocará la prohibición de entrada 
impuesta por las mismas causas, cuando el extranjero abandonara el territorio 
nacional en el plazo de cumplimiento voluntario previsto en la orden de expulsión.

3. No será preciso expediente de expulsión para la devolución de los extranjeros 
en los siguientes supuestos:

a) Los que habiendo sido expulsados contravengan la prohibición de entrada 
en España.

b) Los que pretendan entrar ilegalmente en el país.

4. En el supuesto de que se formalice una solicitud de protección internacional 
por personas que se encuentren en alguno de los supuestos mencionados en el 
apartado anterior, no podrá llevarse a cabo la devolución hasta que se haya decidido 
la inadmisión a trámite de la petición, de conformidad con la normativa de protección 
internacional.

Tampoco podrán ser devueltas las mujeres embarazadas cuando la medida 
pueda suponer un riesgo para la gestación o para la salud de la madre.

5. La devolución será acordada por la autoridad gubernativa competente para 
la expulsión.

6. Cuando la devolución no se pudiera ejecutar en el plazo de 72 horas, se 
solicitará de la autoridad judicial la medida de internamiento prevista para los 
expedientes de expulsión.

7. La devolución acordada en el párrafo a) del apartado 3 de este artículo 
conllevará la reiniciación del cómputo del plazo de prohibición de entrada que hubiese 
acordado la resolución de expulsión quebrantada. Asimismo, toda devolución acordada 
en aplicación del párrafo b) del mismo apartado de este artículo llevará consigo la 
prohibición de entrada en territorio español por un plazo máximo de tres años.» cv
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Sesenta y uno. El artículo 59 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 59. Colaboración contra redes organizadas.

1. El extranjero que se encuentre irregularmente en España y sea víctima, 
perjudicado o testigo de un acto de tráfico ilícito de seres humanos, inmigración 
ilegal, explotación laboral o de tráfico ilícito de mano de obra o de explotación en la 
prostitución abusando de su situación de necesidad, podrá quedar exento de 
responsabilidad administrativa y no será expulsado si denuncia a los autores o 
cooperadores de dicho tráfico, o coopera y colabora con las autoridades competentes, 
proporcionando datos esenciales o testificando, en su caso, en el proceso 
correspondiente contra aquellos autores.

2. Los órganos administrativos competentes encargados de la instrucción del 
expediente sancionador informarán a la persona interesada sobre las previsiones 
del presente artículo a fin de que decida si desea acogerse a esta vía, y harán la 
propuesta oportuna a la autoridad que deba resolver, que podrá conceder una 
autorización provisional de residencia y trabajo a favor del extranjero, según el 
procedimiento previsto reglamentariamente.

El instructor del expediente sancionador informará de las actuaciones en relación 
con este apartado a la autoridad encargada de la instrucción del procedimiento 
penal.

3. A los extranjeros que hayan quedado exentos de responsabilidad 
administrativa se les podrá facilitar, a su elección, el retorno asistido a su país de 
procedencia o la autorización de residencia y trabajo por circunstancias 
excepcionales, y facilidades para su integración social, de acuerdo con lo establecido 
en la presente Ley velando, en su caso, por su seguridad y protección.

4. Cuando el Ministerio Fiscal tenga conocimiento de que un extranjero, contra 
el que se ha dictado una resolución de expulsión, aparezca en un procedimiento 
penal como víctima, perjudicado o testigo y considere imprescindible su presencia 
para la práctica de diligencias judiciales, lo pondrá de manifiesto a la autoridad 
gubernativa competente para que valore la inejecución de su expulsión y, en el 
supuesto de que se hubiese ejecutado esta última, se procederá de igual forma a 
los efectos de que autorice su regreso a España durante el tiempo necesario para 
poder practicar las diligencias precisas, sin perjuicio de que se puedan adoptar 
algunas de las medidas previstas en la Ley Orgánica 19/1994, de 23 de diciembre, 
de protección a testigos y peritos en causas criminales.

5. Las previsiones del presente artículo serán igualmente de aplicación a 
extranjeros menores de edad, debiendo tenerse en cuenta en el procedimiento la 
edad y madurez de éstos y, en todo caso, la prevalencia del principio del interés 
superior del menor.

6. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de colaboración de 
las organizaciones no gubernamentales sin ánimo de lucro que tengan por objeto la 
acogida y protección de las víctimas de los delitos señalados en el apartado 
primero.»

Sesenta y dos. Se añade un artículo 59 bis nuevo con la siguiente redacción:

«Artículo 59 bis (nuevo). Víctimas de la trata de seres humanos.

1. Las autoridades competentes adoptarán las medidas necesarias para la 
identificación de las víctimas de la trata de personas conforme a lo previsto en el 
artículo 10 del Convenio del Consejo de Europa sobre la lucha contra la trata de 
seres humanos, de 16 de mayo de 2005.

2. Los órganos administrativos competentes para la instrucción del expediente 
sancionador, cuando estimen que existen motivos razonables para creer que una 
persona extranjera en situación irregular ha sido víctima de trata de seres humanos, 
informarán a la persona interesada sobre las previsiones del presente artículo y cv

e:
 B

O
E

-A
-2

00
9-

19
94

9

77



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 299 Sábado 12 de diciembre de 2009 Sec. I.   Pág. 105019

elevarán a la autoridad competente para su resolución la oportuna propuesta sobre 
la concesión de un período de restablecimiento y reflexión, de acuerdo con el 
procedimiento previsto reglamentariamente.

Dicho período de restablecimiento y reflexión tendrá una duración de, al menos, 
treinta días, y deberá ser suficiente para que la víctima pueda decidir si desea 
cooperar con las autoridades en la investigación del delito y, en su caso, en el 
procedimiento penal. Durante este período, se le autorizará la estancia temporal y 
se suspenderá el expediente administrativo sancionador que se le hubiera incoado 
o, en su caso, la ejecución de la expulsión o devolución eventualmente acordadas. 
Asimismo, durante el citado período las Administraciones competentes velarán por 
la subsistencia y, de resultar necesario, la seguridad y protección de la persona 
interesada.

3. El período de restablecimiento y reflexión podrá denegarse o ser revocado 
por motivos de orden público o cuando se tenga conocimiento de que la condición 
de víctima se ha invocado de forma indebida.

4. La autoridad competente podrá declarar a la víctima exenta de respon-
sabilidad administrativa y podrá facilitarle, a su elección, el retorno asistido a su 
país de procedencia o la autorización de residencia y trabajo por circunstancias 
excepcionales cuando lo considere necesario a causa de su cooperación para los 
fines de investigación o de las acciones penales, o en atención a su situación 
personal, y facilidades para su integración social, de acuerdo con lo establecido en 
la presente Ley. Asimismo, en tanto se resuelva el procedimiento de autorización de 
residencia y trabajo por circunstancias excepcionales, se le podrá facilitar una 
autorización provisional de residencia y trabajo en los términos que se determinen 
reglamentariamente.

En la tramitación de las autorizaciones referidas en el párrafo anterior se podrá 
eximir de la aportación de aquellos documentos cuya obtención suponga un riesgo 
para la víctima.

5. Las previsiones del presente artículo serán igualmente de aplicación a 
personas extranjeras menores de edad, debiendo tenerse en cuenta la edad y 
madurez de éstas y, en todo caso, la prevalencia del interés superior del menor.

6. Reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de colaboración de 
las organizaciones no gubernamentales sin ánimo de lucro que tengan por objeto la 
acogida y protección de las víctimas de la trata de seres humanos.»

Sesenta y tres. El artículo 60 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 60. Efectos de la denegación de entrada.

1. Los extranjeros a los que en frontera se les deniegue la entrada según lo 
previsto por el artículo 26.2 de esta Ley, estarán obligados a regresar a su punto de 
origen.

La resolución de la denegación de entrada conllevará la adopción inmediata de 
las medidas necesarias para que el extranjero regrese en el plazo más breve posible. 
Cuando el regreso fuera a retrasarse más de setenta y dos horas, la autoridad que 
hubiera denegado la entrada se dirigirá al Juez de Instrucción para que determine el 
lugar donde hayan de ser internados hasta ese momento.

2. Los lugares de internamiento para extranjeros no tendrán carácter 
penitenciario, y estarán dotados de servicios sociales, jurídicos, culturales y 
sanitarios. Los extranjeros internados estarán privados únicamente del derecho 
ambulatorio.

3. El extranjero durante su internamiento se encontrará en todo momento a 
disposición de la autoridad judicial que lo autorizó, debiéndose comunicar a ésta por 
la autoridad gubernativa cualquier circunstancia en relación a la situación de los 
extranjeros internados.
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4. La detención de un extranjero a efectos de proceder al regreso a consecuencia 
de la denegación de entrada será comunicada al Ministerio de Asuntos Exteriores y 
a la embajada o consulado de su país.»

Sesenta y cuatro. Se añade una nueva letra f) al apartado 1 del artículo 61:

«f) Cualquier otra medida cautelar que el juez estime adecuada y suficiente.»

Sesenta y cinco. El artículo 62 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 62. Ingreso en centros de internamiento.

1. Incoado el expediente por alguno de los supuestos contemplados en las 
letras a) y b) del artículo 54.1, en las letras a), d) y f) del artículo 53.1 y en el artículo 
57.2 de esta Ley Orgánica en el que pueda proponerse expulsión del territorio 
español, el instructor podrá solicitar al Juez de Instrucción competente que disponga 
el ingreso del extranjero en un centro de internamiento en tanto se realiza la 
tramitación del expediente sancionador.

El Juez, previa audiencia del interesado y del Ministerio Fiscal, resolverá 
mediante auto motivado, en el que, de acuerdo con el principio de proporcionalidad, 
tomará en consideración las circunstancias concurrentes y, en especial, el riesgo de 
incomparecencia por carecer de domicilio o de documentación identificativa, las 
actuaciones del extranjero tendentes a dificultar o evitar la expulsión, así como la 
existencia de condena o sanciones administrativas previas y de otros procesos 
penales o procedimientos administrativos sancionadores pendientes. Asimismo, en 
caso de enfermedad grave del extranjero, el juez valorará el riesgo del internamiento 
para la salud pública o la salud del propio extranjero.

2. El internamiento se mantendrá por el tiempo imprescindible para los fines 
del expediente, siendo su duración máxima de 60 días, y sin que pueda acordarse 
un nuevo internamiento por cualquiera de las causas previstas en un mismo 
expediente.

3. Cuando hayan dejado de cumplirse las condiciones descritas en el apartado 1, 
el extranjero será puesto inmediatamente en libertad por la autoridad administrativa 
que lo tenga a su cargo, poniéndolo en conocimiento del Juez que autorizó su 
internamiento. Del mismo modo y por las mismas causas, podrá ser ordenado el fin 
del internamiento y la puesta en libertad inmediata del extranjero por el Juez, de 
oficio o a iniciativa de parte o del Ministerio Fiscal.

4. No podrá acordarse el ingreso de menores en los centros de internamiento, 
sin perjuicio de lo previsto en el artículo 62 bis 1. i) de esta Ley. Los menores 
extranjeros no acompañados que se encuentren en España serán puestos a 
disposición de las entidades públicas de protección de menores conforme establece 
la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor y de acuerdo con las normas 
previstas en el artículo 35 de esta Ley.

5. La incoación del expediente, las medidas cautelares de detención e 
internamiento y la resolución final del expediente de expulsión del extranjero serán 
comunicadas al Ministerio de Asuntos Exteriores y a la embajada o consulado de su 
país.

6. A los efectos del presente artículo, el Juez competente para autorizar y, en 
su caso, dejar sin efecto el internamiento será el Juez de Instrucción del lugar donde 
se practique la detención. El Juez competente para el control de la estancia de los 
extranjeros en los Centros de Internamiento y en las Salas de Inadmisión de 
fronteras, será el Juez de Instrucción del lugar donde estén ubicados, debiendo 
designarse un concreto Juzgado en aquellos partidos judiciales en los que existan 
varios. Este Juez conocerá, sin ulterior recurso, de las peticiones y quejas que 
planteen los internos en cuanto afecten a sus derechos fundamentales. Igualmente, 
podrá visitar tales centros cuando conozca algún incumplimiento grave o cuando lo 
considere conveniente.» cv
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Sesenta y seis. El artículo 62 bis queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 62 bis. Derechos de los extranjeros internados.

1. Los centros de internamiento de extranjeros son establecimientos públicos 
de carácter no penitenciario; el ingreso y estancia en los mismos tendrá únicamente 
finalidad preventiva y cautelar, salvaguardando los derechos y libertades reconocidos 
en el ordenamiento jurídico, sin más limitaciones que las establecidas a su libertad 
ambulatoria, conforme al contenido y finalidad de la medida judicial de ingreso 
acordada. En particular, el extranjero sometido a internamiento tiene los siguientes 
derechos:

a) A ser informado de su situación.
b) A que se vele por el respeto a su vida, integridad física y salud, sin que 

puedan en ningún caso ser sometidos a tratos degradantes o a malos tratos de 
palabra o de obra y a que sea preservada su dignidad y su intimidad.

c) A que se facilite el ejercicio de los derechos reconocidos por el ordenamiento 
jurídico, sin más limitaciones que las derivadas de su situación de internamiento.

d) A recibir asistencia médica y sanitaria adecuada y ser asistidos por los 
servicios de asistencia social del centro.

e) A que se comunique inmediatamente a la persona que designe en España 
y a su abogado el ingreso en el centro, así como a la oficina consular del país del 
que es nacional.

f) A ser asistido de abogado, que se proporcionará de oficio en su caso, y a 
comunicarse reservadamente con el mismo, incluso fuera del horario general del 
centro, cuando la urgencia del caso lo justifique.

g) A comunicarse en el horario establecido en el centro, con sus familiares, 
funcionarios consulares de su país u otras personas, que sólo podrán restringirse 
por resolución judicial.

h) A ser asistido de intérprete si no comprende o no habla castellano y de 
forma gratuita, si careciese de medios económicos.

i) A tener en su compañía a sus hijos menores, siempre que el Ministerio Fiscal 
informe favorablemente tal medida y existan en el centro módulos que garanticen la 
unidad e intimidad familiar.

j) A entrar en contacto con organizaciones no gubernamentales y organismos 
nacionales, internacionales y no gubernamentales de protección de inmigrantes.

2. Los centros dispondrán de servicios de asistencia social y sanitaria con 
dotación suficiente. Las condiciones para la prestación de estos servicios se 
desarrollarán reglamentariamente.

3. Las organizaciones constituidas legalmente en España para la defensa de 
los inmigrantes y los organismos internacionales pertinentes podrán visitar los 
centros de internamiento; reglamentariamente se desarrollarán las condiciones de 
las mismas.»

Sesenta y siete. El artículo 62 ter queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 62 ter. Deberes de los extranjeros internados.

El extranjero sometido a internamiento estará obligado:

a) A permanecer en el centro a disposición del Juez de Instrucción que hubiere 
autorizado su ingreso.

b) A observar las normas por las que se rige el centro y cumplir las instrucciones 
generales impartidas por la dirección y las particulares que reciban de los funcionarios 
en el ejercicio legítimo de sus funciones, encaminadas al mantenimiento del orden 
y la seguridad dentro del mismo, así como las relativas a su propio aseo e higiene y 
la limpieza del centro. cv
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c) A mantener una actividad cívica correcta y de respeto con los funcionarios y 
empleados del centro, con los visitantes y con los otros extranjeros internados, 
absteniéndose de proferir insultos o amenazas contra los mismos, o de promover o 
intervenir en agresiones, peleas, desórdenes y demás actos individuales o colectivos 
que alteren la convivencia.

d) A conservar el buen estado de las instalaciones materiales, mobiliario y 
demás efectos del centro, evitando el deterioro o inutilización deliberada, tanto de 
éstos como de los bienes o pertenencias de los demás extranjeros ingresados o 
funcionarios.

e) A someterse a reconocimiento médico a la entrada y salida del centro, así 
como en aquellos casos en que, por razones de salud colectiva, apreciadas por el 
servicio médico, y a petición de éste, lo disponga el director del centro.»

Sesenta y ocho. El artículo 63 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 63. Procedimiento preferente.

1. Incoado el expediente en el que pueda proponerse la expulsión por tratarse 
de uno de los supuestos contemplados en el artículo 53.1.d), 53.1.f), 54.1.a), 54.1.b), 
y 57.2, la tramitación del mismo tendrá carácter preferente.

Igualmente, el procedimiento preferente será aplicable cuando, tratándose de 
las infracciones previstas en la letra a) del apartado 1 del artículo 53, se diera alguna 
de las siguientes circunstancias:

a) riesgo de incomparecencia.
b) el extranjero evitara o dificultase la expulsión, sin perjuicio de las actuaciones 

en ejercicio de sus derechos.
c) el extranjero representase un riesgo para el orden público, la seguridad 

pública o la seguridad nacional.

En estos supuestos no cabrá la concesión del período de salida voluntaria.
2. Durante la tramitación del procedimiento preferente, así como en la fase de 

ejecución de la expulsión que hubiese recaído, podrán adoptarse las medidas 
cautelares y el internamiento establecidas en los artículos 61 y 62.

3. Se garantizará el derecho del extranjero a asistencia letrada, que se le 
proporcionará de oficio, en su caso, y a ser asistido por intérprete, si no comprende 
o no habla castellano, y de forma gratuita en el caso de que careciese de medios 
económicos.

4. Iniciado el expediente, se dará traslado al interesado del acuerdo de 
iniciación debidamente motivado y por escrito, para que alegue lo que considere 
adecuado, en el plazo de 48 horas, advirtiéndole de las consecuencias de no 
hacerlo así.

5. Si el interesado, o su representante, no efectuase alegaciones ni realizasen 
proposición de prueba sobre el contenido del acuerdo de iniciación, o si no se 
admitiesen, por improcedentes o innecesarias, de forma motivada, por el instructor 
las pruebas propuestas, sin cambiar la calificación de los hechos, el acuerdo de 
iniciación del expediente será considerado como propuesta de resolución con 
remisión a la autoridad competente para resolver.

De estimarse la proposición de prueba, esta se realizará en el plazo máximo de 
tres días.

6. En el supuesto de las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 53 cuando el 
extranjero acredite haber solicitado con anterioridad autorización de residencia 
temporal conforme a lo dispuesto en el artículo 31.3 de esta Ley, el órgano encargado 
de tramitar la expulsión suspenderá la misma hasta la resolución de la solicitud, 
procediendo a la continuación del expediente en caso de denegación.

7. La ejecución de la orden de expulsión en los supuestos previstos en este 
artículo se efectuará de forma inmediata.» cv
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Sesenta y nueve. Se introduce un nuevo artículo 63 bis que queda redactado de la 
siguiente manera:

«Artículo 63 bis. Procedimiento ordinario.

1. Cuando se tramite la expulsión para supuestos distintos a los previstos en 
el artículo 63 el procedimiento a seguir será el ordinario.

2. La resolución en que se adopte la expulsión tramitada mediante el 
procedimiento ordinario incluirá un plazo de cumplimiento voluntario para que el 
interesado abandone el territorio nacional. La duración de dicho plazo oscilará entre 
siete y treinta días y comenzará a contar desde el momento de la notificación de la 
citada resolución.

El plazo de cumplimiento voluntario de la orden de expulsión podrá prorrogarse 
durante un tiempo prudencial en atención a las circunstancias que concurran en 
cada caso concreto, como pueden ser, la duración de la estancia, estar a cargo de 
niños escolarizados o la existencia de otros vínculos familiares y sociales.

3. Tanto en la fase de tramitación del procedimiento como durante el plazo de 
cumplimiento voluntario, podrá adoptarse alguna o algunas de las medidas cautelares 
establecidas en el artículo 61, excepto la de internamiento prevista en la letra e).»

Setenta. El artículo 64 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 64. Ejecución de la expulsión.

1. Expirado el plazo de cumplimiento voluntario sin que el extranjero haya 
abandonado el territorio nacional, se procederá a su detención y conducción hasta 
el puesto de salida por el que se deba hacer efectiva la expulsión. Si la expulsión no 
se pudiera ejecutar en el plazo de setenta y dos horas, podrá solicitarse la medida 
de internamiento regulada en los artículos anteriores, que no podrá exceder del 
período establecido en el artículo 62 de esta Ley.

2. Tanto en los supuestos de prórroga del plazo de cumplimiento voluntario 
como de aplazamiento o suspensión de la ejecución de la expulsión, lo que se 
acreditará en documento debidamente notificado al interesado, se tendrá en cuenta 
la garantía para el extranjero afectado de:

a) El mantenimiento de la unidad familiar con los miembros que se hallen en 
territorio español.

b) La prestación de atención sanitaria de urgencia y tratamiento básico de 
enfermedades.

c) El acceso para los menores, en función de la duración de su estancia, al 
sistema de enseñanza básica.

d) Las necesidades especiales de personas vulnerables.

3. La ejecución de la resolución de expulsión se efectuará, en su caso, a costa 
del empleador que hubiera sido sancionado por las infracciones previstas en el 
artículo 53.2 a) o 54.1.d) de esta Ley o, en el resto de los supuestos, a costa del 
extranjero si tuviere medios económicos para ello. De no darse ninguna de dichas 
condiciones, se comunicará al representante diplomático o consular de su país, a 
los efectos oportunos.

4. Cuando un extranjero sea detenido en territorio español y se constate que 
contra él se ha dictado una resolución de expulsión por un Estado miembro de la 
Unión Europea, se procederá a ejecutar inmediatamente la resolución, sin 
necesidad de incoar nuevo expediente de expulsión. Se podrá solicitar la 
autorización del Juez de instrucción para su ingreso en un centro de internamiento, 
con el fin de asegurar la ejecución de la sanción de expulsión, de acuerdo con lo 
previsto en la presente Ley.

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
00

9-
19

94
9

82



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 299 Sábado 12 de diciembre de 2009 Sec. I.   Pág. 105024

5. Se suspenderá la ejecución de la resolución de expulsión cuando se 
formalice una petición de protección internacional, hasta que se haya inadmitido a 
trámite o resuelto, conforme a lo dispuesto en la normativa de protección 
internacional.

6. No será precisa la incoación de expediente de expulsión:

a) para proceder al traslado, escoltados por funcionarios, de los solicitantes de 
protección internacional cuya solicitud haya sido inadmitida a trámite en aplicación 
de la Ley 12/2009, de 30 de octubre reguladora del derecho de asilo y de la protección 
subsidiaria, al ser responsable otro Estado del examen de la solicitud, de conformidad 
con los convenios internacionales en que España sea parte, cuando dicho traslado 
se produzca dentro de los plazos que el Estado responsable tiene la obligación de 
proceder al estudio de la solicitud.

b) para proceder al traslado, escoltados por funcionarios, manutención, o 
recepción, custodia y transmisión de documentos de viaje, de los extranjeros que 
realicen un tránsito en territorio español, solicitado por un Estado miembro de la 
Unión Europea, a efectos de repatriación o alejamiento por vía aérea.»

Setenta y uno. El segundo párrafo del apartado 1 del artículo 66 queda redactado de 
la siguiente manera:

«La información será transmitida por medios telemáticos, o, si ello no fuera 
posible, por cualquier otro medio adecuado, y será comprensiva del nombre y 
apellidos de cada pasajero, de su fecha de nacimiento, nacionalidad, número de 
pasaporte o del documento de viaje que acredite su identidad y tipo del mismo, paso 
fronterizo de entrada, código de transporte, hora de salida y de llegada del transporte, 
número total de personas transportadas, y lugar inicial de embarque. Las autoridades 
encargadas del control de entrada guardarán los datos en un fichero temporal, 
borrándolos tras la entrada y en un plazo de veinticuatro horas desde su comunicación, 
salvo necesidades en el ejercicio de sus funciones. Los transportistas deberán haber 
informado de este procedimiento a los pasajeros, estando obligados a borrar los 
datos en el mismo plazo de veinticuatro horas.»

Setenta y dos. El artículo 68 queda redactado de la siguiente manera:

«Artículo 68. Coordinación de las Administraciones Públicas.

1. La Conferencia Sectorial de Inmigración es el órgano a través del cual se 
asegurará la adecuada coordinación de las actuaciones que desarrollen las 
Administraciones Públicas en materia de inmigración.

2. Las Comunidades Autónomas que asuman competencias ejecutivas en la 
concesión de la autorización inicial de trabajo, deberán desarrollarlas en necesaria 
coordinación con las competencias estatales en materia de extranjería, inmigración 
y autorización de residencia, de manera que se garantice la igualdad en la aplicación 
de la normativa de extranjería e inmigración en todo el territorio, la celeridad de los 
procedimientos y el intercambio de información entre las Administraciones necesario 
para el desarrollo de sus respectivas competencias. La coordinación deberá 
realizarse preservando la capacidad de autoorganización de cada Comunidad 
Autónoma así como su propio sistema de descentralización territorial.

3. Con carácter previo a la concesión de autorizaciones por arraigo, las 
Comunidades Autónomas o, en su caso, los Ayuntamientos, emitirán un informe 
sobre la integración social del extranjero cuyo domicilio habitual se encuentre en su 
territorio. Reglamentariamente se determinarán los contenidos de dicho informe. En 
todo caso, el informe tendrá en cuenta el periodo de permanencia, la posibilidad de 
contar con vivienda y medios de vida, los vínculos con familiares residentes en 
España, y los esfuerzos de integración a través del seguimiento de programas de 
inserción sociolaborales y culturales.
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4. Las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en materia 
de seguridad ciudadana y orden público mediante la creación de una policía propia, 
podrán aportar, en su caso, un informe sobre afectación al orden público en todos 
los procedimientos de autorización de residencia o su renovación, referidas a 
extranjeros que se encuentran en España, en los que se prevea la necesidad de 
informe gubernativo. Tal informe se incorporará al expediente al igual que el que, en 
su caso, aporten las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en el ejercicio de 
sus competencias sobre seguridad pública.»

Setenta y tres. El apartado 1 del artículo 70 queda redactado de la siguiente 
manera:

«1. El Foro para la Integración Social de los Inmigrantes, constituido de forma 
tripartita y equilibrada, por representantes de las Administraciones Públicas, de las 
asociaciones de inmigrantes y de otras organizaciones con interés e implantación 
en el ámbito migratorio, incluyendo entre ellas a las organizaciones sindicales y 
empresariales más representativas, constituye el órgano de consulta, información y 
asesoramiento en materia de integración de los inmigrantes.»

Setenta y cuatro. Se introduce un nuevo artículo 72, que queda redactado de la 
siguiente manera:

«Artículo 72. Comisión Laboral Tripartita de Inmigración.

1. La Comisión Laboral Tripartita de Inmigración es el órgano colegiado adscrito 
al Ministerio competente en materia de inmigración, de la que forman parte las 
organizaciones sindicales y empresariales más representativas.

2. La Comisión Laboral Tripartita de Inmigración será informada sobre la 
evolución de los movimientos migratorios en España y, en todo caso, será consultada 
sobre las propuestas de Catálogo de ocupaciones de difícil cobertura, las previstas 
en el artículo 39 de esta Ley y las de contratación de trabajadores de temporada que 
se determinen.

3. Mediante Orden Ministerial se determinará su composición, forma de 
designación de sus miembros, competencias y régimen de funcionamiento.»

Setenta y cinco. Se añade un nuevo inciso al apartado 1 de la disposición adicional 
primera, el cual quedaría redactado de la siguiente manera:

«1. El plazo general máximo para notificar las resoluciones de las solicitudes de 
autorizaciones que formulen los interesados a tenor de lo previsto en esta Ley será de 
tres meses, contados a partir del día siguiente al de la fecha en que hayan tenido 
entrada en el registro del órgano competente para tramitarlas; ello, sin perjuicio del 
plazo máximo de 15 días naturales establecido por la normativa comunitaria en 
relación con procedimientos de solicitud de visado de tránsito o estancia (así como de 
las excepciones previstas en la misma para su posible ampliación). Transcurrido el 
plazo para notificar las resoluciones de las solicitudes, salvo lo dispuesto en el apartado 
siguiente, éstas podrán entenderse desestimadas.»

Setenta y seis. Se modifica el apartado 2 y se introduce un apartado 3 en la disposición 
adicional primera con la siguiente redacción:

«2. Las solicitudes de prórroga de la autorización de residencia, la renovación 
de la autorización de trabajo, así como las solicitudes de autorización de residencia 
de larga duración que se formulen por los interesados a tenor de lo dispuesto en la 
presente Ley Orgánica se resolverán y notificarán en el plazo máximo de tres meses 
contados a partir del día siguiente al de la fecha en que hayan tenido entrada en el 
registro del órgano competente para tramitarlas. Transcurrido dicho plazo sin que la 
Administración haya dado respuesta expresa, se entenderá que la prórroga o 
renovación han sido concedidas.
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3. Las solicitudes de modificación de la limitación territorial o de ocupación de 
las autorizaciones iniciales de residencia y trabajo se resolverán y notificarán por la 
administración autonómica o estatal competente en el plazo máximo de un mes. 
Transcurrido dicho plazo sin que la Administración haya dado respuesta expresa, se 
entenderá que la solicitud ha sido concedida.»

Setenta y siete. El apartado 1 de la disposición adicional tercera queda redactado de 
la siguiente manera:

«1. Cuando el sujeto legitimado se encuentre en territorio español habrá de 
presentar personalmente las solicitudes relativas a las autorizaciones de residencia 
y de trabajo en los registros de los órganos competentes para su tramitación. 
Igualmente, en los procedimientos en los que el sujeto legitimado fuese un empleador, 
las solicitudes podrán ser presentadas por éste, o por quien válidamente ostente la 
representación legal empresarial. Reglamentariamente se podrán establecer 
excepciones a la presentación ante el órgano competente para su tramitación o a la 
necesidad de presentación personal de solicitudes.»

Setenta y ocho. Se añade un nuevo párrafo en el apartado 2 de la disposición 
adicional tercera, que quedaría redactado de la siguiente manera:

«2. Cuando el sujeto legitimado se encuentre en territorio extranjero, la 
presentación de solicitudes de visado y su recogida se realizarán personalmente 
ante la misión diplomática u oficina consular en cuya demarcación aquél resida. 
Excepcionalmente, cuando el interesado no resida en la población en que tenga su 
sede la misión diplomática u oficina consular y se acrediten razones que obstaculicen 
el desplazamiento, como la lejanía de la misión u oficina o dificultades de transporte 
que hagan el viaje especialmente gravoso, podrá acordarse que la solicitud de 
visado pueda presentarse por representante debidamente acreditado.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, en los supuestos de 
presentación de solicitudes y recogida de visado de estancia, tránsito y de residencia 
por reagrupación familiar de menores, ambos trámites podrán realizarse mediante 
representante debidamente acreditado.

En cualquier caso, la misión diplomática u oficina consular podrá requerir la 
comparecencia del solicitante y, cuando lo estime necesario, mantener una entrevista 
personal.

Lo dispuesto en este apartado se entenderá sin perjuicio de lo establecido en la 
normativa comunitaria que desarrolla la política común de visados en lo relativo a la 
posibilidad de celebrar acuerdos con otros Estados miembros de la Unión Europea 
a efectos de representación en terceros Estados, en cuanto a procedimientos de 
solicitud de visados de tránsito o estancia.»

Setenta y nueve. La disposición adicional cuarta queda redactada de la siguiente 
manera:

«Disposición adicional cuarta.

1. La autoridad competente para resolver inadmitirá a trámite las solicitudes 
relativas a los procedimientos regulados en esta ley, en los siguientes supuestos:

a) Falta de legitimación del solicitante, o insuficiente acreditación de la 
representación.

b) Presentación de la solicitud fuera del plazo legalmente establecido.
c) Cuando se trate de reiteración de una solicitud ya denegada, siempre que 

las circunstancias que motivaron la denegación no hayan variado.
d) Cuando conste un procedimiento administrativo sancionador contra el 

solicitante en el que pueda proponerse la expulsión o cuando se haya decretado en 
contra del mismo una orden de expulsión, judicial o administrativa salvo que, en cv
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este último caso, la orden de expulsión hubiera sido revocada o se hallase en uno 
de los supuestos regulados por los artículos 31 bis, 59, 59 bis o 68.3 de esta ley.

e) Cuando el solicitante tenga prohibida su entrada en España.
f) Cuando se trate de solicitudes manifiestamente carentes de fundamento.
g) Cuando se refieran a extranjeros que se encontrasen en España en situación 

irregular, salvo que pueda encontrarse en uno de los supuestos del artículo 31, 
apartado 3.

h) Cuando dicha solicitud no sea realizada personalmente y dicha circunstancia 
sea exigida por ley.

2. En los procedimientos relativos a solicitudes de visado de tránsito o estancia, 
la autoridad competente para resolver inadmitirá a trámite las solicitudes, en los 
siguientes supuestos:

a) Presentación de la solicitud fuera del plazo de los tres meses anteriores al 
comienzo del viaje.

b) Presentación de la solicitud en documento distinto al modelo oficialmente 
establecido a los efectos.

c) No aportación de documento de viaje válido al menos hasta tres meses 
después de la fecha (en su caso, última fecha) prevista de salida del territorio de los 
Estados miembros de la Unión Europea; en el que figuren al menos dos páginas en 
blanco; y expedido dentro de los diez años anteriores a la presentación de la solicitud 
de visado.

d) Cuando no se aporte fotografía del solicitante, acorde a lo dispuesto en la 
normativa reguladora del Sistema de Información de Visados (VIS) de la Unión 
Europea.

e) Cuando no se hayan tomado los datos biométricos del solicitante.
f) Cuando no se haya abonado la tasa de visado.»

Ochenta. La disposición adicional quinta queda redactada de la siguiente manera:

«Disposición adicional quinta. Acceso a la información, colaboración entre 
Administraciones públicas y gestión informática de los procedimientos.

1. En el cumplimiento de los fines que tienen encomendadas, y con pleno 
respeto a la legalidad vigente, las Administraciones públicas, dentro de su ámbito 
competencial, colaborarán en la cesión de datos relativos a las personas que sean 
consideradas interesados en los procedimientos regulados en esta Ley Orgánica y 
sus normas de desarrollo.

2. Para la exclusiva finalidad de cumplimentar las actuaciones que los órganos 
de la Administración General del Estado competentes en los procedimientos 
regulados en esta Ley Orgánica y sus normas de desarrollo tienen encomendadas, 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria, la Tesorería General de la Seguridad 
Social y el Instituto Nacional de Estadística, este último en lo relativo al Padrón 
Municipal de Habitantes, facilitarán a aquéllos el acceso directo a los ficheros en los 
que obren datos que hayan de constar en dichos expedientes, y sin que sea preciso 
el consentimiento de los interesados, de acuerdo con la legislación sobre protección 
de datos.

Igualmente, los anteriores organismos facilitarán a las Comunidades Autónomas 
la información necesaria para ejercer sus competencias sobre autorizaciones 
iniciales de trabajo sin que tampoco sea preciso el consentimiento de los 
interesados.

3. La tramitación de los procedimientos en materia de extranjería derivados 
del cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley Orgánica, se realizará sobre 
una aplicación informática común cuya implantación y coordinación respecto de los 
restantes Departamentos implicados corresponderá al Ministerio de Trabajo e 
Inmigración. Dicha aplicación, garantizando la protección de datos de carácter cv
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personal, registrará la información y datos relativos a los extranjeros y ciudadanos 
de la Unión Europea residentes en España y sus autorizaciones, impulsará el 
cumplimiento de lo establecido por la legislación en materia de acceso electrónico 
de los ciudadanos a los servicios públicos y permitirá el conocimiento, en tiempo 
real, de la situación de las solicitudes de autorización reguladas en esta Ley por 
parte de los órganos administrativos que sean competentes en cada una de las 
fases del mismo, así como su intervención en la fase que recaiga dentro de su 
ámbito de competencias. Asimismo, la aplicación informática permitirá la generación 
de bases de datos estadísticas por las administraciones intervinientes para la 
obtención de la información actualizada y fiable sobre las magnitudes relativas a la 
inmigración y la extranjería.

En cumplimiento de lo establecido por la normativa comunitaria sobre la materia, 
la tramitación de procedimientos relativos a visados de tránsito y de estancia se 
realizará sobre la aplicación informática específicamente creada a los efectos, 
dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, que estará 
interconectada con la aplicación informática común, en orden a que en la base de 
datos de esta última conste información sobre los datos de los visados solicitados y 
concedidos en las Oficinas consulares o Misiones diplomáticas españolas en el 
exterior.

El Ministerio del Interior, de acuerdo con sus competencias en materia de orden 
público, seguridad pública y seguridad nacional, mantendrá un Registro central de 
extranjeros. Reglamentariamente, se establecerá la interconexión que, en su caso, 
resulte necesaria para que en la aplicación informática común conste la información 
que pueda repercutir en la situación administrativa de los extranjeros en España.

4. Cuando las Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus competencias, 
intervengan en alguno de los procedimientos regulados en esta Ley, se garantizará 
que su participación en los procedimientos informatizados responda a estándares 
comunes que garanticen la necesaria coordinación de la actuación de todos los 
órganos administrativos intervinientes. Igualmente, la aplicación informática común 
dará acceso a las Comunidades Autónomas con competencias en materia de 
autorización de trabajo a la información necesaria para el ejercicio de sus 
competencias, entre la que se encontrará aquella relativa a la concesión y extinción 
de autorizaciones de reagrupación familiar concedidas en su territorio así como de 
las altas en Seguridad Social de las autorizaciones de trabajo iniciales concedidas 
por ellas.

5. El Observatorio Permanente de la Inmigración aunará el conjunto de la 
información estadística disponible en materia de extranjería, inmigración, protección 
internacional y nacionalidad, con independencia de la Administración Pública, 
Departamento ministerial u Organismo responsable de su elaboración, con la 
finalidad de servir como sistema de análisis e intercambio de la información cualitativa 
y cuantitativa relacionada con los movimientos migratorios al servicio de las entidades 
responsables de gestionar las políticas públicas en dichas materias.»

Ochenta y uno. La disposición adicional sexta queda redactada de la siguiente 
manera:

«Disposición adicional sexta. Acuerdos de readmisión.

A los extranjeros que, en virtud de los acuerdos que regulen la readmisión de las 
personas en situación irregular suscritos por España, deban ser entregados o 
enviados a los países de los que sean nacionales o desde los que se hayan 
trasladado hasta el territorio español, les será de aplicación lo dispuesto en los 
citados acuerdos así como su normativa de desarrollo.

Dichos acuerdos contendrán cláusulas de respeto a los derechos humanos en 
virtud de lo que establecen en esta materia los tratados y convenios internacionales.
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En el caso de que el titular de la tarjeta azul de la U.E. concedida en España 
fuera objeto de una medida de repatriación en otro Estado miembro, por haberse 
extinguido la vigencia de la autorización originaria para permanecer en dicho Estado 
o por denegarse su solicitud para residir en él, se le readmitirá sin necesidad de 
ninguna otra formalidad, incluyendo, en su caso, a los miembros de su familia 
previamente reagrupados.»

Ochenta y dos. Se añade una nueva disposición adicional novena con la siguiente 
redacción:

«Disposición adicional novena. Autorizaciones autonómicas de trabajo en origen.

En el marco de los procedimientos de contratación colectiva en origen, las 
comunidades autónomas con competencias ejecutivas en materia de autorizaciones 
de trabajo podrán establecer servicios que faciliten la tramitación de los correspondientes 
visados ante los consulados españoles, así como promover el desarrollo de programas 
de acogida para los trabajadores extranjeros y sus familias.»

Ochenta y tres. La disposición final cuarta queda redactada del siguiente modo:

«Disposición final cuarta. Preceptos no orgánicos.

1. Tienen naturaleza orgánica los preceptos contenidos en los siguientes 
artículos de esta Ley: 1, 2, 3, 4.1, 4.3, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 15, 16, 17, 18, 18 bis, 19, 20, 
21, 22.1, 23, 24, 25, 25 bis, 27, 29, 30, 30 bis, 31, 31 bis, 33, 34, 36, 37, 39, 40, 41, 
42, 53, 54, 55, 57, 58, 59, 59 bis, 60, 61, 62, 62 bis, 62 ter, 62 quáter, 62 quinquies, 
62 sexies, 63, 63 bis, 64, 66, 71, las disposiciones adicionales tercera a octava y las 
disposiciones finales.

2. Los preceptos no incluidos en el apartado anterior no tienen naturaleza 
orgánica.»

Ochenta y cuatro. Se añade una disposición final quinta bis con la siguiente redacción:

«Disposición final quinta bis. Código Comunitario de Visados.

Las previsiones de la presente Ley en materia de visados de tránsito y estancia 
se entenderán sin perjuicio de lo establecido en el Reglamento (CE) n.º 810/2009, 
de 13 de julio, por el que se establece un Código Comunitario sobre Visados.»

Disposición adicional primera. Sustitución del término residencia permanente por el 
de residencia de larga duración.

Todas las referencias a los términos residencia permanente o residente permanente 
contenidas en el Ordenamiento Jurídico se entenderán referidas a la residencia o residente 
de larga duración.

Disposición adicional segunda. Reagrupación familiar de ciudadanos españoles 
respecto a sus familiares nacionales de terceros países.

Reglamentariamente se podrán establecer condiciones especiales más favorables, respecto 
de las previstas en esta Ley, para la reagrupación familiar ejercida por los españoles.

Disposición adicional tercera. Régimen de internamiento de extranjeros.

El Gobierno, en el plazo de seis meses aprobará un Reglamento que desarrollará el 
régimen de internamiento de los extranjeros.
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Disposición adicional cuarta. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial.

Se añade un nuevo apartado 2 al artículo 87 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial, que queda redactado como sigue:

«2. Asimismo, los juzgados de instrucción conocerán de la autorización del 
internamiento de extranjeros en los centros de internamiento, así como del control 
de la estancia de éstos en los mismos y en las salas de inadmisión de fronteras. 
También conocerán de las peticiones y quejas que planteen los internos en cuanto 
afecten a sus derechos fundamentales.»

Disposición adicional quinta. Modificación de la Ley, de 8 junio de 1957, del Registro 
Civil.

Se añade un nuevo párrafo al artículo 63 de la Ley, de 8 junio de 1957, del Registro 
Civil, que queda redactado como sigue:

«Artículo 63.

La concesión de nacionalidad por residencia se hará, previo expediente, por el 
Ministerio de Justicia.

Las autoridades competentes para la tramitación y resolución de las solicitudes 
de adquisición de la nacionalidad por residencia, para la exclusiva finalidad de 
resolver la solicitud presentada por el interesado, recabarán de oficio de las 
Administraciones Públicas competentes cuantos informes sean necesarios para 
comprobar si los solicitantes reúnen los requisitos exigidos en el artículo 22 del 
Código Civil, sin que sea preciso el consentimiento de los interesados.

En cualquier caso, el interesado podrá aportar un informe emitido por la 
Comunidad Autónoma a efectos de acreditar su integración en la sociedad 
española.»

Disposición adicional sexta. Convalidación de titulaciones extranjeras.

El Gobierno adoptará las medidas necesarias para agilizar la tramitación de los 
procedimientos de homologación y convalidación de las titulaciones en el extranjero.

Disposición adicional séptima.

Con la finalidad de facilitar la labor de control del Gobierno por parte de las Cortes 
Generales, éste elaborará y remitirá anualmente un informe con el análisis cualitativo y 
cuantitativo de los datos analizados por el Observatorio Permanente de la Inmigración 
relacionados con los movimientos migratorios, y especialmente sobre los procedimientos 
de flujos migratorios de carácter laboral.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o 
se opongan a esta Ley.

Disposición final primera. Preceptos con carácter orgánico.

Tendrán carácter orgánico los apartados del artículo único de esta Ley que modifican 
preceptos que tengan tal naturaleza con arreglo a la disposición final cuarta de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, de derechos y libertades de los extranjeros en España, 
así como sus disposiciones adicionales, transitorias y finales.

No tiene carácter orgánico la disposición adicional quinta por la que se modifica la Ley, 
de 8 de junio de 1957, del Registro Civil.
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Disposición final segunda. Habilitación competencial.

Los preceptos de la presente Ley, que no tengan carácter orgánico, se entenderán 
dictados al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª y 2.ª de la Constitución.

Disposición final tercera. Adaptación reglamentaria.

1. El Gobierno, en el plazo de seis meses desde la publicación de esta Ley Orgánica, 
dictará cuantas disposiciones de aplicación y desarrollo sean necesarias.

2. Reglamentariamente se regulará el contenido de la resolución de la Secretaría de 
Estado de Inmigración y Emigración, de 28 de febrero de 2007, relativa al acuerdo por el 
que se aprueban las instrucciones por las que se determina el procedimiento para autorizar 
la entrada, residencia y trabajo en España, de extranjeros en cuya actividad profesional 
concurran razones de interés económico, social o laboral, o relativas a la realización de 
trabajos de investigación o desarrollo o docentes, que requieran alta cualificación, o de 
actuaciones artísticas de especial interés cultural. Dicha regulación deberá incluir a 
pequeñas y medianas empresas.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley orgánica.

Madrid, 11 de diciembre de 2009.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO
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DIRECTIVA 2008/115/CE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO

de 16 de diciembre de 2008

relativa a normas y procedimientos comunes en los Estados miembros para el retorno de los
nacionales de terceros países en situación irregular

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN
EUROPEA,

Visto el Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, y en
particular su artículo 63, punto 3), letra b),

Vista la propuesta de la Comisión,

De conformidad con el procedimiento establecido en el ar­
tículo 251 del Tratado (1),

Considerando lo siguiente:

(1) El Consejo Europeo de Tampere de 15 y 16 de octubre
de 1999 estableció un planteamiento coherente en ma­
teria de inmigración y asilo, que abarca a la vez la crea­
ción de un sistema común de asilo, una política de inmi­
gración legal y la lucha contra la inmigración ilegal.

(2) El Consejo Europeo de Bruselas de 4 y 5 de noviembre
de 2004 pidió que se estableciera una política eficaz de
expulsión y repatriación, basada en normas comunes,
para que las personas sean retornadas humanamente y
respetando plenamente sus derechos humanos y su dig­
nidad.

(3) El 4 de mayo de 2005, el Comité de Ministros del Con­
sejo de Europa adoptó «Veinte directrices sobre el retorno
forzoso».

(4) Es necesario fijar normas claras, transparentes y justas
para establecer una política efectiva de retorno como
un elemento necesario de una política migratoria bien
gestionada.

(5) Conviene que la presente Directiva establezca un con­
junto horizontal de normas aplicable a todos los nacio­
nales de terceros países que no cumplen o que han de­
jado de cumplir las condiciones de entrada, estancia o
residencia en un Estado miembro.

(6) Procede que los Estados miembros se aseguren de que la
finalización de la situación irregular de nacionales de
terceros países se lleve a cabo mediante un procedi­
miento justo y transparente. De conformidad con los
principios generales del Derecho comunitario, las decisio­
nes que se tomen en el marco de la presente Directiva
deben adoptarse de manera individualizada y fundándose
en criterios objetivos, lo que implica que se deben tener

en cuenta otros factores además del mero hecho de la
situación irregular. Cuando se usen formularios tipo para
las decisiones relativas al retorno, es decir, las decisiones
de retorno, y, si se dictan, las decisiones de prohibición
de entrada y de expulsión, los Estados miembros deben
respetar este principio y dar pleno cumplimiento a todas
las disposiciones aplicables de la presente Directiva.

(7) A fin de facilitar el proceso de retorno se destaca la
necesidad de que haya acuerdos de readmisión comuni­
tarios y bilaterales con terceros países. La cooperación
internacional con los países de origen en todas las fases
del proceso de retorno constituye un requisito previo
para la consecución de un retorno sostenible.

(8) Se reconoce que es legítimo que los Estados miembros
hagan retornar a los nacionales de terceros países en
situación irregular, siempre y cuando existan sistemas
de asilo justos y eficientes que respeten plenamente el
principio de no devolución.

(9) Con arreglo a la Directiva 2005/85/CE del Consejo, de
1 de diciembre de 2005, sobre normas mínimas para los
procedimientos que deben aplicar los Estados miembros
para conceder o retirar la condición de refugiado (2), no
se debe considerar que el nacional de un tercer país que
haya solicitado asilo en un Estado miembro se halla en
situación irregular en el territorio de dicho Estado miem­
bro hasta que entre en vigor una decisión desestimatoria
de la solicitud o que ponga fin a su derecho de estancia
como solicitante de asilo.

(10) En los casos en que no haya razones para creer que con
ello se dificulte el objetivo del procedimiento de retorno,
debe preferirse el retorno voluntario al forzoso y conce­
derse un plazo para la salida voluntaria. Debe preverse
una ampliación del plazo para la salida voluntaria cuando
se considere necesario debido a las circunstancias especí­
ficas del caso concreto. Con objeto de fomentar el re­
torno voluntario, los Estados miembros deben facilitar
una mayor asistencia y asesoramiento para el retorno y
deben hacer el mejor uso posible de las posibilidades de
financiación pertinentes ofrecidas en el marco del Fondo
Europeo para el Retorno.

(11) Debe establecerse un conjunto mínimo común de garan­
tías jurídicas respecto de las decisiones relativas al retorno
para garantizar una protección eficaz de los intereses de
las personas de que se trate. Debe facilitarse la asistencia
jurídica necesaria a aquellas personas que no dispongan
de recursos suficientes. Los Estados miembros deben pre­
ver en su legislación nacional los casos en que se consi­
dera necesaria la asistencia jurídica.

ESL 348/98 Diario Oficial de la Unión Europea 24.12.2008

(1) Dictamen del Parlamento Europeo de 18 de junio de 2008 (no
publicado aún en el Diario Oficial) y Decisión del Consejo de
9 de diciembre de 2008. (2) DO L 326 de 13.12.2005, p. 13.
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(12) Debe abordarse la situación de los nacionales de terceros
países que están en situación irregular pero que todavía
no pueden ser expulsados. Procede definir sus condicio­
nes básicas de subsistencia según la legislación nacional.
Para poder demostrar su situación concreta en el caso de
controles o verificaciones administrativas, es preciso pro­
porcionar a estas personas una confirmación escrita de su
situación. Los Estados miembros deben disfrutar de am­
plia discreción sobre la forma y formato de la confirma­
ción escrita y deben también poder incluirla en las deci­
siones relativas al retorno adoptadas en virtud de la pre­
sente Directiva.

(13) Debe supeditarse expresamente el uso de medidas coer­
citivas a los principios de proporcionalidad y eficacia por
lo que se refiere a los medios utilizados y a los objetivos
perseguidos. Se deben establecer garantías mínimas para
el desarrollo del retorno forzoso, teniendo en cuenta la
Decisión 2004/573/CE del Consejo, de 29 de abril de
2004, relativa a la organización de vuelos conjuntos
para la expulsión, desde el territorio de dos o más Esta­
dos miembros, de nacionales de terceros países sobre los
que hayan recaído resoluciones de expulsión (1). Los Es­
tados miembros deben poder contar con distintas posi­
bilidades para controlar el retorno forzoso.

(14) Debe darse una dimensión europea a los efectos de las
medidas nacionales de retorno, mediante el estableci­
miento de una prohibición de entrada que impida la
entrada y la estancia en el territorio de todos los Estados
miembros. La duración de la prohibición de entrada debe
asimismo determinarse teniendo debidamente en cuenta
todas las circunstancias pertinentes de cada caso indivi­
dual y normalmente no debe exceder de cinco años. A
este respecto, debe tenerse particularmente en cuenta el
hecho de que el nacional de un tercer país en cuestión
haya sido objeto de más de una decisión de retorno u
orden de expulsión o que haya entrado en el territorio de
un Estado miembro estando en vigor una prohibición de
entrada.

(15) Debe corresponder a los Estados miembros decidir si la
revisión de decisiones relativas al retorno implica o no la
potestad para la autoridad o el órgano que las revisa de
sustituir la decisión previa por su propia decisión relativa
al retorno.

(16) El recurso al internamiento a efectos de expulsión se
debe limitar y supeditar al principio de proporcionalidad
por lo que se refiere a los medios utilizados y a los
objetivos perseguidos. Solo se justifica el internamiento
para preparar el retorno o llevar a cabo el proceso de
expulsión, y si la aplicación de medidas menos coercitivas
no es suficiente.

(17) Debe darse a los nacionales de terceros países en régimen
de internamiento un trato digno y humano que respete
sus derechos fundamentales y se ajuste al Derecho inter­
nacional y nacional. Sin perjuicio de la detención inicial
por los servicios policiales, regulada por la legislación

nacional, el internamiento debe llevarse a cabo, por regla
general, en centros especializados de internamiento.

(18) Los Estados miembros deben poder acceder rápidamente
a la información sobre prohibiciones de entrada expedi­
das por otros Estados miembros. Este intercambio de
información debe efectuarse de conformidad con el Re­
glamento (CE) no 1987/2006 del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 20 de diciembre de 2006, sobre el esta­
blecimiento, funcionamiento y utilización del Sistema
de Información de Schengen de segunda generación
(SIS II) (2).

(19) La cooperación entre las instituciones implicadas en el
proceso de retorno en todos sus niveles y el intercambio
y fomento de las mejores prácticas deben acompañar la
ejecución de la presente Directiva y proporcionar un
valor añadido europeo.

(20) Dado que el objetivo de la presente Directiva, a saber, el
establecimiento de normas comunes sobre retorno, ex­
pulsión, uso de medidas coercitivas, internamiento y
prohibición de entrada, no puede ser alcanzado de ma­
nera suficiente por los Estados miembros y, por consi­
guiente, debido a la dimensión y a los efectos de la
presente Directiva, puede lograrse mejor a nivel comuni­
tario, la Comunidad puede adoptar medidas de confor­
midad con el principio de subsidiariedad establecido en el
artículo 5 del Tratado. De conformidad con el principio
de proporcionalidad enunciado en ese mismo artículo, la
presente Directiva no excede de lo necesario para alcan­
zar dicho objetivo.

(21) Los Estados miembros deben aplicar la presente Directiva
sin discriminación alguna por razón de sexo, raza, color,
orígenes étnicos o sociales, características genéticas, len­
gua, religión o convicciones, opiniones políticas o de
cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional,
patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación
sexual.

(22) En consonancia con la Convención sobre los Derechos
del Niño de las Naciones Unidas de 1989, el «interés
superior del niño» debe ser una consideración primordial
de los Estados miembros al aplicar la presente Directiva.
De conformidad con el Convenio Europeo para la Pro­
tección de los Derechos Humanos y de las Libertades
Fundamentales, el respeto de la vida familiar debe ser
una consideración primordial de los Estados miembros
al aplicar la presente Directiva.

(23) La aplicación de la presente Directiva se entiende sin
perjuicio de las obligaciones resultantes de la Convención
de Ginebra sobre el Estatuto de los Refugiados de 28 de
julio de 1951, modificada por el Protocolo de Nueva
York de 31 de enero de 1967.

(24) La presente Directiva respeta los derechos fundamentales
y tiene en cuenta los principios consagrados, en particu­
lar, en la Carta de los Derechos Fundamentales de la
Unión Europea.
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(25) De conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo
sobre la posición de Dinamarca anexo al Tratado de la
Unión Europea y al Tratado constitutivo de la Comuni­
dad Europea, Dinamarca no participa en la adopción de
la presente Directiva y, por lo tanto, no está vinculada
por la misma ni sujeta a su aplicación. Dado que, en la
medida en que se aplica a los nacionales de terceros
países que no cumplen o han dejado de cumplir las
condiciones de entrada de conformidad con el Código
de fronteras Schengen (1), la presente Directiva desarrolla
disposiciones del acervo de Schengen en virtud del título
IV de la tercera parte del Tratado constitutivo de la Co­
munidad Europea, Dinamarca, de conformidad con el
artículo 5 de dicho Protocolo, decidirá en un período
de seis meses a partir de la adopción de la presente
Directiva, si la incorpora a su legislación nacional.

(26) En la medida en que se aplica a los nacionales de terceros
países que no cumplen o han dejado de cumplir las
condiciones de entrada de conformidad con el Código
de fronteras Schengen, la presente Directiva desarrolla
disposiciones del acervo de Schengen en las que Reino
Unido no participa con arreglo a la Decisión
2000/365/CE del Consejo, de 29 de mayo de 2000,
sobre la solicitud del Reino Unido de Gran Bretaña e
Irlanda del Norte de participar en algunas de las dispo­
siciones del acervo de Schengen (2); por otra parte, de
conformidad con los artículos 1 y 2 del Protocolo sobre
la posición del Reino Unido y de Irlanda anejo al Tratado
de la Unión Europea y al Tratado constitutivo de la
Comunidad Europea, y sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 4 de dicho Protocolo, el Reino Unido no
participa en la adopción de la presente Directiva y, por
tanto, no está vinculado por la misma en su totalidad ni
sujeto a su aplicación.

(27) En la medida en que se aplica a los nacionales de terceros
países que no cumplen o han dejado de cumplir las
condiciones de entrada de conformidad con el Código
de fronteras Schengen, la presente Directiva desarrolla
disposiciones del acervo de Schengen en las que Irlanda
no participa con arreglo a la Decisión 2002/192/CE del
Consejo, de 28 de febrero de 2002, sobre la solicitud de
Irlanda de participar en algunas de las disposiciones del
acervo de Schengen (3); por otra parte, de conformidad
con los artículos 1 y 2 del Protocolo sobre la posición
del Reino Unido y de Irlanda anejo al Tratado de la
Unión Europea y al Tratado constitutivo de la Comuni­
dad Europea, y sin perjuicio de lo dispuesto en el ar­
tículo 4 de dicho Protocolo, Irlanda no participa en la
adopción de la presente Directiva y, por tanto, no está
vinculada por la misma en su totalidad ni sujeta a su
aplicación.

(28) Por lo que se refiere a Islandia y Noruega, la presente
Directiva, en la medida en que se aplica a los nacionales
de terceros países que no cumplen o han dejado de

cumplir las condiciones de entrada de conformidad con
el Código de fronteras Schengen, desarrolla disposiciones
del acervo de Schengen en el sentido del Acuerdo cele­
brado por el Consejo de la Unión Europea con la Repú­
blica de Islandia y el Reino de Noruega sobre la asocia­
ción de estos dos Estados a la ejecución, aplicación y
desarrollo del acervo de Schengen, que entran en el ám­
bito mencionado en el punto C del artículo 1 de la
Decisión 1999/437/CE del Consejo (4), sobre determina­
das normas de desarrollo de dicho Acuerdo.

(29) Por lo que se refiere a Suiza, la presente Directiva, en la
medida en que se aplica a los nacionales de terceros
países que no cumplen o han dejado de cumplir las
condiciones de entrada de conformidad con el Código
de fronteras Schengen, desarrolla disposiciones del acervo
de Schengen en el sentido del Acuerdo celebrado entre la
Unión Europea, la Comunidad Europea y la Confedera­
ción Suiza sobre la asociación de la Confederación Suiza
a la ejecución, aplicación y desarrollo del acervo de
Schengen, que entran en el ámbito mencionado en el
punto C del artículo 1 de la Decisión 1999/437/CE, en
relación con el artículo 3 de la Decisión 2008/146/CE
del Consejo (5), sobre la celebración, en nombre de la
Comunidad Europea, de dicho Acuerdo.

(30) Por lo que se refiere a Liechtenstein, la presente Directiva,
en la medida en que se aplica a los nacionales de terceros
países que no cumplen o han dejado de cumplir las
condiciones de entrada de conformidad con el Código
de fronteras Schengen, desarrolla disposiciones del acervo
de Schengen en el sentido del Protocolo entre la Unión
Europea, la Comunidad Europea, la Confederación Suiza
y el Principado de Liechtenstein sobre la adhesión del
Principado de Liechtenstein al Acuerdo entre la Unión
Europea, la Comunidad Europea y la Confederación Suiza
sobre la asociación de la Confederación Suiza a la ejecu­
ción, aplicación y desarrollo del acervo de Schengen, que
entran en el ámbito mencionado en el punto C del ar­
tículo 1 de la Decisión 1999/437/CE, en relación con el
artículo 3 de la Decisión 2008/261/CE del Consejo (6),
sobre la firma, en nombre de la Comunidad Europea, y la
aplicación provisional de algunas disposiciones de dicho
Protocolo.

HAN ADOPTADO LA PRESENTE DIRECTIVA:

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1

Objeto

La presente Directiva establece normas y procedimientos comu­
nes que deberán aplicarse en los Estados miembros para el
retorno de los nacionales de terceros países en situación irregu­
lar, de conformidad con los derechos fundamentales como prin­
cipios generales del Derecho comunitario, así como del Derecho
internacional, incluidas las obligaciones en materia de protec­
ción de los refugiados y de derechos humanos.
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Artículo 2

Ámbito de aplicación

1. La presente Directiva se aplicará a los nacionales de ter­
ceros países en situación irregular en el territorio de un Estado
miembro.

2. Los Estados miembros podrán decidir no aplicar la pre­
sente Directiva a los nacionales de terceros países:

a) a los que se deniegue la entrada con arreglo al artículo 13
del Código de fronteras Schengen, o que sean detenidos o
interceptados por las autoridades competentes con ocasión
del cruce irregular de las fronteras exteriores terrestres, ma­
rítimas o aéreas de un Estado miembro y no hayan obtenido
ulteriormente una autorización o derecho de estancia en
dicho Estado miembro;

b) que estén sujetos a medidas de retorno que sean constitutivas
de sanciones penales o consecuencia de sanciones penales,
con arreglo a la legislación nacional, o que estén sujetos a
procedimientos de extradición.

3. La presente Directiva no se aplicará a los beneficiarios del
derecho comunitario a la libre circulación, con arreglo a la
definición del artículo 2, apartado 5, del Código de fronteras
Schengen.

Artículo 3

Definiciones

A efectos de la presente Directiva, se entenderá por:

1) «nacional de un tercer país» cualquier persona que no sea
ciudadano de la Unión en el sentido del artículo 17, apar­
tado 1, del Tratado y que no sea un beneficiario del derecho
comunitario a la libre circulación con arreglo a la definición
del artículo 2, apartado 5, del Código de fronteras Schengen;

2) «situación irregular» la presencia en el territorio de un Estado
miembro de un nacional de un tercer país que no cumple o
ha dejado de cumplir las condiciones de entrada establecidas
en el artículo 5 del Código de fronteras Schengen u otras
condiciones de entrada, estancia o residencia en ese Estado
miembro;

3) «retorno» el proceso de vuelta de un nacional de un tercer
país, bien sea en acatamiento voluntario de una obligación
de retorno, bien de modo forzoso a:

— su país de origen, o

— un país de tránsito con arreglo a acuerdos de readmisión
comunitarios o bilaterales o de otro tipo, u

— otro tercer país al que el nacional de un tercer país
decida volver voluntariamente y en el cual será admitido;

4) «decisión de retorno» una decisión o acto de naturaleza ad­
ministrativa o judicial por el que se declare irregular la si­
tuación de un nacional de un tercer país y se imponga o
declare una obligación de retorno;

5) «expulsión» la ejecución de la obligación de retornar, es decir,
el transporte físico fuera del Estado miembro;

6) «prohibición de entrada» una decisión o acto de naturaleza
administrativa o judicial por el que se prohíba la entrada y la
estancia en el territorio de los Estados miembros por un
período de tiempo determinado, unida a una decisión de
retorno;

7) «riesgo de fuga» la existencia de motivos en un caso concreto
que se basen en criterios objetivos definidos por ley y que
hagan suponer que un nacional de un tercer país sujeto a
procedimientos de retorno pueda fugarse;

8) «salida voluntaria» el cumplimiento de la obligación de re­
torno en el plazo fijado a tal efecto en la decisión de re­
torno;

9) «personas vulnerables» los menores, los menores no acom­
pañados, las personas discapacitadas, los ancianos, las muje­
res embarazadas, los padres solos con hijos menores y las
personas que hayan padecido tortura, violación u otras for­
mas graves de violencia psicológica, física o sexual.

Artículo 4

Disposiciones más favorables

1. La presente Directiva se entenderá sin perjuicio de las
disposiciones más favorables de:

a) acuerdos bilaterales o multilaterales celebrados entre la Co­
munidad o la Comunidad y sus Estados miembros y uno o
varios terceros países;

b) acuerdos bilaterales o multilaterales concluidos entre uno o
varios Estados miembros y uno o varios terceros países.

2. La presente Directiva se entenderá sin perjuicio de cual­
quier disposición del acervo comunitario en el ámbito de la
inmigración y del asilo que pueda ser más favorable para el
nacional de un tercer país.

3. La presente Directiva se entenderá sin perjuicio del dere­
cho de los Estados miembros a adoptar o mantener disposicio­
nes que sean más favorables para las personas a quienes se
aplica, a condición de que tales disposiciones sean compatibles
con la presente Directiva.
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4. Por lo que respecta a los nacionales de terceros países
excluidos del ámbito de aplicación de la presente Directiva
con arreglo al artículo 2, apartado 2, letra a), los Estados miem­
bros:

a) se asegurarán de que el trato y el nivel de protección no sean
menos favorables que los establecidos en el artículo 8, apar­
tados 4 y 5 (limitaciones al recurso a medidas coercitivas), el
artículo 9, apartado 2, letra a) (aplazamiento de la expul­
sión), el artículo 14, apartado 1, letras b) y d) (asistencia
sanitaria urgente y toma en consideración de las necesidades
de las personas vulnerables) y los artículos 16 y 17 (condi­
ciones del internamiento), y

b) respetarán el principio de no devolución.

Artículo 5

No devolución, interés superior del niño vida familiar y
estado de salud

Al aplicar la presente Directiva, los Estados miembros tendrán
debidamente en cuenta:

a) el interés superior del niño,

b) la vida familiar,

c) el estado de salud del nacional de un tercer país de que se
trate,

y respetarán el principio de no devolución.

CAPÍTULO II

FINALIZACIÓN DE LA SITUACIÓN IRREGULAR

Artículo 6

Decisión de retorno

1. Los Estados miembros dictarán una decisión de retorno
contra cualquier nacional de un tercer país que se encuentre en
situación irregular en su territorio, sin perjuicio de las excepcio­
nes contempladas en los apartados 2 a 5.

2. A los nacionales de terceros países que se encuentren en
situación irregular en el territorio de un Estado miembro y sean
titulares de un permiso de residencia válido u otra autorización
que otorgue un derecho de estancia expedido por otro Estado
miembro se les exigirá que se dirijan de inmediato al territorio
de dicho Estado miembro. En caso de que el nacional de un
tercer país de que se trate no cumpla esta exigencia, o si fuera
necesaria su salida inmediata por motivos de orden público o de
seguridad nacional, se aplicará el apartado 1.

3. Los Estados miembros podrán abstenerse de dictar una
decisión de retorno contra un nacional de un tercer país que
se encuentre en situación irregular en su territorio si otro Estado
miembro se hace cargo del mencionado nacional en virtud de
acuerdos o convenios bilaterales vigentes en la fecha de entrada
en vigor de la presente Directiva. En ese caso, el Estado miem­

bro que se haya hecho cargo del nacional de un tercer país de
que se trate aplicará el apartado 1.

4. Los Estados miembros podrán, en cualquier momento,
decidir conceder a un nacional de un tercer país que se encuen­
tre en situación irregular en su territorio un permiso de resi­
dencia autónomo u otra autorización que otorgue un derecho
de estancia por razones humanitarias o de otro tipo. En este
caso no se dictará ninguna decisión de retorno. De haberse ya
dictado, se revocará la decisión de retorno o se suspenderá
durante el periodo de validez del permiso de residencia o de
otra autorización que otorgue un derecho de estancia.

5. Si el nacional de un tercer país que se halla en situación
irregular en el territorio de un Estado miembro tiene pendiente
un procedimiento pendiente de renovación del permiso de re­
sidencia u otra autorización que otorgue el derecho de estancia,
el Estado miembro considerará la posibilidad de abstenerse de
dictar una decisión de retorno hasta que finalice el procedi­
miento pendiente, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 6.

6. La presente Directiva no impedirá a los Estados miembros
adoptar una decisión sobre la finalización de la situación regu­
lar, unida a una decisión de retorno y/o de expulsión y/o a una
prohibición de entrada, en una única decisión o acto de natu­
raleza administrativa o judicial, si así lo dispone su legislación
nacional, sin perjuicio de las garantías procedimentales previstas
en el Capítulo III y otras disposiciones pertinentes del Derecho
comunitario y nacional.

Artículo 7

Salida voluntaria

1. La decisión de retorno establecerá un plazo adecuado,
cuya duración oscilará entre siete y treinta días, para la salida
voluntaria, sin perjuicio de las excepciones contempladas en los
apartados 2 y 4. Los Estados miembros podrán disponer en su
legislación nacional que este plazo se concederá únicamente a
petición del nacional de un tercer país interesado. En tal caso,
los Estados miembros informarán a los nacionales de terceros
países de que se trate de la posibilidad de presentar una solicitud
en este sentido.

El plazo establecido en el párrafo primero no excluirá la posi­
bilidad para los nacionales de terceros países de una salida anti­
cipada.

2. Los Estados miembros prorrogarán cuando sea necesario
el plazo de salida voluntaria durante un tiempo prudencial,
atendiendo a las circunstancias concretas del caso de que se
trate, como son la duración de la estancia, la existencia de niños
escolarizados y la existencia de otros vínculos familiares y so­
ciales.

3. Durante el plazo de salida voluntaria podrán imponerse
determinadas obligaciones para evitar el riesgo de fuga, tales
como la presentación periódica ante las autoridades, el depósito
de una fianza adecuada, la entrega de documentos o la obliga­
ción de permanecer en un lugar determinado.
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4. Si existiera riesgo de fuga, o si se desestimara una solicitud
de permanencia legal por ser manifiestamente infundada o frau­
dulenta o si la persona de que se trate representara un riesgo
para el orden público, la seguridad pública o la seguridad na­
cional, los Estados miembros podrán abstenerse de conceder un
plazo para la salida voluntaria, o podrán conceder un periodo
inferior a siete días.

Artículo 8

Expulsión

1. Los Estados miembros tomarán todas las medidas necesa­
rias para hacer cumplir la decisión de retorno cuando no se
haya concedido un plazo para la salida voluntaria de conformi­
dad con el artículo 7, apartado 4, o cuando no se haya cum­
plido con la obligación de retorno dentro del plazo para la
salida voluntaria concedido de conformidad con el artículo 7.

2. En caso de que un Estado miembro haya concedido un
plazo para la salida voluntaria de conformidad con el artículo 7,
la decisión de retorno sólo podrá hacerse cumplir una vez haya
expirado dicho plazo, a no ser que durante el mismo surgiera
un riesgo a tenor del artículo 7, apartado 4.

3. Los Estados miembros podrán adoptar por separado una
decisión o acto de naturaleza administrativa o judicial por el
que se ordene la expulsión.

4. En los casos en que los Estados miembros utilicen, como
último recurso, medidas coercitivas para llevar a cabo la expul­
sión de un nacional de un tercer país que se oponga a su
expulsión, tales medidas serán proporcionadas y la fuerza ejer­
cida no irá más allá de lo razonable. Se aplicarán según esta­
blezca la legislación nacional, de conformidad con los derechos
fundamentales y con el debido respeto a la dignidad y la inte­
gridad física del nacional de un tercer país de que se trate.

5. Al llevar a cabo expulsiones por vía aérea, los Estados
miembros tendrán en cuenta las Directrices comunes sobre las
normas de seguridad en las expulsiones conjuntas por vía aérea
anejas a la Decisión 2004/573/CE.

6. Los Estados miembros crearán un sistema eficaz de con­
trol del retorno forzoso.

Artículo 9

Aplazamiento de la expulsión

1. Los Estados miembros aplazarán la expulsión:

a) cuando ésta vulnere el principio de no devolución, o

b) mientras se le otorgue efecto suspensivo de acuerdo con el
artículo 13, apartado 2.

2. Los Estados miembros podrán aplazar la expulsión du­
rante un período oportuno de tiempo, teniendo en cuenta las

circunstancias específicas del caso concreto. En particular, los
Estados miembros tendrán en cuenta:

a) el estado físico o la capacidad mental del nacional de un
tercer país;

b) razones técnicas, tales como la falta de capacidad de trans­
porte o la imposibilidad de ejecutar la expulsión debido a la
falta de identificación.

3. Si se aplaza una expulsión, tal y como se establece en los
apartados 1 y 2, podrán imponerse las obligaciones establecidas
en el artículo 7, apartado 3, al nacional de un tercer país de que
se trate.

Artículo 10

Retorno y expulsión de menores no acompañados

1. Antes de dictar una decisión de retorno respecto de un
menor no acompañado, se concederá la asistencia de los servi­
cios pertinentes distintos de las autoridades encargadas de la
ejecución del retorno, teniendo debidamente en cuenta el interés
superior del niño.

2. Antes de expulsar del territorio de un Estado miembro a
un menor no acompañado, las autoridades de ese Estado miem­
bro se cerciorarán de que será entregado a un miembro de su
familia, a un tutor designado o a unos servicios de acogida
adecuados en el Estado de retorno.

Artículo 11

Prohibición de entrada

1. Las decisiones de retorno deberán ir acompañadas de una
prohibición de entrada:

a) si no se ha concedido ningún plazo para la salida voluntaria,
o

b) si la obligación de retorno no se ha cumplido.

En otros casos, las decisiones de retorno podrán ir acompañadas
de una prohibición de entrada.

2. La duración de la prohibición de entrada se determinará
con la debida consideración de todas las circunstancias perti­
nentes del caso concreto y, en principio, su vigencia no exce­
derá de cinco años. Podrá sin embargo exceder de cinco años si
el nacional de un tercer país representa una amenaza grave para
el orden público, la seguridad pública o la seguridad nacional.

3. Los Estados miembros considerarán la posibilidad de re­
vocar o suspender la prohibición de entrada dictada de confor­
midad con el apartado 1, párrafo segundo, contra un nacional
de un tercer país si éste puede demostrar qua ha abandonado el
territorio del Estado miembro en pleno cumplimiento de una
decisión de retorno.
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Las víctimas de la trata de seres humanos a quienes se haya
concedido un permiso de residencia de conformidad con la
Directiva 2004/81/CE del Consejo, de 29 de abril de 2004,
relativa a la expedición de un permiso de residencia a nacionales
de terceros países que sean víctimas de la trata de seres huma­
nos o hayan sido objeto de una acción de ayuda a la inmigra­
ción ilegal, que cooperen con las autoridades competentes (1) no
estarán sujetas a prohibición de entrada, sin perjuicio de lo
dispuesto en el apartado 1, párrafo primero, letra b), a condi­
ción de que el nacional de un tercer país de que se trate no
represente una amenaza para el orden público, la seguridad
pública o la seguridad nacional.

Los Estados miembros podrán abstenerse de dictar, revocar o
suspender una prohibición de entrada en casos concretos, por
motivos humanitarios.

Los Estados miembros podrán revocar o suspender una prohi­
bición de entrada en casos concretos o para determinados tipos
de casos, por otros motivos.

4. En caso de que un Estado miembro estudie la posibilidad
de expedir un permiso de residencia u otra autorización que
otorgue un derecho de estancia a un nacional de un tercer país
que esté sujeto a una prohibición de entrada dictada por otro
Estado miembro, consultará en primer lugar al Estado miembro
que haya dictado la prohibición de entrada y tendrá en cuenta
sus intereses, de conformidad con el artículo 25 del Convenio
de aplicación del Acuerdo de Schengen (2).

5. Los apartados 1 a 4 se aplicarán sin perjuicio del derecho
a la protección internacional, tal como lo define el artículo 2,
letra a), de la Directiva 2004/83/CE del Consejo, de 29 de abril
de 2004, por la que se establecen normas mínimas relativas a
los requisitos para el reconocimiento y el estatuto de nacionales
de terceros países o apátridas como refugiados o personas que
necesitan otro tipo de protección internacional y al contenido
de la protección concedida (3), en los Estados miembros.

CAPÍTULO III

GARANTÍAS PROCEDIMENTALES

Artículo 12

Forma

1. Las decisiones de retorno y —si se dictan— las decisiones
de prohibición de entrada y de expulsión se dictarán por escrito
y consignarán los fundamentos de hecho y de derecho, así
como información sobre las vías de recurso de que se dispone.

La información sobre los fundamentos de hecho podrá sujetarse
a limitaciones en los casos en que el Derecho nacional permita
la restricción del derecho de información, en particular para
salvaguardar la seguridad nacional, la defensa, la seguridad pú­
blica y para la prevención, investigación, detección y persecu­
ción de delitos.

2. Los Estados miembros proporcionarán, previa petición,
una traducción escrita u oral de los principales elementos de
las decisiones relativas al retorno, conforme a lo dispuesto en el

apartado 1, incluida información sobre las vías de recurso dis­
ponibles, en una lengua que el nacional de un tercer país com­
prenda o pueda suponerse razonablemente que comprende.

3. Los Estados miembros podrán decidir no aplicar el apar­
tado 2 a los nacionales de terceros países que hayan entrado
ilegalmente en el territorio de un Estado miembro y que no
hayan obtenido ulteriormente una autorización o derecho de
estancia en él.

En tales casos, las decisiones relativas al retorno a que se refiere
el apartado 1 se consignarán a través de un formulario tipo
según disponga la legislación nacional.

Los Estados miembros facilitarán folletos informativos generales
en los que se explicarán los principales elementos del formulario
tipo en al menos cinco de las lenguas que con mayor frecuencia
utilicen o comprendan los inmigrantes ilegales que llegan al
Estado miembro de que se trate.

Artículo 13

Vías de recurso

1. Se concederá al nacional de un tercer país de que se trate
el derecho efectivo a interponer recurso contra las decisiones
relativas al retorno o pidiendo que se revisen éstas, conforme a
lo dispuesto en el artículo 12, apartado 1, ante un órgano
jurisdiccional, una autoridad administrativa u otro órgano com­
petente compuesto por miembros imparciales y con garantías
de independencia.

2. La autoridad u órgano mencionados en el apartado 1
serán competentes para revisar las decisiones relativas al retorno
a que se refiere el artículo 12, apartado 1, pudiendo asimismo
suspender temporalmente su ejecución, salvo cuando la suspen­
sión temporal sea ya de aplicación en virtud de la legislación
nacional.

3. El nacional de un tercer país de que se trate tendrá la
posibilidad de obtener asesoramiento jurídico, representación
y, en su caso, asistencia lingüística.

4. Los Estados miembros velarán por que la asistencia jurí­
dica y/o la representación legal necesaria se conceda, previa
solicitud, de forma gratuita con arreglo a la legislación nacional
pertinente o las normas relativas a la asistencia jurídica gratuita,
y podrán disponer que tal asistencia jurídica y/o representación
legal gratuita esté sujeta a las condiciones establecidas en el
artículo 15, apartados 3 a 6, de la Directiva 2005/85/CE.

Artículo 14

Garantías a la espera del retorno

1. Los Estados miembros velarán, con excepción de la situa­
ción cubierta por los artículos 16 y 17, por que se tengan en
cuenta, en la medida de lo posible, los siguientes principios en
relación con los nacionales de terceros países durante el plazo
para la salida voluntaria concedido de conformidad con el ar­
tículo 7 y durante los períodos de aplazamiento de la expulsión
de conformidad con el artículo 9:
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a) mantenimiento de la unidad familiar con los miembros de la
familia presentes en su territorio;

b) prestación de atención sanitaria de urgencia y tratamiento
básico de enfermedades;

c) acceso para los menores, en función de la duración de su
estancia, al sistema de enseñanza básica;

d) consideración hacia las necesidades especiales de las personas
vulnerables.

2. Los Estados miembros proporcionarán a las personas
mencionadas en el apartado 1 confirmación escrita, de confor­
midad con la legislación nacional, de que se ha prorrogado el
plazo para la salida voluntaria, de conformidad con el artículo 7,
apartado 2, o de que la decisión de retorno no se ejecutará
temporalmente.

CAPÍTULO IV

INTERNAMIENTO A EFECTOS DE EXPULSIÓN

Artículo 15

Internamiento

1. Salvo que en el caso concreto de que se trate puedan
aplicarse con eficacia otras medidas suficientes de carácter me­
nos coercitivo, los Estados miembros podrán mantener interna­
dos a los nacionales de terceros países que sean objeto de
procedimientos de retorno, únicamente a fin de preparar el
retorno o llevar a cabo el proceso de expulsión, especialmente
cuando:

a) haya riesgo de fuga, o

b) el nacional de un tercer país de que se trate evite o dificulte
la preparación del retorno o el proceso de expulsión.

Cualquier internamiento será lo más corto posible y sólo se
mantendrá mientras estén en curso y se ejecuten con la debida
diligencia los trámites de expulsión.

2. El internamiento será ordenado por las autoridades admi­
nistrativas o judiciales.

El internamiento será ordenado por escrito indicando los fun­
damentos de hecho y de derecho.

Cuando el internamiento haya sido ordenado por una autoridad
administrativa, los Estados miembros:

a) establecerán un control judicial rápido de la legalidad del
internamiento, que deberá llevarse a cabo lo más rápida­
mente posible desde el comienzo del internamiento, o

b) concederán al nacional de un tercer país de que se trate el
derecho de incoar un procedimiento para que se someta a
control judicial rápido la legalidad de su internamiento, que
deberá llevarse a cabo lo más rápidamente posible desde la
incoación del procedimiento. En este caso, los Estados miem­

bros informarán inmediatamente al nacional de un tercer
país de que se trate sobre la posibilidad de incoar dicho
procedimiento.

El nacional de un tercer país de que se trate será puesto en
libertad inmediatamente si el internamiento es ilegal.

3. En todos los casos, se revisará la medida de internamiento
a intervalos razonables cuando así lo solicite el nacional de un
tercer país de que se trate o de oficio. En caso de periodos de
internamiento prolongados, las revisiones estarán sometidas a la
supervisión de una autoridad judicial.

4. Cuando parezca haber desaparecido la perspectiva razona­
ble de expulsión, bien por motivos jurídicos o por otras consi­
deraciones, o que hayan dejado de cumplirse las condiciones
descritas en el apartado 1, dejará de estar justificado el interna­
miento y la persona de que se trate será puesta en libertad
inmediatamente.

5. El internamiento se mantendrá mientras se cumplan las
condiciones establecidas en el apartado 1 y sea necesario para
garantizar que la expulsión se lleve a buen término. Cada Estado
miembro fijará un período limitado de internamiento, que no
podrá superar los seis meses.

6. Los Estados miembros sólo podrán prorrogar el plazo
previsto en el apartado 5 por un periodo limitado no superior
a doce meses más, con arreglo a la legislación nacional, en los
casos en que, pese a haber desplegado por su parte todos los
esfuerzos razonables, pueda presumirse que la operación de
expulsión se prolongará debido a:

a) la falta de cooperación del nacional de un tercer país de que
se trate, o

b) demoras en la obtención de terceros países de la documen­
tación necesaria.

Artículo 16

Condiciones del internamiento

1. Como norma general, el internamiento se llevará a cabo
en centros de internamiento especializados. En los casos en que
un Estado miembro no pueda proporcionar alojamiento en un
centro de internamiento especializado y tenga que recurrir a un
centro penitenciario, los nacionales de terceros países sujetos al
internamiento estarán separados de los presos ordinarios.

2. Previa petición, se autorizará a los nacionales de terceros
países en régimen de internamiento a que entren en contacto en
el momento oportuno con sus representantes legales, los miem­
bros de su familia y las autoridades consulares competentes.

3. Se prestará particular atención a la situación de las perso­
nas vulnerables. Se les dispensará atención sanitaria de urgencia
y tratamiento básico de las enfermedades.
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4. Las organizaciones y los organismos nacionales, interna­
cionales y no gubernamentales pertinentes y competentes po­
drán visitar los centros de internamiento a que se refiere el
apartado 1, en la medida en que se utilicen para el interna­
miento de nacionales de terceros países con arreglo al presente
capítulo. Tales visitas podrán estar sujetas a autorización previa.

5. Los nacionales de terceros países en régimen de interna­
miento recibirán de forma sistemática información sobre las
normas aplicables en el centro y sobre sus derechos y obliga­
ciones, incluida información sobre su derecho, con arreglo a la
legislación nacional, a ponerse en contacto con las organizacio­
nes y organismos a que se refiere el apartado 4.

Artículo 17

Internamiento de menores y familias

1. Los menores no acompañados y las familias con menores
sólo serán internados como último recurso y ello por el menor
tiempo posible.

2. A las familias internadas en espera de expulsión se les
facilitará alojamiento separado que garantice un grado adecuado
de intimidad.

3. Se dará a los menores internados la posibilidad de parti­
cipar en actividades de ocio, incluidos juegos y actividades re­
creativas adecuados a su edad, y, dependiendo de la duración de
su estancia, tendrán acceso a la educación.

4. A los menores no acompañados se les facilitará, en la
medida de lo posible, alojamiento en instituciones con personal
e instalaciones que tengan en cuenta las necesidades propias de
su edad.

5. El interés superior del niño deberá ser una consideración
de primer orden en el internamiento de los menores en espera
de expulsión.

Artículo 18

Situaciones de emergencia

1. En situaciones en que un número excepcionalmente im­
portante de nacionales de terceros países que deban ser retor­
nados plantee una importante carga imprevista para la capaci­
dad de las instalaciones de internamiento de un Estado miem­
bro o para su personal administrativo o judicial, dicho Estado
miembro podrá, mientras persista dicha situación excepcional,
decidir autorizar períodos más largos para el control judicial que
los establecidos en el artículo 15, apartado 2, párrafo tercero, y
tomar medidas urgentes con respecto a las condiciones de in­
ternamiento que se aparten de las fijadas en el artículo 16,
apartado 1, y en el artículo 17, apartado 2.

2. Cuando recurra a tales medidas excepcionales, el Estado
miembro de que se trate informará a la Comisión. También
informará a la Comisión tan pronto como desaparezcan las
razones que justificaban la aplicación de dichas medidas excep­
cionales.

3. El presente artículo no se interpretará de tal modo que
permita a los Estados miembros apartarse de su obligación
general de tomar todas las medidas adecuadas, generales o par­
ticulares, para garantizar el cumplimiento de sus obligaciones en
virtud de la presente Directiva.

CAPÍTULO V

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 19

Información

La Comisión informará cada tres años al Parlamento Europeo y
al Consejo sobre la aplicación de la presente Directiva en los
Estados miembros y propondrá, en su caso, modificaciones.

La Comisión informará por primera vez a más tardar el 24 de
diciembre de 2013, en cuya ocasión se centrará en particular en
la aplicación en los Estados miembros del artículo 11, del ar­
tículo 13, apartado 4, y del artículo 15. Por lo que respecta al
artículo 13, apartado 4, la Comisión evaluará en particular el
impacto financiero y administrativo adicional en los Estados
miembros.

Artículo 20

Incorporación al Derecho nacional

1. Los Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones
legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar
cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva, a más
tardar, el 24 de diciembre de 2010. Por lo que respecta al
artículo 13, apartado 4, los Estados miembros pondrán en vigor
las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas nece­
sarias para dar cumplimiento a lo establecido en la presente
Directiva, a más tardar, el 24 de diciembre de 2011. Comuni­
carán inmediatamente a la Comisión el texto de dichas dispo­
siciones.

Cuando los Estados miembros adopten dichas disposiciones,
éstas incluirán una referencia a la presente Directiva o irán
acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial. Los
Estados miembros establecerán las modalidades de la mencio­
nada referencia.

2. Los Estados miembros comunicarán a la Comisión el texto
de las principales disposiciones de Derecho interno que adopten
en el ámbito regulado por la presente Directiva.

Artículo 21

Relación con el Convenio de Schengen

La presente Directiva sustituye las disposiciones de los artículos
23 y 24 del Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen.

Artículo 22

Entrada en vigor

La presente Directiva entrará en vigor a los veinte días de su
publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea.
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Artículo 23

Destinatarios

Los destinatarios de la presente Directiva son los Estados miembros con arreglo al Tratado constitutivo de la
Comunidad Europea.

Hecho en Estrasburgo, el 16 de diciembre de 2008.

Por el Parlamento Europeo

El Presidente

H.-G. PÖTTERING

Por el Consejo

El Presidente

B. LE MAIRE
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ALGUNA RESPONSABILIDAD TENDRÁ EL 
MINISTERIO DEL INTERIOR

Ante la tajante afirmación efectuada esta mañana por el Ministro del Interior en sede 
Parlamentaria sobre la inexistencia de cualquier instrucción, circular u orden, verbal o 
escrita  dictada  por  los  responsables  policiales,  que  son  el  Director  General  de  la 
Policía y de la Guardia Civil y el Director Adjunto Operativo para establecer un número 
de detenidos por no tener “papeles”, las organizaciones sindicales queremos matizar:

1º. En fechas recientes remitimos a distintos organismos como Defensor del Pueblo, 
Fiscalías General del Estado y grupos parlamentarios, un documento sobre prácticas 
policiales  que  consideramos  podían  atentar  contra  los  derechos  constitucionales  y 
poner en riesgo la seguridad jurídica de los policías.

2º. Esta información, igualmente, la pusimos de manifiesto al Director General de la 
Policía y de la Guardia Civil y al Director Adjunto Operativo el pasado día 27 de enero 
del año en curso en el seno del Consejo de Policía sin que hasta la fecha, hayan dado 
respuesta alguna.

3º.  Las  prácticas  de  identificaciones indiscriminadas de jóvenes y  extranjeros,  que 
adquieren al producirse el carácter de sospechosos, son producto de instrucciones de 
los  responsables  políticos.  Cuando  menos  del  Director  General  de  la  Policía  y  la 
Guardia  y  del  director  Adjunto  Operativo,  como  decimos,  informados  por  las 
organizaciones sindicales  en  el  seno  del  órgano competente  para  ello,  y  que  son 
transmitidas por la cadena de mando hacia los subordinados (Comisarios Generales, 
Jefes Superiores, etc.)

4º.  Para  actuar  con  rigor  en  este  asunto  hay  que  hacerse,  y  responder,  algunas 
preguntas, como cuántos inmigrantes ilegales se detuvieron el pasado mes de enero 
en España, sobre cuántos de ellos se solicitó el ingreso en CIEs, cuantos ingresaron 
efectivamente y por último, cuántos de ellos fueron expulsados. Con estos datos se 
comprenderá la aberración y absoluta inutilidad que supone usar a los servicios de 
protección  preventiva  y  seguridad  ciudadana  en  una  cuestión  que  es  meramente 
estadística, que no aporta nada a la seguridad de los ciudadanos y que se lleva a cabo 
como estrategia política de este Ministerio.

Alguna responsabilidad tendrá el Ministerio del Interior, que informado de todo esto por 
los sindicatos policiales, no ha hecho nada al respecto hasta que la opinión pública ha 
supuesto una amenaza para el ministerio.

Madrid, 17 de febrero de 2009.

Organizaciones Sindicales  en UNIDAD DE ACCIÓN
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“Declaración de Casa Argentina en Tenerife en 
relación a la reforma de la Ley de Extranjería” 

 
(Diciembre de 2008) 
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ANTE LA NUEVA REFORMA DE LA LEY DE EXTRANJERÍA 
 

La Casa Argentina en Tenerife expresa su rechazo a la profundización de la xenofobia 
institucional que implica esta nueva reforma de la Ley de Extranjería del Estado Español. 
 
La reforma se inscribe en la adecuación de la legislación nacional española a la Directiva 
Europea de la Vergüenza aprobada por el Parlamento Europeo en junio de 2008 y que supuso 
uno de los mayores retrocesos en los derechos humanos de la reciente historia europea y 
mundial. 
 
Esa Directiva, discriminatoria e inaceptable, y de cumplimiento obligatorio por los países 
miembros de la Unión Europea, ya recibió la condena desde innumerables instancias 
nacionales e internacionales e incluso desde la misma Eurocámara en la declaración de la 
Opinión Minoritaria sobre el tema

1
, por su evidente contradicción con el Convenio Europeo para 

la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades fundamentales. 
 
Tal como se recordó en la Cumbre Social de Tucumán 2008, Europa ha sido emisor de 
migrantes en épocas críticas de hambre, guerra y pobreza durante más de un siglo; en su 
proceso de reconstrucción se valió de los migrantes más calificados; en las últimas décadas ha 
promocionado la radicación de sus empresas transnacionales en nuestros países obteniendo 
un lucro extraordinario a través de la explotación de nuestros trabajadores y trabajadoras. 
 
Los gobiernos del MERCOSUR ya se han expedido rechazando esta directiva así como el 
movimiento sindical de las Américas, el Parlamento del MERCOSUR y la sociedad civil 
organizada a través del Foro Consultivo Económico Social del MERCOSUR.  
 
En tal sentido, desde la Casa Argentina en Tenerife seguimos insistiendo en:  
 

 Propiciar la defensa irrestricta de los Derechos Humanos fundamentales. 
 

 Alentar el cierre de esos “guantánamos” o campos de concentración que suponen los 
llamados CIE (Centros de Internamientos de Extranjeros), especialmente el 
ignominioso Campo de “Hoya Fría” de la Isla de Tenerife. 

 

 Promover la investigación a través de instancias internacionales de derechos humanos 
de carácter extracomunitario para la depuración de responsabilidades políticas y 
penales en relación a lo actuado en dichos centros en los últimos años. 

 
                                                           
1 Opinión Minoritaria del Parlamento Europeo:  

 Rechazamos el informe del Sr. Weber porque los nacionales de terceros países, como los 
ciudadanos comunitarios, no deben ser objeto de privación de libertad personal o de pena de 
prisión a causa de una falta administrativa. 

 Los nacionales de terceros países podrían ser objeto de internamiento temporal únicamente si se 
someten a un procedimiento judicial por delitos cometidos dentro de las fronteras de la Unión 
Europea y, en cualquier caso, con idénticas garantías judiciales y procedimentales que los 
ciudadanos de la UE. 

 Además, consideramos que un periodo de privación de libertad de dieciocho meses es inútil, 
excesivo y afecta enormemente el derecho a la libertad personal, defendido en el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades fundamentales. 
Dieciocho meses de privación de libertad para personas que no han cometido un delito entrañan 
de facto la legitimación de una paradoja jurídica. 

 Un periodo injustificadamente prolongado de privación de libertad en condiciones terribles como 
las que se presentan en algunos centros de detención de la UE, visitados por la propia Comisión 
LIBE, no debería autorizarse en ningún caso en nuestra legislación comunitaria. Además, 
consideramos extremadamente urgente llevar a cabo una evaluación detallada de la utilidad y las 
consecuencias del internamiento de inmigrantes en esos centros. 
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 Dar a conocer a nivel de países del MERCOSUR y, fundamentalmente, en sus 
instituciones comunitarias y su Foro Consultivo Económico Social, el creciente proceso 
de xenofobia, racismo y antisemitismo que se viene desarrollando en Europa bajo el 
cobijo y aliento de normas jurídicas como la presente. 

 

 Instar a las autoridades del MERCOSUR a pronunciarse en contra de la profundización 
de la xenofobia institucional que supone esta nueva reforma de la Ley de Extranjería 
española. 

 

 Mantener un contacto permanente con la INADI (Instituto Nacional Contra la 
Discriminación, la Xenofobia y el Racismo) y con la Defensoría General de la Nación de 
Argentina, para coordinar acciones y colaborar con la situación de menores migrantes 
africanos llegados a la República Argentina. En tal sentido se promoverá y difundirá la 
acción desarrollada por la Comisión para la Asistencia Integral y Protección al 
Migrante, Refugiado y Peticionante de Refugio de la Argentina y el sistema de tutores 
públicos para dichos menores establecido por esa Comisión. 

 

 Coordinar acciones con la Fundación Comisión Católica Argentina de Migraciones 
(FCCAM), el Centro Islámico de la República Argentina y la AMIA (Asociación Mutual 
Israelita Argentina) quienes ya vienen trabajando en el tema, para facilitar el arraigo de 
los refugiados africanos en Argentina y que, según estimaciones de ACNUR - 
Argentina, llegaron a ser 900 en 2008, aumento debido a  la creciente xenofobia y 
racismo europeo como al proceso de devastación neocolonial que actualmente sufren 
los países africanos.  

 

 Convocar el estado de alerta y movilización en el marco de la FAMEX (Federación de 
Asociaciones de Migrantes y Extranjeros Extracomunitarios de Tenerife) y demás 
organizaciones de inmigrantes para alentar el pronunciamiento en contra de la 
profundización xenofóbica que implica la nueva reforma de la Ley de Extranjería. 

 

 Dar a conocer al Ministerio de Trabajo e Inmigración nuestro firme desacuerdo en 
haber nombrado como Co-presidente de la Mesa de Diálogo Social, a quién tiene 
causas pendientes en la República Argentina por vaciamiento empresarial y en España 
por la ausencia de información sobre la utilización de fondos proporcionados por la 
SEPI de varios centenares de millones de Euros (aportados, en definitiva, por el sufrido 
contribuyente español).  

 

 Instar a las ONG’s a no colaborar, ya sea por acción u omisión, con los llamados 
Centros de Internamiento de Extranjeros o “Guantánamos” o Campos de 
Concentración tal como es propiciado por la nueva reforma de la Ley, por suponer no 
solo una tercerización de funciones propias del Estado sino por la contradicción ética 
insalvable en relación a la protección de los derechos humanos fundamentales que 
supone la existencia misma de esos Centros.  

 

 Asimismo, apelamos a la solidaridad del pueblo español y canario ante el creciente 
proceso de xenofobia cobijado por normas jurídicas excluyentes como la presente. 
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“Los Fernando Escandón en el Senado” 
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La portavoz socialista en el Senado, Matilde Fernández, defendiendo la ampliación del 
internamiento a sesenta días 

 
 
Y en relación a lo que me ha planteado la senadora de Izquierda Unida (Rumores.)…, perdón, de  
Convergencia i Unió… Es que resulta tan duro hablar de cosas tan técnicas en una comisión, que es mejor 
hablar de política y de valores. Pues bien, en cuando a la enmienda número 284 del Grupo Parlamentario 
Catalán en el Senado de Convergència i Unió, queremos pedirle que la retire, señoría. 
 
El Grupo Parlamentario Socialista sabemos que se ha convertido en algo así como la guinda de la tarta. 
De hecho todos estamos recibiendo el comentario por parte de organizaciones no gubernamentales, de 
letrados, de profesores de Código Penal, de Derecho Internacional, de que se renuncie a la permanencia 
de sesenta días en un CIE ampliación que, por cierto, es la opción mínima elegida por nuestro país ya que 
el resto de países han ampliado muchísimo más la permanencia en los centros.  
 
Creo que el Ministerio del Interior ha comentado a todos los grupos que en el fondo se trata de una 
ampliación que se convierte en una garantía, porque a la hora de devolución de ciudadanos que han 
entrado de forma irregular en el país, nos cuesta mucho firmar convenios con esos otros países, y cuando 
eso se consigue, resulta que a veces te dicen que solo se admiten media docena cada semana o dos 
docenas al mes.  
 
Disponer de treinta días más es quizá poder resolver un problema. Y es que si no, señorías, ¿qué está 
pasando en este momento? Pues que hay personas que salen de los CIE a los cuarenta días, que pasan 
tres, cuatro días o una semana en una organización no gubernamental recibiendo la solidaridad, y que al 
día siguiente están en la calle como irregulares y acaban siendo detectados por los fuerzas y cuerpos de 
seguridad del Estado y devueltos a otro CIE otros cuarenta días para volver a repetir la mismo historia. Y si 
no —tengo que decirlo—, a veces se quedan en la calle con imposibilidad de reiniciar su documentación 
para regularizar su trabajo y todo lo demás.  
 
Es decir, señorías, aunque esto sea percibido por organizaciones, por profesionales del Derecho, como 
una decisión dura, debo decir que también muchas organizaciones profesionales del Derecho y grupos 
políticos han visto que en el fondo esto es una garantía. Si no, nos estaríamos encontrando con la realidad 
de un papeleo jurídico a partir del día cuarenta y uno y todos interpretando qué excepcionalidad se puede 
aceptar, con qué país, con qué ciudadanos sí o con qué ciudadanos no. 
 
Reconozco que a veces en política hay cosas que se convierten en estigmas. Ustedes me pueden decir 
que es mejor resolverlo, pero, como digo, a veces en política conviene decir con rigor: yo estoy 
garantizando más seguridad ciudadana, más calidad de vida y más seguridad a la persona, a la que le dejo 
el mensaje claro de que si viene de forma regular su permanencia en el país tendrá muchísimas más 
posibilidades que si viene de forma irregular y vive condenado a estar entrando y saliendo de los CIE cada 
equis días. 
 
Comisión de Trabajo e Inmigración del Senado, 12 de noviembre de 2009 
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Ley 25.871  

Política Migratoria Argentina. Derechos y obligaciones de los extranjeros. Atribuciones 
del Estado. Admisión de extranjeros a la República Argentina y sus excepciones. Ingreso 
y egreso de personas. Obligaciones de los medios de transporte internacional. 
Permanencia de los extranjeros. Legalidad e ilegalidad de la permanencia.Régimen de 
los recursos.Competencia.Tasas.Argentinos en el exterior.Autoridad de 

aplicación.Disposiciones complementarias y transitorias.  

Sancionada:Diciembre 17 de 2003.  

Promulgada de hecho:Enero 20 de 2004.  

El Senado y Cámara de Diputados  
de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 

sancionan con fuerza de Ley:  

LEY DE MIGRACIONES TITULO PRELIMINAR POLITICA MIGRATORIA ARGENTINA 
CAPITULO I AMBITO DE APLICACION 
 
ARTICULO 1° — La admisión, el ingreso, la permanencia y el egreso de personas se rigen por 
las disposiciones de la presente ley y su reglamentación. 
 
ARTICULO 2° — A los fines de la presente ley se entiende por “inmigrante” todo aquel 
extranjero que desee ingresar, transitar, residir o establecerse definitiva, temporaria o 
transitoriamente en el país conforme a la legislación vigente. 
 
CAPITULO II PRINCIPIOS GENERALES 
 
ARTICULO 3° — Son objetivos de la presente ley: 
 
a) Fijar las líneas políticas fundamentales y sentar las bases estratégicas en materia migratoria, 
y dar cumplimiento a los compromisos internacionales de la República en materia de derechos 
humanos, integración y movilidad de los migrantes; 
 
b) Contribuir al logro de las políticas demográficas que establezca el Gobierno Nacional con 
respecto a la magnitud, tasa de crecimiento y distribución geográfica de la población del país; 
c) Contribuir al enriquecimiento y fortalecimiento del tejido cultural y social del país: 
 
d) Garantizar el ejercicio del derecho a la reunificación familiar; 
 
e) Promover la integración en la sociedad argentina de las personas que hayan sido admitidas 
como residentes permanentes; 
 
f) Asegurar a toda persona que solicite ser admitida en la República Argentina de manera 
permanente o temporaria, el goce de criterios y procedimientos de admisión no discriminatorios 
en términos de los derechos y garantías establecidos por la Constitución Nacional, los tratados 
internacionales, los convenios bilaterales vigentes y las leyes; 
 
g) Promover y difundir las obligaciones, derechos y garantías de los migrantes, conforme a lo 
establecido en la Constitución Nacional, los compromisos internacionales y las leyes, 
manteniendo en alto su tradición humanitaria y abierta con relación a los migrantes y sus 
familias; 
 
h) Promover la inserción e integración laboral de los inmigrantes que residan en forma legal 
para el mejor aprovechamiento de sus capacidades personales y laborales a fin de contribuir al 
desarrollo económico y social de país; 
 
i) Facilitar la entrada de visitantes a la República Argentina para los propósitos de impulsar el 
comercio, el turismo, las actividades culturales, científicas, tecnológicas y las relaciones 
internacionales; 
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j) Promover el orden internacional y la justicia, denegando el ingreso y/o la permanencia en el 
territorio argentino a personas involucradas en actos reprimidos penalmente por nuestra 
legislación; 
 
k) Promover el intercambio de información en el ámbito internacional, y la asistencia técnica y 
capacitación de los recursos humanos, para prevenir y combatir eficazmente a la delincuencia 
organizada trasnacional. 
 
TITULO I DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS EXTRANJEROS CAPITULO I DE 
LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS EXTRANJEROS 
 
ARTICULO 4° — El derecho a la migración es esencial e inalienable de la persona y la 
República Argentina lo garantiza sobre la base de los principios de igualdad y universalidad. 
 
ARTICULO 5° — El Estado asegurará las condiciones que garanticen una efectiva igualdad de 
trato a fin de que los extranjeros puedan gozar de sus derechos y cumplir con sus obligaciones, 
siempre que satisfagan las condiciones establecidas para su ingreso y permanencia, de 
acuerdo a las leyes vigentes. 
 
ARTICULO 6° — El Estado en todas sus jurisdicciones, asegurará el acceso igualitario a los 
inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los 
que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, 
educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social. 
 
ARTICULO 7° — En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su 
admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea este público o privado; 
nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. 
 
Las autoridades de los establecimientos educativos deberán brindar orientación y 
asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la 
irregularidad migratoria. 
 
ARTICULO 8° — No podrá negársele o restringírsele en ningún caso, el acceso al derecho a la 
salud, la asistencia social o atención sanitaria a todos los extranjeros que lo requieran, 
cualquiera sea su situación migratoria. 
 
Las autoridades de los establecimientos sanitarios deberán brindar orientación y asesoramiento 
respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria. 
 
ARTICULO 9° — Los migrantes y sus familiares tendrán derecho a que el Estado les 
proporcione información acerca de: 
 
a) Sus derechos y obligaciones con arreglo a la legislación vigente; 
 
b) Los requisitos establecidos para su admisión, permanencia y egreso; 
 
c) Cualquier otra cuestión que le permita o facilite cumplir formalidades administrativas o de 
otra índole en la República Argentina. 
 
La autoridad de aplicación adoptará todas las medidas que considere apropiadas para difundir 
la información mencionada y, en el caso de los trabajadores migrantes y sus familias, velará 
asimismo porque sea suministrada por empleadores, sindicatos u otros órganos o instituciones. 
 
La información requerida será brindada gratuitamente a los extranjeros que la soliciten y, en la 
medida de lo posible, en un idioma que puedan entender. 
 
ARTICULO 10.— El Estado garantizará el derecho de reunificación familiar de los inmigrantes 
con sus padres, cónyuges, hijos solteros menores o hijos mayores con capacidades diferentes. 
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ARTICULO 11.— La República Argentina facilitará, de conformidad con la legislación nacional 
y provincial en la materia, la consulta o participación de los extranjeros en las decisiones 
relativas a la vida pública y a la administración de las comunidades locales donde residan. 
 
ARTICULO 12.— El Estado cumplimentará todo lo establecido en las convenciones 
internacionales y todas otras que establezcan derechos y obligaciones de los migrantes, que 
hubiesen sido debidamente ratificadas. 
 
ARTICULO 13.— A los efectos de la presente ley se considerarán discriminatorios todos los 
actos u omisiones determinados por motivos tales como etnia, religión, nacionalidad, ideología, 
opinión política o gremial, sexo, género, posición económica o caracteres físicos, que 
arbitrariamente impidan, obstruyan, restrinjan o de algún modo menoscaben el pleno ejercicio 
sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la 
Constitución Nacional, los Tratados Internacionales y las leyes. 
 
ARTICULO 14.— El Estado en todas sus jurisdicciones, ya sea nacional, provincial o municipal, 
favorecerá las iniciativas tendientes a la integración de los extranjeros en su comunidad de 
residencia, especialmente las tendientes a: 
 
a) La realización de cursos de idioma castellano en las escuelas e instituciones culturales 
extranjeras legalmente reconocidas; 
 
b) La difusión de información útil para la adecuada inserción de los extranjeros en la sociedad 
argentina, en particular aquella relativa a sus derechos y obligaciones; 
 
c) Al conocimiento y la valoración de las expresiones culturales, recreativas, sociales, 
económicas y religiosas de los inmigrantes; 
 
d) La organización de cursos de formación, inspirados en criterios de convivencia en una 
sociedad multicultural y de prevención de comportamientos discriminatorios, destinados a los 
funcionarios y empleados públicos y de entes privados. 
 
ARTICULO 15.— Los extranjeros que sean admitidos en el país como “residentes 
permanentes” podrán introducir sus efectos personales, artículos para su hogar y automóvil, 
libres del pago de impuestos, recargos, tasas de importación y contribuciones de cualquier 
naturaleza, con los alcances y hasta el monto que determine el Poder Ejecutivo. 
 
ARTICULO 16.— La adopción por el Estado de todas las medidas necesarias y efectivas para 
eliminar la contratación laboral en el territorio nacional de inmigrantes en situación irregular, 
incluyendo la imposición de sanciones a los empleadores, no menoscabará los derechos de los 
trabajadores inmigrantes frente a sus empleadores en relación con su empleo. 
 
ARTICULO 17.— El Estado proveerá lo conducente a la adopción e implementación de 
medidas tendientes a regularizar la situación migratoria de los extranjeros. 
 
CAPITULO II DE LAS OBLIGACIONES DE LOS INMIGRANTES Y ATRIBUCIONES DEL 
ESTADO 
 
ARTICULO 18.— Sin perjuicio de los derechos enumerados en la presente ley, los migrantes 
deberán cumplir con las obligaciones enunciadas en la Constitución Nacional, los Tratados 
Internacionales adheridos y las leyes vigentes. 
 
ARTICULO 19.— Respecto de cualquier extranjero, la República Argentina podrá orientarlo con 
respecto a: 
 
a) El acceso a categorías limitadas de empleo, funciones, servicios o actividades, cuando ello 
sea necesario en beneficio del Estado; 
 
b) La elección de una actividad remunerada de conformidad con la legislación relativa a las 
condiciones de reconocimiento de calificaciones profesionales adheridas fuera del territorio; 
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c) Las condiciones por las cuales, habiendo sido admitido para ejercer un empleo, pueda luego 
ser autorizado a realizar trabajos por cuenta propia, teniendo en consideración el período de 
residencia legal en el país y las demás condiciones establecidas en la reglamentación. 
 
TITULO II DE LA ADMISION DE EXTRANJEROS A LA REPUBLICA ARGENTINA Y SUS 
EXCEPCIONES CAPITULO I DE LAS CATEGORIAS Y PLAZOS DE ADMISION 
 
ARTICULO 20.— Los extranjeros serán admitidos para ingresar y permanecer en el país en las 
categorías de “residentes permanentes”, “residentes temporarios”, o “residentes transitorios”. 
 
Hasta tanto se formalice el trámite correspondiente, la autoridad de aplicación podrá conceder 
una autorización de “residencia precaria”, que será revocable por la misma, cuando se 
desnaturalicen los motivos que se tuvieron en cuenta para su otorgamiento. 
 
Su validez será de hasta ciento ochenta (180) días corridos, pudiendo ser renovables hasta la 
resolución de la admisión solicitada, y habilitará a sus titulares para permanecer, salir y 
reingresar al territorio nacional, trabajar y estudiar durante su período de vigencia. 
 
La extensión y renovación de “residencia precaria” no genera derecho a una resolución 
favorable respecto de la admisión solicitada. 
 
ARTICULO 21.— Las solicitudes de ingreso al país que se peticionen en el territorio nacional o 
en el extranjero, deberán formalizarse en las condiciones de la presente ley. 
 
ARTICULO 22.— Se considerará “residente permanente” a todo extranjero que, con el 
propósito de establecerse definitivamente en el país, obtenga de la Dirección Nacional de 
Migraciones una admisión en tal carácter. 
 
Asimismo, se considerarán residentes permanentes los inmigrantes parientes de ciudadanos 
argentinos, nativos o por opción, entendiéndose como tales al cónyuge, hijos y padres. 
 
A los hijos de argentinos nativos o por opción que nacieren en el extranjero se les reconoce la 
condición de residentes permanentes. 
 
Las autoridades permitirán su libre ingreso y permanencia en el territorio. 
 
ARTICULO 23.— Se considerarán “residentes temporarios” todos aquellos extranjeros que, 
bajo las condiciones que establezca la reglamentación, ingresen al país en las siguientes 
subcategorías: 
 
a) Trabajador migrante: quien ingrese al país para dedicarse al ejercicio de alguna actividad 
lícita, remunerada, con autorización para permanecer en el país por un máximo de tres (3) 
años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples, con permiso para trabajar bajo relación de 
dependencia; 
 
b) Rentista: quien solvente su estadía en el país con recursos propios traídos desde el exterior, 
de las rentas que éstos produzcan o de cualquier otro ingreso lícito proveniente de fuentes 
externas. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con 
entradas y salidas múltiples; 
 
c) Pensionado:quien perciba de un gobierno o de organismos internacionales o de empresas 
particulares por servicios prestados en el exterior, una pensión cuyo monto le permita un 
ingreso pecuniario regular y permanente en el país.Podrá concederse un término de residencia 
de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples; 
 
d) Inversionista:quien aporte sus propios bienes para realizar actividades de interés para el 
país. Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con 
entradas y salidas múltiples; 
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e) Científicos y personal especializado quienes se dediquen a actividades científicas, de 
investigación, técnicas, o de asesoría, contratados por entidades públicas o privadas para 
efectuar trabajos de su especialidad. 
 
De igual forma, directivos, técnicos y personal administrativo de entidades públicas o privadas 
extranjeras de carácter comercial o industrial, trasladados desde el exterior para cubrir cargos 
específicos en sus empresas y que devenguen honorarios o salarios en la República Argentina. 
 
Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas 
y salidas múltiples; 
 
f) Deportistas y artistas: contratados en razón de su especialidad por personas físicas o 
jurídicas que desarrollan actividades en el país. 
 
Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas 
y salidas múltiples; 
 
g) Religiosos de cultos reconocidos oficialmente, con personería jurídica expedida por el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, que ingresen al país para 
desarrollar en forma exclusiva actividades propias de su culto. 
 
Podrá concederse un término de residencia de hasta tres (3) años, prorrogables, con entradas 
y salidas múltiples; 
 
h) Pacientes bajo tratamientos médicos: para atender problemas de salud en establecimientos 
sanitarios públicos o privados, con autorización para permanecer en el país por un año, 
prorrogable, con entradas y salidas múltiples. En caso de personas menores de edad, 
discapacitados o enfermos que por la importancia de su patología debieran permanecer con 
acompañantes, esta autorización se hará extensiva a los familiares directos, representante 
legal o curador; 
 
i) Académicos:para quienes ingresen al país en virtud de acuerdos académicos celebrados 
entre instituciones de educación superior en áreas especializadas, bajo la responsabilidad del 
centro superior contratante. 
 
Su vigencia será por el término de hasta un (1) año, prorrogable por idéntico período cada uno, 
con autorización de entradas y salidas múltiples; 
 
j) Estudiantes: quienes ingresen al país para cursar estudios secundarios, terciarios, 
universitarios o especializados reconocidos, como alumnos regulares en establecimientos 
educativos públicos o privados reconocidos oficialmente, con autorización para permanecer en 
el país por dos (2) años, prorrogables, con entradas y salidas múltiples. 
 
El interesado deberá demostrar la inscripción en la institución educativa en la que cursará sus 
estudios y, para las sucesivas renovaciones, certificación de su condición de estudiante 
regular; 
 
k) Asilados y refugiados: Aquellos que fueren reconocidos como refugiados o asilados se les 
concederá autorización para residir en el país por el término de dos (2) años, prorrogables 
cuantas veces la autoridad de aplicación en materia de asilo y refugio lo estime necesario, 
atendiendo a las circunstancias que determine la legislación vigente en la materia; 
 
l) Nacionalidad:Ciudadanos nativos de Estados Parte del MERCOSUR, Chile y Bolivia, con 
autorización para permanecer en el país por dos (2) años, prorrogables con entradas y salidas 
múltiples; 
 
m) Razones Humanitarias: Extranjeros que invoquen razones humanitarias que justifiquen a 
juicio de la Dirección Nacional de Migraciones un tratamiento especial; 
 
n) Especiales: Quienes ingresen al país por razones no contempladas en los incisos anteriores 
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y que sean consideradas de interés por el Ministerio del Interior y el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, Comercio Internacional y Culto. 
 
ARTICULO 24.— Los extranjeros que ingresen al país como “residentes transitorios” podrán 
ser admitidos en algunas de las siguientes subcategorías: 
 
a) Turistas; b) Pasajeros en tránsito; c) Tránsito vecinal fronterizo; d) Tripulantes del transporte 
internacional; e) Trabajadores migrantes estacionales; f) Académicos; g) Tratamiento Médico; 
h) Especiales: 
 
Extranjeros que invoquen razones que justifiquen a juicio de la Dirección Nacional de 
Migraciones un tratamiento especial. 
 
ARTICULO 25.— Los extranjeros admitidos en el país como “residentes temporarios” o 
“residentes transitorios” podrán permanecer en el territorio nacional durante el plazo de 
permanencia autorizado, con sus debidas prórrogas, debiendo abandonar el mismo al expirar 
dicho plazo. 
 
ARTICULO 26.— El procedimiento, requisitos y condiciones para ingresar al país, según las 
categorías y subcategorías mencionadas, serán fijados en el Reglamento de Migraciones. 
 
Si por responsabilidad del organismo interviniente, los trámites demoraran más de lo 
estipulado, la Dirección Nacional de Migraciones deberá tomar todos los recaudos pertinentes 
a fin de evitar que los extranjeros, a la espera de la regularización de su residencia en el país, 
tengan inconvenientes derivados de tal demora. 
 
ARTICULO 27.— Quedan excluidos del ámbito de aplicación de esta ley, a condición de 
reciprocidad, los extranjeros que fueren: 
 
a) Agentes diplomáticos y los funcionarios consulares acreditados en la República, así como 
los demás miembros de las Misiones diplomáticas permanentes o especiales y de las oficinas 
consulares y sus familiares que, en virtud de las normas del Derecho Internacional, estén 
exentos de las obligaciones relativas a la obtención de una categoría migratoria de admisión; 
 
b) Representantes y delegados, así como los demás miembros y sus familiares de las Misiones 
permanentes o de las Delegaciones ante los Organismos Intergubernamentales con sede en la 
República o en Conferencias Internacionales que se celebren en ella; 
 
c) Funcionarios destinados en Organizaciones Internacionales o Intergubernamentales con 
sede en la República, así como sus familiares, a quienes los Tratados en los que la República 
sea parte eximan de la obligación de visación consular; 
 
d) Titulares de visas argentinas diplomáticas, oficiales o de cortesía. 
 
De no mediar Convenio o Tratado celebrado por la República, la admisión, ingreso, 
permanencia y egreso de los extranjeros contemplados en el presente artículo se regirán por 
las disposiciones que al efecto establezca el Poder Ejecutivo nacional. 
 
En los casos previstos en el presente artículo la Dirección Nacional de Migraciones se limitará 
al contralor de la documentación en el momento del ingreso o del egreso, dejando constancia 
en la misma del carácter del ingreso; de la fecha del egreso y del plazo de permanencia en la 
República. 
 
ARTICULO 28.— Los extranjeros incluidos en Acuerdos o Convenios de Migraciones 
suscriptos por la República Argentina se regirán por lo dispuesto en los mismos y por esta ley, 
en el supuesto más favorable para la persona migrante. 
 
El principio de igualdad de trato no se considerará afectado por la posibilidad que tiene el 
Estado, conforme a los procedimientos establecidos en la Constitución y las leyes, de firmar 
acuerdos bilaterales de alcance general y parcial, que permitan atender fenómenos 
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específicos, como el de la migración laboral fronteriza, ni por la posibilidad de establecer 
esquemas diferenciados de tratamiento entre los países que con la Argentina forman parte de 
una región respecto de aquellos países que resulten terceros dentro del proceso de 
regionalización, priorizando las medidas necesarias para el logro del objetivo final de la libre 
circulación de personas en el MERCOSUR. 
 
CAPITULO II DE LOS IMPEDIMENTOS 
 
ARTICULO 29.— Serán causas impedientes del ingreso y permanencia de extranjeros al 
Territorio Nacional: 
 
a) La presentación ante la autoridad de documentación nacional o extranjera material o 
ideológicamente falsa o adulterada. 
 
El hecho será sancionado con una prohibición de reingreso por un lapso mínimo de cinco (5) 
años; 
 
b) Tener prohibido el ingreso, haber sido objeto de medidas de expulsión o de prohibición de 
reingreso, hasta tanto las mismas no hayan sido revocadas o se hubiese cumplido el plazo 
impuesto al efecto; 
 
c) Haber sido condenado o estar cumpliendo condena, en la Argentina o en el exterior, o tener 
antecedentes por tráfico de armas, de personas, de estupefacientes o por lavado de dinero o 
inversiones en actividades ilícitas o delito que merezca para la legislación argentina pena 
privativa de la libertad de tres (3) años o más; 
 
d) Haber incurrido o participado en actos de gobierno o de otro tipo, que constituyan genocidio, 
crímenes de guerra, actos de terrorismo o delitos de lesa humanidad y de todo otro acto 
susceptible de ser juzgado por el Tribunal Penal Internacional; 
 
e) Tener antecedentes por actividades terroristas o por pertenecer a organizaciones nacional o 
internacionalmente reconocidas como imputadas de acciones susceptibles de ser juzgadas por 
el Tribunal Penal Internacional o por la ley 23.077, de Defensa de la Democracia; 
 
f) Haber sido condenado en la Argentina o tener antecedentes por promover o facilitar, con 
fines de lucro, el ingreso, la permanencia o el egreso ilegales de extranjeros en el Territorio 
Nacional; 
 
g) Haber sido condenado en la Argentina o tener antecedentes por haber presentado 
documentación material o ideológicamente falsa, para obtener para sí o para un tercero un 
beneficio migratorio; 
 
h) Promover la prostitución; lucrar con ello; haber sido condenado o tener antecedentes, en la 
Argentina o en el exterior por haber promovido la prostitución; por lucrar con ello o por 
desarrollar actividades relacionadas con el tráfico o la explotación sexual de personas; 
 
i) Intentar ingresar o haber ingresado al Territorio Nacional eludiendo el control migratorio o por 
lugar o en horario no habilitados al efecto; 
 
j) Constatarse la existencia de alguno de los impedimentos de radicación establecidos en la 
presente ley; k) El incumplimiento de los requisitos exigidos por la presente ley. 
 
En el caso del inciso a) el Gobierno Federal se reserva la facultad de juzgar a la persona en la 
República cuando el hecho pueda relacionarse con cuestiones relativas a la seguridad del 
Estado, a la cooperación internacional o resulte posible vincular al mismo o a los hechos que 
se le imputen con otras investigaciones sustanciadas en el Territorio Nacional. 
 
La Dirección Nacional de Migraciones, previa intervención del Ministerio del Interior, podrá 
admitir, excepcionalmente, por razones humanitarias o de reunificación familiar, en el país en 
las categorías de residentes permanentes o temporarios, mediante resolución fundada en cada 
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caso particular, a los extranjeros comprendidos en el presente artículo. 
 
CAPITULO III DE LOS DOCUMENTOS 
ARTICULO 30.— Podrán obtener el Documento Nacional de Identidad, los extranjeros con 
residencia permanente o temporaria. 
 
ARTICULO 31.— Los solicitantes de refugio o asilo, con autorización de residencia precaria, 
podrán obtener su Documento Nacional de Identidad una vez reconocidos como “refugiados” o 
“asilados” por la autoridad competente. 
 
ARTICULO 32.— Cuando se trate de extranjeros autorizados en calidad de “residentes 
temporarios’’ el Documento Nacional de Identidad se expedirá por el mismo plazo que 
corresponda a la subcategoría migratoria otorgada, renovable conforme a las prórrogas que se 
autoricen. 
 
ARTICULO 33.— En los casos precedentes, en el documento identificatorio a otorgarse, 
deberá dejarse expresa y visible constancia de: 
 
a) La nacionalidad del titular; 
 
b) El carácter permanente o temporario de la residencia en el país; 
 
c) Actuación en la que se otorgó el beneficio y número de resolución; 
 
d) Plazo de la residencia autorizada y vencimiento. 
 
TITULO III DEL INGRESO Y EGRESO DE PERSONAS CAPITULO I DEL INGRESO Y 
EGRESO 
ARTICULO 34.— El ingreso y egreso de personas al territorio nacional se realizará 
exclusivamente por los lugares habilitados por la Dirección Nacional de Migraciones, sean 
éstos terrestres, fluviales, marítimos o aéreos, oportunidad y lugar en que serán sometidos al 
respectivo control migratorio. 
 
Se podrá autorizar la entrada al país de los extranjeros que no reúnan los requisitos 
establecidos en la ley y su reglamentación, cuando existan razones excepcionales de índole 
humanitaria, interés público o cumplimiento de compromisos adquiridos por la Argentina. 
 
ARTICULO 35.— En el supuesto de arribar una persona al territorio de la República con un 
documento extranjero destinado a acreditar su identidad que no cumpliera las condiciones 
previstas en la legislación vigente, y en tanto no se trate de un reingreso motivado por un 
rechazo de un tercer país, se procederá al inmediato rechazo en frontera impidiéndosele el 
ingreso al territorio nacional. 
 
Aquellos rechazos que se produjeran motivados en la presentación de documentación material 
o ideológicamente falsa o que contengan atestaciones apócrifas implicarán una prohibición de 
reingreso de cinco (5) años. 
 
Sin perjuicio de los procedimientos previstos en el presente artículo, el Gobierno Nacional se 
reserva la facultad de denunciar el hecho ante la Justicia Federal cuando se encuentren en 
juego cuestiones relativas a la seguridad del Estado, a la cooperación internacional, o resulte 
posible vincular al mismo o a los hechos que se le imputen, con otras investigaciones 
sustanciadas en el territorio nacional. 
 
Cuando existiera sospecha fundada que la real intención que motiva el ingreso difiere de la 
manifestada al momento de obtener la visa o presentarse ante el control migratorio; y hasta 
tanto se corrobore la misma, no se autorizará su ingreso al territorio argentino y deberá 
permanecer en las instalaciones del punto de ingreso. 
 
Si resultare necesario para preservar la salud e integridad física de la persona, la autoridad 
migratoria, reteniendo la documentación de la misma, le otorgará una autorización provisoria de 
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permanencia que no implicará ingreso legal a la República Argentina. 
 
Asimismo se comunicará a la empresa transportadora que se mantiene vigente su obligación 
de reconducción hasta tanto la autorización provisoria de permanencia sea transformada en 
ingreso legal. 
 
Si tras la corroboración se confirmara el hecho se procederá a la inmediata cancelación de la 
autorización provisoria de permanencia y al rechazo del extranjero. 
 
Las decisiones adoptadas en virtud de las previsiones contenidas en los párrafos primero y 
segundo del presente artículo sólo resultarán recurribles desde el exterior, mediante 
presentación efectuada por el extranjero ante las delegaciones diplomáticas argentinas o las 
oficinas en el extranjero de la Dirección Nacional de Migraciones, desde donde se harán llegar 
a la sede central de la Dirección Nacional de Migraciones. 
 
El plazo para presentar el recurso será de quince (15) días a contar del momento del rechazo. 
 
ARTICULO 36.— La autoridad migratoria podrá impedir la salida del país a toda persona que 
no se encuentre en posesión de la documentación necesaria, conforme a lo dispuesto por esta 
ley y su reglamentación. 
 
ARTICULO 37.— El extranjero que ingrese a la República por lugar no habilitado a tal efecto, o 
eludiendo cualquier forma de contralor migratorio, será pasible de expulsión en los términos y 
condiciones de la presente ley. 
 
CAPITULO II DE LAS OBLIGACIONES DE LOS MEDIOS DE TRANSPORTE 
INTERNACIONAL 
ARTICULO 38.— El capitán, comandante, armador, propietario, encargado o responsable de 
todo medio de transporte de personas, para o desde la República, ya sea marítimo, fluvial, 
aéreo o terrestre, y las compañías, empresas o agencias propietarias, explotadoras o 
consignatarias de un medio de transporte serán responsables solidariamente de la conducción 
y transporte de pasajeros y tripulantes en condiciones reglamentarias. 
 
ARTICULO 39.— De igual forma y modo, los mencionados en el artículo anterior, serán 
responsables por el cuidado y custodia de los pasajeros y tripulantes, hasta que hayan pasado 
el examen de contralor migratorio y hayan ingresado en la República, o verificada la 
documentación al egresar. 
 
ARTICULO 40.— Al rehusar la autoridad migratoria el ingreso de cualquier persona, el capitán, 
comandante, armador, propietario, encargado o responsable del medio de transporte y de las 
compañías, empresas o agencias, quedarán obligados a reconducirla a su país de origen o 
procedencia, o fuera del territorio de la República en el medio de transporte en que llegó, o en 
caso de imposibilidad, en otro medio dentro del plazo perentorio que se le fije, siendo a su 
cargo los gastos que ello ocasione. 
 
ARTICULO 41.— El capitán, comandante, armador, propietario, encargado o responsable de 
un medio de transporte de personas al país, o desde el mismo o en el mismo, ya sea marítimo, 
fluvial, aéreo o terrestre, o la compañía, empresa o agencia propietaria, consignataria, 
explotadora o responsable, quedan obligados solidariamente a transportar a su cargo, en el 
plazo que se le fije, fuera del territorio argentino, o hasta el lugar de frontera, a todo extranjero 
cuya expulsión resuelva y su transporte disponga la autoridad migratoria, de conformidad con 
lo establecido en la presente ley. 
 
ARTICULO 42.— Los artículos precedentes no serán de aplicación en el supuesto de 
extranjeros que soliciten el status de refugio o asilo en el país; en estos casos, la obligación 
para las personas que describen los artículos 40 y 41 se reducirá a dar cuenta de inmediato de 
tal situación a la autoridad con competencia en materia de refugio y asilo. 
 
ARTICULO 43.— La obligación de transporte establecida en los artículos 40 y 41 se limitará a: 
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a) Una (1) plaza por viaje, cuando la capacidad del medio de transporte no exceda de 
cincuenta (50) plazas en los medios internacionales aéreos, marítimos, fluviales o terrestres y 
en los de carácter interno, cuando la capacidad no exceda de treinta (30) plazas; 
 
b) Dos (2) plazas cuando la capacidad del medio de transporte fuera superior a la indicada para 
cada caso en el inciso a); 
 
c) Cuando la expulsión se motivara en fallas en la documentación de ingreso del extranjero 
detectadas al momento de controlar el mismo y debiera efectivizarse con custodia, la empresa 
de transporte utilizada para el ingreso deberá hacerse cargo de los pasajes de ida y vuelta del 
personal de custodia y de los viáticos que le correspondieran. 
 
En todos los casos deberá preverse expresamente el mecanismo de intereses que 
correspondiere. 
 
ARTICULO 44.— El límite dispuesto por el artículo anterior no regirá cuando las personas a 
transportar: 
 
a) Integren un grupo familiar; 
b) Deban ser transportadas por la misma compañía a la cual pertenece el medio en el que 
ingresaron; 
c) Sean de la nacionalidad del país de bandera o matrícula del medio en que se efectuará el 
transporte. 
 
ARTICULO 45.— Las obligaciones emergentes de los artículos 40, 41, 43 y 44 serán 
consideradas carga pública. 
 
ARTICULO 46.— El incumplimiento de las disposiciones previstas en el presente Título y sus 
reglamentaciones, será sancionado por la Dirección Nacional de Migraciones con una multa 
cuyo monto será de hasta el triple de la tarifa en el medio de transporte utilizado desde el punto 
de origen hasta el punto de destino en territorio nacional, al valor vigente al momento de la 
imposición de la multa. 
 
En ningún caso las multas podrán ser inferiores al equivalente a mil doscientos diecinueve 
(1.219) litros de gasoil al precio subsidiado para transportistas o en ausencia de éste al más 
bajo del mercado para consumidor particular al día de la imposición de la multa; ni superiores al 
equivalente a treinta mil cuatrocientos ochenta y siete (30.487) litros de gasoil al precio 
subsidiado para transportistas o en ausencia de éste al más bajo del mercado para consumidor 
particular al día de la imposición de la multa. 
 
En caso de mora en el pago de la multa se devengarán los correspondientes intereses. 
 
ARTICULO 47.— La sanción será aplicada solidariamente al capitán, comandante, armador, 
propietario, encargado o responsable del medio de transporte y a la compañía, empresa o 
agencia propietaria, explotadora, consignataria o responsable del mismo. 
 
El Ministerio del Interior, a propuesta de la Dirección Nacional de Migraciones, aprobará el 
nomenclador regulador del monto de las multas impuestas por infracciones a las previsiones 
del presente título. 
 
A tal efecto se tendrán en cuenta la naturaleza de la infracción, la condición jurídica del 
infractor, sus antecedentes y reincidencias en las infracciones a la presente ley o su 
reglamentación. 
 
La Dirección Nacional de Migraciones queda facultada a fijar la forma y modo de pago de las 
multas que se impongan en función de las previsiones de la presente ley. 
 
ARTICULO 48.— En los casos de incumplimiento de las obligaciones previstas en los artículos 
40, 41, 43 y 44 de la presente, la autoridad de aplicación podrá disponer la interdicción 
provisoria de salida del territorio nacional, espacio aéreo o aguas jurisdiccionales argentinas, 
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del medio de transporte correspondiente. 
 
La misma se hará efectiva por medio de la Policía Migratoria Auxiliar o la Autoridad Nacional 
con jurisdicción sobre el transporte. 
 
ARTICULO 49.— Podrán imponerse cauciones reales en efectivo o documentarias a las 
empresas, compañías o agencias propietarias, consignatarias, explotadoras o responsables de 
cualquier medio de transporte, en garantía del cumplimiento de las obligaciones de reconducir 
o transportar que se dicten en virtud de lo dispuesto por la presente ley. 
 
ARTICULO 50.— La autoridad de aplicación establecerá el monto de las cauciones y las 
modalidades, plazos y condiciones de su prestación, así como los requisitos para su 
cancelación, devolución o percepción. 
 
TITULO IV DE LA PERMANENCIA DE LOS EXTRANJEROS CAPITULO I DEL TRABAJO Y 
ALOJAMIENTO DE LOS EXTRANJEROS 
 
ARTICULO 51.— Los extranjeros admitidos o autorizados como “residentes permanentes” 
podrán desarrollar toda tarea o actividad remunerada o lucrativa, por cuenta propia o en 
relación de dependencia, gozando de la protección de las leyes que rigen la materia. 
 
Los extranjeros admitidos o autorizados como “residentes temporarios” podrán desarrollarlas 
sólo durante el período de su permanencia autorizada. 
 
ARTICULO 52.— Los extranjeros admitidos o autorizados como “residentes transitorios” no 
podrán realizar tareas remuneradas o lucrativas, ya sea por cuenta propia o en relación de 
dependencia, con excepción de los incluidos en la subcategoría de “trabajadores migrantes 
estacionales”, o salvo que fueran expresamente autorizados por la Dirección Nacional de 
Migraciones de conformidad con lo dispuesto por la presente ley o en Convenios de 
Migraciones suscriptos por la República Argentina. 
 
Los extranjeros a los que se le hubiera autorizado una residencia precaria podrán ser 
habilitados para trabajar por el plazo y con las modalidades que establezca la Dirección 
Nacional de Migraciones. 
 
ARTICULO 53.— Los extranjeros que residan irregularmente en el país no podrán trabajar o 
realizar tareas remuneradas o lucrativas, ya sea por cuenta propia o ajena, con o sin relación 
de dependencia. 
 
ARTICULO 54.— Los extranjeros mantendrán actualizados ante la Dirección Nacional de 
Migraciones, por la vía y plazos que se indique en la reglamentación, los datos referidos a su 
domicilio, en donde se considerarán válidas todas las notificaciones. 
 
CAPITULO II DE LAS RESPONSABILIDADES Y OBLIGACIONES DE LOS DADORES DE 
TRABAJO, ALOJAMIENTO Y OTROS 
ARTICULO 55.— No podrá proporcionarse alojamiento a titulo oneroso a los extranjeros que se 
encuentren residiendo irregularmente en el país. 
 
Asimismo, ninguna persona de existencia visible o ideal, pública o privada, podrá proporcionar 
trabajo u ocupación remunerada, con o sin relación de dependencia, a los extranjeros que 
residan irregularmente. 
 
ARTICULO 56.— La aplicación de la presente ley no eximirá al empleador o dador de trabajo 
del cumplimiento de las obligaciones emergentes de la legislación laboral respecto del 
extranjero, cualquiera sea su condición migratoria; asimismo, en ningún modo se afectarán los 
derechos adquiridos por los extranjeros, como consecuencia de los trabajos ya realizados, 
cualquiera sea su condición migratoria. 
 
ARTICULO 57.— Quien contrate o convenga con extranjeros que residan irregularmente en el 
país, la adquisición, venta o constitución de gravamen sobre bienes inmuebles, derechos o 
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muebles registrables, o la constitución o integración de sociedades civiles o comerciales, 
deberá comunicarlo fehacientemente a la autoridad migratoria. 
 
ARTICULO 58.— Los actos celebrados con los requisitos formales inherentes a los mismos, 
aún cuando no se cumpliere con la exigencia del artículo anterior, serán considerados válidos. 
 
ARTICULO 59.— Quienes infrinjan las disposiciones establecidas en el artículo 55, primer 
párrafo de la presente, serán sancionados solidariamente con una multa cuyo monto ascenderá 
a veinte (20) Salarios Mínimo Vital y Móvil por cada extranjero al que se proporcione 
alojamiento a título oneroso. 
 
Quienes infrinjan las disposiciones establecidas en el artículo 55, segundo párrafo de la 
presente, serán sancionados solidariamente con una multa cuyo monto ascenderá a cincuenta 
(50) Salarios Mínimo Vital y Móvil por cada extranjero, carente de habilitación migratoria para 
trabajar, al que se proporcione trabajo u ocupación remunerada. 
 
El monto de la sanción a imponer será de cien (100) Salarios Mínimo Vital y Móvil cuando se 
proporcione trabajo u ocupación remunerada a extranjeros no emancipados o menores de 
catorce (14) años. 
 
La reincidencia se considerará agravante de la infracción y elevará el monto de la multa 
impuesta hasta en un cincuenta por ciento (50%). 
 
La Dirección Nacional de Migraciones mediando petición del infractor que acredite falta de 
medios suficientes podrá excepcionalmente, mediante disposición fundada, disponer para el 
caso concreto una disminución del monto de la multa a imponer o autorizar su pago en cuotas. 
 
A tal efecto se merituará la capacidad económica del infractor y la posible reincidencia que 
pudiera registrar en la materia. 
 
En ningún caso la multa que se imponga será inferior a dos (2) Salarios Mínimos Vital y Móvil. 
 
Facúltase al Ministerio del Interior a establecer mecanismos alternativos de sanciones a las 
infracciones previstas en el presente Título —De las responsabilidades de los empleadores, 
dadores de trabajo y alojamiento—, basadas en la protección del migrante, la asistencia y 
acción social. 
 
ARTICULO 60.— Las sanciones serán graduadas de acuerdo con la naturaleza de la 
infracción, la persona, antecedentes en la materia y en caso de reincidencia en las infracciones 
a la presente ley, las mismas serán acumulativas y progresivas. 
 
TITULO V DE LA LEGALIDAD E ILEGALIDAD DE LA PERMANENCIA CAPITULO I DE LA 
DECLARACION DE ILEGALIDAD Y CANCELACION DE LA PERMANENCIA 
 
ARTICULO 61.— Al constatar la irregularidad de la permanencia de un extranjero en el país, y 
atendiendo a las circunstancias de profesión del extranjero, su parentesco con nacionales 
argentinos, el plazo de permanencia acreditado y demás condiciones personales y sociales, la 
Dirección Nacional de Migraciones deberá conminarlo a regularizar su situación en el plazo 
perentorio que fije para tal efecto, bajo apercibimiento de decretar su expulsión. 
 
Vencido el plazo sin que se regularice la situación, la Dirección Nacional de Migraciones 
decretará su expulsión con efecto suspensivo y dará intervención y actuará como parte ante el 
Juez o Tribunal con competencia en la materia, a efectos de la revisión de la decisión 
administrativa de expulsión. 
 
ARTICULO 62.— La Dirección Nacional de Migraciones, sin perjuicio de las acciones judiciales 
que correspondieran deducir, cancelará la residencia que hubiese otorgado, con efecto 
suspensivo, cualquiera fuese su antigüedad, categoría o causa de la admisión y dispondrá la 
posterior expulsión, cuando: 
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a) Con la finalidad de obtener un beneficio migratorio o la ciudadanía argentina se hubiese 
articulado un hecho o un acto simulado o éste hubiese sido celebrado en fraude a la ley o con 
vicio del consentimiento o se hubiere presentado documentación material o ideológicamente 
falsa o adulterada; 
 
b) El residente hubiese sido condenado judicialmente en la República por delito doloso que 
merezca pena privativa de libertad mayor de cinco (5) años o registrase una conducta 
reiterante en la comisión de delitos. 
 
En el primer supuesto cumplida la condena, deberá transcurrir un plazo de dos (2) años para 
que se dicte la resolución definitiva de cancelación de residencia, la que se fundamentará en la 
posible incursión por parte del extranjero en los impedimentos previstos en el artículo 29 de la 
presente ley. En caso de silencio de la Administración, durante los treinta (30) días posteriores 
al vencimiento de dicho plazo, se considerará que la residencia queda firme; 
 
c) El beneficiario de una radicación permanente hubiese permanecido fuera del Territorio 
Nacional por un período superior a los dos (2) años o la mitad del plazo acordado, si se tratara 
de residencia temporaria, excepto que la ausencia obedeciere al ejercicio de una función 
pública argentina o se hubiese generado en razón de actividades, estudios o investigaciones 
que a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones pudieran ser de interés o beneficiosa para 
la República Argentina o que mediara autorización expresa de la autoridad migratoria la que 
podrá ser solicitada por intermedio de las autoridades consulares argentinas; 
 
d) Asimismo será cancelada la residencia permanente, temporaria o transitoria concedida 
cuando se hayan desnaturalizado las razones que motivaron su concesión o cuando la 
instalación en el país hubiera sido subvencionada total o parcialmente, directa o indirectamente 
por el Estado Argentino y no se cumplieran o se violaren las condiciones expresamente 
establecidas para la subvención; 
 
e) El Ministerio del Interior podrá disponer la cancelación de la residencia permanente o 
temporaria y la expulsión de la República de todo extranjero, cualquiera sea la situación de 
residencia, cuando realizare en el país o en el exterior, cualquiera de las actividades previstas 
en los incisos d) y e) del artículo 29 de la presente. 
 
El Ministerio del Interior dispensará el cumplimiento de la cancelación prevista en virtud del 
presente artículo cuando el extranjero fuese padre, hijo o cónyuge de argentino, salvo decisión 
debidamente fundada por parte de la autoridad migratoria. 
 
Asimismo, dicha dispensa podrá ser otorgada teniendo en cuenta el plazo de permanencia, 
legal inmediata anterior a la ocurrencia de alguna de las causales previstas en los incisos a) a 
d) del presente artículo, el que no podrá ser inferior a dos (2) años, debiendo tenerse en cuenta 
las circunstancias personales y sociales del beneficiario. 
 
ARTICULO 63.— En todos los supuestos previstos por la presente ley: 
 
a) La cancelación de la residencia conlleva la conminación a hacer abandono del país dentro 
del plazo que se fije o la expulsión del Territorio Nacional tomando en consideración las 
circunstancias fácticas y personales del interesado, según lo establezca la Reglamentación; 
 
b) La expulsión lleva implícita la prohibición de reingreso permanente o por un término que en 
ningún caso podrá ser inferior a cinco (5) años y se graduará según la importancia de la causa 
que la motivara. 
 
Dicha prohibición sólo podrá ser dispensada por la Dirección Nacional de Migraciones. 
 
ARTICULO 64.— Los actos administrativos de expulsión firmes y consentidos dictados 
respecto de extranjeros que se encuentren en situación irregular, se ejecutarán en forma 
inmediata cuando se trate de: 
 
a) Extranjeros que se encontraren cumpliendo penas privativas de libertad, cuando se hubieran 
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cumplido los supuestos establecidos en los acápites I y II del artículo 17 de la ley 24.660 que 
correspondieren para cada circunstancia. La ejecución del extrañamiento dará por cumplida la 
pena impuesta originalmente por el Tribunal competente; 
 
b) Extranjeros sometidos a proceso, cuando sobre los mismos recayere condena firme de 
ejecución condicional. La ejecución del extrañamiento dará por cumplida la pena impuesta 
originalmente por el Tribunal competente; 
 
c) El procesamiento de un extranjero sobre el que pesa orden administrativa de expulsión firme 
y consentida, en cuyo caso no procederá el otorgamiento del beneficio de la suspensión del 
juicio a prueba o de medidas curativas, las que serán reemplazadas por la ejecución del 
extrañamiento, dándose por cumplida la carga impuesta al extranjero. 
 
ARTICULO 65.— Ningún extranjero o familiar suyo será privado de su autorización de 
residencia ni expulsado por el solo hecho de no cumplir una obligación emanada de un contrato 
de trabajo, a menos que el cumplimiento de esa obligación constituya condición necesaria para 
dicha autorización o permiso. 
 
ARTICULO 66.— Los extranjeros y sus familiares no podrán ser objeto de medidas de 
expulsión colectiva. 
 
Cada caso de expulsión será examinado y decidido individualmente. 
 
ARTICULO 67.— La expulsión no menoscabará por sí sola ninguno de los derechos que haya 
adquirido el migrante de conformidad con la legislación nacional, incluido el derecho a recibir 
los salarios y toda otra prestación que le pudiere corresponder. 
 
ARTICULO 68.— El interesado deberá contar con oportunidad razonable, aún después de la 
partida, para reclamar lo concerniente al pago de los salarios y otras prestaciones que le 
pudieren corresponder, así como para cumplimentar sus obligaciones pendientes.Los gastos a 
que dé lugar el procedimiento de expulsión de un migrante o un familiar suyo estarán a cargo 
de la autoridad de aplicación. 
 
Podrá exigírsele que pague sus propios gastos de viaje desde el puesto de salida hasta su 
lugar de destino, sin perjuicio de lo previsto en el Título III. 
 
ARTICULO 69.— A aquellos extranjeros a quienes se impidiere hacer abandono del país por 
disposición judicial, la autoridad de migración les concederá autorización de “residencia 
precaria”. 
 
CAPITULO II DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 
ARTICULO 70.— Firme y consentida la expulsión de un extranjero, el Ministerio del Interior o la 
Dirección Nacional de Migraciones, solicitarán a la autoridad judicial competente que ordene su 
retención, mediante resolución fundada, al solo y único efecto de cumplir aquélla. 
 
Excepcionalmente y cuando las características del caso lo justificare, la Dirección Nacional de 
Migraciones o el Ministerio del Interior podrán solicitar a la autoridad judicial la retención del 
extranjero aún cuando la orden de expulsión no se encuentre firme y consentida. 
 
Producida tal retención y en el caso que el extranjero retenido alegara ser padre, hijo o 
cónyuge de argentino nativo, siempre que el matrimonio se hubiese celebrado con anterioridad 
al hecho que motivara la resolución, la Dirección Nacional de Migraciones deberá suspender la 
expulsión y constatar la existencia del vínculo alegado en un plazo de cuarenta y ocho (48) 
horas hábiles. 
 
Acreditado que fuera el vínculo el extranjero recuperará en forma inmediata su libertad y se 
habilitará respecto del mismo, un procedimiento sumario de regularización migratoria. 
 
En todos los casos el tiempo de retención no podrá exceder el estrictamente indispensable 
para hacer efectiva la expulsión del extranjero. 
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Producida la retención, se dará inmediato conocimiento de la misma al Juzgado que hubiere 
dictado la orden a tal efecto. 
 
ARTICULO 71.— Hecha efectiva la retención de un extranjero, la autoridad de aplicación, 
podrá disponer su libertad provisoria bajo caución real o juratoria que fijen en cada caso, 
cuando no pueda realizarse la expulsión en un plazo prudencial o medien causas que lo 
justifiquen. 
 
Dicha decisión deberá ser puesta en conocimiento del Juez Federal competente en forma 
inmediata. 
 
ARTICULO 72.— La retención se hará efectiva por los organismos integrantes de la policía 
migratoria auxiliar, los que alojarán a los detenidos en sus dependencias o donde lo disponga 
la Dirección Nacional de Migraciones, hasta su salida del territorio nacional. 
 
Cuando por razones de seguridad o por las condiciones personales del expulsado, se haga 
necesaria su custodia hasta el lugar de destino, la autoridad migratoria podrá disponerla y 
requerirla de la policía migratoria auxiliar. 
 
En caso de necesidad, podrá solicitar asistencia médica. 
 
ARTICULO 73.— Las personas, compañías, empresas, asociaciones o sociedades que 
solicitaren el ingreso, la permanencia o la regularización de la situación migratoria de un 
extranjero en el país, deberán presentar caución suficiente, de acuerdo a lo que establezca la 
reglamentación. 
 
TITULO VI DEL REGIMEN DE LOS RECURSOS CAPITULO I DEL REGIMEN DE LOS 
RECURSOS 
ARTICULO 74.— Contra las decisiones de la Dirección Nacional de Migraciones que revistan 
carácter de definitivas o que impidan totalmente la tramitación del reclamo o pretensión del 
interesado y contra los interlocutorios de mero trámite que lesionen derechos subjetivos o un 
interés legítimo, procederá la revisión en sede administrativa y judicial, cuando: 
 
a) Se deniegue la admisión o la permanencia de un extranjero; 
b) Se cancele la autorización de residencia permanente, temporaria o transitoria; c) Se conmine 
a un extranjero a hacer abandono del país o se decrete su expulsión; 
d) Se resuelva la aplicación de multas y cauciones o su ejecución. 
 
ARTICULO 75.— Podrán ser objeto de Recurso de Reconsideración los actos administrativos 
que resuelvan sobre las cuestiones enumeradas precedentemente. 
 
Dicho recurso se interpondrá contra los actos dictados por la Dirección Nacional de 
Migraciones y serán resueltos por ésta. 
 
En el caso de que el acto hubiese sido dictado por autoridad delegada, ésta será quien 
resuelva, sin perjuicio del derecho de avocación de la mencionada Dirección, salvo que la 
delegación hubiere cesado al tiempo de deducirse el recurso, supuesto en el cual resolverá el 
delegante. 
 
El Recurso de Reconsideración deberá deducirse dentro de los diez (10) días hábiles de la 
notificación fehaciente del acto y ante el mismo órgano que lo dictó. 
 
ARTICULO 76.— La autoridad competente deberá resolver el Recurso de Reconsideración 
deducido, dentro de los treinta (30) días hábiles de su interposición. 
 
Vencido dicho plazo sin que hubiere una resolución al respecto, podrá reputarse denegado 
tácitamente, sin necesidad de requerir pronto despacho. 
 
ARTICULO 77.— El Recurso de Reconsideración lleva implícito el Recurso Jerárquico en 
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Subsidio en el caso de decisiones adoptadas por autoridad delegada. 
 
Conforme a ello, cuando la reconsideración hubiese sido rechazada —expresa o tácitamente— 
las actuaciones deberán elevarse a la Dirección Nacional de Migraciones dentro del término de 
cinco (5) días hábiles, de oficio — supuesto de denegatoria expresa— o a petición de parte —
supuesto de silencio—. 
 
Dentro de los cinco (5) días hábiles de recibida por la Dirección Nacional de Migraciones, el 
interesado podrá mejorar o ampliar los fundamentos del recurso. 
 
ARTICULO 78.— Los actos administrativos que resuelvan sobre las cuestiones enumeradas en 
el artículo 74, podrán también ser objeto del Recurso Jerárquico a interponerse ante la 
autoridad emisora del acto recurrido dentro de los quince (15) días hábiles de su notificación 
fehaciente, y será elevado de oficio y dentro del término de cinco (5) días hábiles a la Dirección 
Nacional de Migraciones. 
 
El Organismo citado deberá resolver el Recurso Jerárquico dentro de los treinta (30) días 
hábiles contados desde la recepción de las actuaciones. 
 
La interposición del Recurso Jerárquico no requiere la previa deducción del Recurso de 
Reconsideración. 
 
Si se hubiere interpuesto éste, no será indispensable fundar nuevamente el Jerárquico. 
 
ARTICULO 79.— Contra los actos dispuestos por la Dirección Nacional de Migraciones en los 
términos del Artículo 74, procederá a opción del interesado, el recurso administrativo de alzada 
o el recurso judicial pertinente. 
 
ARTICULO 80.— La elección de la vía judicial hará perder la administrativa; pero la 
interposición del recurso de alzada no impedirá desistirlo en cualquier estado a fin de promover 
la acción judicial, ni obstará a que se articule ésta una vez resuelto el recurso administrativo. 
 
ARTICULO 81.— El Ministro del Interior será competente para resolver en definitiva el recurso 
de alzada. 
 
ARTICULO 82.— La interposición de recursos, administrativos o judiciales, en los casos 
previstos en el artículo 74, suspenderá la ejecución de la medida dictada hasta tanto la misma 
quede firme. 
 
ARTICULO 83.— En los casos no previstos en este Título, serán de aplicación supletoria las 
disposiciones de la ley 19.549, el Decreto N° 1759/72 y sus modificaciones. 
 
ARTICULO 84.— Agotada la vía administrativa a través de los Recursos de Reconsideración, 
Jerárquico o Alzada, queda expedita la vía recursiva judicial. 
 
El plazo para la interposición del respectivo recurso, será de treinta (30) días hábiles a contar 
desde la notificación fehaciente al interesado. 
 
ARTICULO 85.— La parte interesada podrá solicitar judicialmente se libre orden de pronto 
despacho, la cual será procedente cuando la autoridad administrativa hubiere dejado vencer 
los plazos fijados o, en caso de no existir éstos, si hubiere transcurrido un plazo que exceda lo 
razonable para dictaminar. 
 
Presentado el pedido, el juez debe expedirse sobre su procedencia teniendo en cuenta las 
circunstancias del caso y, de entenderlo procedente, requerirá a la autoridad administrativa 
interviniente un informe acerca de las causas de la demora invocada, fijándole para ello un 
plazo. 
 
La decisión judicial será inapelable. 
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Contestado el requerimiento o vencido el plazo para hacerlo sin haber obtenido la resolución 
pertinente, el juez resolverá lo que corresponda con relación a la mora, librando —en su caso— 
la orden correspondiente a fin de que la autoridad administrativa responsable despache las 
actuaciones en el plazo que se establezca de acuerdo con la naturaleza y complejidad del caso 
pendiente. 
 
ARTICULO 86.— Los extranjeros que se encuentren en territorio nacional y que carezcan de 
medios económicos, tendrán derecho a asistencia jurídica gratuita en aquellos procedimientos 
administrativos y judiciales que puedan llevar a la denegación de su entrada, al retorno a su 
país de origen o a la expulsión del territorio argentino. 
 
Además tendrán derecho a la asistencia de intérprete/ s si no comprenden o hablan el idioma 
oficial. 
 
Las reglamentaciones a la presente, que en su caso se dicten, deberán resguardar el ejercicio 
del Derecho Constitucional de defensa. 
 
ARTICULO 87.— La imposibilidad de pago de las tasas establecidas para la interposición de 
recursos no podrán obstaculizar el acceso al régimen de recursos establecido en el presente 
Título. 
 
ARTICULO 88.— La imposibilidad del pago de la tasa prevista para la interposición de los 
recursos, no será obstáculo para acceder al régimen recursivo previsto en el presente capítulo. 
 
ARTICULO 89.— El recurso judicial previsto en el artículo 84, como la consecuente 
intervención y decisión del órgano judicial competente para entender respecto de aquéllos, se 
limitarán al control de legalidad, debido proceso y de razonabilidad del acto motivo de 
impugnación. 
 
CAPITULO II DE LA REVISION DE LOS ACTOS DECISORIOS 
ARTICULO 90.— El Ministerio del Interior y la Dirección Nacional de Migraciones podrán rever, 
de oficio o a petición de parte, sus resoluciones y las de las autoridades que actúen por 
delegación. 
 
Serán susceptibles de revisión las decisiones cuando se comprueben casos de error, omisión o 
arbitrariedad manifiesta, violaciones al debido proceso, o cuando hechos nuevos de suficiente 
entidad justifiquen dicha medida. 
 
CAPITULO III DEL COBRO DE MULTAS 
ARTICULO 91.— Las multas que se impongan en virtud de lo dispuesto por la presente ley, 
deberán ser abonadas dentro del plazo, en el lugar, forma y destino que determine la 
reglamentación. 
 
ARTICULO 92.— Contra las resoluciones que dispongan la sanción, multa o caución, 
procederá el recurso jerárquico previsto en los artículos 77 y 78, o el judicial contemplado en el 
artículo 84 de la presente. 
 
Este último deberá interponerse acreditando fehacientemente el previo depósito de la multa o 
cumplimiento de la caución impuesta. 
 
ARTICULO 93.— Cuando las multas impuestas de acuerdo con la presente ley no hubiesen 
sido satisfechas temporáneamente, la Dirección Nacional de Migraciones, perseguirá su cobro 
judicial, por vía de ejecución fiscal, dentro del término de sesenta (60) días de haber quedado 
firmes. 
 
La certificación emanada de dicho organismo será título ejecutivo suficiente a tales efectos. 
 
La Justicia Federal será competente para entender en la vía ejecutiva. 
 
ARTICULO 94.— A los fines previstos en el artículo anterior, y en los casos en que deba 
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presentarse ante jueces y tribunales, la Dirección Nacional de Migraciones tendrá personería 
para actuar en juicio. 
 
ARTICULO 95.— Los domicilios constituidos en las respectivas actuaciones administrativas 
serán válidos en el procedimiento judicial. 
 
CAPITULO IV DE LA PRESCRIPCION 
ARTICULO 96.— Las infracciones reprimidas con multas, prescribirán a los dos (2) años. 
 
ARTICULO 97.— La prescripción se interrumpirá por la comisión de una nueva infracción o por 
la secuela del procedimiento administrativo o judicial. 
 
TITULO VII COMPETENCIA 
ARTICULO 98.— Serán competentes para entender en lo dispuesto en los Títulos V y VI los 
Juzgados Nacionales de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal o los 
Juzgados Federales del interior del país, hasta tanto se cree un fuero específico en materia 
migratoria. 
 
TITULO VIII DE LAS TASAS TASA RETRIBUTIVA DE SERVICIOS 
ARTICULO 99.— El Poder Ejecutivo nacional determinará los actos de la Dirección Nacional de 
Migraciones que serán gravados con tasas retributivas de servicios, estableciendo los montos, 
requisitos y modos de su percepción. 
 
ARTICULO 100.— Los servicios de inspección o de contralor migratorio que la Dirección 
Nacional de Migraciones preste en horas o días inhábiles o fuera de sus sedes, a los medios 
de transporte internacional que lleguen o que salgan de la República, se encontrarán gravados 
por las tasas que fije el Poder Ejecutivo al efecto. 
 
ARTICULO 101.— Los fondos provenientes de las tasas percibidas de acuerdo con la presente 
ley, serán depositados en el lugar y la forma establecidos por la reglamentación. 
 
TITULO IX DE LOS ARGENTINOS EN EL EXTERIOR 
ARTICULO 102.— El gobierno de la República Argentina podrá suscribir convenios con los 
Estados en los que residan emigrantes argentinos para asegurarles la igualdad o asimilación 
de los derechos laborales y de seguridad social que rijan en el país receptor. 
 
Dichos tratados deberán asimismo garantizar a los emigrantes la posibilidad de efectuar 
remesas de fondos para el sostenimiento de sus familiares en la República Argentina. 
 
El Poder Ejecutivo podrá suspender los beneficios otorgados por la presente ley respecto de 
los súbditos de aquellos países que tengan establecidas restricciones para los ciudadanos 
argentinos allí residentes, que afecten gravemente el principio de reciprocidad. 
 
ARTICULO 103.— Todo argentino con más de dos (2) años de residencia en el exterior que 
decida retornar al país podrá introducir los bienes de su pertenencia destinados a su actividad 
laboral libre de derechos de importación, tasas, contribuciones y demás gravámenes, así como 
su automóvil, efectos personales y del hogar hasta el monto que determine la autoridad 
competente, hasta el monto y con los alcances que establezca el Poder Ejecutivo nacional. 
 
ARTICULO 104.— Las embajadas y consulados de la República Argentina deberán contar con 
los servicios necesarios para mantener informados a los argentinos en el exterior de las 
franquicias y demás exenciones para retornar al país. 
 
TITULO X DE LA AUTORIDAD DE APLICACION CAPITULO I AUTORIDAD DE APLICACION 
ARTICULO 105.— La autoridad de aplicación de la presente ley será la Dirección Nacional de 
Migraciones. 
 
ARTICULO 106.— Los poderes públicos impulsarán el fortalecimiento del movimiento 
asociativo entre los inmigrantes y apoyarán a los sindicatos, organizaciones empresariales y a 
las organizaciones no gubernamentales que, sin ánimo de lucro, favorezcan su integración 
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social, prestándoles ayuda en la medida de sus posibilidades. 
 
CAPITULO II DE LA DIRECCION NACIONAL DE MIGRACIONES 
ARTICULO 107.— La Dirección Nacional de Migraciones, será el órgano de aplicación de la 
presente ley, con competencia para entender en la admisión, otorgamiento de residencias y su 
extensión, en el Territorio Nacional y en el exterior, pudiendo a esos efectos establecer nuevas 
delegaciones, con el objeto de conceder permisos de ingresos; prórrogas de permanencia y 
cambios de calificación para extranjeros. 
 
Asimismo controlará el ingreso y egreso de personas al país y ejercerá el control de 
permanencia y el poder de policía de extranjeros en todo el Territorio de la República. 
 
ARTICULO 108.— La Dirección Nacional de Migraciones podrá delegar el ejercicio de sus 
funciones y facultades de la Dirección Nacional de Migraciones en las instituciones que 
constituyan la Policía Migratoria Auxiliar o en otras autoridades, nacionales, provinciales o 
municipales, las que actuarán conforme a las normas y directivas que aquella les imparta. 
 
CAPITULO III DE LA RELACION ENTRE DIRECCION NACIONAL DE MIGRACIONES CON 
OTROS ENTES Y ORGANISMOS 
ARTICULO 109.— Los Gobernadores de Provincias y el Jefe de Gobierno de la Ciudad de 
Buenos Aires, en su carácter de agentes naturales del Gobierno Federal, proveerán lo 
necesario para asegurar el cumplimiento de la presente ley en sus respectivas jurisdicciones, y 
designarán los organismos que colaborarán para tales fines con la Dirección Nacional de 
Migraciones. 
 
ARTICULO 110.— Los juzgados federales deberán comunicar a la Dirección Nacional de 
Migraciones sobre las cartas de ciudadanía otorgadas y su cancelación en un plazo no mayor 
de treinta (30) días, para que ésta actualice sus registros. 
 
ARTICULO 111.— Las autoridades competentes que extiendan certificado de defunción de 
extranjeros deberán comunicarlo a la Dirección Nacional de Migraciones en un plazo no mayor 
de quince (15) días, para que ésta actualice sus registros. 
 
CAPITULO IV DE LOS REGISTROS MIGRATORIOS 
ARTICULO 112.— La Dirección Nacional de Migraciones creará aquellos registros que resulten 
necesarios para el cumplimiento de la presente ley. 
 
CAPITULO V DE LA POLICIA MIGRATORIA AUXILIAR 
ARTICULO 113.— El Ministerio del Interior podrá convenir con los gobernadores de provincias 
y el Jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires el ejercicio de funciones de 
Policía Migratoria Auxiliar en sus respectivas jurisdicciones y las autoridades u organismos 
provinciales que la cumplirán. 
 
ARTICULO 114.— La Policía Migratoria Auxiliar quedará integrada por la Prefectura Naval 
Argentina, la Gendarmería Nacional, la Policía Aeronáutica Nacional y la Policía Federal, las 
que en tales funciones quedarán obligadas a prestar a la Dirección Nacional de Migraciones la 
colaboración que les requiera. 
 
ARTICULO 115.— La Dirección Nacional de Migraciones, mediante la imputación de un 
porcentaje del producido de las tasas o multas que resulten de la aplicación de la presente, 
podrá solventar los gastos en que incurrieran la Policía Migratoria Auxiliar, las autoridades 
delegadas o aquellas otras con las que hubiera celebrado convenios, en cumplimiento de las 
funciones acordadas. 
 
CAPITULO VI DELITOS AL ORDEN MIGRATORIO 
ARTICULO 116.— Será reprimido con prisión o reclusión de uno (1) a seis (6) años el que 
realizare, promoviere o facilitare el tráfico ilegal de personas desde, en tránsito o con destino a 
la República Argentina. 
 
Se entenderá por tráfico ilegal de personas, la acción de realizar, promover o facilitar el cruce 
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ilegal de personas, por los límites fronterizos nacionales con el fin de obtener directa o 
indirectamente un beneficio. 
 
ARTICULO 117.— Será reprimido con prisión o reclusión de uno (1) a seis (6) años el que 
promoviere o facilitare la permanencia ilegal de extranjeros en el Territorio de la República 
Argentina con el fin de obtener directa o indirectamente un beneficio. 
 
ARTICULO 118.— Igual pena se impondrá a quien mediante la presentación de documentación 
material o ideológicamente falsa peticione para un tercero algún tipo de beneficio migratorio. 
 
ARTICULO 119.— Será reprimido con prisión o reclusión de dos (2) a ocho (8) años el que 
realice las conductas descriptas en el artículo anterior empleando la violencia, intimidación o 
engaño o abusando de una necesidad o inexperiencia de la víctima. 
 
ARTICULO 120.— Las penas descriptas en el presente capítulo se agravarán de tres (3) a diez 
(10) años cuando se verifiquen algunas de las siguientes circunstancias: 
 
a) Si se hiciere de ello una actividad habitual; b) Interviniere en el hecho un funcionario o 
empleado público en ejercicio o en ocasión de sus funciones o con abuso de su cargo. 
 
En este caso se impondrá también inhabilitación absoluta perpetua para ejercer cargos 
públicos. 
 
ARTICULO 121.— Las penas establecidas en el artículo anterior se agravarán de cinco (5) a 
quince (15) años cuando se hubiere puesto en peligro la vida, la salud o la integridad de los 
migrantes o cuando la víctima sea menor de edad; y de ocho (8) a veinte (20) años cuando el 
tráfico de personas se hubiere efectuado con el objeto de cometer actos de terrorismo, 
actividades de narcotráfico, lavado de dinero o prostitución. 
 
TITULO XI DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y TRANSITORIAS 
ARTICULO 122.— La presente ley entrará en vigencia a partir de su publicación. 
 
Producida la entrada en vigor de la presente ley, sus normas serán aplicables aún a los casos 
que se encontraren pendientes de una decisión firme a esa fecha. 
 
ARTICULO 123.— La elaboración de la reglamentación de la presente ley estará a cargo de la 
autoridad de aplicación. 
 
ARTICULO 124.— Derógase la ley 22.439, su decreto reglamentario 1023/94 y toda otra norma 
contraria a la presente ley, que no obstante retendrán su validez y vigencia hasta tanto se 
produzca la entrada en vigor de esta última y su reglamentación. 
 
ARTICULO 125.— Ninguna de las disposiciones de la presente ley tendrá por efecto eximir a 
los extranjeros de la obligación de cumplir con la legislación nacional ni de la obligación de 
respetar la identidad cultural de los argentinos. 
 
ARTICULO 126.— Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A 
LOS DIECISIETE DIAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL TRES.  

— REGISTRADA BAJO EL N° 25.871 —  

EDUARDO O.CAMAÑO.— DANIEL O.SCIOLI.— Eduardo D.Rollano.— Juan Estrada. 
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Ley 26.202 
 
Sancionada: 13/12/06 
Promulgada de hecho: 10/01/07 
Publicada en el BO: 17/01/07 
 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. 
Sancionan con fuerza de Ley: 
 
ARTICULO 1º — Apruébase la CONVENCION INTERNACIONAL SOBRE LA PROTECCION 
DE TODOS LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES, adoptada por la 
Organización de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 1990, cuya fotocopia 
autenticada forma parte de la presente ley. 
 
ARTICULO 2º — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
CONVENCION INTERNACIONAL SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE 
TODOS LOS TRABAJADORES MIGRATORIOS Y DE SUS FAMILIARES 
 
 
Preámbulo 
 
Los Estados Partes en la presente Convención, 
 
Teniendo en cuenta los principios consagrados en los instrumentos fundamentales de 
las Naciones Unidas en materia de derechos humanos, en particular la Declaración 
Universal de Derechos Humanos 1/, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales 2/, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 2/, la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Racial 3/, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer 4/ y la Convención sobre los Derechos del Niño 5/, 
 
Teniendo en cuenta también los principios y normas establecidos en los instrumentos 
pertinentes elaborados en el marco de la Organización Internacional del Trabajo, en 
especial el Convenio relativo a los trabajadores migrantes (No. 97), el Convenio sobre 
las migraciones en condiciones abusivas y la promoción de la igualdad de 
oportunidades y de trato de los trabajadores migrantes (No. 143), la Recomendación 
sobre los trabajadores migrantes (No. 86), la Recomendación sobre los trabajadores 
migrantes (No. 151), el Convenio relativo al trabajo forzoso u obligatorio (No. 29) y el 
Convenio relativo a la abolición del trabajo forzoso (No. 105), 
 
Reafirmando la importancia de los principios consagrados en la Convención relativa a la 
lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, de la Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 6/, 
 
——— 
 
1/ Resolución 217 A (III). 
 
2/ Resolución 2200 A (XXI), anexo. 
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3/ Resolución 2106 A (XX), anexo. 
 
4/ Resolución 34/180, anexo. 
 
5/ Resolución 44/25, anexo. 
 
6/ Naciones Unidas, Recueil des Traités, vol. 429, No. 6193. 
 
Recordando la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes 7/, la Declaración del Cuarto Congreso de las Naciones 
Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente 8/, el Código de 
conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 9/ y las Convenciones 
sobre la esclavitud 10/, 
 
Recordando que uno de los objetivos de la Organización Internacional del Trabajo, 
como se establece en su Constitución, es la protección de los intereses de los 
trabajadores empleados en países distintos del propio, y teniendo en cuenta los 
conocimientos y experiencia de dicha organización en las cuestiones relacionadas con 
los trabajadores migratorios y sus familiares, 
 
Reconociendo la importancia del trabajo realizado en relación con los trabajadores 
migratorios y sus familiares en distintos órganos de las Naciones Unidas, 
particularmente en la Comisión de Derechos Humanos y la Comisión de Desarrollo 
Social, así como en la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la 
Alimentación, la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura y la Organización Mundial de la Salud y en otras organizaciones 
internacionales, 
 
Reconociendo también los progresos realizados por algunos Estados mediante acuerdos 
regionales o bilaterales para la protección de los derechos de los trabajadores 
migratorios y de sus familiares, así como la importancia y la utilidad de los acuerdos 
bilaterales y multilaterales en esta esfera, 
 
Comprendiendo la importancia y la magnitud del fenómeno de las migraciones, que 
abarca a millones de personas y afecta a un gran número de Estados de la comunidad 
internacional, 
 
Conscientes de la repercusión que las corrientes de trabajadores migratorios tienen 
sobre los Estados y los pueblos interesados, y deseosos de establecer normas que 
puedan contribuir a armonizar las actitudes de los Estados mediante la aceptación de 
los principios fundamentales relativos al tratamiento de los trabajadores migratorios y 
de sus familiares, 
 
Considerando la situación de vulnerabilidad en que con frecuencia se encuentran los 
trabajadores migratorios y sus familiares debido, entre otras cosas, a su ausencia del 
Estado de origen y a las dificultades con las que tropiezan en razón de su presencia en 
el Estado de empleo, 
 
——— 
 
7/ Resolución 39/46, anexo. 
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8/ Véase Cuarto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, Kioto, Japón, 17 a 26 de agosto de 1970: informe de la 
Secretaría (publicación de las Naciones Unidas, número de venta: S.71.IV.8). 
 
9/ Resolución 34/169, anexo. 
 
10/ Véase Derechos humanos: recopilación de instrumentos internacionales 
(publicación de las Naciones Unidas, número de venta: S.88.XIV.1). 
 
Convencidos de que los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familiares no 
han sido debidamente reconocidos en todas partes y, por tanto, requieren una 
protección internacional apropiada, 
 
Teniendo en cuenta el hecho de que a menudo la migración es causa de graves 
problemas para los familiares de los trabajadores migratorios, así como para los 
propios trabajadores, particularmente debido a la dispersión de la familia, 
 
Teniendo presente que los problemas humanos que plantea la migración son aún más 
graves en el caso de la migración irregular, y convencidos por tanto de que se debe 
alentar la adopción de medidas adecuadas a fin de evitar y eliminar los movimientos y 
el tránsito clandestinos de los trabajadores migratorios, asegurándoles a la vez la 
protección de sus derechos humanos fundamentales, 
 
Considerando que los trabajadores no documentados o que se hallan en situación 
irregular son empleados frecuentemente en condiciones de trabajo menos favorables 
que las de otros trabajadores y que para determinadas empresas ello constituye un 
aliciente para buscar ese tipo de mano de obra con el objeto de obtener los beneficios 
de una competencia desleal, 
 
Considerando también que la práctica de emplear a trabajadores migratorios que se 
hallen en situación irregular será desalentada si se reconocen más ampliamente los 
derechos humanos fundamentales de todos los trabajadores migratorios y, además, 
que la concesión de determinados derechos adicionales a los trabajadores migratorios 
y a sus familiares que se hallen en situación regular alentará a todos los trabajadores 
migratorios a respetar y cumplir las leyes y procedimientos establecidos por los 
Estados interesados, 
 
Convencidos, por ello, de la necesidad de lograr la protección internacional de los 
derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, reafirmando y 
estableciendo normas fundamentales en una convención amplia que tenga aplicación 
universal, 
 
Han convenido en lo siguiente: 
 
PARTE I 
 
Alcance y definiciones 
 
Artículo 1 
 
1. La presente Convención será aplicable, salvo cuando en ella se disponga otra cosa, a 
todos los trabajadores migratorios y a sus familiares sin distinción alguna por motivos 
de sexo, raza, color, idioma, religión o convicción, opinión política o de otra índole, 
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origen nacional, étnico o social, nacional, edad, situación económica, patrimonio, 
estado civil, nacimiento o cualquier otra condición. 
 
2. La presente Convención será aplicable durante todo el proceso de migración de los 
trabajadores migratorios y sus familiares, que comprende la preparación para la 
migración, la partida, el tránsito y todo el período de estancia y de ejercicio de una 
actividad remunerada en el Estado de empleo, así como el regreso al Estado de origen 
o al Estado de residencia habitual. 
 
Artículo 2 
 
A los efectos de la presente Convención: 
 
1. Se entenderá por "trabajador migratorio" toda persona que vaya a realizar, realice o 
haya realizado una actividad remunerada en un Estado del que no sea nacional. 
 
2. a) Se entenderá por "trabajador fronterizo" todo trabajador migratorio que conserve 
su residencia habitual en un Estado vecino, al que normalmente regrese cada día o al 
menos una vez por semana; 
 
b) Se entenderá por "trabajador de temporada" todo trabajador migratorio cuyo 
trabajo, por su propia naturaleza, dependa de condiciones estacionales y sólo se realice 
durante parte del ano; 
 
c) Se entenderá por "marino", término que incluye a los pescadores, todo trabajador 
migratorio empleado a bordo de una embarcación registrada en un Estado del que no 
sea nacional; 
 
d) Se entenderá por "trabajador en una estructura marina" todo trabajador migratorio 
empleado en una estructura marina que se encuentre bajo la jurisdicción de un Estado 
del que no sea nacional; 
 
e) Se entenderá por "trabajador itinerante" todo trabajador migratorio que, aun 
teniendo su residencia habitual en un Estado, tenga que viajar a otro Estado u otros 
Estados por períodos breves, debido a su ocupación; 
 
f) Se entenderá por "trabajador vinculado a un proyecto" todo trabajador migratorio 
admitido a un Estado de empleo por un plazo definido para trabajar solamente en un 
proyecto concreto que realice en ese Estado su empleador; 
 
g) Se entenderá por "trabajador con empleo concreto" todo trabajador migratorio: 
 
i) Que haya sido enviado por su empleador por un plazo limitado y definido a un 
Estado de empleo para realizar una tarea o función concreta; 
 
ii) Que realice, por un plazo limitado y definido, un trabajo que requiera conocimientos 
profesionales, comerciales, técnicos o altamente especializados de otra índole; o 
 
iii) Que, a solicitud de su empleador en el Estado de empleo, realice por un plazo 
limitado y definido un trabajo de carácter transitorio o breve; y que deba salir del 
Estado de empleo al expirar el plazo autorizado de su estancia, o antes, si deja de 
realizar la tarea o función concreta o el trabajo a que se ha hecho referencia; 
 

140



h) Se entenderá por "trabajador por cuenta propia" todo trabajador migratorio que 
realice una actividad remunerada sin tener un contrato de trabajo y obtenga su 
subsistencia mediante esta actividad, trabajando normalmente solo o junto con sus 
familiares, así como todo otro trabajador migratorio reconocido como trabajador por 
cuenta propia por la legislación aplicable del Estado de empleo o por acuerdos 
bilaterales o multilaterales. 
 
Artículo 3 
 
La presente Convención no se aplicará a: 
 
a) Las personas enviadas o empleadas por organizaciones y organismos internacionales 
y las personas enviadas o empleadas por un Estado fuera de su territorio para 
desempeñar funciones oficiales, cuya admisión y condición jurídica estén reguladas por 
el derecho internacional general o por acuerdos o convenios internacionales concretos; 
 
b) Las personas enviadas o empleadas por un Estado fuera de su territorio, o por un 
empleador en su nombre, que participen en programas de desarrollo y en otros 
programas de cooperación, cuya admisión y condición jurídica estén reguladas por un 
acuerdo con el Estado de empleo y que, de conformidad con este acuerdo, no sean 
consideradas trabajadores migratorios; 
 
c) Las personas que se instalen en un país distinto de su Estado de origen en calidad 
de inversionistas; 
 
d) Los refugiados y los apátridas, a menos que esté previsto que se aplique a estas 
personas en la legislación nacional pertinente del Estado Parte de que se trate o en 
instrumentos internacionales en vigor en ese Estado; 
 
e) Los estudiantes y las personas que reciben capacitación; 
 
f) Los marinos y los trabajadores en estructuras marinas que no hayan sido 
autorizados a residir y ejercer una actividad remunerada en el Estado de empleo. 
 
Artículo 4 
 
A los efectos de la presente Convención, el término "familiares" se refiere a las 
personas casadas con trabajadores migratorios o que mantengan con ellos una relación 
que, de conformidad con el derecho aplicible, produzca efectos equivalentes al 
matrimonio, así como a los hijos a su cargo y a otras personas a su cargo reconocidas 
como familiares por la legislación aplicable o por acuerdos bilaterales o multilaterales 
aplicables entre los Estados de que se trate. 
 
Artículo 5 
 
A los efectos de la presente Convención, los trabajadores migratorios y sus familiares: 
 
a) Serán considerados documentados o en situación regular si han sido autorizados a 
ingresar, a permanecer y a ejercer una actividad remunerada en el Estado de empleo 
de conformidad con las leyes de ese Estado y los acuerdos internacionales en que ese 
Estado sea parte; 
 
b) Serán considerados no documentados o en situación irregular si no cumplen las 
condiciones establecidas en el inciso a) de este artículo. 
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Artículo 6 
 
A los efectos de la presente Convención: 
 
a) Por "Estado de origen" se entenderá el Estado del que sea nacional la persona de 
que se trate; 
 
b) Por "Estado de empleo" se entenderá el Estado donde el trabajador migratorio vaya 
a realizar, realice o haya realizado una actividad remunerada, según el caso; 
 
c) Por "Estado de tránsito" se entenderá cualquier Estado por el que pase el interesado 
en un viaje al Estado de empleo o del Estado de empleo al Estado de origen o al Estado 
de residencia habitual. 
 
PARTE II 
 
No discriminación en el reconocimiento de derechos 
 
Artículo 7 
 
Los Estados Partes se comprometerán, de conformidad con los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos, a respetar y asegurar a todos los 
trabajadores migratorios y sus familiares que se hallen dentro de su territorio o 
sometidos a su jurisdicción los derechos previstos en la presente Convención, sin 
distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, religión o convicción, 
opinión política o de otra índole, origen nacional étnico o social, nacionalidad, edad, 
situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier otra condición. 
 
PARTE III 
 
Derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 
 
Artículo 8 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares podrán salir libremente de cualquier 
Estado, incluido su Estado de origen. Ese derecho no estará sometido a restricción 
alguna, salvo las que sean establecidas por ley, sean necesarias para proteger la 
seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos y 
libertades ajenos y sean compatibles con otros derechos reconocidos en la presente 
Parte de la Convención. 
 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a regresar en 
cualquier momento a su Estado de origen y permanecer en él. 
 
Artículo 9 
 
El derecho a la vida de los trabajadores migratorios y sus familiares estará protegido 
por ley. 
 
Artículo 10 
 
Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a torturas ni a tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes. 
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Artículo 11 
 
1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a esclavitud ni 
servidumbre. 
 
2. No se exigirá a los trabajadores migratorios ni a sus familiares que realicen trabajos 
forzosos u obligatorios. 
 
3. El párrafo 2 del presente artículo no obstará para que los Estados cuya legislación 
admita para ciertos delitos penas de prisión con trabajos forzosos puedan imponer 
éstos en cumplimiento de sentencia dictada por un tribunal competente. 
 
4. A los efectos de este artículo, la expresión "trabajos forzosos u obligatorios" no 
incluirá: 
 
a) Ningún trabajo o servicio, no previsto en el párrafo 3 de este artículo, que 
normalmente deba realizar una persona que, en virtud de una decisión de la justicia 
ordinaria, se halle detenida o haya sido puesta ulteriormente en situación de libertad 
condicional; 
 
b) Ningún servicio exigido en casos de emergencia de desastre que amenacen la vida o 
el bienestar de la comunidad; 
 
c) Ningún trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones civiles normales, en la 
medida en que se imponga también a los ciudadanos del Estado de que se trate. 
 
Artículo 12 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la libertad de 
pensamiento, de conciencia y de religión. Ese derecho incluirá la libertad de profesar o 
de adoptar la religión o creencia de su elección, así como la libertad de manifestar su 
religión o creencia, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, 
mediante el culto, la celebración de ritos, las prácticas y la enseñanza. 
 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares no serán sometidos a coacción alguna 
que limite su libertad de profesar y adoptar una religión o creencia de su elección. 
 
3. La libertad de expresar la propia religión o creencia sólo podrá quedar sometida a 
las limitaciones que se establezcan por ley y que sean necesarias para proteger la 
seguridad, el orden, la salud y la moral públicos o los derechos y las libertades 
fundamentales de los demás. 
 
4. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a respetar la libertad 
de los padres, cuando por lo menos uno de ellos sea trabajador migratorio, y, en su 
caso, de los tutores legales para hacer que los hijos reciban la educación religiosa y 
moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 
 
Artículo 13 
 
1. El derecho de opinión de los trabajadores migratorios y sus familiares no será objeto 
de injerencia alguna. 
 

143



2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la libertad de 
expresión; este derecho comprende la libertad de recabar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole, sin limitaciones de fronteras, ya sea oralmente, por 
escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro medio de su elección. 
 
3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 del presente artículo entraña 
obligaciones y responsabilidades especiales. Por lo tanto, podrá ser sometido a ciertas 
restricciones, a condición de que éstas hayan sido establecidas por ley y sean 
necesarias para: 
 
a) Respetar los derechos o el buen nombre ajenos; 
 
b) Proteger la seguridad nacional de los Estados de que se trate, el orden público o la 
salud o la moral públicas; 
 
c) Prevenir toda propaganda en favor de la guerra; 
 
d) Prevenir toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación 
a la discriminación, la hostilidad o la violencia. 
 
Artículo 14 
 
Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será sometido a injerencias arbitrarias o 
ilegales en su vida privada, familia, hogar, correspondencia u otras comunicaciones ni 
a ataques ilegales contra su honor y buen nombre. Todos los trabajadores migratorios 
tendrán derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 
 
Artículo 15 
 
Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será privado arbitrariamente de sus 
bienes, ya sean de propiedad personal exclusiva o en asociación con otras personas. 
Cuando, en virtud de la legislación vigente en el Estado de empleo, los bienes de un 
trabajador migratorio o de un familiar suyo sean expropiados total o parcialmente, la 
persona interesada tendrá derecho a una indemnización justa y apropiada. 
 
Artículo 16 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la libertad y la 
seguridad personales. 
 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la protección 
efectiva del Estado contra toda violencia, daño corporal, amenaza o intimidación por 
parte de funcionarios públicos o de particulares, grupos o instituciones. 
 
3. La verificación por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley de la 
identidad de los trabajadores migratorios o de sus familiares se realizará con arreglo a 
los procedimientos establecidos por ley. 
 
4. Los trabajadores migratorios y sus familiares no serán sometidos, individual ni 
colectivamente, a detención o prisión arbitrarias; no serán privados de su libertad, 
salvo por los motivos y de conformidad con los procedimientos que la ley establezca. 
 
5. Los trabajadores migratorios y sus familiares que sean detenidos serán informados 
en el momento de la detención, de ser posible en un idioma que comprendan, de los 
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motivos de esta detención, y se les notificarán prontamente, en un idioma que 
comprendan, las acusaciones que se les haya formulado. 
 
6. Los trabajadores migratorios y sus familiares detenidos o presos a causa de una 
infracción penal serán llevados sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado 
por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrán derecho a ser juzgados en un 
plazo razonable o a ser puestos en libertad. La prisión preventiva de las personas que 
hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar 
subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del 
juicio o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la 
ejecución del fallo. 
 
7. Cuando un trabajador migratorio o un familiar suyo sea arrestado, recluido en 
prisión o detenido en espera de juicio o sometido a cualquier otra forma de detención: 
 
a) Las autoridades consulares o diplomáticas de su Estado de origen, o de un Estado 
que represente los intereses del Estado de origen, serán informadas sin demora, si lo 
solicita el detenido, de la detención o prisión y de los motivos de esa medida; 
 
b) La persona interesada tendrá derecho a comunicarse con esas autoridades. Toda 
comunicación dirigida por el interesado a esas autoridades será remitida sin demora, y 
el interesado tendrá también derecho a recibir sin demora las comunicaciones de 
dichas autoridades; 
 
c) Se informará sin demora al interesado de este derecho y de los derechos derivados 
de los tratados pertinentes, si son aplicables entre los Estados de que se trate, a 
intercambiar correspondencia y reunirse con representantes de esas autoridades y a 
hacer gestiones con ellos para su representación legal. 
 
8. Los trabajadores migratorios y sus familiares que sean privados de su libertad por 
detención o prisión tendrán derecho a incoar procedimientos ante un tribunal, a fin de 
que éste pueda decidir sin demora acerca de la legalidad de su detención y ordenar su 
libertad si la detención no fuere legal. En el ejercicio de este recurso, recibirán la 
asistencia, gratuita si fuese necesario, de un intérprete cuando no pudieren entender o 
hablar el idioma utilizado. 
 
9. Los trabajadores migratorios y sus familiares que hayan sido víctimas de detención o 
prisión ilegal tendrán derecho a exigir una indemnización. 
 
Artículo 17 
 
1. Todo trabajador migratorio o familiar suyo privado de libertad será tratado 
humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano y a su 
identidad cultural. 
 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares acusados estarán separados de los 
condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y sometidos a un régimen distinto, 
adecuado a su condición de personas no condenadas. Si fueren menores de edad, 
estarán separados de los adultos y la vista de su causa tendrá lugar con la mayor 
celeridad. 
 
3. Todo trabajador migratorio o familiar suyo que se encuentre detenido en un Estado 
de tránsito o en el Estado de empleo por violación de las disposiciones sobre migración 
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será alojado, en la medida de lo posible, en locales distintos de los destinados a las 
personas condenadas o a las personas detenidas que esperen ser juzgadas. 
 
4. Durante todo período de prisión en cumplimiento de una sentencia impuesta por un 
tribunal, el tratamiento del trabajador migratorio o familiar suyo tendrá por finalidad 
esencial su reforma y readaptación social. Los menores delincuentes estarán separados 
de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición 
jurídica. 
 
5. Durante la detención o prisión, los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán 
el mismo derecho que los nacionales a recibir visitas de miembros de su familia. 
 
6. Cuando un trabajador migratorio sea privado de su libertad, las autoridades 
competentes del Estado de que se trate prestarán atención a los problemas que se 
planteen a sus familiares, en particular al cónyuge y los hijos menores. 
 
7. Los trabajadores migratorios y sus familiares sometidos a cualquier forma de 
detención o prisión prevista por las leyes vigentes del Estado de empleo o el Estado de 
tránsito gozarán de los mismos derechos que los nacionales de dichos Estados que se 
encuentren en igual situación. 
 
8. Si un trabajador migratorio o un familiar suyo es detenido con objeto de verificar 
una infracción de las disposiciones sobre migración, no correrán por su cuenta los 
gastos que ocasione ese procedimiento. 
 
Artículo 18 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán iguales derechos que los 
nacionales del Estado de que se trate ante los tribunales y las cortes de justicia. 
Tendrán derecho a ser oídos públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de 
cualquier acusación de carácter penal formulada contra ellos o para la determinación 
de sus derechos u obligaciones de carácter civil. 
 
2. Todo trabajador migratorio o familiar suyo acusado de un delito tendrá derecho a 
que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 
 
3. Durante el proceso, todo trabajador migratorio o familiar suyo acusado de un delito 
tendrá derecho a las siguientes garantías mínimas: 
 
a) A ser informado sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de 
la naturaleza y las causas de la acusación formulada en su contra; 
 
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa 
y comunicarse con un defensor de su elección; 
 
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 
 
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistido por 
un defensor de su elección; a ser informado, si no tuviera defensor, del derecho que le 
asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre 
defensor de oficio, gratuitamente si careciera de medios suficientes para pagar; 
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e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia 
de los testigos de descargo y a que éstos sean interrogados en las mismas condiciones 
que los testigos de cargo; 
 
f) A ser asistido gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el idioma 
empleado en el tribunal; 
 
g) A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a confesarse culpable. 
 
4. En el procedimiento aplicable a los menores, se tendrá en cuenta su edad y la 
importancia de promover su readaptación social. 
 
5. Todo trabajador migratorio o familiar suyo declarado culpable de un delito tendrá 
derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean 
examinados por un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 
 
6. Cuando una sentencia condenatoria firme contra un trabajador migratorio o un 
familiar suyo haya sido ulteriormente revocada o el condenado haya sido indultado por 
haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de la comisión de un 
error judicial, quien haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser 
indemnizado conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo 
o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido. 
 
7. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo podrá ser juzgado ni sancionado por un 
delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto mediante sentencia firme de 
acuerdo con la ley y el procedimiento penal del Estado interesado. 
 
Artículo 19 
 
1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será condenado por actos u omisiones 
que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o 
internacional; tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento 
de la comisión. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición 
de una pena más leve, el interesado se beneficiará de esa disposición. 
 
2. Al dictar una sentencia condenatoria por un delito cometido por un trabajador 
migratorio o un familiar suyo, se deberán considerar los aspectos humanitarios 
relacionados con su condición, en particular con respecto a su derecho de residencia o 
de trabajo. 
 
Artículo 20 
 
1. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será encarcelado por el solo hecho de 
no cumplir una obligación contractual. 
 
2. Ningún trabajador migratorio o familiar suyo será privado de su autorización de 
residencia o permiso de trabajo ni expulsado por el solo hecho de no cumplir una 
obligación emanada de un contrato de trabajo, a menos que el cumplimiento de esa 
obligación constituya condición necesaria para dicha autorización o permiso. 
 
Artículo 21 
 
Ninguna persona que no sea un funcionario público debidamente autorizado por la ley 
podrá confiscar, destruir o intentar destruir documentos de identidad, autorizaciones 
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de entrada, estancia, residencia o permanencia en el territorio de un país ni permisos 
de trabajo. En los casos en que la confiscación de esos documentos esté autorizada, no 
podrá efectuarse sin la previa entrega de un recibo detallado. En ningún caso estará 
permitido destruir el pasaporte o documento equivalente de un trabajador migratorio o 
de un familiar suyo. 
 
Artículo 22 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares no podrán ser objeto de medidas de 
expulsión colectiva. Cada caso de expulsión será examinado y decidido 
individualmente. 
 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares sólo podrán ser expulsados del 
territorio de un Estado Parte en cumplimiento de una decisión adoptada por la 
autoridad competente conforme a la ley. 
 
3. La decisión les será comunicada en un idioma que puedan entender. Les será 
comunicada por escrito si lo solicitasen y ello no fuese obligatorio por otro concepto y, 
salvo en circunstancias excepcionales justificadas por razones de seguridad nacional, 
se indicarán también los motivos de la decisión. Se informará a los interesados de 
estos derechos antes de que se pronuncie la decisión o, a más tardar, en ese 
momento. 
 
4. Salvo cuando una autoridad judicial dicte una decisión definitiva, los interesados 
tendrán derecho a exponer las razones que les asistan para oponerse a su expulsión, 
así como a someter su caso a revisión ante la autoridad competente, a menos que 
razones imperiosas de seguridad nacional se opongan a ello. Hasta tanto se haga dicha 
revisión, tendrán derecho a solicitar que se suspenda la ejecución de la decisión de 
expulsión. 
 
5. Cuando una decisión de expulsión ya ejecutada sea ulteriormente revocada, la 
persona interesada tendrá derecho a reclamar indemnización conforme a la ley, y no se 
hará valer la decisión anterior para impedir a esa persona que vuelva a ingresar en el 
Estado de que se trate. 
 
6. En caso de expulsión, el interesado tendrá oportunidad razonable, antes o después 
de la partida, para arreglar lo concerniente al pago de los salarios y otras prestaciones 
que se le adeuden y al cumplimiento de sus obligaciones pendientes. 
 
7. Sin perjuicio de la ejecución de una decisión de expulsión, el trabajador migratorio o 
familiar suyo que sea objeto de ella podrá solicitar autorización de ingreso en un 
Estado que no sea su Estado de origen. 
 
8. Los gastos a que dé lugar el procedimiento de expulsión de un trabajador migratorio 
o un familiar suyo no correrán por su cuenta. Podrá exigírsele que pague sus propios 
gastos de viaje. 
 
9. La expulsión del Estado de empleo no menoscabará por sí sola ninguno de los 
derechos que haya adquirido de conformidad con la legislación de ese Estado un 
trabajador migratorio o un familiar suyo, incluido el derecho a recibir los salarios y 
otras prestaciones que se le adeuden. 
 
Artículo 23 
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Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a recurrir a la protección 
y la asistencia de las autoridades consulares o diplomáticas de su Estado de origen, o 
del Estado que represente los intereses de ese Estado, en todos los casos en que 
queden menoscabados los derechos reconocidos en la presente Convención. En 
particular, en caso de expulsión, se informará sin demora de ese derecho a la persona 
interesada, y las autoridades del Estado que haya dispuesto la expulsión facilitarán el 
ejercicio de ese derecho. 
 
Artículo 24 
 
Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho, en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica. 
 
Artículo 25 
 
1. Los trabajadores migratorios gozarán de un trato que no sea menos favorable que el 
que reciben los nacionales del Estado de empleo en lo tocante a remuneración y de: 
 
a) Otras condiciones de trabajo, es decir, horas extraordinarias, horario de trabajo, 
descanso semanal, vacaciones pagadas, seguridad, salud, fin de la relación de empleo 
y cualesquiera otras condiciones de trabajo que, conforme a la legislación y la práctica 
nacionales, estén comprendidas en este término; 
 
b) Otras condiciones de empleo, es decir, edad mínima de empleo, restricción del 
trabajo a domicilio y cualesquiera otros asuntos que, conforme a la legislación y la 
práctica nacionales, se consideren condiciones de empleo. 
 
2. No será legal menoscabar en los contratos privados de empleo el principio de 
igualdad de trato que se menciona en el párrafo 1 del presente artículo. 
 
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas para asegurar que los 
trabajadores migratorios no sean privados de ninguno de los derechos derivados de 
este principio a causa de irregularidades en su permanencia o empleo. En particular, 
los empleadores no quedarán exentos de ninguna obligación jurídica ni contractual, ni 
sus obligaciones se verán limitadas en forma alguna a causa de cualquiera de esas 
irregularidades. 
 
Artículo 26 
 
1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de los trabajadores migratorios y sus 
familiares a: 
 
a) Participar en las reuniones y actividades de los sindicatos o de cualesquiera otras 
asociaciones establecidas conforme a la ley, con miras a proteger sus intereses 
económicos, sociales, culturales y de otra índole, con sujeción solamente a las normas 
de la organización pertinente; 
 
b) Afiliarse libremente a cualquier sindicato o a cualquiera de las asociaciones citadas, 
con sujeción solamente a las normas de la organización pertinente; 
 
c) Solicitar ayuda y asistencia de cualquier sindicato o de cualquiera de las 
asociaciones citadas. 
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2. El ejercicio de tales derechos sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por 
la ley que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la seguridad 
nacional o el orden público o para proteger los derechos y libertades de los demás. 
 
Artículo 27 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares gozarán en el Estado de empleo, con 
respecto a la seguridad social, del mismo trato que los nacionales en la medida en que 
cumplan los requisitos previstos en la legislación aplicable de ese Estado o en los 
tratados bilaterales y multilaterales aplicables. Las autoridades competentes del Estado 
de origen y del Estado de empleo podrán tomar en cualquier momento las 
disposiciones necesarias para determinar las modalidades de aplicación de esta norma. 
 
2. Cuando la legislación aplicable no permita que los trabajadores migratorios o sus 
familiares gocen de alguna prestación, el Estado de que se trate, sobre la base del 
trato otorgado a los nacionales que estuvieren en situación similar, considerará la 
posibilidad de reembolsarles el monto de las contribuciones que hubieren aportado en 
relación con esas prestaciones. 
 
Artículo 28 
 
Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a recibir cualquier tipo 
de atención médica urgente que resulte necesaria para preservar su vida o para evitar 
daños irreparables a su salud en condiciones de igualdad de trato con los nacionales 
del Estado de que se trate. Esa atención médica de urgencia no podrá negarse por 
motivos de irregularidad en lo que respecta a la permanencia o al empleo. 
 
Artículo 29 
 
Todos los hijos de los trabajadores migratorios tendrán derecho a tener un nombre, al 
registro de su nacimiento y a tener una nacionalidad. 
 
Artículo 30 
 
Todos los hijos de los trabajadores migratorios gozarán del derecho fundamental de 
acceso a la educación en condiciones de igualdad de trato con los nacionales del Estado 
de que se trate. El acceso de los hijos de trabajadores migratorios a las instituciones de 
enseñanza preescolar o las escuelas públicas no podrá denegarse ni limitarse a causa 
de la situación irregular en lo que respecta a la permanencia o al empleo de cualquiera 
de los padres, ni del carácter irregular de la permanencia del hijo en el Estado de 
empleo. 
 
Artículo 31 
 
1. Los Estados Partes velarán por que se respete la identidad cultural de los 
trabajadores migratorios y de sus familiares y no impedirán que éstos mantengan 
vínculos culturales con sus Estados de origen. 
 
2. Los Estados Partes podrán tomar las medidas apropiadas para ayudar y alentar los 
esfuerzos a este respecto. 
 
Artículo 32 
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Los trabajadores migratorios y sus familiares, al terminar su permanencia en el Estado 
de empleo, tendrán derecho a transferir sus ingresos y ahorros y, de conformidad con 
la legislación aplicable de los Estados de que se trate, sus efectos personales y otras 
pertenencias. 
 
Artículo 33 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a que el Estado de 
origen, el Estado de empleo o el Estado de tránsito, según corresponda, les 
proporcione información acerca de: 
 
a) Sus derechos con arreglo a la presente Convención; 
 
b) Los requisitos establecidos para su admisión, sus derechos y obligaciones con 
arreglo a la ley y la práctica del Estado interesado y cualesquiera otras cuestiones que 
les permitan cumplir formalidades administrativas o de otra índole en dicho Estado. 
 
2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas que consideren apropiadas para 
difundir la información mencionada o velar por que sea suministrada por empleadores, 
sindicatos u otros órganos o instituciones apropiados. Según corresponda, cooperarán 
con los demás Estados interesados. 
 
3. La información adecuada será suministrada a los trabajadores migratorios y sus 
familiares que la soliciten gratuitamente y, en la medida de lo posible, en un idioma 
que puedan entender. 
 
Artículo 34 
 
Ninguna de las disposiciones de la presente Parte de la Convención tendrá por efecto 
eximir a los trabajadores migratorios y a sus familiares de la obligación de cumplir las 
leyes y reglamentaciones de todos los Estados de tránsito y del Estado de empleo ni de 
la obligación de respetar la identidad cultural de los habitantes de esos Estados. 
 
Artículo 35 
 
Ninguna de las disposiciones de la presente Parte de la Convención se interpretará en 
el sentido de que implica la regularización de la situación de trabajadores migratorios o 
de familiares suyos no documentados o en situación irregular o el derecho a que su 
situación sea así regularizada, ni menoscabará las medidas encaminadas a asegurar las 
condiciones satisfactorias y equitativas para la migración internacional previstas en la 
parte VI de la presente Convención. 
 
PARTE IV 
 
Otros derechos de los trabajadores migratorios y sus familiares que estén 
documentados o se encuentren en situación regular 
 
Artículo 36 
 
Los trabajadores migratorios y sus familiares que estén documentados o se encuentren 
en situación regular en el Estado de empleo gozarán de los derechos enunciados en la 
presente Parte de la Convención, además de los enunciados en la parte III. 
 
Artículo 37 
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Antes de su partida, o a más tardar en el momento de su admisión en el Estado de 
empleo, los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a ser 
plenamente informados por el Estado de origen o por el Estado de empleo, según 
corresponda, de todas las condiciones aplicables a su admisión y, particularmente, de 
las relativas a su estancia y a las actividades remuneradas que podrán realizar, así 
como de los requisitos que deberán cumplir en el Estado de empleo y las autoridades a 
que deberán dirigirse para que se modifiquen esas condiciones. 
 
Artículo 38 
 
1. Los Estados de empleo harán todo lo posible por autorizar a los trabajadores 
migratorios y sus familiares a ausentarse temporalmente sin que ello afecte a la 
autorización que tengan de permanecer o trabajar, según sea el caso. Al hacerlo, los 
Estados de empleo deberán tener presentes las necesidades y obligaciones especiales 
de los trabajadores migratorios y sus familiares, particularmente en sus Estados de 
origen. 
 
2. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a ser informados 
plenamente de las condiciones en que estén autorizadas esas ausencias temporales. 
 
Artículo 39 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a la libertad de 
movimiento en el territorio del Estado de empleo y a escoger libremente en él su 
residencia. 
 
2. Los derechos mencionados en el párrafo 1 del presente artículo no estarán sujetos a 
ninguna restricción, salvo las que estén establecidas por ley, sean necesarias para 
proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los 
derechos y las libertades de los demás y sean congruentes con los demás derechos 
reconocidos en la presente Convención. 
 
Artículo 40 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán el derecho a establecer 
asociaciones y sindicatos en el Estado de empleo para el fomento y la protección de sus 
intereses económicos, sociales, culturales y de otra índole. 
 
2. No podrán imponerse restricciones al ejercicio de ese derecho, salvo las que 
prescriba la ley y resulten necesarias en una sociedad democrática en interés de la 
seguridad nacional o el orden público o para proteger los derechos y libertades de los 
demás. 
 
Artículo 41 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a participar en los 
asuntos públicos de su Estado de origen y a votar y ser elegidos en elecciones 
celebradas en ese Estado, de conformidad con su legislación. 
 
2. Los Estados de que se trate facilitarán, según corresponda y de conformidad con su 
legislación, el ejercicio de esos derechos. 
 
Artículo 42 
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1. Los Estados Partes considerarán la posibilidad de establecer procedimientos o 
instituciones que permitan tener en cuenta, tanto en los Estados de origen como en los 
Estados de empleo, las necesidades, aspiraciones u obligaciones especiales de los 
trabajadores migratorios y sus familiares y considerarán también, según proceda, la 
posibilidad de que los trabajadores migratorios y sus familiares tengan en esas 
instituciones sus propios representantes libremente elegidos. 
 
2. Los Estados de empleo facilitarán, de conformidad con su legislación nacional, la 
consulta o la participación de los trabajadores migratorios y sus familiares en las 
decisiones relativas a la vida y la administración de las comunidades locales. 
 
3. Los trabajadores migratorios podrán disfrutar de derechos políticos en el Estado de 
empleo si ese Estado, en el ejercicio de su soberanía, les concede tales derechos. 
 
Artículo 43 
 
1. Los trabajadores migratorios gozarán de igualdad de trato respecto de los nacionales 
del Estado de empleo en relación con: 
 
a) El acceso a instituciones y servicios de enseñanza, con sujeción a los requisitos de 
admisión y otras reglamentaciones de las instituciones y servicios de que se trate; 
 
b) El acceso a servicios de orientación profesional y colocación; 
 
c) El acceso a servicios e instituciones de formación profesional y readiestramiento; 
 
d) El acceso a la vivienda, con inclusión de los planes sociales de vivienda, y la 
protección contra la explotación en materia de alquileres; 
 
e) El acceso a los servicios sociales y de salud, siempre que se hayan satisfecho los 
requisitos establecidos para la participación en los planes correspondientes; 
 
f) El acceso a las cooperativas y empresas en régimen de autogestión, sin que ello 
implique un cambio de su condición de trabajadores migratorios y con sujeción a las 
normas y los reglamentos por que se rijan los órganos interesados; 
 
g) El acceso a la vida cultural y la participación en ella. 
 
2. Los Estados Partes promoverán condiciones que garanticen una efectiva igualdad de 
trato, a fin de que los trabajadores migratorios puedan gozar de los derechos 
enunciados en el párrafo 1 del presente artículo, siempre que las condiciones 
establecidas para su estancia, con arreglo a la autorización del Estado de empleo, 
satisfagan los requisitos correspondientes. 
 
3. Los Estados de empleo no impedirán que un empleador de trabajadores migratorios 
instale viviendas o servicios sociales o culturales para ellos. 
 
Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 70 de la presente Convención, el Estado de 
empleo podrá subordinar la instalación de esos servicios a los requisitos generalmente 
exigidos en ese Estado en relación con su instalación. 
 
Artículo 44 
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1. Los Estados Partes, reconociendo que la familia es el grupo básico natural y 
fundamental de la sociedad y tiene derecho a protección por parte de la sociedad y del 
Estado, adoptarán las medidas apropiadas para asegurar, la protección de la unidad de 
la familia del trabajador migratorio. 
 
2. Los Estados Partes tomarán las medidas que estimen apropiadas y entren en la 
esfera de su competencia para facilitar la reunión de los trabajadores migratorios con 
sus cónyuges o con aquellas personas que mantengan con el trabajador migratorio una 
relación que, de conformidad con el derecho aplicable, produzca efectos equivalentes al 
matrimonio, al igual que con sus hijos solteros menores de edad que estén a su cargo. 
 
3. Los Estados de empleo, por razones humanitarias, onsiderarán favorablemente 
conceder un rato igual al previsto en el párrafo 2 del presente rtículo a otros familiares 
de los trabajadores migratorios. 
 
Artículo 45 
 
1. Los familiares de los trabajadores migratorios ozarán, en el Estado de empleo, de 
igualdad e trato respecto de los nacionales de ese stado en relación con: 
 
a) El acceso a instituciones y servicios de enseñanza, on sujeción a los requisitos de 
ingreso y a tras normas de las instituciones y los servicios e que se trate; 
 
b) El acceso a instituciones y servicios de orientación capacitación vocacional, a 
condición de que se cumplan los requisitos para la participación en ellos; 
 
c) El acceso a servicios sociales y de salud, a condición de que se cumplan los 
requisitos para la participación en los planes correspondientes; 
 
d) El acceso a la vida cultural y la participación en ella. 
 
2. Los Estados de empleo, en colaboración con los Estados de origen cuando proceda, 
aplicarán una política encaminada a facilitar la integración de los hijos de los 
trabajadores migratorios en el sistema escolar local, particularmente en lo tocante a la 
enseñanza del idioma local. 
 
3. Los Estados de empleo procurarán facilitar a los hijos de los trabajadores 
migratorios la enseñanza de su lengua y cultura maternas y, cuando proceda, los 
Estados de origen colaborarán a esos efectos. 
 
4. Los Estados de empleo podrán establecer planes especiales de enseñanza en la 
lengua materna de los hijos de los trabajadores migratorios, en colaboración con los 
Estados de origen si ello fuese necesario. 
 
Artículo 46 
 
Los trabajadores migratorios y sus familiares estarán exentos, con sujeción a la 
legislación aplicable de los Estados de que se trate y a los acuerdos internacionales 
pertinentes y las obligaciones de dichos Estados dimanantes de su participación en 
uniones aduaneras, del pago de derechos e impuestos en concepto de importación y 
exportación por sus efectos personales y enseres domésticos, así como por el equipo 
necesario para el desempeño de la actividad remunerada para la que hubieran sido 
admitidos en el Estado de empleo: 
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a) En el momento de salir del Estado de origen o del Estado de residencia habitual; 
 
b) En el momento de su admisión inicial en el Estado de empleo; 
 
c) En el momento de su salida definitiva del Estado de empleo; 
 
d) En el momento de su regreso definitivo al Estado de origen o al Estado de residencia 
habitual. 
 
Artículo 47 
 
1. Los trabajadores migratorios tendrán derecho a transferir sus ingresos y ahorros, en 
particular los fondos necesarios para el sustento de sus familiares, del Estado de 
empleo a su Estado de origen o a cualquier otro Estado. Esas transferencias se harán 
con arreglo a los procedimientos establecidos en la legislación aplicable del Estado 
interesado y de conformidad con los acuerdos internacionales aplicables. 
 
2. Los Estados interesados adoptarán las medidas apropiadas para facilitar dichas 
transferencias. 
 
Artículo 48 
 
1. Sin perjuicio de los acuerdos aplicables sobre doble tributación, los trabajadores 
migratorios y sus familiares, en lo que respecta a los ingresos en el Estado de empleo: 
 
a) No deberán pagar impuestos, derechos ni gravámenes de ningún tipo que sean más 
elevados o gravosos que los que deban pagar los nacionales en circunstancias 
análogas; 
 
b) Tendrán derecho a deducciones o exenciones de impuestos de todo tipo y a las 
desgravaciones tributarias aplicables a los nacionales en circunstancias análogas, 
incluidas las desgravaciones tributarias por familiares a su cargo. 
 
2. Los Estados Partes procurarán adoptar las medidas apropiadas para evitar que los 
ingresos y ahorros de los trabajadores migratorios y sus familiares sean objeto de 
doble tributación. 
 
Artículo 49 
 
1. En los casos en que la legislación nacional exija autorizaciones separadas de 
residencia y de empleo, los Estados de empleo otorgarán a los trabajadores migratorios 
una autorización de residencia por lo menos por el mismo período de duración de su 
permiso para desempeñar una actividad remunerada. 
 
2. En los Estados de empleo en que los trabajadores migratorios tengan la libertad de 
elegir una actividad remunerada, no se considerará que los trabajadores migratorios se 
encuentran en situación irregular, ni se les retirará su autorización de residencia, por el 
solo hecho del cese de su actividad remunerada con anterioridad al vencimiento de su 
permiso de trabajo o autorización análoga. 
 
3. A fin de permitir que los trabajadores migratorios mencionados en el párrafo 2 del 
presente artículo tengan tiempo suficiente para encontrar otra actividad remunerada, 
no se les retirará su autorización de residencia, por lo menos por un período 
correspondiente a aquel en que tuvieran derecho a prestaciones de desempleo. 
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Artículo 50 
 
1. En caso de fallecimiento de un trabajador migratorio o de disolución del matrimonio, 
el Estado de empleo considerará favorablemente conceder autorización para 
permanecer en él a los familiares de ese trabajador migratorio que residan en ese 
Estado en consideración de la unidad de la familia; el Estado de empleo tendrá en 
cuenta el período de tiempo que esos familiares hayan residido en él. 
 
2. Se dará a los familiares a quienes no se conceda esa autorización tiempo razonable 
para arreglar sus asuntos en el Estado de empleo antes de salir de él. 
 
3. No podrá interpretarse que las disposiciones de los párrafos 1 y 2 de este artículo 
afectan adversamente al derecho a permanecer y trabajar concedido a esos familiares 
por la legislación del Estado de empleo o por tratados bilaterales y multilaterales 
aplicables a ese Estado. 
 
Artículo 51 
 
No se considerará que se encuentren en situación irregular los trabajadores migratorios 
que en el Estado de empleo no estén autorizados a elegir libremente su actividad 
remunerada, ni tampoco se les retirará su autorización de residencia por el solo hecho 
de que haya cesado su actividad remunerada con anterioridad al vencimiento de su 
permiso de trabajo, excepto en los casos en que la autorización de residencia dependa 
expresamente de la actividad remunerada específica para la cual hayan sido aceptados. 
Dichos trabajadores migratorios tendrán derecho a buscar otros empleos, participar en 
programas de obras públicas y readiestrarse durante el período restante de su permiso 
de trabajo, con sujeción a las condiciones y limitaciones que se establezcan en dicho 
permiso. 
 
Artículo 52 
 
1. Los trabajadores migratorios tendrán en el Estado de empleo libertad de elegir su 
actividad remunerada, con sujeción a las restricciones o condiciones siguientes. 
 
2. Respecto de cualquier trabajador migratorio, el Estado de empleo podrá: 
 
a) Restringir el acceso a categorías limitadas de empleo, funciones, servicios o 
actividades, cuando ello sea necesario en beneficio del Estado y esté previsto por la 
legislación nacional; 
 
b) Restringir la libre elección de una actividad remunerada de conformidad con su 
legislación relativa a las condiciones de reconocimiento de calificaciones profesionales 
adquiridas fuera del territorio del Estado de empleo. Sin embargo, los Estados Partes 
interesados tratarán de reconocer esas calificaciones. 
 
3. En el caso de los trabajadores migratorios cuyo permiso de trabajo sea de tiempo 
limitado, el Estado de empleo también podrá: 
 
a) Subordinar el derecho de libre elección de una actividad remunerada a la condición 
de que el trabajador migratorio haya residido legalmente en el territorio del Estado de 
empleo para los fines de ejercer una actividad remunerada por un período de tiempo 
determinado en la legislación nacional de dicho Estado que no sea superior a dos años; 
 

156



b) Limitar el acceso del trabajador migratorio a una actividad remunerada en aplicación 
de una política de otorgar prioridad a sus nacionales o a las personas que estén 
asimiladas a sus nacionales para esos fines en virtud de la legislación vigente o de 
acuerdos bilaterales o multilaterales. Las limitaciones de este tipo no se aplicarán a un 
trabajador migratorio que haya residido legalmente en el territorio del Estado de 
empleo para los fines de ejercer una actividad remunerada por un período determinado 
en la legislación nacional de dicho Estado que no sea superior a cinco años. 
 
4. El Estado de empleo fijará las condiciones en virtud de las cuales un trabajador 
migratorio que haya sido admitido para ejercer un empleo podrá ser autorizado a 
realizar trabajos por cuenta propia. Se tendrá en cuenta el período durante el cual el 
trabajador haya residido legalmente en el Estado de empleo. 
 
Artículo 53 
 
1. Los familiares de un trabajador migratorio cuya autorización de residencia o 
admisión no tenga límite de tierno o se renueve automáticamente podrán elegir 
libremente una actividad remunerada en las mismas condiciones aplicables a dicho 
trabajador migratorio de conformidad con el artículo 52 de la presente Convención. 
 
2. En cuanto a los familiares de un trabajador migratorio a quienes no se les permita 
elegir libremente su actividad remunerada, los Estados Partes considerarán 
favorablemente darles prioridad, a efectos de obtener permiso para ejercer una 
actividad remunerada, respecto de otros trabajadores que traten de lograr admisión en 
el Estado de empleo, con sujeción a los acuerdos bilaterales y multilaterales aplicables. 
 
Artículo 54 
 
1. Sin perjuicio de las condiciones de su autorización de residencia o de su permiso de 
trabajo ni de los derechos previstos en los artículos 25 y 27 de la presente Convención, 
los trabajadores migratorios gozarán de igualdad de trato respecto de los nacionales 
del Estado de empleo en relación con: 
 
a) La protección contra los despidos; 
 
b) Las prestaciones de desempleo; 
 
c) El acceso a los programas de obras públicas destinados a combatir el desempleo; 
 
d) El acceso a otro empleo en caso de quedar sin trabajo o darse término a otra 
actividad remunerada, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 52 de la presente 
Convención. 
 
2. Si un trabajador migratorio alega que su empleador ha violado las condiciones de su 
contrato de trabajo, tendrá derecho a recurrir ante las autoridades competentes del 
Estado de empleo, según lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 18 de la presente 
Convención. 
 
Artículo 55 
 
Los trabajadores migratorios que hayan obtenido permiso para ejercer una actividad 
remunerada, con sujeción a las condiciones adscritas a dicho permiso, tendrán derecho 
a igualdad de trato respecto de los nacionales del Estado de empleo en el ejercicio de 
esa actividad remunerada. 
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Artículo 56 
 
1. Los trabajadores migratorios y sus familiares a los que se refiere la presente Parte 
de la Convención no podrán ser expulsados de un Estado de empleo salvo por razones 
definidas en la legislación nacional de ese Estado y con sujeción a las salvaguardias 
establecidas en la parte III. 
 
2. No se podrá recurrir a la expulsión como medio de privar a un trabajador migratorio 
o a un familiar suyo de los derechos emanados de la autorización de residencia y el 
permiso de trabajo. 
 
3. Al considerar si se va a expulsar a un trabajador migratorio o a un familiar suyo, 
deben tenerse en cuenta consideraciones de carácter humanitario y también el tiempo 
que la persona de que se trate lleve residiendo en el Estado de empleo. 
 
PARTE V 
 
Disposiciones aplicables a categorías particulares de trabajadores migratorios y sus 
familiares 
 
Artículo 57 
 
Los trabajadores migratorios y sus familiares incluidos en las categorías particulares 
enumeradas en la presente Parte de la Convención que estén documentados o en 
situación regular gozarán de los derechos establecidos en la parte III, y, con sujeción a 
las modificaciones que se especifican a continuación, de los derechos establecidos en la 
parte IV. 
 
Artículo 58 
 
1. Los trabajadores fronterizos, definidos en el inciso a) del párrafo 2 del artículo 2 de 
la presente Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la parte IV que 
puedan corresponderles en virtud de su presencia y su trabajo en el territorio del 
Estado de empleo, teniendo en cuenta que no han establecido su residencia habitual en 
dicho Estado. 
 
2. Los Estados de empleo considerarán favorablemente la posibilidad de otorgar a los 
trabajadores fronterizos el derecho a elegir libremente una actividad remunerada luego 
de un período determinado. El otorgamiento de ese derecho no afectará a su condición 
de trabajadores fronterizos. 
 
Artículo 59 
 
1. Los trabajadores de temporada, definidos en el inciso b) del párrafo 2 del artículo 2 
de la presente Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la parte IV que 
puedan corresponderles en virtud de su presencia y su trabajo en el territorio del 
Estado de empleo y que sean compatibles con su condición de trabajadores de 
temporada en ese Estado, teniendo en cuenta el hecho de que se encuentran en ese 
Estado sólo una parte del año. 
 
2. El Estado de empleo, con sujeción al párrafo 1 de este artículo, examinará la 
conveniencia de conceder a los trabajadores de temporada que hayan estado 
empleados en su territorio durante un período de tiempo considerable la posibilidad de 
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realizar otras actividades remuneradas, otorgándoles prioridad respecto de otros 
trabajadores que traten de lograr admisión en ese Estado, con sujeción a los acuerdos 
bilaterales y multilaterales aplicables. 
 
Artículo 60 
 
Los trabajadores itinerantes, definidos en el inciso e) del párrafo 2 del artículo 2 de la 
presente Convención, gozarán de todos los derechos reconocidos en la parte IV que 
puedan corresponderles en virtud de su presencia y su trabajo en el territorio del 
Estado de empleo y que sean compatibles con su condición de trabajadores itinerantes 
en ese Estado. 
 
Artículo 61 
 
1. Los trabajadores vinculados a un proyecto, definidos en el inciso f) del párrafo 2 del 
artículo 2 de la presente Convención, y sus familiares gozarán de los derechos 
reconocidos en la parte IV, salvo los establecidos en los incisos b) y c) del párrafo 1 del 
artículo 43, en el inciso d) del párrafo 1 del artículo 43 en lo referente a los planes 
sociales de vivienda, en el inciso b) del párrafo 1 del artículo 45 y en los artículos 52 a 
55. 
 
2. Si un trabajador vinculado a un proyecto alega que su empleador ha violado las 
condiciones de su contrato de trabajo, tendrá derecho a recurrir ante las autoridades 
competentes del Estado que tenga jurisdicción sobre el empleador, según lo dispuesto 
en el párrafo 1 del artículo 18 de la presente Convención. 
 
3. Con sujeción a los acuerdos bilaterales o multilaterales que se les apliquen, los 
Estados Partes procurarán conseguir que los trabajadores vinculados a un proyecto 
estén debidamente protegidos por los sistemas de seguridad social de sus Estados de 
origen o de residencia habitual durante el tiempo que estén vinculados al proyecto. Los 
Estados Partes interesados tomarán medidas apropiadas a fin de evitar toda 
denegación de derechos o duplicación de pagos a este respecto. 
 
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 47 de la presente Convención y en los 
acuerdos bilaterales o multilaterales pertinentes, los Estados Partes interesados 
permitirán que los ingresos de los trabajadores vinculados a un proyecto se abonen en 
su Estado de origen o de residencia habitual. 
 
Artículo 62 
 
1. Los trabajadores con empleo concreto, definidos en el inciso g) del párrafo 2 del 
artículo 2 de la presente Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la parte 
IV, con excepción de lo dispuesto en los incisos b) y c) del párrafo 1 del artículo 43, en 
el inciso d) del párrafo 1 del artículo 43 en lo referente a los planes sociales de 
vivienda, en el artículo 52 y en el inciso d) del párrafo 1 del artículo 54. 
 
2. Los familiares de los trabajadores con empleo concreto gozarán de los derechos que 
se les reconocen a los familiares de los trabajadores migratorios en la parte IV de la 
presente Convención, con excepción de lo dispuesto en el artículo 53. 
 
Artículo 63 
 
1. Los trabajadores por cuenta propia, definidos en el inciso h) del párrafo 2 del 
artículo 2 de la presente Convención, gozarán de los derechos reconocidos en la parte 
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IV, salvo los que sean aplicables exclusivamente a los trabajadores que tienen contrato 
de trabajo. 
 
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 52 y 79 de la presente Convención, la 
terminación de la actividad económica de los trabajadores por cuenta propia no 
acarreará de suyo el retiro de la autorización para que ellos o sus familiares 
permanezcan en el Estado de empleo o se dediquen en él a una actividad remunerada, 
salvo cuando la autorización de residencia dependa expresamente de la actividad 
remunerada concreta para la cual fueron admitidos. 
 
PARTE VI 
 
Promoción de condiciones satisfactorias, equitativas, dignas y lícitas en relación con la 
migración internacional de los trabajadores y sus familiares 
 
Artículo 64 
 
1. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 79 de la presente Convención, los 
Estados Partes interesados se consultarán y colaborarán entre sí, según sea apropiado, 
con miras a promover condiciones satisfactorias, equitativas y dignas en relación con la 
migración internacional de trabajadores y sus familiares. 
 
2. A ese respecto, se tendrán debidamente en cuenta no sólo las necesidades y 
recursos de mano de obra, sino también las necesidades sociales, económicas, 
culturales y de otro tipo de los trabajadores migratorios y sus familiares, así como las 
consecuencias de tal migración para las comunidades de que se trate. 
 
Artículo 65 
 
1. Los Estados Partes mantendrán servicios apropiados para atender las cuestiones 
relacionadas con la migración internacional de trabajadores y sus familiares. Sus 
funciones serán, entre otras: 
 
a) La formulación y la ejecución de políticas relativas a esa clase de migración; 
 
b) El intercambio de información, las consultas y la cooperación con las autoridades 
competentes de otros Estados Partes interesados en esa clase de migración; 
 
c) El suministro de información apropiada, en particular a empleadores, trabajadores y 
sus organizaciones, acerca de las políticas, leyes y reglamentos relativos a la migración 
y el empleo, los acuerdos sobre migración concertados con otros Estados y otros temas 
pertinentes; 
 
d) El suministro de información y asistencia apropiada a los trabajadores migratorios y 
sus familiares en lo relativo a las autorizaciones y formalidades y arreglos requeridos 
para la partida, el viaje, la llegada, la estancia, las actividades remuneradas, la salida y 
el regreso, así como en lo relativo a las condiciones de trabajo y de vida en el Estado 
de empleo, las normas aduaneras, monetarias y tributarias y otras leyes y reglamentos 
pertinentes. 
 
2. Los Estados Partes facilitarán, según corresponda, la provisión de servicios 
consulares adecuados y otros servicios que sean necesarios para atender a las 
necesidades sociales, culturales y de otra índole de los trabajadores migratorios y sus 
familiares. 
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Artículo 66 
 
1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo, el derecho a realizar 
operaciones para la contratación de trabajadores en otro Estado sólo corresponderá a: 
 
a) Los servicios u organismos públicos del Estado en el que tengan lugar esas 
operaciones; 
 
b) Los servicios u organismos públicos del Estado de empleo sobre la base de un 
acuerdo entre los Estados interesados; 
 
c) Un organismo establecido en virtud de un acuerdo bilateral o multilateral. 
 
2. Con sujeción a la autorización, la aprobación y la supervisión de las autoridades 
públicas de los Estados Partes interesados que se establezcan con arreglo a las 
legislaciones y prácticas de esos Estados, podrá permitirse también que organismos, 
futuros empleadores o personas que actúen en su nombre realicen las operaciones 
mencionadas. 
 
Artículo 67 
 
1. Los Estados Partes interesados cooperarán de la manera que resulte apropiada en la 
adopción de medidas relativas al regreso ordenado de los trabajadores migratorios y 
sus familiares al Estado de origen cuando decidan regresar, cuando expire su permiso 
de residencia o empleo, o cuando se encuentren en situación irregular en el Estado de 
empleo. 
 
2. Por lo que respecta a los trabajadores migratorios y sus familiares que se 
encuentren en situación regular, los Estados Partes interesados cooperarán de la 
manera que resulte apropiada, en las condiciones convenidas por esos Estados, con 
miras a fomentar condiciones económicas adecuadas para su reasentamiento y para 
facilitar su reintegración social y cultural duradera en el Estado de origen. 
 
Artículo 68 
 
1. Los Estados Partes, incluidos los Estados de tránsito, colaborarán con miras a 
impedir y eliminar los movimientos y el empleo ilegales o clandestinos de los 
trabajadores migratorios en situación irregular. Entre las medidas que se adopten con 
ese objeto dentro de la jurisdicción de cada Estado interesado, se contarán: 
 
a) Medidas adecuadas contra la difusión de información engañosa en lo concerniente a 
la emigración y la inmigración; 
 
b) Medidas para detectar y eliminar los movimientos ilegales o clandestinos de 
trabajadores migratorios y sus familiares y para imponer sanciones efectivas a las 
personas, grupos o entidades que organicen o dirijan esos movimientos o presten 
asistencia a tal efecto; 
 
c) Medidas para imponer sanciones efectivas a las personas, grupos o entidades que 
hagan uso de la violencia o de amenazas o intimidación contra los trabajadores 
migratorios o sus familiares en situación irregular. 
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2. Los Estados de empleo adoptarán todas las medidas necesarias y efectivas para 
eliminar la contratación en su territorio de trabajadores migratorios en situación 
irregular, incluso, si procede, mediante la imposición de sanciones a los empleadores 
de esos trabajadores. Esas medidas no menoscabarán los derechos de los trabajadores 
migratorios frente a sus empleadores en relación con su empleo. 
 
Artículo 69 
 
1. Los Estados Partes en cuyo territorio haya trabajadores migratorios y familiares 
suyos en situación irregular tomarán medidas apropiadas para asegurar que esa 
situación no persista. 
 
2. Cuando los Estados Partes interesados consideren la posibilidad de regularizar la 
situación de dichas personas de conformidad con la legislación nacional y los acuerdos 
bilaterales o multilaterales aplicables, se tendrán debidamente en cuenta las 
circunstancias de su entrada, la duración de su estancia en los Estados de empleo y 
otras consideraciones pertinentes, en particular las relacionadas con su situación 
familiar. 
 
Artículo 70 
 
Los Estados Partes deberán tomar medidas no menos favorables que las aplicadas a 
sus nacionales para garantizar que las condiciones de trabajo y de vida de los 
trabajadores migratorios y sus familiares en situación regular estén en consonancia con 
las normas de idoneidad, seguridad y salud, así como con los principios de la dignidad 
humana. 
 
Artículo 71 
 
1. Los Estados Partes facilitarán, siempre que sea necesario, la repatriación al Estado 
de origen de los restos mortales de los trabajadores migratorios o de sus familiares. 
 
2. En lo tocante a las cuestiones relativas a la indemnización por causa de fallecimiento 
de un trabajador migratorio o de uno de sus familiares, los Estados Partes, según 
proceda, prestarán asistencia a las personas interesadas con miras a lograr el pronto 
arreglo de dichas cuestiones. El arreglo de dichas cuestiones se realizará sobre la base 
del derecho nacional aplicable de conformidad con las disposiciones de la presente 
Convención y de los acuerdos bilaterales o multilaterales pertinentes. 
 
PARTE VII 
 
Aplicación de la Convención 
 
Artículo 72 
 
1. a) Con el fin de observar la aplicación de la presente Convención se establecerá un 
Comité de protección de los derechos de todos los trabajadores, migratorios y de sus 
familiares (denominado en adelante "el Comité"); 
 
b) El Comité estará compuesto, en el momento en que entre en vigor la presente 
Convención, de diez expertos y, después de la entrada en vigor de la Convención para 
el cuadragésimo primer Estado Parte, de catorce expertos de gran integridad moral, 
imparciales y de reconocida competencia en el sector abarcado por la Convención. 
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2. a) Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta por los Estados 
Partes de una lista de personas designadas por los Estados Partes. Se prestará la 
debida consideración a la distribución geográfica equitativa, incluyendo tanto Estados 
de origen como Estados de empleo, y a la representación de los principales sistemas 
jurídicos. Cada Estado Parte podrá proponer la candidatura de una persona elegida 
entre sus propios nacionales; 
 
b) Los miembros serán elegidos y ejercerán sus funciones a título personal. 
 
3. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de 
entrada en vigor de la presente Convención, y las elecciones subsiguientes se 
celebrarán cada dos arios. Al menos cuatro meses antes de la fecha de cada elección, 
el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a todos los Estados 
Partes para invitarlos a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. El 
Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todos los candidatos, en 
la que indicará los Estados Partes que los han designado, y la transmitirá a los Estados 
Partes a más tardar un mes antes de la fecha de la correspondiente elección, junto con 
las notas biográficas de los candidatos. 
 
4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de dos Estados Partes que 
será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones 
Unidas. En la reunión, para la cual constituirán quórum dos tercios de los Estados 
Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayor 
número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los Estados Partes presentes y 
votantes. 
 
5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el 
mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de 
dos años; inmediatamente después de la primera elección, el Presidente de la reunión 
de los Estados Partes designará por sorteo los nombres de esos cinco miembros; 
 
b) La elección de los cuatro miembros adicionales del Comité se realizará, de 
conformidad con las disposiciones de los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo, 
inmediatamente después de la entrada en vigor de la Convención para el cuadragésimo 
primer Estado Parte. El mandato de dos de los miembros adicionales elegidos en esa 
ocasión expirará al cabo de dos años; el Presidente de la reunión de los Estados Partes 
designará por sorteo el nombre de esos miembros; 
 
c) Los miembros del Comité podrán ser reelegidos si su candidatura vuelve a 
presentarse. 6. Si un miembro del Comité fallece o renuncia o declara que por algún 
otro motivo no puede continuar desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado 
Parte que presentó la candidatura de ese experto nombrará a otro experto de entre sus 
propios nacionales para que cumpla la parte restante del mandato. El nuevo 
nombramiento quedará sujeto a la aprobación del Comité. 
 
7. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los 
servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité. 
 
8. Los miembros del Comité percibirán emolumentos con cargo a los recursos de las 
Naciones Unidas en los términos y condiciones que decida la Asamblea General. 
 
9. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerrogativas e 
inmunidades de los expertos en misión de las Naciones Unidas que se estipulan en las 
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secciones pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de las 
Naciones Unidas 11/. 
 
——— 
 
11/ Resolución 22 A (I). 
 
Artículo 73 
 
1. Los Estados Partes presentarán al Secretario General de las Naciones Unidas, para 
su examen por el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, 
administrativas y de otra índole que hayan adoptado para dar efecto a las disposiciones 
de la presente Convención: 
 
a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para el Estado 
Parte de que se trate; 
 
b) En lo sucesivo, cada cinco años y cada vez que el Comité lo solicite. 
 
2. En los informes presentados con arreglo al presente artículo se indicarán también los 
factores y las dificultades, según el caso, que afecten a la aplicación de la Convención y 
se proporcionará información acerca de las características de las corrientes de 
migración que se produzcan en el Estado Parte de que se trate. 
 
3. El Comité establecerá las demás directrices que corresponda aplicar respecto del 
contenido de los informes. 
 
4. Los Estados Partes darán una amplia difusión pública a sus informes en sus propios 
países. 
 
Artículo 74 
 
1. El Comité examinará los informes que presente cada Estado Parte y transmitirá las 
observaciones que considere apropiadas al Estado Parte interesado. Ese Estado Parte 
podrá presentar al Comité sus comentarios sobre cualquier observación hecha por el 
Comité con arreglo al presente artículo. Al examinar esos informes, el Comité podrá 
solicitar a los Estados Partes que presenten información complementaria. 
 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas, con la debida antelación a la apertura 
de cada período ordinario de sesiones del Comité, transmitirá al Director General de la 
Oficina Internacional del Trabajo copias de los informes presentados por los Estados 
Partes interesados y la información pertinente para el examen de esos informes, a fin 
de que la Oficina pueda proporcionar al Comité los conocimientos especializados de 
que disponga respecto de las cuestiones tratadas en la presente Convención que caigan 
dentro del ámbito de competencia de la Organización Internacional del Trabajo. El 
Comité examinará en sus deliberaciones los comentarios y materiales que la Oficina 
pueda proporcionarle. 
 
3. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá también, tras celebrar consultas 
con el Comité, transmitir a otros organismos especializados, así como a las 
organizaciones intergubernamentales, copias de las partes de esos informes que sean 
de su competencia. 
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4. El Comité podrá invitar a los organismos especializados y órganos de las Naciones 
Unidas, así como a las organizaciones intergubernamentales y demás órganos 
interesados, a que presenten, para su examen por el Comité, información escrita 
respecto de las cuestiones tratadas en la presente Convención que caigan dentro del 
ámbito de sus actividades. 
 
5. El Comité invitará a la Oficina Internacional del Trabajo a nombrar representantes 
para que participen, con carácter consultivo, en sus sesiones. 
 
6. El Comité podrá invitar a representantes de otros organismos especializados y 
órganos de las Naciones Unidas, así como de organizaciones intergubernamentales, a 
estar presentes y ser escuchados en las sesiones cuando se examinen cuestiones que 
caigan dentro del ámbito de su competencia. 
 
7. El Comité presentará un informe anual a la Asamblea General de las Naciones 
Unidas sobre la aplicación de la presente Convención, en el que expondrá sus propias 
opiniones y recomendaciones, basadas, en particular, en el examen de los informes de 
los Estados Partes y en las observaciones que éstos presenten. 
 
8. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá los informes anuales del 
Comité a los Estados Partes en la presente Convención, al Consejo Económico y Social, 
a la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, al Director General de la 
Oficina Internacional del Trabajo y a otras organizaciones pertinentes. 
 
Artículo 75 
 
1. El Comité aprobará su propio reglamento. 
 
2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. 
 
3. El Comité se reunirá ordinariamente todos los años. 
 
4. Las reuniones del Comité se celebrarán ordinariamente en la Sede de las Naciones 
Unidas. 
 
Artículo 76 
 
1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento, 
con arreglo a este artículo, que reconoce la competencia del Comité para recibir y 
examinar las comunicaciones en las que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte 
no cumple sus obligaciones dimanadas de la presente Convención. Las comunicaciones 
presentadas conforme a este artículo sólo se podrán recibir y examinar si las presenta 
un Estado Parte que ha hecho una declaración por la cual reconoce con respecto a sí 
mismo la competencia del Comité. El Comité no recibirá ninguna comunicación que se 
refiera a un Estado Parte que no haya hecho esa declaración. Las comunicaciones que 
se reciban conforme a este artículo quedarán sujetas al siguiente procedimiento: 
 
a) Si un Estado Parte en la presente Convención considera que otro Estado Parte no 
está cumpliendo sus obligaciones dimanadas de la presente Convención, podrá, 
mediante comunicación por escrito, señalar el asunto a la atención de ese Estado 
Parte. El Estado Parte podrá también informar al Comité del asunto. 
 
En un plazo de tres meses contado desde la recepción de la comunicación, el Estado 
receptor ofrecerá al Estado que envió la comunicación una explicación u otra exposición 
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por escrito en la que aclare el asunto y que, en la medida de lo posible y pertinente, 
haga referencia a los procedimientos y recursos internos hechos valer, pendientes o 
existentes sobre la materia; 
 
b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambos Estados Partes interesados 
dentro de seis meses de recibida la comunicación inicial por el Estado receptor, 
cualquiera de ellos podrá referir el asunto al Comité, mediante notificación cursada al 
Comité y al otro Estado; 
 
c) El Comité examinará el asunto que se le haya referido sólo después de haberse 
cerciorado de que se han hecho valer y se han agotado todos los recursos internos 
sobre la materia, de conformidad con los principios de derecho internacional 
generalmente reconocidos. No se aplicará esta norma cuando, a juicio del Comité, la 
tramitación de esos recursos se prolongue injustificadamente; 
 
d) Con sujeción a lo dispuesto en el inciso c) del presente párrafo, el Comité pondrá 
sus buenos oficios a disposición de los Estados Partes interesados con miras a llegar a 
una solución amigable de la cuestión sobre la base del respeto a las obligaciones 
establecidas en la presente Convención; 
 
e) El Comité celebrará sesiones privadas cuando examine comunicaciones con arreglo 
al presente artículo; 
 
f) En todo asunto que se le refiera de conformidad con el inciso b) del presente párrafo, 
el Comité podrá pedir a los Estados Partes interesados, que se mencionan en el inciso 
b), que faciliten cualquier otra información pertinente; 
 
Ambos Estados Partes interesados, conforme a lo mencionado en el inciso b) del 
presente párrafo, tendrán derecho a estar representados cuando el asunto sea 
examinado por el Comité y a hacer declaraciones oralmente o por escrito; 
 
h) El Comité, en un plazo de doce meses a partir de la fecha de recepción de la 
notificación con arreglo al inciso b) del presente párrafo, presentará un informe, como 
se indica a continuación: 
 
i) Si se llega a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso d) del presente 
párrafo, el Comité limitará su informe a una breve exposición de los hechos y de la 
solución a la que se haya llegado; 
 
ii) Sí no se llega a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso d), el Comité 
indicará en su informe los hechos pertinentes relativos al asunto entre los Estados 
Partes interesados. Se anexarán al informe las declaraciones por escrito y una relación 
de las declaraciones orales hechas por los Estados Partes interesados. El Comité podrá 
también transmitir únicamente a los Estados Partes interesados cualesquiera 
observaciones que considere pertinentes al asunto entre ambos. 
 
En todos los casos el informe se transmitirá a los Estados Partes interesados. 
 
2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez Estados Partes 
en la presente Convención hayan hecho una declaración con arreglo al párrafo 1 del 
presente artículo. Los Estados Partes depositarán dichas declaraciones en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de ellas a los demás 
Estados Partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante 
notificación dirigida al Secretario General. Dicho retiro no será obstáculo para que se 
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examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud 
del presente artículo; después de que el Secretario General haya recibido la 
notificación de retiro de la declaración, no se recibirán nuevas comunicaciones de 
ningún Estado Parte con arreglo al presente artículo, a menos que el Estado Parte 
interesado haya hecho una nueva declaración. 
 
Artículo 77 
 
1. Todo Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento, 
con arreglo al presente artículo, que reconoce la competencia del Comité para recibir y 
examinar las comunicaciones enviadas por personas sometidas a su jurisdicción, o en 
su nombre, que aleguen que ese Estado Parte ha violado los derechos individuales que 
les reconoce la presente Convención. El Comité no admitirá comunicación alguna 
relativa a un Estado Parte que no haya hecho esa declaración. 
 
2. El Comité considerará inadmisible toda comunicación recibida de conformidad con el 
presente artículo que sea anónima o que, a su juicio, constituya un abuso del derecho 
a presentar dichas comunicaciones o sea incompatible con las disposiciones de la 
presente Convención. 
 
3. El Comité no examinará comunicación alguna presentada por una persona de 
conformidad con el presente artículo a menos que se haya cerciorado de que: 
 
a) La misma cuestión no ha sido, ni está siendo, examinada en otro procedimiento de 
investigación o solución internacional; 
 
b) La persona ha agotado todos los recursos que existan en la jurisdicción interna; no 
se aplicará esta norma cuando, a juicio del Comité, la tramitación de los recursos se 
prolongue injustificadamente o no ofrezca posibilidades de dar un amparo eficaz a esa 
persona. 
 
4. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del presente artículo, el Comité señalará 
las comunicaciones que se le presenten de conformidad con el presente artículo a la 
atención del Estado Parte en la presente Convención que haya hecho una declaración 
conforme al párrafo 1 y respecto del cual se alegue que ha violado una disposición de 
la Convención. En un plazo de seis meses, el Estado receptor proporcionará al Comité 
una explicación u otra exposición por escrito en la que aclare el asunto y exponga, en 
su caso, la medida correctiva que haya adoptado. 
 
5. El Comité examinará las comunicaciones recibidas de conformidad con el presente 
artículo a la luz de toda la información presentada por la ersona o en su nombre y por 
el Estado Parte de que se trate. 
 
6. El Comité celebrará sesiones privadas cuando examine las comunicaciones 
presentadas conforme al presente artículo. 
 
7. El Comité comunicará sus opiniones al Estado Parte de que se trate y a la persona 
que haya presentado la comunicación. 
 
8. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez Estados Partes 
en la presente Convención hayan hecho las declaraciones a que se hace referencia en 
el párrafo 1 del presente artículo. Los Estados Partes depositarán dichas declaraciones 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de ellas a 
los demás Estados Partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento 
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mediante notificación dirigida al Secretario General. Dicho retiro no será obstáculo para 
que se examine cualquier asunto que sea objeto de una comunicación ya transmitida 
en virtud del presente artículo; después de que el Secretario General haya recibido la 
notificación de retiro de la declaración no se recibirán nuevas comunicaciones 
presentadas por una persona, o en su nombre, con arreglo al presente artículo, a 
menos que el Estado Parte de que se trate haya hecho una nueva declaración. 
 
Artículo 78 
 
Las disposiciones del artículo 76 de la presente Convención se aplicarán sin perjuicio de 
cualquier procedimiento para solucionar las controversias o denuncias relativas a la 
esfera de la presente Convención establecido en los instrumentos constitucionales de 
las Naciones Unidas y los organismos especializados o en convenciones aprobadas por 
ellos, y no privarán a los Estados Partes de recurrir a otros procedimientos para 
resolver una controversia de conformidad con convenios internacionales vigentes entre 
ellos. 
 
PARTE VIII 
 
Disposiciones generales 
 
Artículo 79 
 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará al derecho de cada Estado 
Parte a establecer los criterios que rijan la admisión de los trabajadores migratorios y 
de sus familiares. En cuanto a otras cuestiones relacionadas con su situación legal y el 
trato que se les dispense como trabajadores migratorios y familiares de éstos, los 
Estados Partes estarán sujetos a las limitaciones establecidas en la presente 
Convención. 
 
Artículo 80 
 
Nada de lo dispuesto en la presente Convención deberá interpretarse de manera que 
menoscabe las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones 
de los organismos especializados en que se definen las responsabilidades respectivas 
de los diversos órganos de las Naciones Unidas y de los organismos especializados en 
relación con los asuntos de que se ocupa la presente Convención. 
 
Artículo 81 
 
1. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a ningún derecho o libertad 
más favorable que se conceda a los trabajadores migratorios y a sus familiares en 
virtud de: 
 
a) El derecho o la práctica de un Estado Parte; o 
 
b) Todo tratado bilateral o multilateral vigente para el Estado Parte interesado. 
 
2. Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse en el sentido de 
conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender actividades o 
realizar actos que puedan menoscabar cualquiera de los derechos o libertades 
reconocidos en la presente Convención. 
 
Artículo 82 
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Los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familiares previstos en la 
presente Convención no podrán ser objeto de renuncia. No se permitirá ejercer ninguna 
forma de presión sobre los trabajadores migratorios ni sobre sus familiares para 
hacerlos renunciar a cualquiera de los derechos mencionados o privarse de alguno de 
ellos. No se podrán revocar mediante contrato los derechos reconocidos en la presente 
Convención. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar que se 
respeten esos principios. 
 
Artículo 83 
 
Cada uno de los Estados Partes en la presente Convención se compromete a garantizar 
que: 
 
a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en la presente Convención 
hayan sido violados pueda obtener una reparación efectiva, aun cuando tal violación 
haya sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; 
 
b) La autoridad judicial, administrativa o legislativa competente, o cualquier otra 
autoridad competente prevista en el sistema jurídico del Estado, decida sobre la 
procedencia de la demanda de toda persona que interponga tal recurso, y que se 
amplíen las posibilidades de obtener reparación por la vía judicial; 
 
c) Las autoridades competentes cumplan toda decisión en que el recurso se haya 
estimado procedente. 
 
Artículo 84 
 
Cada uno de los Estados Partes se compromete a adoptar las medidas legislativas y de 
otra índole que sean necesarias para aplicar las disposiciones de la presente 
Convención. 
 
PARTE IX 
 
Disposiciones finales 
 
Artículo 85 
 
El Secretario General de las Naciones Unidas será depositario de la presente 
Convención. 
 
Artículo 86 
 
1. La presente Convención quedará abierta a la firma de todos los Estados. Estará 
sujeta a ratificación. 
 
2. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de todos los Estados. 
 
3. Los instrumentos de ratificación o de adhesión se depositarán en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
 
Artículo 87 
 

169



1. La presente Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente a un plazo 
de tres meses contado a partir de la fecha en que haya sido depositado el vigésimo 
instrumento de ratificación o de adhesión. 
 
2. Respecto de todo Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de 
su entrada en vigor, la Convención entrará en vigor el primer día del mes siguiente a 
un plazo de tres meses contado a partir de la fecha en que ese Estado haya depositado 
su instrumento de ratificación o adhesión. 
 
Artículo 88 
 
Los Estados que ratifiquen la presente Convención o se adhieran a ella no podrán 
excluir la aplicación de ninguna parte de ella ni tampoco, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 3, podrán excluir de su aplicación a ninguna categoría determinada de 
trabajadores migratorios. 
 
Artículo 89 
 
1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención, una vez transcurridos 
cinco años desde la fecha en que la Convención haya entrado en vigor para ese Estado, 
mediante comunicación por escrito dirigida al Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
 
2. La denuncia se hará efectiva el primer día del mes siguiente a la expiración de un 
plazo de doce meses contado a partir de la fecha en que el Secretario General de las 
Naciones Unidas haya recibido la comunicación. 
 
3. La denuncia no tendrá el efecto de liberar al Estado Parte de las obligaciones 
contraídas en virtud de la presente Convención respecto de ningún acto u omisión que 
haya ocurrido antes de la fecha en que se hizo efectiva la denuncia, ni impedirá en 
modo alguno que continúe el examen de cualquier asunto que se hubiere sometido a la 
consideración del Comité antes de la fecha en que se hizo efectiva la denuncia. 
 
4. A partir de la fecha en que se haga efectiva la denuncia de un Estado Parte, el 
Comité no podrá iniciar el examen de ningún nuevo asunto relacionado con ese Estado. 
 
Artículo 90 
 
1. Pasados cinco anos de la fecha en que la presente Convención haya entrado en 
vigor, cualquiera de los Estados Partes en la misma podrá formular una solicitud de 
enmienda de la Convención mediante comunicación escrita dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará acto seguido las 
enmiendas propuestas a los Estados Partes y les solicitará que le notifiquen si se 
pronuncian a favor de la celebración de una conferencia de Estados Partes para 
examinar y someter a votación las propuestas. En el caso de que, dentro de un plazo 
de cuatro meses a partir de la fecha de dicha comunicación, por lo menos un tercio de 
los Estados Partes se pronuncie a favor de la celebración de la conferencia, el 
Secretario General convocará la conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. 
Toda enmienda aprobada por la mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en 
la conferencia se presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas para su 
aprobación. 
 
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de los 
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Estados Partes en la presente Convención, de conformidad con sus respectivos 
procedimientos constitucionales. 
 
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados Partes 
que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por 
las disposiciones de la presente Convención y por toda enmienda anterior que hayan 
aceptado. 
 
Artículo 91 
 
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los 
Estados Partes el texto de las reservas formuladas por los Estados en el momento de la 
firma, la ratificación o la adhesión. 
 
2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la 
presente Convención. 
 
3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una notificación 
a tal fin dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, quien informará de ello a 
todos los Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción. 
 
Artículo 92 
 
1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o la aplicación de la presente Convención y no se solucione mediante 
negociaciones se someterá a arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis 
meses contado a partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje las 
Partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la organización del arbitraje, cualquiera 
de las Partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia 
mediante una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte. 
 
2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o la ratificación de la Convención o de 
su adhesión a ella, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del 
presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante 
ningún Estado Parte que haya formulado esa declaración. 
 
3. Todo Estado Parte que haya formulado la declaración prevista en el párrafo 2 del 
presente artículo podrá retirarla en cualquier momento mediante notificación dirigida al 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
 
Artículo 93 
 
1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y 
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las 
Naciones Unidas. 
 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas de la 
presente Convención a todos los Estados. 
 
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos plenipotenciarios, debidamente 
autorizados para ello por sus respectivos gobiernos, han firmado la presente 
Convención. 
 

171



 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

“¿Convenios Internacionales? ¿Para qué? 
Siendo neonazis estamos bien” 
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28 de octubre de 2009 
PREGUNTA ESCRITA de Proinsias De Rossa 
 
En relación con su respuesta del 9 de septiembre de 2005 a mi pregunta sobre la Convención 
de las Naciones Unidas sobre los trabajadores migratorios, ¿podría indicar la Comisión qué 
Estados miembros, en los cuatro años que han mediado, han ratificado esta Convención? ¿Ha 
vuelto a considerar la Comisión la posibilidad de emprender una iniciativa de la UE para lograr 
que todos los Estados miembros de la Unión ratifiquen esta Convención? En caso negativo, 
¿por qué no? ¿Qué más pasos ha dado la Comisión para garantizar que los principios y 
objetivos que subyacen a la Convención se reflejen en la legislación de la UE? 
 
E-5343/09EN 
Answer given by Mr Barrot 
on behalf of the Commission 
(16.12.2009) 
 
As indicated in the reply to the Honourable Member's previous written question E-2606/051, the 
Commission shares the objectives of the Convention and believes that the effective system of 
protection of migrants' rights has to be an integral part of the European legislation in this area.  
 
To this end, it continues to take legislative steps aimed at enhancing rights of migrant workers. 

Recently adopted instruments, such as Council Directive 2009/50/EC of 25 May 2009 on the 

conditions of entry and residence of third-country nationals for the purposes of highly 

qualified employment2, contain a number of specific guarantees for migrant workers, in 
particular a provision relating to equal treatment with national workers in a number of socio-
economic areas. The same equal treatment clause has been included by the Commission in its 
proposal for a Council Directive on a single application procedure for a single permit for third-
country nationals to reside and work in the territory of a Member States and on a common set of 
rights for third-country workers legally residing in a Member State3. This proposal should 
guarantee a common set of basic socio-economic rights for all legally residing third-country 
workers, on an equal footing with nationals of the Member States of residence.  
 
The framework of rights has also been recently consolidated with regard to irregular migrants. 
Directive 2009/52/EC of Parliament and of the Council of 18 June 2009 providing for minimum 
standards on sanctions and measures against employers of illegally staying third-country 
nationals4 includes measures in favour of illegally staying third-country workers who are 
employees. That concerns, for example, the employer’s responsibility to pay any outstanding 
remuneration, the possibility for third-country national workers to be assisted by third parties 
(such as trade unions or non-governmental organisations (NGOs)) and, in the most serious 
cases – such as those relating to particularly exploitative working conditions – establishing 
grounds for granting temporary residence permits in a similar way as is already done for victims 
of trafficking. 
 
Furthermore, Directive 2008/115/EC of Parliament and of the Council of 16 December 2008 on 
common standards and procedures in Member States for returning illegally staying third-country 
nationals5 contains a number of safeguards aimed at providing a comprehensive system of 
protection.  

                                                      
1
  http://www.europarl.europa.eu/QP-WEB/application/home.do?language=EN. 

2
  OJ L 155, 18.6.2009. 

3
  COM (2007) 638 final. 

4
  OJ L 168, 30.6.2009. 

5
  OJ L 348, 24.12.2008. 
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